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Nota de Salvedad Académica: La presente tesis doctoral constituye un ejercicio de investigación 

estrictamente académico, de naturaleza científica y analítica. Este trabajo se ejecutó con fines 

exclusivos de generación de conocimiento, sin fines de deliberación política. Las tesis, análisis y 

conclusiones aquí consignados reflejan únicamente el pensamiento crítico del autor en su rol de 

investigador. Por tanto, este documento no constituye una opinión institucional, manteniéndose al 

margen de cualquier carácter deliberante. 
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“El hombre puede perder todos los denominados derechos 

humanos sin perder su calidad humana esencial, su dignidad 

humana. Únicamente la pérdida de la comunidad política es 

lo que puede expulsar al hombre de la humanidad” (2006, p. 

421).  
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Resumen 

 

El objetivo de esta tesis es analizar las producciones discursivas políticas, emitidas por los 

actores con poder de veto sobre el voto militar en Colombia, durante el periodo 1991-2022. La 

propuesta consiste inicialmente en la identificación de los actores con poder de veto en el escenario 

colombiano, enmarcado en que estos actores tienen la capacidad de influir en forma directa o 

indirecta en el rumbo de la sociedad.  

Es así como a partir de la perspectiva epistémico-metodológica del análisis crítico del 

discurso, presentamos el análisis en las dimensiones de la consistencia, la coherencia, la 

transformación discursiva y el análisis de las formas de legitimación en los discursos de los veto 

players, a través de la integración de, por un lado, descripción, análisis e interpretación en la 

consolidación de fundamentos para las elaboraciones críticas y, por otro lado, la revisión 

estructural y funcional de los discursos a través de una secuencia de fases y pasos que permiten 

reconocer los recursos, procesos, estrategias y fenómenos que estructuran, reproducen y 

transforman el significado. 

Este trabajo plantea identificar no sólo la coincidencia de los acontecimientos con lo que 

en efecto sucede, sino la existencia de mecanismos de orientación del pensamiento. Se busca 

entonces, responder la pregunta por la construcción discursiva de estos actores sociales sobre el 

derecho al sufragio para los uniformados en Colombia. 

Nuestra intención es generar una reflexión sobre la responsabilidad de los actores con poder 

de veto en materia de aportes a la comprensión de la realidad del voto militar en Colombia, 

desentrañando las ideologías que los actores reconocidos elaboran sobre la realidad. De esta 

manera pretendemos coadyuvar a construir una visión más dinámica de la ciudadanía, una visión 

centrada en la ampliación permanente del espacio público, amparados siempre en los derechos y 

libertades sustantivos de la democracia. 
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Introducción 
 

La ciudadanía, en su sentido más amplio, se refiere al conjunto de derechos y deberes que 

tienen las personas como miembros de una comunidad política. Estos derechos y deberes no son 

estáticos, sino que evolucionan con el tiempo, reflejando los cambios sociales, políticos y 

culturales de cada sociedad. El concepto de ciudadanía ha sido objeto de debate y análisis a lo 

largo de la historia, y su significado ha variado según las diferentes perspectivas ideológicas y 

contextos históricos. 

En el presente trabajo de investigación, se aborda la ciudadanía desde una perspectiva 

crítica, reconociendo que su construcción no se limita a la esfera jurídica o política, sino que 

también se ve influida por las dinámicas sociales y los discursos que circulan en el espacio público. 

Se parte de la premisa de que la ciudadanía no es un estatus otorgado de manera pasiva, sino que 

se construye y se ejerce a través de la participación activa de las personas en la vida social y 

política. 

Los derechos políticos son un conjunto de prerrogativas que permiten a los ciudadanos 

participar en la vida política de un Estado. Estos derechos son esenciales para una democracia 

sana, ya que permiten a los ciudadanos expresar sus opiniones y elegir a sus líderes. Sin embargo, 

los derechos políticos no son absolutos y pueden estar sujetos a ciertas restricciones, como la edad, 

la ciudadanía, la residencia y la profesión. 

A lo largo de la historia, las relaciones entre las fuerzas armadas y la política han sido 

complejas y controvertidas. En América Latina a través de los años el veto o impedimento del 

sufragio militar y policial ha ido desapareciendo, al punto de que, mientras hace tan solo unas 

décadas la mayoría de los países de la región contemplaban el referido veto en sus constituciones 

y legislaciones electorales, en la actualidad sólo cuatro países mantienen esta prohibición: 

Colombia, Guatemala, Honduras y República Dominicana. 

En Colombia el tema del voto militar ha sido un punto de debate recurrente, generando 

diversas opiniones y posiciones encontradas. Es fundamental partir del hecho que los uniformados 

en Colombia no siempre han estado vetados de participar en las urnas, este fue un derecho que se 

les era reconocido desde antes de la misma conformación de la República, de hecho, era uno de 

los privilegios que tenían por su condición de portar las armas de la nación. 

La República de Colombia toma este nombre y se constituye como una nación centralista 

y no federalista a partir de la Constitución de 1886, sin embargo, desde antes de la gesta 
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independentista (1810) y posterior a esta, aunque los derechos políticos de las Constituciones eran 

limitados, excluyentes y se encontraban asociados al derecho a elegir y ser elegido, los militares 

podían votar. 

El proyecto de Ley que dio origen a la prohibición de sufragar a los miembros de la Fuerza 

Pública fue una iniciativa gubernamental presentada en 1930. El argumento principal que se 

presentó en ese momento era que la Fuerza Armada estaba politizada por el Partido Conservador, 

es por eso que al término de la hegemonía conservadora lo primero que realizó el nuevo gobierno 

fue tratar de separar a las instituciones de la Fuerza Pública de los conflictos políticos. Finalmente, 

la Ley 72 de 1930 cercenó a los uniformados de su derecho de participar en las urnas, y en 1945 

esta prohibición fue elevada al rango constitucional mediante el Acto Legislativo. 

La Constitución de 1991, en su artículo 219, establece que los miembros de la Fuerza 

Pública no pueden ejercer el derecho al voto mientras permanezcan en servicio activo, lo que ha 

suscitado discusiones sobre la pertinencia de esta restricción en una democracia participativa como 

la colombiana. 

Este trabajo de investigación se centra en el análisis del discurso de los actores con poder 

de veto sobre el voto militar en Colombia. Se busca comprender cómo se ha construido este debate 

en el ámbito público, a través de los pronunciamientos de los diferentes actores políticos, sociales 

e institucionales que tienen la capacidad de influir en la toma de decisiones sobre esta temática. 

En el ámbito científico, esta investigación propende por el progreso y aumento del 

conocimiento, al estudiar los discursos políticos emitidos por los actores con poder de veto sobre 

la concesión del voto al personal uniformado, siendo una investigación novedosa, al no encontrarse 

registro alguno de otros estudios que hayan abordado esta problemática desde el análisis de los 

discursos expresados por los actores individuales o colectivos, cuyo consenso es necesario para un 

cambio del statu quo. 

El análisis se basa inicialmente en la teoría de los actores con poder de veto propuesta por 

Tsebelis (2002), que permite identificar a aquellos actores que tienen la capacidad de bloquear o 

impulsar cambios en las políticas públicas. Se estudian los discursos de los principales actores con 

poder de veto en Colombia, incluyendo el poder ejecutivo, el legislativo, los miembros en uso de 

retiro de las Fuerzas Militares, la prensa y las Organizaciones no Gubernamentales (ONG). 

En las sociedades democráticas y especialmente en las latinoamericanas, marcadas por una 

historia particularmente violenta, los discursos que están en la base de la construcción de 
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identidades ciudadanas dependen del acceso, disponibilidad e influencia que lleguen a tener los 

actores o las fuerzas sociales respecto a las mediaciones comunicativas existentes. Es así como la 

metodología empleada es el Análisis Crítico del Discurso (ACD), formulado por Teun Van Dijk y 

profundizado por Neyla Pardo Abril en el marco latinoamericano de los estudios críticos del 

discurso, que busca develar las relaciones de poder y las ideologías que subyacen a los discursos.  

De esta manera, el primer capítulo de esta investigación inicia con una revisión teórica 

sobre el concepto de ciudadanía, el ejercicio de los derechos políticos y las relaciones civiles-

militares dentro del sistema democrático. Posteriormente, se profundiza en el referente empírico 

de la investigación, observando la situación del voto militar en Latinoamérica y contextualizando 

a través de un recorrido histórico, la problemática del voto militar en Colombia. Finalmente, este 

capítulo realiza un recorrido por las diversas teorías y métodos asociados al análisis del discurso, 

puntualizando en las contribuciones de los principales teóricos de este enfoque sociolingüístico y 

político. Se ahonda en el análisis crítico del discurso que propone Teun Van-Dijk y los autores de 

su línea, enmarcándolo en las formas en las que las estructuras discursivas representan, confirman, 

legitiman, reproducen o desafían las relaciones de poder (dominación) en la sociedad. 

El segundo capítulo inicia con una revisión teórica sobre la teoría de Tsebelis (2002), los 

Veto player´s y el funcionamiento de las instituciones políticas, permitiendo identificar y 

caracterizar los actores con poder de veto y los grupos de interés en el escenario colombiano. En 

la segunda parte de este capítulo, se presenta un apartado dedicado al método de investigación, 

puntualizando el objeto de estudio, definiendo el tamaño del corpus, la temporalidad, la 

perspectiva epistémica – metodológica, el tipo de diseño, las fuentes de información y finalmente, 

el plan de análisis ejecutado para alcanzar los objetivos propuestos. 

En el tercer, cuarto y quinto capítulo se realiza inicialmente un análisis de estadística textual 

utilizando el software “IRaMuTeQ”, para los discursos de los actores con poder de veto 

identificados en el escenario colombiano. Posteriormente, se realiza el análisis en las dimensiones 

de la consistencia y coherencia discursiva, transformación discursiva y las formas de legitimación, 

profundizando en sus respectivas categorías, permitiendo reconocer los recursos, procesos, 

estrategias y fenómenos que estructuran, reproducen y transforman el significado en los discursos. 

El estudio realizado a lo largo de estos tres capítulos, se centra en la identificación de los 

mecanismos, estrategias y funciones que se materializan en los discursos políticos sobre el voto 

militar, con el fin de comprender cómo se ha construido la realidad social en términos de poder, y 
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cómo esta construcción ha perpetuado la exclusión de los militares y policías del ejercicio pleno 

de sus derechos ciudadanos. 

El sexto capítulo presenta un análisis comparativo de los discursos de los diferentes actores 

con poder de veto, con el fin de identificar patrones, similitudes, diferencias y contradicciones en 

la forma en que se ha construido discursivamente la problemática del voto militar en Colombia. A 

partir de la comparación de los resultados de los discursos estudiados, se ilustra el modo en el cual 

se organizan los significados sobre el voto militar en Colombia, empleando redes conceptuales, 

los esquemas fundacionales, los modelos mentales, los modelos culturales, las representaciones 

sociales y finalmente el desentrañamiento de las ideologías. 

El sexto capítulo concluye con una reflexión crítica donde se identifican las condiciones de 

posibilidad del discurso y se argumenta acerca de la construcción del discurso del voto militar en 

Colombia y sus implicaciones para la democracia y los derechos ciudadanos. Se discuten las 

posibilidades y desafíos de una reforma política que permita el ejercicio del voto militar, y se 

proponen algunas recomendaciones para avanzar en la construcción de una democracia más 

incluyente y participativa. 

Finalmente, a modo de conclusión, efectuamos un ejercicio de recapitulación donde se 

presentan los principales descubrimientos del análisis crítico efectuado a los discursos del 

Ejecutivo, el Legislativo, los militares en retiro, la prensa y las Organizaciones no 

Gubernamentales. 

Este trabajo de investigación no solo busca comprender el debate sobre el voto militar en 

Colombia, sino también aportar elementos para la reflexión sobre el papel de la Fuerza Pública en 

una sociedad democrática. Se espera que este análisis contribuya a la construcción de un debate 

informado y plural sobre la participación política de los militares, que tenga en cuenta los desafíos 

y las oportunidades que esta representa para la democracia colombiana. 

En definitiva, este trabajo de investigación busca arrojar luz sobre un tema complejo y 

controvertido como el del voto militar en Colombia, a través del análisis crítico del discurso de los 

actores con poder de veto. Se espera que este estudio contribuya al debate público y académico 

sobre la participación política de los militares, y que sus resultados sirvan como insumo para la 

toma de decisiones informadas en materia de reforma política y fortalecimiento de la democracia 

en Colombia. 
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CAPÍTULO I. Trasgresión de los Derechos Ciudadanos: Análisis Crítico del Discurso. 

 

Los derechos ciudadanos garantizan las libertades fundamentales de las personas y su 

participación activa en la vida política y social. Estos derechos rigen la manera en que los 

individuos viven en sociedad y se relacionan entre sí, al igual que sus relaciones con el Estado y 

las obligaciones del Estado hacia ellos. La vulneración de estos derechos se manifiesta de 

diferentes formas a nivel mundial. En países como Colombia, entre las causas que llevan a 

vulnerarlos está, por encima de todo, la falta de voluntad política.  

La disputa por la definición de lo político, y en este caso, un tema que se torna político 

como el voto militar, está también condicionada por una estructura institucional y de poder, que 

convierte a algunos actores en jugadores con poder de veto, quienes, de acuerdo con Tsebelis 

(2002), pueden cambiar políticas o el statu quo legislativo. Es así como los discursos de estos 

actores, en este caso sobre el voto militar, que expresan ideas, creencias, normas y valores, dan 

cuenta de los contextos sociales y políticos vividos en Colombia, siendo posible encontrar en su 

análisis incoherencias, contradicciones, auto-contradicciones, paradojas y dilemas presentes en las 

estructuras internas del texto o discurso, que pueden justificar y normalizar la vulneración de los 

derechos ciudadanos. 

Este capítulo inicia ahondando en el concepto de ciudadanía, partiendo desde el 

planteamiento clásico de Marshall (1949) pasando por el debate teórico contemporáneo e 

identificando la recepción normativa del concepto. Así mismo, se profundiza en el papel de las 

Fuerzas Armadas en el sistema democrático como garantes y beneficiarios de los derechos 

ciudadanos, para lo cual resulta clave el entendimiento de las relaciones civiles-militares.  

Luego analizamos la extensión del derecho al voto, como derecho ciudadano, o 

prohibición, a las fuerzas armadas, presentando la situación actual en los estados latinoamericanos 

y exponiendo la tendencia regional a la concesión. Se delimita y argumenta el caso colombiano, 

mostrando los principales acontecimientos históricos que ocasionaron la privación, por razón de 

su profesión, del derecho al sufragio al personal uniformado. 

Posteriormente, se realiza un recorrido por las diversas teorías y métodos asociados al 

análisis del discurso, profundizando en el análisis crítico del discurso que propone Teun Van-Dijk 

y los autores de su línea investigativa, enmarcado en las relaciones de abuso de poder (dominación) 

en la sociedad, dado que consideramos que esta constituye una herramienta clave para abordar los 
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discursos políticos generados en torno al derecho al voto militar en Colombia, tanto de aquellos 

que lo promueven, como de quienes se oponen. 

Finalmente, se presenta el panorama latinoamericano de los estudios de discurso y cómo a 

través de estos se puede pensar en el análisis y ejercicio de los derechos ciudadanos.  

 

1.1 La Ciudadanía y el Ejercicio de los Derechos Políticos  

De acuerdo con Molina (2015), la ciudadanía no es un asunto que se limite solamente a la 

sanción de unos derechos y deberes, tal como puede ser entendido por las teorías dominantes y 

convencionales que dan cuenta de ella. Laclau y Mouffe (1987), advierten que el régimen 

democrático debe asumirse no solamente como una forma de gobierno hecho de autoridades, 

instituciones y procedimientos, sino así mismo, como un orden simbólico según el cual se crean, 

se ordenan y se transforman las relaciones sociales y políticas. 

Lo anterior enmarca a la ciudadanía en una construcción hecha de los sentidos y de los 

significados que instauran los agentes sociales para regular sus relaciones. Por esa vía, no hay que 

desestimar el papel jugado por los discursos ya que serán ellos los vehículos que permitirán 

desplegar las ideas, los valores, los principios y los horizontes que llenarán de contenido tales 

significados y sentidos. Sin embargo, para que no se asocia esto con cierto idealismo, debe de 

asumirse que el discurso no es ninguna entidad contemplativa o cognoscitiva que atestigua y 

describe lo que pasa en el mundo de lo social, sino más bien, es una fuerza social que organiza y 

constituye las relaciones sociales que lo integran (Mouffe, 2000). Para entender lo anterior, debe 

reconocerse que ninguna cosa o relación del mundo de los humanos se da por fuera de una 

superficie discursiva (Molina, 2015). 

En concordancia con lo señalado, debe asumirse, entonces, que la ciudadanía trasciende 

las creaciones y actuaciones jurídicas y políticas convencionales para ser resultante, también, de 

los discursos históricamente construidos y desplegados en y por una sociedad. Dado el carácter 

conflictivo de toda sociedad, la ciudadanía debe de asumírsele además como el resultado de la 

competencia, el enfrentamiento y las luchas entre diversidad de discursos que pugnan por 

establecer los sentidos y significados que regirán en ella (Landi, 1984). Desde esta perspectiva, la 

ciudadanía empieza a aparecer como fruto de las hegemonías instituidas y por construir en una 

sociedad, entendiendo por estas, esos sentidos comunes y compartidos integrados por ideas o 



15 
 

valores asumidos por diversos sectores, grupos o clases en disputa en un escenario democrático 

(Laclau y Mouffe, 1987). 

Precisar acerca del concepto de ciudadanía es una labor compleja, puesto que es una 

categoría que se encuentra en constante evolución, debido a los diversos factores que la componen. 

Los sistemas que aspiran avanzar en el perfeccionamiento democrático, demandan una 

preocupación constante por la vigencia de los derechos de todos sus integrantes, estos derechos, 

así como los deberes, son parte fundamental en lo que hoy el mundo concibe como la condición 

de ciudadanía.  

La concepción moderna de la ciudadanía se origina en el pensamiento del sociólogo 

británico Thomas H. Marshall (1949), en su reconocida obra “Ciudadanía y Clase Social”, la cual 

fue una contribución esencial a la socialdemocracia británica, al presentar un modelo coherente de 

relación de convivencia entre las instituciones del capitalismo, la democracia y el bienestar. Este 

modelo de ciudadanía en el que las dimensiones civil y política, los derechos necesarios para la 

libertad individual y el derecho a participar en el poder político, respectivamente, no estuviesen 

reñidas con la dimensión social y el derecho a un bienestar material “mínimo” universalmente 

reconocido (Varela, 2008).  

Marshall (1949) señalaba que las clases sociales se podían comprender sobre la base de 

dos procedimientos analíticos: una comprensión evidentemente weberiana, según la cual la clase 

se fundamenta en la “jerarquía del estatus” sustentada por la ley y las costumbres, y una tipología 

de clases sociales que se origina en el producto del vínculo de las instituciones de propiedad y 

educación con el funcionamiento de la estructura productiva. 

En ambos casos, uno referido a la estratificación pre-capitalista y, el otro, a las formas más 

modernas derivadas de la industrialización. Para Marshall (1949) la ciudadanía es un estatus 

asignado a todos aquellos que son miembros plenos de una comunidad. Todos los que posean 

dicho estatus son iguales con respecto a derechos y deberes. La clase social, por otro lado, es un 

sistema de desigualdad, y también, como ciudadanía, puede basarse en un conjunto de ideales, 

creencias y valores. De esta manera, Marshall (1949) señaló tres dimensiones dentro de las cuales 

se configuran estos derechos: derechos civiles, derechos políticos y derechos sociales. 

Marshall (1949) indicaba que los derechos civiles están compuestos por los derechos 

necesarios para la libertad individual, dentro de los que resaltaba principalmente la libertad de 
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expresión, de pensamiento y religiosa, derecho a la propiedad privada y a la conclusión de 

contratos y el derecho a la justicia.  

Los derechos políticos se relacionan con el derecho a participar en el ejercicio del poder 

político, como miembro de un cuerpo investido de autoridad política o como elector de los 

miembros designados para integrar tales cuerpos. Derechos que permiten participar en el ejercicio 

del poder, el derecho a elegir y ser elegido (Marshall, 1949). 

Por último, los derechos sociales, por su expansión y por la mayor flexibilidad en su diseño 

debido a los diferentes problemas que pueden confrontar, son definidos dentro de un rango que va 

desde el derecho al bienestar y la seguridad económica hasta el derecho a compartir con el resto 

de la comunidad la herencia social y a vivir la vida como un ser civilizado de acuerdo con los 

estándares prevalecientes en la sociedad (Marshall, 1949). 

En síntesis, el planteamiento clásico de Marshall (1949) define a la ciudadanía como la 

forma de pertenencia de los individuos a una determinada comunidad política. Esta forma de 

ciudadanía es, al mismo tiempo, igualitaria y universalista. Marshall sostiene que en la ciudadanía 

se regulan las relaciones entre los individuos con el Estado, aunque éste último ostenta la posición 

fuerte, ya que es el que otorga los derechos a los individuos. En suma, el Estado es una fuente de 

reconocimiento (Horrach, 2009).  

En el debate teórico contemporáneo sobre la ciudadanía, la línea iniciada por Marshall, que 

distingue entre derechos políticos, civiles y sociales, es un referente analítico fundamental. De 

acuerdo con Calderón (2007), su principal legado es la incorporación de los derechos sociales al 

ámbito de los derechos de ciudadanía, antes integrados en los derechos civiles y políticos.  

Desde la publicación en 1949 de la obra “Ciudadanía y Clase Social”, se han despertado 

análisis y críticas desde muy diversas perspectivas ideológicas y económicas al legado del 

sociólogo británico, por lo cual resulta significativo examinar algunos de los postulados que se han 

formulado acerca del concepto de ciudadanía. 

Bottomore (2007) sostiene que los conceptos de Marshall sobre su estudio de la evolución 

de la ciudadanía “hoy se nos han quedado cortos” (2007, p. 100). El autor señala que la 

conceptualización de Marshall, su concepción de la ciudadanía y el marco analítico desde donde 

la aborda ya no pueden explicar los problemas de la ciudadanía en las sociedades actuales.  

Heater (2007), en concordancia con lo señalado por Bottomore (2007), enfatiza en que el 

estudio de Marshall es bastante limitado, pues se ciñe exclusivamente al panorama inglés. El autor 
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se pregunta por la validez del aporte de la noción tripartita de ciudadanía a la historia de la 

ciudadanía en otros países en las eras modernas y contemporáneas. 

Bottomore (2007) coincide con Heater (2007), al sostener que los límites del estudio de 

Marshall se deben a que éste se circunscribe “al contexto particular de la sociedad más o menos 

homogénea de Gran Bretaña (incluso, más estrictamente, de Inglaterra) durante el periodo de la 

inmediata posguerra” (Bottomore, 2007: p. 100). Estos dos autores objetan la conceptualización 

de Marshall y afirman que resulta insuficiente para explicar la ciudadanía y sus problemas en 

sociedades heterogéneas, multiculturales, industrialmente desarrolladas y, en últimas, en 

sociedades distintas a la inglesa de principios y mediados del siglo XX. 

Kymlicka y Norman (1997) se cuestionan por el tipo de participación a la que Marshall se 

refiere, cuando define la ciudadanía en términos casi que exclusivamente de posesión de derechos 

otorgados por el Estado. Según los autores, lo que Marshall defiende es un tipo de ciudadanía que 

suele denominarse la ciudadanía pasiva o privada, dado su énfasis en los derechos puramente 

pasivos y en la ausencia de toda obligación de participar en la vida pública. Es decir, un tipo de 

ciudadanía que no tiene en cuenta en absoluto el ejercicio activo de las responsabilidades y virtudes 

ni la necesidad de incorporar el creciente pluralismo social y cultural de las sociedades modernas. 

De acuerdo con Giddens (1982), Marshall desconoce que los desarrollos de los derechos 

de ciudadanía son resultado de los esfuerzos activos de ciertos grupos de personas y más bien los 

presenta como una suerte de proceso natural evolutivo, ayudado cuando fue necesario por la 

benéfica mano del Estado. De esta forma, el autor concluye que Marshall erró al explicar los 

distintos tipos de derechos desde una sola lógica histórica, cuando cada uno de ellos obedece a 

diferentes conflictos sociales acontecidos en distintos contextos y jalonados por múltiples actores 

sociales.  

Ferrajoli (1999) realiza una profunda crítica a Thomas Marshall y su intento, a juicio del 

autor, de ofrecer una versión omnicomprensiva de ciudadanía, que abarca los derechos civiles y 

políticos, así como los derechos sociales. El autor señala que esta concepción de ciudadanía ha 

enturbiado su significado estricto, mostrándola como un estatus subjetivo para la titularidad de 

derechos políticos, hasta hacerlo coincidir con la titularidad de todos los derechos de la 

personalidad. El autor, concluye denunciando el carácter discriminatorio que hoy lleva aparejado 

el recurso a los derechos de ciudadanía. Señala el autor que la ciudadanía es utilizada como 

instrumento para negar derechos y libertades, en una época donde el principal problema de las 
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sociedades democráticas es dar respuesta a los incontrolables flujos migratorios, propugnando: 

“La superación de la ciudadanía, la definitiva desnacionalización de los derechos fundamentales y 

la correlativa desestatalización de las nacionalidades, se trata de tomar conciencia de la crisis 

irreversible de la vieja noción de ciudadanía y de certificar su completa abolición” (Ferrajoli, 2001, 

p. 43-44).  

Por su parte, Andrenacci (2003) señala que resulta importante no caer en el simplismo 

“marshallista” de asociar mecánicamente ciudadanía y derechos, haciendo de la primera una 

pirámide acumulativa de fueros concedidos de una vez y para siempre. Cada expansión de la 

capacidad política y cada neutralización de las desigualdades socioeconómicas en las sociedades 

modernas es fruto de un conflicto que jurídicamente es poco reconciliable. 

De acuerdo a la perspectiva de Andrenacci (2003), la ciudadanía plantea, en oposición a la 

noción de “clase social”, una radical igualdad formal entre los miembros de un cuerpo político, 

esa igualdad contenida en este concepto se realiza plenamente, un ciudadano debería ser un 

individuo económica y políticamente tan autónomo como cualquiera de sus pares; y no podría ser 

objeto de discriminación alguna. 

Calderón (2007) afirma que la inclusión de los derechos sociales como derechos 

ciudadanos fue promovida por los Estados de bienestar, impulsores de la igualdad social a través 

de la prestación de servicios sociales referidos a estos derechos. Sin embargo, en sociedades 

policéntricas no se observa en la actualidad una acumulación de formas diversas de ciudadanía, 

como sostuvo Marshall, sino una “implosión de derechos, una transformación de los derechos 

civiles y políticos a través de la inclusión de nuevos sujetos sociales (de género, niños, minorías 

sexuales), junto al surgimiento de nuevas esferas de derecho (como la ecología, la reproducción, 

la información) y una mutación (en general declinación) de derechos sociales aparentemente 

consolidados, en particular, aquellos ligados al mundo del trabajo” (Sorj, 2005, p. 31). 

En definitiva, es preciso señalar que cada vez que se discute en el campo de análisis el tema 

de la ciudadanía social o de los derechos sociales, se invoca a T. H. Marshall y su obra “Ciudadanía 

y clase social”. Las críticas y señalamientos sobre sus postulados por parte de teóricos no se hacen 

esperar. Sin embargo, los aportes de Marshall a la teoría y práctica de la ciudadanía, siguen siendo 

un arsenal teórico valioso para defender el bien social que el sociólogo británico protegió con tanto 

empeño, enarbolando las banderas de la igualdad y la justicia social en sus postulados. 
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1.1.1 Recepción Normativa del Concepto de Ciudadanía.  

La ciudadanía es ante todo una condición de los individuos por la cual se reconoce y 

garantiza una serie de derechos. La aplicación y la expansión de estos derechos deben contribuir a 

una disminución sustantiva de la desigualdad, sin embargo, las limitaciones con las que 

cotidianamente se enfrenta el ejercicio pleno de los derechos de ciudadanía, convierten su 

aplicación en un campo de lucha social, arena de enfrentamiento político y lucha de clases. Los 

derechos de ciudadanía, que hoy son considerados en un contexto más amplio como derechos 

humanos, están en un proceso continuo de desarrollo. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos fue proclamada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948 en su Resolución 217 A (III) 

como un ideal común para todos los pueblos y naciones.  Es un documento que marca un hito en 

la historia de los derechos humanos. Esta fue elaborada por representantes de todas las regiones 

del mundo con diferentes antecedentes jurídicos y culturales. La Declaración establece, por 

primera vez, los derechos humanos fundamentales que deben protegerse en el mundo entero 

(Naciones Unidas, 2024). 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos es ampliamente reconocida por haber 

inspirado y allanado el camino para la adopción de más de setenta tratados de derechos humanos, 

que se aplican hoy en día de manera permanente a nivel mundial y regional, todos contienen 

referencias a ella en sus preámbulos (Naciones Unidas, 2024). 

La Asamblea General proclama la Declaración Universal de los Derechos Humanos como 

ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los 

individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la 

enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas 

progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y 

efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios 

colocados bajo su jurisdicción (Naciones Unidas, 2024). 

En los 30 artículos que se proclamaron en 1948, se considera que una concepción común 

de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de los 

mismos. Estos derechos, sin lugar a dudas, contienen las tres dimensiones básicas de la noción de 

ciudadanía (derechos civiles, políticos y sociales).  



20 
 

Los derechos políticos se encuentran configurados principalmente por lo señalado en el 

Artículo 21: 

1.Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por 

medio de representantes libremente escogidos. 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, 

en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 3. La voluntad del pueblo 

es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones 

auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por 

voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. (Naciones 

Unidas, 1948, p. 6)  

De esta manera y considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un 

régimen de Derecho, los derechos políticos establecidos en el Artículo 21 buscan que el hombre 

no se vea forzado al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión, propendiendo 

por evita repetir actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad. 

En la misma línea que la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, la cual fue suscrita tras la Conferencia Especializada 

Interamericana de Derechos Humanos, el 22 de noviembre de 1969, en la ciudad de San José en 

Costa Rica y entró en vigencia el 18 de julio de 1978, resalta que dentro de un estado de derecho 

en el cual se rigen las instituciones democráticas, la garantía de derechos de los seres humanos se 

basa en el establecimiento de condiciones básicas necesarias para su sustentación (alimentación, 

salud, libertad de organización, de participación política, entre otros) (Organization of American 

States, 1978).  

Es así como mediante los 82 Artículos que componen la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, los Estados Americanos signatarios ratificaron su propósito de consolidar en 

el Continente Americano, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de 

libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos proclamó en el Artículo 23. Derechos 

Políticos:  

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) De 

participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos; b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas 

auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

expresión de la voluntad de los electores, y c) De tener acceso, en condiciones generales 

de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de 

los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones 

de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, 

por juez competente, en proceso penal. (CADH, 1969, p. 10) 
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Estos derechos componen los derechos políticos, los cuales no se les reconoce a todos los 

seres humanos por su condición de tal, sino solo en su condición de ciudadanos, que si bien, cada 

Estado puede regularlos mediante leyes, sus limitaciones quedan claramente establecidas, siendo 

el sufragio la principal arma con la que cuentan los ciudadanos para avanzar en la defensa de sus 

intereses. 

La expresión “Sufragio Universal” tiene una connotación muy amplia, los diferentes 

axiomas sobre esa expresión se concentran en manifestar conceptos relacionados directamente con 

derecho a votar que tiene toda la población, independiente de su procedencia, raza, sexo, edad, 

creencia o condición social (Gonzales, 2018).  

El sufragio es un elemento esencial en los Estados democráticos, con las restricciones de 

las leyes o normas que lo garantizan (López y De Santiago, 2017). Este derecho que se proclama 

universal, es suspendido por condena judicial en razón de la comisión de un delito, por enajenación 

mental y, en algunos países por el alistamiento en las Fuerzas Armadas o por el ingreso al clero.  

Algunas de las más recientes investigaciones en esta materia señalan que, el derecho a 

elegir, como parte de los derechos políticos del ciudadano, representa la capacidad de las personas 

para expresar sus opiniones sobre el gobierno. Gonzales (2018) afirma que “a través de la votación, 

la gente tiene el poder en su mano y la oportunidad de cambiar lo que no le gusta y hacer algo que 

le gusta” (p. 51), por lo cual, es el principio más importante de la democracia.  

Al respecto López y De Santiago (2017) señalan que el derecho de sufragio es un elemento 

arquitectural básico de la cláusula constitucional de Estado democrático. Es un derecho subjetivo 

y también una pieza clave del Estado democrático, en la medida en que, sin elecciones y sin 

derecho de sufragio, no es posible la renovación y la continuidad del sistema institucional sobre el 

que descansa una democracia. 

Con relación a las normas que regulan estas restricciones, Carrillo (2019) sostiene que 

generalizar, o universalizar, sobre las características de un grupo social, eliminando en él cualquier 

vestigio de autonomía nos ha llevado únicamente al racismo y a la xenofobia, siendo los 

totalitarismos del siglo XX el máximo ejemplo de esto. 

 

1.1.2 Las Fuerzas Armadas y el Sistema Democrático  

Es importante iniciar afirmando con firmeza, que el camino de un sistema de gobierno 

hacia la legitimidad es la democracia, no hay un sistema de gobierno en el mundo que pueda ser 
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legítimo sin ser democrático (Martí, 2021). La democracia se presenta entonces como el derrotero 

a seguir para la legitimidad política de los gobiernos y sus instituciones. Pero, es necesario para 

que exista democracia que los ciudadanos y sus instituciones estén plenamente convencidos de su 

importancia, con conocimiento de sus fundamentos y sirvan los valores democráticos con sus 

acciones permanentes. Así mismo, no es posible hablar de democracia sin elecciones si los 

servidores públicos (jueces, policías, soldados y funcionarios en general) no asumen su 

responsabilidad democrática y si los ciudadanos no creen en ella y no confían en sus instituciones. 

En palabras de Lincoln (1863), “La democracia es el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el 

pueblo” (p. 1).  

Dahl (1999), caracteriza los sistemas democráticos y establece cinco criterios, que en su 

conjunto, determinan que un sistema sea plenamente democrático y que su fiel cumplimiento 

garantiza la participación en las decisiones políticas de la asociación. El primero de ellos es la 

Participación efectiva: en la cual hace referencia a que todos los miembros de la comunidad 

política deben tener oportunidades iguales y efectivas de dar a conocer sus puntos de vista de cómo 

podría ser la política.  

El segundo criterio que señala Dahl (1999), es la Igualdad de voto: enfatiza que todo 

miembro debe tener una igual y efectiva oportunidad de votar y todos los votos deben ser contados 

como iguales. El tercer criterio es la Comprensión ilustrada: destaca que todo miembro debe tener 

oportunidades iguales y efectivas para instruirse sobre las políticas alternativas relevantes y sus 

consecuencias posibles. El cuarto criterio es el Control de la agenda: en el cual los miembros deben 

tener la oportunidad exclusiva de decidir cómo y, si así lo eligen, qué asuntos deben ser 

incorporados a la agenda. 

El último criterio promulgado por Dahl (1999), es la Inclusión de los adultos: donde todos 

o, al menos, la mayoría de los adultos que son residentes permanentes, deben tener los plenos 

derechos de ciudadanía que están implícitos en los cuatro criterios anteriores. 

Si bien los cumplimientos cabales de los cinco criterios constituyen un estándar ideal, que 

podría parecer una utopía, Dahl (1999) aclara que estos ofrecen una medida a partir de la cual se 

puede evaluar las actuaciones de asociaciones reales que se pretenden democráticas. Estos criterios 

pueden servir como guías para conformar y reajustar determinados arreglos, constituciones, 

prácticas e instituciones políticas. Para todos aquellos que aspiran a la democracia pueden suscitar 

también cuestiones relevantes y ayudar en la búsqueda de respuestas. Lo anterior, tiene una directa 
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relación con lo señalado por Dunn (1995), “La democracia sólo puede verse como un viaje 

inacabado” (p. 5).  

De acuerdo con los criterios señalados por Dahl (1999), las Fuerzas Armadas de una 

nación, como instituciones legítimas dentro del sistema democrático, constituidas por ciudadanos 

legítimos, deben gozar del derecho a participar en la configuración de la política del estado, del 

voto libre e igual, de oportunidades iguales y efectivas para instruirse sobre las políticas, así como 

de los asuntos que deben ser incorporados a la agenda y de los plenos derechos de ciudadanía.  

Así mismo, las Fuerzas Armadas están llamadas propender también por el cumplimiento 

de esos mismos criterios, garantizando la libre participación en el sistema, a través del respeto de 

los derechos fundamentales que los gobiernos no democráticos no garantizan ni pueden garantizar. 

Se presentan entonces como el bastión para que los derechos sean verdaderamente efectivos y estar 

efectivamente a disposición de los ciudadanos en la práctica, propendiendo por el cumplimiento 

de ideal democrático dentro del sistema representativo, donde las decisiones, leyes y políticas son 

adoptadas por los agentes que actúan en nombre de los representados. 

Sin embargo, resulta útil y enriquecedor teóricamente precisar en lo señalado por Pitkin 

(1967), quien enfatiza en que la representación política significa: 

Actuar en el interés de los representados, de una manera responsable hacia ellos. (p. 209) 

…el pueblo realmente actúa a través de su gobierno, y no es un mero receptor pasivo de 

sus actos, pues los gobernados deben ser capaces de acción y juicio, capaces de iniciar 

actividades de gobierno, de tal manera que el gobierno puede ser concebido como 

respondiéndoles a ellos. (p. 232) 
 

Pitkin (1967), puntualiza en que la representación política como un conjunto de arreglos 

institucionales públicos a gran escala, no coinciden necesariamente con el gobierno representativo. 

En cambio, los partidarios del gobierno representativo, como Dahl (1989), más afines a la filosofía 

política liberal, ven las elecciones y los pesos y contrapesos, como un antídoto contra los posibles 

excesos del "pueblo" en el poder, o simplemente como una forma de dejar asuntos tan importantes 

como las decisiones políticas en manos de los más aptos (Monsiváis, 2013). 

Por su parte, Mouffe (1993, 2000, 2005, 2013) desarrolló sus trabajos en el sentido de 

procurar profundizar cómo influyen las formulaciones propuestas por la teoría del discurso en el 

análisis de las democracias contemporáneas, especialmente para comprender las relaciones entre 

democracia y pluralismo. En base a esas investigaciones, la autora amplió una importante 

distinción entre lo que ella denominó “lo político”, dimensión del antagonismo radical e 
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insuperable en las relaciones sociales, y “la política”, el conjunto de instituciones, prácticas y 

discursos que buscan mediar y organizar la convivencia humana. En ese sentido, ha elaborado una 

comprensión bastante original sobre las nociones de “agonismo” y “pluralismo agonístico”, 

indicando la posibilidad/necesidad de desarrollar una concepción de democracia en que los 

conflictos puedan expresarse e, incluso, ser mantenidos a partir de un “consenso conflictivo” en 

torno a principios ético-políticos mínimos (Ramos, 2014).  

Abordando el conflicto como una producción del encuentro de la diferencia en contextos 

pluralistas, Mouffe (1993, 2000, 2005, 2013) comprende como un aspecto inerradicable en la 

constitución de lo social y pondera que su manifestación se da por una tensión que no implica la 

destrucción del otro, sino que se sustenta por medio de un diálogo continuo. Es así como coloca 

las bases para que pensemos en la política democrática como práctica de negociación de la 

diferencia y no como un espacio de superación de los conflictos. En la concepción de Mouffe, la 

democracia no es el alcance del estado de equilibrio e igualdad anhelado como el “ideal” liberal o 

la “utopía” del pensamiento crítico. Su comprensión agonística de democracia busca el 

establecimiento de consensos, pero entiende que al no suponer la erradicación de la diferencia 

serán siempre provisorios, ya que se exigirán canales permanentes de negociación con el “otro” 

(Ramos, 2014). 

Estos canales de negociación, señalados por Mouffe (1993, 2000, 2005, 2013), que 

permiten expresar los conflictos y mantenerlos a partir de un consenso, requieren de una 

participación en el sistema democrático de todos los ciudadanos. Esta participación debe darse a 

través de los mecanismos institucionales de expresión, siendo el primero de ellos el voto, el cual 

se encuentra actualmente restringido para el personal de las Fuerzas Armadas en algunos estados 

democráticos en Latinoamérica, lo que demandaría cuando menos, una revisión del estatus quo y 

de las intenciones de generar un cambio por parte de los actores con poder de veto.  

Martí (2021) establece los valores democráticos que se hallan detrás del ideal democrático 

de legitimidad política y que, por tanto, constituyen los fundamentos de la democracia. El autor 

presenta una visión, a su juicio, más ecuménica de la democracia. El primero de los cuatro valores 

democráticos es el valor del autogobierno o soberanía popular, el cual establece que es la propia 

ciudadanía la que trace la dirección de las decisiones políticas, ostentando la soberanía última. 

Dentro de este valor, señala el autor, se encuentran inmersos los principios de delegación del poder, 
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separación de poderes, la representación política, el principio de la mayoría, de control popular 

último efectivo y el principio de deliberación pública. 

Resulta interesante destacar que dentro del principio de representación política, descrito 

por Martí (2021) como la actuación de los diversos poderes del estado como representantes de la 

ciudadanía, si bien algunos de ellos son elegidos de forma electoral (el parlamento o el presidente), 

otros como la misma Fuerza Pública son representativos de forma indicativa o no electoral. De 

esta manera, sin importar que su naturaleza no sea electoral, son servidores públicos que deben 

operar en nombre del pueblo y en aras de los intereses del mismo. Todo soldado, incluso el de más 

baja jerarquía dentro de la institución, es un servidor público, y por consiguiente tiene la 

responsabilidad de ser representante democrático de la ciudadanía.  

El segundo valor democrático señalado por Martí (2021) es el del valor de la igualdad 

política básica. Tal vez la mejor forma de expresar este valor es con la metáfora propuesta por 

Pettit (2012), en la cual señala que es imperioso que todos puedan ejercer una influencia igual en 

la dirección del estado, siendo este un aspecto neural de la democracia: 

En algunos sistemas de influencia colectiva, las contribuciones marginales de los 

individuos que hacen los mismos aportes están destinadas a ser las mismas. Considere el 

simple sistema físico de influencia constituido por un grupo de individuos que empujan 

una bola de billar gigante, digamos una esfera de seis pies de diámetro, donde hay 

diferencias en la dirección en la que desean moverla.  Deje que cada uno de ellos empuje 

en su dirección preferida, asumiendo la posición óptima para hacerlo, de modo que la 

dirección que tome la pelota sea determinada por la resultante de las diferentes fuerzas que 

constituyen. Bajo tal sistema de influencia continua, como podríamos describirlo, si todos 

los individuos contribuyen con las mismas entradas, si disfrutan del mismo grado de fuerza 

y cada uno de ellos gana la misma tracción sobre la bola, entonces cada uno de ellos hará 

una diferencia de la misma magnitud que los demás, a la trayectoria exacta de la bola; 

compartirán equitativamente en la determinación del impacto de su influencia conjunta 

sobre esa trayectoria. En nuestros términos, el sistema de influencia será perfectamente 

individualizado; la influencia que implemente será igualmente accesible para cada uno. 

(Pettit, 2012, p. 209) 
 

De esta manera, en la metáfora propuesta por Pettit (2012), en una sociedad democrática y 

por lo tanto legítima, la bola se debe mover empujada por todos los ciudadanos que componen esa 

comunidad, donde cada uno pueda empujar en la dirección preferida. 

El tercer valor democrático distinguido por Martí (2021), es el valor de los derechos 

humanos. El autor enfatiza en la mutua implicación entre democracia y derechos humanos, siendo 

estos últimos principios constitutivos de la propia democracia, señalando que no puede haber 
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democracia si no se reconocen y protegen amplios derechos de participación política, sin libertad 

ideológica y de expresión, sin derecho de reunión, de asociación, de manifestación y de protesta.  

En este punto es clave y puede parecer obvio el papel fundamental que tienen las Fuerzas 

Armadas a la hora de preservar, proteger, pero sobre todo de promover los derechos humanos, ya 

no solo dentro de las propias fronteras del territorio nacional, sino también en el resto del mundo.  

El cuarto y último valor democrático al que hace referencia Martí (2021), es el valor del 

pluralismo, la disidencia y la contestabilidad deliberativa. El autor señala que el pluralismo es una 

precondición de la existencia propia de la democracia, es incluso deseable pues el florecimiento 

de la diversidad ideológica es un indicativo de que se garantizan los derechos fundamentales y 

ayuda a enriquecer el debate político y poner sobre la mesa distintas perspectivas y puntos de vista. 

Con relación a la disidencia y la contestabilidad deliberativa, el autor señala que los ciudadanos 

deben disponer de un derecho esencial a criticar y disputar las decisiones que toman sus 

instituciones. 

Si bien los criterios establecidos por Dalh (1991), la crítica de Pitkin (1967), los trabajos 

desarrollados por Mouffe (1993, 2000, 2005, 2013) y los valores democráticos determinados Martí 

(2021), hacen parte de un gran conjunto de teorías existentes sobre la democracia, y su 

cumplimiento íntegro para los estados democráticos se presenta como un desafío, es claro que en 

un sistema que se considera legítimo, los ciudadanos tienen de entrada el deber, no de aceptar todas 

las decisiones del gobierno y las instituciones del estado, pero sí de utilizar los cauces establecidos 

por el propio sistema para cambiar aquello que atente contra el sistema mismo.  

De esta manera, es factible afirmar que si bien las instituciones que conforman el sistema 

democrático, tales como las Fuerzas Armadas de una nación, se constituyen como ese cauce que 

debe permitir y garantizar la defensa de los valores democráticos y los derechos humanos, esto 

debe ocurrir, sin perjuicio de que sus miembros tengan también voz y voto en los asuntos que 

como ciudadanos naturalmente les corresponde, atendiendo a que la democracia no solo es 

conjunto de procedimientos, sino también un debate o una polémica discursiva que requiere la 

participación de todos los afectados. Lo anterior, no debería perturbar en absoluto el 

funcionamiento normal de la democracia y de la alternancia del poder, pero esto dependerá en gran 

medida de las relaciones civiles-militares que se desarrollan al interior de los estados. 
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1.1.3 Las Relaciones Civiles-Militares  

Históricamente, las relaciones entre los militares y el proceso democrático no han sido 

fáciles, ni en América Latina ni en el resto del mundo. En gran parte, esto se debe al rol especial 

al que estas se auto-atribuyen o que algunos gobiernos les conceden dentro de la mayoría de las 

sociedades. 

Las primeras teorías que dan cuenta del rol democrático de las Fuerzas Armadas tienen su 

génesis en el siglo pasado. Dos aportaciones seminales marcaron de hecho el devenir de las dos 

grandes visiones que estuvieron en discusión por lo menos hasta fines de los años noventa y 

principios de siglo XXI: la teoría institucional y la teoría de la convergencia (Martí, 2021). 

La teoría institucional es la visión defendida por Huntington (1957), según la cual las 

Fuerzas Armadas y las instituciones civiles del Estado constituyen dos mundos apartados, que 

siguen dos lógicas diferentes, siendo necesario reconocer y mantener separadas. Huntington 

(1957), enfatiza en que esta separación debe estar cobijada por el respeto institucional mutuo. Las 

Fuerzas Armadas no deben entonces tener injerencia en el ámbito de la democracia y del mismo 

modo, las instituciones civiles, con el Ejecutivo a la cabeza, deberían abstenerse de injerir en el 

ámbito de las Fuerzas Armadas, pues solo los militares conocen perfectamente su trabajo el oficio 

de las armas. 

Martí (2021) señala que fue en ese momento cuando nace la idea, todavía muy presente 

sobre todo en regiones del mundo como la de América Latina, de que los militares deben 

abstenerse de participar políticamente, incluso al precio de quitarles sus derechos políticos de voto 

o de deliberación, así como las libertades de expresión, manifestación o sindicación. “En 

definitiva, según esta visión es necesario cavar una trinchera, por así decirlo, entre la democracia 

y las Fuerzas Militares, para que ninguno de estos mundos injiera en el otro, para que ambos se 

respeten mutuamente” (Martí, 2021, p. 115). 

Tres años después de la publicación de la teoría promulgada por Huntington (1957), 

Janowitz (1960) divulgó la principal teoría la llamada teoría de la convergencia. Según el autor, 

ambos mundos (instituciones civiles del estado y las Fuerzas Armadas) son parte innata del sistema 

institucional de un mismo Estado y deben converger bajo la cobertura jurídica de una misma Carta 

Magna para todos. De esta manera, las Fuerzas Militares deben servir al pueblo y ser fiel a los 

valores democráticos constitucionales, y la mejor forma de hacerlo es sirviendo al gobierno civil 

de turno, el cual ha resultado de una elección legítima democrática. Este gobierno, a su vez, tiene 
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la misión de mantener las Fuerzas Militares bajo control último civil. Para Janowitz (1960), más 

que una separación tajante en dos mundos que no se hablan, el ideal debería ser el de la 

convergencia. 

Según Martí (2021), que se vieran las relaciones de las Fuerzas Militares con la democracia 

como problemáticas era algo absolutamente lógico y explicable en los años cincuenta, y aún 

durante décadas, en todo el mundo, y seguramente todavía más en América Latina, donde es bien 

conocido el papel que los militares jugaron en una larga sucesión de golpes de Estado que 

frecuentemente tenían como resultado la abolición de la democracia. Sin embargo, enfatiza el 

autor, esta visión clásica del problema hace años que ha quedado desplazada por una nueva 

perspectiva de la discusión.  

Si en la primera etapa de la discusión sobre las relaciones civiles-militares las Fuerzas 

Militares eran vistas inevitablemente como una amenaza, siquiera potencial, para la 

democracia y el orden civil, y las dos visiones contrapuestas de Huntington y Janowitz 

trataban de dar respuestas distintas a dicha amenaza, la segunda etapa de esta literatura se 

caracteriza más bien por ver a las Fuerzas Militares como un elemento central de los 

problemas en el mundo, tanto de la protección de la democracia como de los derechos 

humanos, al igual que del mantenimiento de la paz y la seguridad globales. (Martí, 2021, 

p. 119) 
 

Es así como a partir de los años noventa y especialmente ya en el siglo XXI fue 

desarrollándose una visión nueva con un punto de partida diametralmente diferente. El ámbito de 

la protección de los derechos humanos fue transformando profundamente la democracia en el 

mundo y las Fuerzas Armadas no podían mantenerse ajenas a los nuevos desafíos de orden 

mundial. 

En la segunda etapa han aparecido teorías más complejas y sofisticadas sobre cómo 

deberían ser estas relaciones civiles-militares. Una de las más prestigiosas ha sido la de Feaver 

(2003), quien desarrolló la llamada teoría de la agencia. La tesis principal de esta teoría es que las 

Fuerzas Militares deben actuar como agentes mandatarios sujetos a un agente principal o mandante 

que sería el poder civil democráticamente elegido. Según el autor, la relación debería ser vista 

como de sujeción y no como de subordinación en sentido fuerte. 

Feaver (2003) aclara que la razón por la que debe ser el poder civil el que actúe como 

mandante en esta relación, y en ese sentido tenga el poder de definir los términos de la relación o 

del mandato, es justamente una razón democrática. Solo el poder civil ostenta el poder de 

representación de la ciudadanía, y en este sentido debe ser libre de poder establecer los objetivos 

concretos a los que las Fuerzas Militares deben servir.  
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De acuerdo con Martí (2021), otra visión que ha sido influyente en los últimos años es la 

de la teoría de la concordancia. Esta teoría expuesta principalmente por Schiff (2008), supondría 

una evolución de la teoría de la convergencia de Janowitz (1960) y vendría a sostener que el fin 

de las relaciones civiles-militares no debería ser la convergencia total de ambos mundos, pues 

Huntington (1957) tenía razón al sugerir que ambos tipos de instituciones seguían lógicas al menos 

parcialmente distintas, difícilmente reducibles las unas a las otras, pero que sí deberían buscarse 

las fórmulas de concordancia y cooperación.  

Schiff (2008) sugiere que no se debe reducir el análisis a dos componentes, sino como 

mínimo a tres: i) las Fuerzas Militares, ii) el poder civil iii) la ciudadanía. Según Schiff, estos tres 

sectores deberían cooperar a la hora de establecer los objetivos y valores constitucionales a los que 

deben servir las Fuerzas Militares, así como de regular la composición y el funcionamiento de las 

Fuerzas Militares mismas. La visión de Schiff se aleja de esa perspectiva tan propia de la primera 

etapa en esta literatura y consiste en ver a las Fuerzas Militares básicamente como un problema o 

una amenaza, para pasar a verlas como una parte inherente de la solución. 

Por otro lado, se han desarrollado una serie de postulados sobre las relaciones civiles-

militares y el rol de los ejércitos en los procesos de transición democrática, que tuvo especial 

importancia en la región de América Latina, siendo Stepan (1988) su principal exponente. El autor 

reflexiona sobre cómo las Fuerzas Militares podían dejar de ser una amenaza constante sobre los 

procesos de consolidación democrática para convertirse en actores coadyuvantes de estos 

procesos. Stepan (1988), señala que hoy resulta imposible avanzar en la reflexión sobre el rol de 

las Fuerzas Militares en una democracia ignorando los contextos propios de cada región. Al 

respecto Martí (2021) señala:  

No es lo mismo el rol presente que juegan las Fuerzas Armadas en los Estados Unidos que 

en Alemania, en España que en Colombia, en Turquía que en Zimbabwe, o en Japón o 

Corea que en Indonesia. El contexto latinoamericano es, visto desde una perspectiva global, 

muy particular. Y aun dentro de la región existen importantes diferencias entre países. No 

es lo mismo, por ejemplo, el rol que pueden jugar en el futuro cercano las Fuerzas Armadas 

en países que han tenido dictaduras militares relativamente recientes, como Chile o 

Argentina, que el que pueden jugar en países que han enfrentado largos conflictos armados 

internos, como Colombia o México, con las guerrillas y el narcotráfico. En ese sentido, es 

totalmente comprensible que buena parte de la literatura existente sobre las relaciones 

civiles- militares en América Latina se haya centrado en modelos de control, es decir, 

modelos en que el poder civil dispone de distintos mecanismos para controlar la acción de 

las Fuerzas Militares. (p. 126) 
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Pion-Berlin (2000), ha explorado las fórmulas de control civil disponibles y ha desarrollado 

métricas específicas que pudieran ser aplicables a las Fuerzas Armadas de América Latina. 

Subraya la presencia creciente de personal civil en los espacios de decisión de las Fuerzas 

Militares, los mecanismos de empoderamiento del Ministerio de Defensa, la reducción del peso de 

la cadena vertical de mando militar en los procesos de decisión y la división del poder militar 

evitando una excesiva concentración, entre otras.  

Es importante afirmar, de acuerdo con Martí (2021), que este modelo de control civil es un 

avance muy significativo con respecto a las teorías descritas anteriormente, en especial, para un 

contexto como el latinoamericano, donde resulta indispensable el principio de control popular 

último y efectivo para el sostenimiento de los sistemas democráticos. 

Finalmente, como se ha presentado a lo largo de este apartado, las relaciones civiles-

militares se encuentran en constante evolución. Hoy no se presupone de inicio que las Fuerzas 

Armadas vayan a ser necesariamente una amenaza a la democracia, sino por el contrario, se centra 

en buscar fórmulas de cooperación y trabajo conjunto que conceden al gobierno civil democrático 

el poder civil de poder controlar y supervisar de cerca las actividades propias de las Fuerzas 

Armadas, adjudicándoles un papel mucho más activo en la práctica y defensa de la democracia.  

 

1.1.4 “Ciudadanía en tensión”: El Voto militar en Latinoamérica  

La forma en que funciona la democracia en cada país es un elemento primordial en tiempo 

de elecciones. Cada país establece requisitos para tener el derecho de voto, que normalmente están 

en relación con una edad mínima y la nacionalidad. En algunas democracias este derecho es 

restringido al personal que se desempeña en algún tipo de actividad particular dentro del Estado 

democrático, tales como la profesión militar.  

De acuerdo con López y De Santiago (2017), la edad y la capacidad son las restricciones 

objetivas negativas clásicas, junto con la calidad de condenado, para acceder al derecho al voto. 

Al especificar estas restricciones en las leyes, se intenta asegurar que todos aquellos que ejerzan 

su derecho estén capacitados para hacerlo. Por ser un derecho cuyo ejercicio es directo, no cabe 

representación por parte de tutores o guardas de los menores de edad o incapaces. 

En la región latinoamericana, la eliminación del derecho al voto por parte de miembros de 

la Fuerza Pública obedece a causas políticas y sociales de momentos coyunturales muy concretos, 
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siendo una tendencia regional, sin embargo, la especificidad se halla en la historia de cada país 

(Carrillo, 2019). 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es un tratado multilateral general 

que reconoce Derechos civiles y políticos, establece mecanismos para su protección y garantía. 

Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200 A 

(XXI), del 16 de diciembre de 1966. A su vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

como órgano de la Organización de los Estados Americanos y encargado de la aplicación e 

interpretación de la Convención Americana de Derechos Humanos, ha estimado que: la previsión 

y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos políticos (consagrados en el artículo 23 de la 

Convención Americana) no constituyen, per se, una restricción indebida a los derechos políticos. 

Esos derechos no son absolutos y pueden estar sujetos a limitaciones. 

Dentro de estas limitaciones a los derechos políticos, reguladas por los estados, se 

encuentran la restricción del derecho al sufragio al personal condenado que estén en cumplimiento 

de una pena, los ciudadanos que hayan renunciado a su nacionalidad y los miembros de las Fuerzas 

Armadas. 

En el continente americano, la democracia y su materialización mediante la consagración 

del derecho al sufragio, tiene un papel fundamental en el desarrollo social, económico, cultural y 

político de cada uno de los Estados del continente, tan es así que, en la mayoría de sus naciones, 

se ha establecido en rango constitucional y legal, la posibilidad de votar de los miembros de las 

Fuerza Pública en servicio activo (Mizrahi, 2021). 

En los últimos años, los países de la región han avanzado en la materia levantando el veto 

o impedimentos para que miembros de la Fuerza Pública accedan al sufragio. El rol desempeñado 

por los actores con poder de veto ha sido fundamental al incluir en las diferentes agendas 

legislativas iniciativas que se han materializado en leyes, permitiendo a los uniformados acudir a 

las urnas a elegir a sus gobernantes. 

En Argentina, se sancionó en 1912 la Ley Nacional de Elecciones N° 8.871, conocida como 

“Ley Sáenz Peña”, que desechó el voto calificado y estableció el sufragio es universal, secreto y 

obligatorio, y el sistema de lista incompleta, con lo que se dio representación legislativa a la 

minoría. Posteriormente, la Ley No. 24.430 de 1994, en su artículo 37, garantiza el pleno ejercicio 

de los derechos políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y, en consecuencia, el 

sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio (Vergara, 2018). 
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Ahora bien, en Chile se consagra la participación política de las Fuerzas Armadas en la 

reforma constitucional del 2010, así: “Las Fuerzas Armadas y Carabineros, como cuerpos 

armados, son esencialmente obedientes y no deliberantes”. Sin embargo, a pesar de esta 

disposición constitucional, los miembros de la Fuerza Pública pueden ejercer el derecho al voto al 

de acuerdo con el Artículo 13 de la Carta Magna (Castellanos, 2014).  

En Perú, la expedición de la Ley No. 28480 de 2006, realizó una reforma constitucional 

sobre el voto de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, mediante la que 

se prohibió la postulación a cargos de elección popular, la participación en actividades partidarias 

o manifestaciones, así como la prohibición de realizar actos de proselitismo, mientras no hayan 

pasado a la situación de retiro. Hoy por hoy, los miembros de las Fuerzas Militares del Perú 

cumplen con una doble función durante las jornadas electorales: de un lado, ejercen el derecho al 

voto y de otro, velan por la preservación del orden y la seguridad de la jornada electoral (Mizrahi, 

2021). 

En Bolivia, de acuerdo con la Ley N°1246 de 1991 en el Artículo 200 establece que 

miembros de las Fuerzas Armadas de la Nación y Policía Nacional durante el periodo electoral 

que estén en servicio activo, podrán sufragar sin armas, estando prohibido permanecer en el recinto 

electoral más del tiempo estrictamente necesario. 

En Panamá, la Ley 11 de 1983 en el Artículo 7 señala que los miembros de la Fuerza 

Pública, o del cuerpo de bomberos, que cuiden las mesas de votación, podrán depositar su voto en 

la mesa donde ejerzan sus funciones o en una ubicada en el lugar donde se encuentran por razón 

de su cargo, al final de la votación siempre que se encuentre inscrito en el padrón electoral final. 

En Venezuela la Asamblea Constituyente de 1999, incorporó a los miembros de la Fuerza 

Pública al registro de electores dentro del contenido normativo del artículo 328, reemplazando lo 

establecido en la constitución desde 1961. Se califica a las Fuerzas Armadas como una 

organización sin militancia política, premisa lógica en todos los Estados, pues es el punto inicial 

que configura el pensamiento del Estado para permitir que los militares puedan sufragar (Vergara, 

2018). Sin embargo, según afirma Oliveros (2020), los militares en Venezuela hacen política, 

uniformados o no, sin ningún tipo de rubor y tienen consignas evidentemente político partidistas.  

Los miembros de las Fuerzas Armadas de Uruguay tienen derecho al sufragio activo, pero 

están limitados en cuanto al sufragio pasivo. Más concretamente, la Ley 7812 de 1925, modificada 

por la Ley 17113 de 1999, en su artículo 186, precisa que el personal militar y policial puede votar 
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uniformado, pero sin armas. La legislación uruguaya establece una tendencia a contener la 

participación de los miembros de las Fuerzas Armadas en el ejercicio del sufragio pasivo, pero sin 

perturbar el ejercicio del sufragio activo controlado (Franco, 2022). 

Ecuador en el 2004, el gobierno de Lucio Gutiérrez presentó un proyecto de reforma 

constitucional que permitía el voto de los uniformados, el cual no fue aprobado por los legisladores 

de la época quienes vieron en este documento una bomba de tiempo para la politización de las 

Fuerzas Armadas. Cuatro años después, en el 2008, la nueva Constitución otorgó a policías y 

militares en servicio activo el derecho al voto facultativo.  De acuerdo con Espinosa (2019), desde 

la aplicación de este derecho en el país ni los cuarteles, ni las unidades de policía comunitaria se 

han partidizado; aunque tampoco se ha evidenciado un incremento en la concurrencia de los 

uniformados a las urnas. 

En El Salvador, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (CSJ), declaró 

inconstitucional el artículo 195 del Código Electoral, por no tener incluido a los elementos 

policiales, de la Fuerza Armada y de la Policía Nacional Civil (PCN). Así las cosas, el fallo indica 

que los agentes de la PNC, los alumnos de la Academia Nacional de Seguridad Pública (ANSP) y 

los elementos de la Fuerza Armada, que estén destacados en los centros de votación en 2018, 

podrán, por ley, emitir el sufragio libremente como todos los salvadoreños (M. Pérez, 2018). 

Aunque no se puede afirmar que existe una tendencia generalizada en cuanto a la agenda 

política en los países latinoamericanos, ya que estas están configuradas de acuerdo con sucesos 

históricos particulares e intereses políticos de los gobernantes de turno, si es posible aseverar que 

los procesos democráticos en América Latina han contribuido a una mayor delimitación de las 

condiciones de participación política del personal uniformado. De esta manera, países que 

atravesaron dictaduras militares como Argentina y Chile tienen activo el derecho de los 

uniformados de acceder al voto. En la actualidad esta prohibición la mantienen únicamente cinco 

estados en Latinoamérica: Guatemala, Honduras, República Dominicana, Paraguay y Colombia.  

 

1.1.5 Voto Militar en Colombia: Pasado, Presente, ¿Futuro?  

El voto militar en Colombia, concebido como el legítimo derecho a ejercer el sufragio por 

parte de los miembros de la Fuerza Pública, conformada por los hombres y mujeres que hacen 

parte del Ejército Nacional, la Armada Nacional, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional, ha estado 

enmarcado por una serie de sucesos históricos que son necesarios conocer para comprender cómo 
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hoy este grupo de personas se encuentran privadas por razón de su profesión, de participar 

libremente en el sistema democrático.  

Es fundamental partir del hecho que los uniformados en Colombia no siempre han estado 

vetados de participar en las urnas, este fue en derecho que se les era reconocido desde antes de la 

misma conformación de la República, de hecho, era uno de los privilegios que tenían por su 

condición de portar las armas de la nación (Pérez, 2018). 

La República de Colombia, toma este nombre y se constituye como una nación centralista 

y no federalista, a partir de la Constitución de 1886, sin embargo, desde antes de la gesta 

independentista (1810) y posterior a esta, aunque los derechos políticos de las Constituciones eran 

limitados, excluyentes y se encontraban asociados al derecho a elegir y ser elegido, los militares 

podían votar (Pérez, 2018). 

Durante el periodo 1810-1815, se promulgaron once Constituciones en ocho provincias 

diferentes cuando Colombia se encontraba organizada en provincias federales. Pérez (2018), 

señala que con relación a los derechos otorgados y los deberes exigidos a las Fuerzas Armadas en 

cada una las Constituciones que corresponden a este periodo, es posible evidenciar que los 

soldados tenían una estrecha relación con la ciudadanía y sus derechos por las siguientes 

consideraciones: 

1. Existía un vínculo directo entre ser soldado y ser ciudadano, debido a que en todas las 

Constituciones de este periodo se manifestó que todo ciudadano estaba en la obligación de 

llevar las armas, sin distinción de clase, estado o condición; y nadie podía ser eximido del 

servicio militar cuando peligrara la patria. 2. En estas sociedades provinciales no todos 

tenían el privilegio de ser ciudadanos, por lo tanto, si se llegase a presentar una carencia de 

tropas a la hora de afrontar un conflicto, las constituciones ordenaban que todo hombre, sin 

distinción de clase, estado o condición, estaba obligado, no solo a militar, sino a vestirse, 

armarse y mantenerse a su costa, y el Estado cuidaría de socorrer a aquellos que 

indispensablemente necesitasen auxilios, si un hombre se negaba a cumplir los requisitos 

anteriores, perdería su condición de ciudadano, además debería salir de la provincia y en 

su documento de identidad se le tildaría de cobarde y vil. 3. Para que un hombre pudiese 

gozar plenamente de los derechos otorgados con el estatus de ciudadano, debía estar en las 

listas de su distrito, es decir que para poder ejercer su derecho de sufragio debía enlistarse 

en la Fuerza Armada para que fuese convocado a incorporación o debía pertenecer 

activamente a ella. (Pérez, 2018, p. 136) 
 

Posteriormente, se redactaron las Constituciones de 1821, 1830, 1832, 1843, 1853 y 1863, 

en las cuales, si bien se mantenía el derecho al voto al personal uniformado, con el pasar de una 

Carta Magna a otra se realizaban modificaciones relacionadas con los derechos políticos y 
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principalmente con el sufragio, eliminando los ámbitos de los factores sociales los requisitos de 

utilidad, autonomía y capacidad (Pérez, 2018). 

De acuerdo con Pinzón (1994), el voto militar al inicio de la época republicana fue un 

privilegio del que gozaron los miembros del ejército y que, aún luego de abolida la Constitución 

de Nueva Granada de 1832, los militares continuaron ejerciendo este derecho en condición de 

ciudadanos, incluso, tenían el derecho a postularse a cargos de elección popular. La Constitución 

de los Estados Unidos de Colombia de 1863, estableció que los derechos de elegir y ser elegido 

eran inherentes a los ciudadanos colombianos; determinando que, para ser ciudadano, entonces, se 

requería ser varón mayor de 21 años y ser casado o haberlo sido, así, los militares que cumplieran 

con estos requisitos podían sufragar. 

Malcom Deas (2002) señala que los gobiernos colombianos tenían recursos limitados para 

favores políticos y se mostraban reacios a descartar la ventaja electoral que les ofrecía el control 

incluso de las pequeñas Fuerzas Militares que el país podía mantener habitualmente: 

Estas fuerzas, frente a una posibilidad más o menos constante de guerra civil, estaban bajo 

el mando de oficiales que eran inevitablemente partidarios del gobierno. Su utilidad 

electoral cobró diversas formas. Una fue el voto directo de las tropas, asumido 

generosamente por aquellos que controlaban la lista de votantes para cumplir las 

condiciones requeridas por leyes sucesivas. Otra, practicada ocasionalmente en los estados 

más débiles bajo la constitución federal de 1863, fue la reordenación forzosa de situaciones 

políticas locales para ajustarse al gobierno central, lo que algunas veces implicaba algún 

tipo de elección. Una tercera era intimidar a los votantes. Una de las formas más comunes 

de hacer esto, que no implicaba el uso directo de la fuerza, parece haber sido el hacer 

circular el rumor de que el reclutamiento coincidiría con la votación. El reclutamiento 

forzoso era mal visto y temido hasta bien entrado el siglo XX, y tal rumor podía realmente 

persuadir a un electorado no muy entusiasta a permanecer distante. (Malcom Deas, 2002, 

p. 25) 
 

Pinzón (1994) señala que en 1875 ocurrió el primer evento en el cual se alzaron voces en 

contra del voto de la Fuerza Pública en Colombia y afirma que el evento se produjo en un certamen 

para una elección de presidente, gobernadores y alcaldes, en un hecho protagonizado por radicales, 

que se vieron involucrados en disturbios contra instalaciones militares.  

Con la promulgación de la Constitución Política de 1886, en la cual se decretaron 9 

departamentos, los mismos Estados de los Estados Unidos de Colombia, regidos por una 

Constitución ya no federalista sino centralista, Ciro (2020) señala que a estos cambios político-

administrativos se sumaron las primeras limitaciones al ejercicio de algunos derechos políticos: 

reunión y petición: 
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Esto coincide con el carácter conservador de dicha Carta, pero también con una probable 

visión estratégica que va tomando cuerpo, con independencia de la ideología política 

dominante, sobre la necesidad de moldear al ejército como un tipo de institución insular al 

servicio de los gobiernos. (p. 49) 
 

La Constitución Política de 1886 indicaba que la calidad de ciudadano se otorgaba sólo a 

los colombianos varones de 21 años que realicen alguna profesión, arte u oficio legal y establecía 

las siguientes formas de perder la ciudadanía: 1) perder la nacionalidad; 2) estar al servicio de una 

nación enemiga; 3) pertenecer o haber pertenecido a un grupo que esté en contra de una nación 

amiga de Colombia; 4) haber sido condenado por pena aflictiva; 5) haber sido destituido de cargos 

públicos por un juicio legal; y 6) haber participado algún tipo de violencia, corrupción o falsedad 

en elecciones. 

De acuerdo con Ciro (2020), el proyecto político que dio origen a la Constitución de 1886 

fue el fruto de una alianza estratégica entre liberales moderados y conservadores del siglo XIX, 

que pese a su aparente confrontación ideológica, este proyecto se fundamentó en una visión y 

lectura común del contexto político, económico, social y cultural. Continúa Ciro (2020) afirmando 

que:   

Esta Constitución buscó, por un lado, cerrarle el paso a la tradición política radical, con 

más de tres décadas en el ejercicio del poder, y en consecuencia resultó imperioso no solo 

rechazar sus instituciones sino eliminarlas. Por el otro, dos grandes propósitos guiaron el 

diseño dogmático e institucional: a) restablecer la figura de un ejecutivo fuerte y revestirlo 

de facultades extraordinarias y b) restaurar y consolidar el poder de la iglesia en la vida 

institucional. (p. 49) 
 

La Carta Magna de 1886 señalaba en el artículo 168 que la Fuerza Armada  se reuniría 

exclusivamente por orden de autoridad legítima, consagrándose en no podría “dirigir peticiones 

sino sobre asuntos que se relacionen con el buen servicio y moralidad del Ejército, y con arreglo a 

las leyes de su instituto”, dicho instrumento acabó con los ejércitos de cada estado soberano, con 

lo cual habría un solo Ejército Nacional cuya principal limitación, precisamente, tenía que ver con 

la participación activa en política, motivo por el que a las Fuerzas Armadas, se les prohibió 

deliberar, es decir, reflexionar, discutir o cuestionar temas ajenos a los estrictamente militares 

(Pérez, 2018). 

Guarín (2006) destaca que, aunque dicha prohibición de rango constitucional no descartó 

el ejercicio del sufragio por parte de los miembros de la Fuerza Pública, lo cual significó que no 

se podía deliberar pero si se podía votar, razón por la cual, la prohibición de no deliberar terminó 

siendo meramente simbólica al convertirse los regimientos en auténticas clientelas electorales 
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cautivas y el resultado no pudo ser peor, pues el espíritu del constituyente se desvirtuó y la 

institución se vio envuelta en múltiples escándalos por fraude electoral. 

Malcom Deas (2002) enfatiza en que se criticó por parte de conservadores, liberales, 

soldados y civiles al gobierno por las acciones que se tomaban durante los periodos de elecciones, 

señala que:  

El gobierno aumentaba las tropas, sometiéndolas a la trashumancia electoral, 

desplazándolas de sitio en sitio de acuerdo con la necesidad política. y por dejar que la 

lealtad política que mostraban en los servicios electorales influyera en los ascensos. Fue 

atacado porque ponía a votar a las tropas cuando estaban en formación; los críticos decían 

que se debía permitir, al menos, que los soldados votaran individualmente o en pequeños 

grupos, de manera que tuvieran la oportunidad de votar libremente. El gobierno respondía 

con circulares inaceptables que prohibían absurdamente a los oficiales ordenarles a sus 

hombres cómo votar, y defendían la votación en formación alegando que era necesario 

mantener el orden público durante el periodo electoral, que generalmente era una época de 

tensión. El voto militar en sí mismo era de vez en cuando causa de desórdenes callejero. 

(p. 25) 
 

De esta manera y con el panorama electoral cuando menos turbulento, Colombia llegaba 

al final del siglo XIX, donde se da inicio a la “Guerra de los mil días”. Esta fue una guerra civil de 

Colombia disputada entre el 17 de octubre de 1899 y el 21 de noviembre de 1902, en un principio 

entre el Partido Liberal y el gobierno del Partido Nacional en cabeza del presidente Manuel 

Antonio Sanclemente, quien fue derrocado el 31 de julio de 1900 por José Manuel Marroquín 

Ricaurte, representante del Partido Conservador, en alianza con el liberal Aquileo Parra; a partir 

de entonces, y a pesar de dicha alianza, la guerra continuaría entre liberales y conservadores 

históricos. Esta guerra se caracterizó por un enfrentamiento irregular entre el ejército 

gubernamental (en un principio nacionalista, después conservador) bien organizado y un ejército 

de guerrillas liberales mal entrenado y anárquico (Reyes, 2011). 

Este conflicto dejó como resultado la hecatombe económica del país, más de cien mil 

muertos, la desaparición del Partido Nacional y el estado en que quedó la nación tras el conflicto, 

las consecuencias sociales que pronto dieron pie para la posterior separación de Panamá en 

noviembre de 1903, dejando de ser un Departamento de Colombia, para convertirse en una nación 

independiente. La finalización de la Guerra de los Mil Días, trae consigo la llegada del General 

Rafael Reyes a la presidencia de la república en 1904, quien fue el promotor de la idea de reformar 

el Ejército, dándole un grado de profesionalismo y alejarlo de los partidos políticos, con lo cual 

para lo cual contrató una misión militar chilena en 1907 (Reyes, 2011). 
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Pese a las reformas iniciadas por el General Rafael Reyes, las elecciones en esta época 

continuaban siendo violentas, la oposición al Gobierno era diezmada, había corrupción en el 

conteo de votos, la Iglesia ejercía una fuerte influencia en la población y empleaba los métodos ya 

enunciados en periodos anteriores. La relación entre la Iglesia y el conservadurismo fue el factor 

predominante para garantizar la hegemonía conservadora, realmente el Ejército no tenía una 

significativa influencia que impactara en la sociedad, como sí la tenía el catolicismo (Pérez, 2018). 

En 1913, el General Rafael Uribe Uribe, junto con los senadores Delgado y Díaz Granados, 

presentaron un proyecto de ley que pretendía reformar el concepto del sufragio en el código 

electoral y que replanteaba el derecho al voto por parte del personal militar activo, insistiendo en 

el carácter no deliberante de las Fuerzas. Esta iniciativa no fue aprobada por la comisión que 

estudió la propuesta de ley, debido a que se consideraba inconstitucional en virtud de que todos 

los ciudadanos tenían derecho a votar gracias a la Constitución de 1886 (Pinzón, 1994). 

En 1915 Tomás Rueda Vargas, Luis Cano y Gustavo Gómez, políticos liberales de la 

época, presentan un informe a la Convención Republicana, en el cual describen la forma en que el 

ejército intervenía en la lucha electoral: 

Durante casi toda nuestra vida política el ejército fue factor electoral muy apreciado, 

aunque la manera como el soldado hacía uso del derecho de votar fue siempre despreciable. 

Se llevaba a la urna diez veces, disfrazado de ciudadano elector, y por la tarde, se le 

obligaba a atropellar jurados de votación y a barrer las calles a balazos. Era el árbitro 

siniestro de la lucha electoral (Pinzón, 1994, p. 175). 
 

Un segundo intento por cercenar a los miembros de la Fuerza Pública del derecho al voto 

ocurrió en 1925, cuando los senadores liberales Antonio José Restrepo, el General Antonio Samper 

Uribe, Alejandro Galvis y José Manuel Saavedra Galindo, presentaron un nuevo proyecto de 

reforma electoral que recogía básicamente las ideas presentadas en 1913 (Pinzón, 1994). Al 

respecto Montoya (1938) señala que: “Entre sus puntos figuraban el voto obligatorio, la cédula, la 

independencia de las corporaciones electorales y la suspensión del sufragio para las fuerzas 

armadas. Este proyecto cuyo propósito era el de elevar al Ejército a fuerza de servicio y defensa 

de la nación sin contar con los partidos, fue tildado de inconstitucional y no prosperó” (p. 50). 

Tales acontecimientos, sumados a un hecho histórico y que pudiese parecer increíble, como 

lo fue la solicitud enviada por 66 miembros de la oficialidad del Ejército (siete generales, catorce 

coroneles, diez mayores, veinte capitanes, seis tenientes y un subteniente), en la que de forma 

expresa renunciaban a su derecho al sufragio por considerar su ejercicio opuesto al cumplimiento 

del deber constitucional encomendado y principalmente reconociendo su instrumentalización con 
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fines electorales, sirvieron como justificación para lo que sería el inicio de la restricción del 

derecho al sufragio al personal uniformado (Ciro, 2020).  

Al respecto, Torres (2015) precisa el contenido de esta importante misiva:  

En efecto, es imposible alcanzar para el ejército la confianza y aprecio de toda la masa 

ciudadana mientras una parte de ella lo considere como una fuerza electoral a la que, 

prevaliéndose del deber de obediencia a que estamos sometidos los militares, emplean los 

gobiernos a su acomodo, con mengua y para burla de la voluntad de los pueblos. No es 

posible tampoco que el Ejército constituya para la opinión general la escuela de la defensa 

nacional mientras exista la idea justificada de que las armas de que dispone y los 

ciudadanos que se encuentran bajo banderas están consagrados especialmente al servicio y 

apoyo de determinado partido político. (p. 82) 
 

Así mismo, agrega Torres (2015), la existencia de al menos otro documento enviado al 

Ministro de Guerra en 1930, por parte de los oficiales del Batallón Cartagena (un coronel, un 

mayor, dos capitanes, tres tenientes y cinco subtenientes), en el cual solicitaban en el mismo 

sentido, ser excluidos al derecho legítimo del voto. 

Ciro (2020) enfatiza en que esta pretensión a favor de que le sea cercenado un derecho 

fundamental a un grupo social, hecha por un colectivo, en este caso este grupo de miembros de la 

Fuerza Pública colombiana, es quizás inédita en la historia. Sin embargo, señala el autor, que no 

se trató de una petición realizada por todos los afectados con la medida, sino que fue la voz de 

algunos miembros de la oficialidad, carente de toda representación jurídica o de hecho para abdicar 

derechos de titularidad de terceros. En otras palabras, se tomó la voz de un puñado de hombres, 

como la voz de todo un Ejército.  

Continua Ciro (2020) señalando que aunque no existe un consenso entre los historiadores 

sobre el alcance real del papel de la intervención de la Fuerza Pública en política en ese momento 

de la historia, si llama la atención que hubiese existido una iniciativa de renunciar a este derecho 

desde las filas. El autor afirma que una hipótesis para justificar este actuar por parte de algunos 

miembros de la oficialidad del Ejército pudo obedecer a la orientación política y cercanía de estos 

miembros con el partido liberal, recién asentado en el poder. 

El proyecto de Ley que dio origen a la prohibición de sufragar a los miembros de la Fuerza 

Pública fue una iniciativa gubernamental presentada en 1930. Esta iniciativa fue motivada por el 

Ministro de Guerra, General Agustín Morales Olaya, de filiación política conservadora y primo 

hermano del presidente de turno, Enrique Olaya Herrera (Pérez, 2018). En palabras del Ministro 

de Guerra en la sustentación del proyecto:  
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Con la ausencia de los miembros del Ejército en los torneos electorales, que los enardecen 

y llevan hasta la violencia, se asegura de manera definitiva el imperio y el predominio de 

la paz en nuestras contiendas partidarias. El Ejército, guardián de las instituciones, 

sostenedor de la soberanía nacional, debe por su naturaleza misma, permanecer alejado de 

las querellas que en las democracias, siempre veleidosas, traen agitaciones políticas. Si la 

Fuerza Armada no es deliberante, el privar del voto popular a sus miembros es una 

consecuencia lógica del texto constitucional. (Senado de la República, 1930, p. 309) 
 

Pérez (2018) indica que el argumento principal que se presentó en ese momento era que la 

Fuerza Armada estaba politizada por el Partido Conservador, es por eso que al término de la 

hegemonía conservadora lo primero que realizó el nuevo gobierno fue tratar de separar a las 

instituciones de la Fuerza Pública de los conflictos políticos. Uno de los conceptos más influyentes 

fue el del entonces procurador general de la nación, Clodomiro Ramírez, quien señalaba:  

Sustraer a los miembros de la institución armada de las luchas políticas, para colocarlos en 

el puesto que hoy ocupan los defensores de las libertades públicas de todos los 

colombianos; quitarles el estigma de guardias de pretorio con que los tiznaron las pasiones 

de bandería; devolverles una dignidad que se les quitó y que ellos necesitan para cuando 

llegue la hora de supremos sacrificios; mantener en toda su pureza la disciplina militar, 

conservando por una parte la autoridad de los jefes y por otra la fiel obediencia del soldado; 

conservar a Colombia la fisionomía augusta de una democracia eminentemente civil, 

cuando varias de sus hermanas del continente palidecen ante el brillo de los sables y 

sucumben entre los golpes del cuartel. (Pérez, 2018, p. 11) 
 

Finalmente, y como consecuencia de los sucesos anteriormente señalados, los militares 

perdieron el derecho a sufragar mediante lo ordenado por la Ley 72 de 1930, donde su artículo No. 

1 determinó que: “La Fuerza Armada no es deliberante. En consecuencia, los miembros del 

Ejército, de la Policía Nacional y de los cuerpos armados de carácter permanente, departamentales 

o municipales no pueden ejercer la función de sufragio mientras permanezcan en servicio activo” 

(Congreso de la República, 1930, p. 1). 

En 1945 la prohibición de sufragar fue elevada al rango constitucional, mediante el Acto 

Legislativo, promulgado por el presidente liberal Alfonso López Pumarejo al término de su 

segundo mandato, el cual reformó el artículo 168 de la Carta de 1886, determinando:  

La Fuerza Armada no es deliberante. No podrá reunirse sino por orden de autoridad 

legítima, ni dirigir peticiones sino sobre asuntos que se relacionen con el buen servicio y 

moralidad del Ejército, y con arreglo a las leyes del instituto. Los miembros del Ejército, 

de la Policía Nacional y de los cuerpos armados de carácter permanente no podrán ejercer 

la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo, ni intervenir en debates 

políticos. (Senado de la República, 1945, p. 1) 
 

El 13 de junio de 1953, se produjo uno de los acontecimientos más importantes y que 

marcaría las relaciones civiles-militares en Colombia hasta el presente. Ante la necesidad de 
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superar la desbordante situación de violencia en que se encontraba el país, de recuperar para el 

Estado la funcionalidad de sus instituciones y de restaurar la legitimidad del sistema, se produjo el 

golpe militar por parte del General Gustavo Rojas Pinilla (Atehortúa, 2010). 

Aunque el golpe militar fue dirigido por el Teniente General Gustavo Rojas Pinilla, contó 

con el apoyo del sector no laureanista del Partido Conservador, en cabeza de Gilberto Alzate 

Avendaño y Mariano Ospina Pérez (Santos, 2015). El golpe de Estado fue recibido con júbilo por 

la ciudadanía y los sectores políticos, económicos y religiosos del país.  Los principales motivos 

de este júbilo fueron el fin de la crisis y la violencia en que vivía el país, el apoyo que se ganó el 

General en meses previos, y la pacífica interrupción del gobierno de Gómez, ya que no se usó 

fuerza militar ni la violencia en los sucesos, su ascenso al poder fue prácticamente de común 

acuerdo con el (Serpa, 2003). 

Atehortúa (2010), señala que los militares asumieron el poder sin proyecto de gobierno, 

sin programa, sin perspectiva propia:  

Al rechazar lo que consideraron una afrenta contra su comandante y sus fuerzas, se 

encontraron de cara al gobierno porque los civiles a quienes se lo ofrecieron no quisieron 

aceptarlo. Osaron quebrantar la Constitución porque, una vez dado el primer paso, ya no 

tenían alternativa. Como dijo Rojas, tuvieron que “hacerse cargo del gobierno del país”. 

Sin embargo, tal como coinciden los testimonios, fueron los civiles y no los uniformados 

quienes dijeron la última palabra el 13 de junio de 1953.  Incluso el discurso con el cual 

Rojas anunció a los colombianos su decisión de asumir el gobierno fue redactado por un 

civil: Lucio Pabón Núñez. (2010, p. 39) 
 

De acuerdo con Serpa (2003), para muchos el gobierno que presidió Rojas desde el 13 de 

junio de 1953 hasta el 10 de mayo de 1957, más que una dictadura fue una “dictablanda”. Ya que 

después de medio siglo de experiencias contradictorias, de abortadas tentativas de reformas 

políticas, económicas y sociales, de desvarío crónico, de desgreño administrativo y desbarajuste 

fiscal, el gobierno de Rojas Pinilla se destaca como uno de los mejores de la pasada centuria. 

El General Rojas Pinilla fue considerado por los de abajo un salomónico impartidor de 

justicia social y actor clave en muchos aspectos del progreso a través de obras civiles, de la 

creación de la televisión y de obras de asistencia social, realizadas especialmente a través de 

Sendas, en la que estuvo al frente su hija María Eugenia (Serpa, 2003). 

Atehortúa (2010) relata que hacia 1955 inició la debacle de Rojas Pinilla. La oposición se 

agudizó y la situación económica no respaldaba al gobierno. 

El precio del café cayó en el mercado internacional y la balanza de pagos se   desequilibró, 

la inflación se disparó, el peso se devaluó frente al dólar y la reserva de divisas cayó. Rojas 
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ganó la enemistad de los bancos con su política fiscalista y las facilidades de crédito que 

impuso en los bancos estatales, pero tuvo que ceder ante las ingentes presiones. El Banco 

Mundial y el FMI le obligaron a reducir las importaciones oficiales, a aumentar el encaje 

bancario y a prohibir los almacenes de depósito por parte de los bancos, entre otras 

medidas. La oposición de los empresarios arreció. (p. 39) 

 

Sumado a estos hechos, se criticaba al gobierno por el poder que tenían los uniformados, 

los oficiales habían copado ya los principales espacios clientelistas de la política tradicional, 

dependían de los militares los empleos y las obras públicas, así como la prestación de 

indispensables servicios del Estado. Así mismo, no pocos oficiales, incluida la familia 

presidencial, parecían ajenos a la corrupción. Finalmente, el 10 de mayo de 1957, una serie de 

sucesos, el bloqueo económico, la movilización estudiantil y, por último, el paro patronal y 

bancario, con la orientación de Alberto Lleras, alcanzaron su objetivo: se consumó la renuncia del 

general Gustavo Rojas Pinilla a la presidencia (Atehortúa, 2010).  

Antes de retirarse, Rojas le entregó el poder a una junta militar compuesta por cinco 

miembros, oficiales que habían sido sus colaboradores, y en la cual además de sus integrantes 

titulares, se desempeñaron miembros de ambos partidos (Serpa, 2016).  

La Junta Militar de Gobierno rigió en Colombia entre el 10 de mayo de 1957 y el 7 de 

agosto de 1958. Asumió el poder después de la renuncia del general Gustavo Rojas Pinilla a la 

presidencia, quien optó por dimitir, siempre y cuando se salvaguardara la dignidad de las Fuerzas 

Armadas. Su gobierno permitió a los partidos liberal y conservador poner en práctica el pacto del 

Frente Nacional, mediante el cual se alternaron la presidencia hasta 1974. También fue la 

encargada de la transición del gobierno militar al sistema de democracia. Se trata del único 

gobierno militar plural de la historia de Colombia (El Tiempo, 2010). 

El 16 de marzo de 1958, luego de diez años de cierre del Congreso, se llevaron a cabo las 

elecciones legislativas y el 4 de mayo de 1958 se realizaron las elecciones presidenciales, dando 

paso a la normalización administrativa, en la que resultó ganador el liberal Alberto Lleras 

Camargo, quien asumió la presidencia el 7 de agosto de ese año. Lleras Camargo fue designado 

por consenso entre los liberales, ya que los conservadores no se pusieron de acuerdo en torno a un 

candidato, y por eso, a pesar de que de antemano se había acordado que el primer período de la 

alianza bipartidista o también conocido como el “Frente Nacional” sería para un liberal, los 

disidentes conservadores lanzaron la candidatura de Jorge Leyva Urdaneta (Noriega, 1994). 
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Apenas una semana después de ser elegido y aún sin haberse posesionado, el 9 de mayo de 

1958, Alberto Lleras Camargo expuso frente al cuerpo de oficiales del Ejército en el Teatro Patria, 

ubicado en Usaquén en la ciudad de Bogotá, las bases de la relación entre el poder civil y militar 

durante su gobierno: 

La política es el arte de la controversia, por excelencia. La milicia, el de la disciplina. 

Cuando las Fuerzas Armadas entran a la política lo primero que se quebranta es su unidad, 

porque se abre la controversia en sus filas. El mantenerlas apartadas de la deliberación 

pública no es un capricho de la Constitución, sino una necesidad de su función. Si entran a 

deliberar, entran armadas. No hay mucho peligro en las controversias civiles, cuando la 

gente está desarmada. Pero si alguien tiene a sus órdenes, para resolver la disputa. cuando 

ya carezca de argumentos o pierda la paciencia, una ametralladora, un fusil, una compañía, 

o las Fuerzas Armadas, irá a todos los extremos, se volverá más violento, será irrazonable, 

no buscará el entendimiento sino el aplastamiento, y todo acabará en una batalla. Por eso 

las Fuerzas Armadas no deben deliberar, no deben ser deliberantes en política. Porque han 

sido creadas por toda la nación, porque la nación entera, sin excepciones de grupo, ni de 

partido, ni de color, ni de creencias religiosas, sino el pueblo como masa global, les ha dado 

las armas, les ha dado el poder físico con el encargo de defender sus intereses comunes, les 

ha tributado los soldados, les ha dado fueras, las ha libertado de las reglas que rigen la vida 

de los civiles, les ha otorgado el privilegio natural de que sean gentes suyas quienes juzguen 

su conducta, y todo ello con una condición: la de que no entren con todo su peso y su fuerza 

a caer sobre unos ciudadanos inocentes, por cuenta de los otros (Lleras, 1958, p. 5). 
 

Lleras Camargo delimitaría en este discurso el papel de las Fuerzas Armadas y la necesidad 

de mantenerlas al margen de la deliberación y controversia, propias de la política, a su juicio: 

Si las Fuerzas Armadas entran a la política y a la dirección del gobierno, entran 

inevitablemente en la disputa sobre si el gobierno es bueno o malo. Inmediatamente se 

forma un partido, el suyo, y otro, el adversario de gobierno. Dividen a la nación, en vez de 

unificarla. Es que aun con las mejores intenciones, no se puede gobernar al gusto de todos. 

Eso es contrario a la naturaleza de las cosas. Y el desprestigio que cae sobre todo el 

gobierno, no puede caer sobre una institución armada, sin destruirla. Si los jefes deliberan 

en la plaza pública, dan opiniones sobre materias ajenas a la milicia, sufren equivocaciones, 

se enredas en los inevitables líos de gobernar, los oficiales subalternos se sentirán obligados 

a discutir su conducta, que ya escapa a la disciplina del oficio, y hasta los soldados entrarán 

en la controversia. Ejércitos, armadas, fuerzas aéreas, fuerzas policiales, sometidas a ese 

tratamiento, se anarquizan y se desbaratan. Yo no quiero que las fuerzas Armadas decidan 

cómo se debe gobernar la nación, en vez de que lo decida el pueblo; pero no quiero, en 

manera alguna, que los políticos decidan cómo se deben manejar las Fuerzas Armadas, en 

su función técnica, en su disciplina, en sus reglamentos, en su personal. Esas dos invasiones 

son funestas, pero en ambos casos salen perdiendo las Fuerzas Armadas. La política mina 

la moral y la disciplina de las Fuerzas Armadas. Las Fuerzas Armadas, al transgredir el 

límite de sus funciones, entran a la política, y la dañan. La dañan simplemente porque nadie 

las invita a entrar a la política sino con el ánimo de que echen bala por su cuenta, pongan 

los muertos, destruyan a sus enemigos y defiendan intereses ajenos a las conveniencias 

generales de la república. Al término de estas extralimitaciones, las Fuerzas Armadas 
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regresan a su oficio primitivo rodeadas de adversarios, sin prestigio, sin gloria y sin amigos. 

(Lleras, 1958, p. 6) 
 

Finalmente, Lleras Camargo mostró ante los generales y oficiales su afecto y adhesión a 

las Fuerzas Militares, sin dejar a un lado su rígida posición entre la separación de la milicia y el 

gobierno:  

Porque entiendo, así las cosas, jamás he pensado que las Fuerzas Armadas juzguen que es 

una conducta inamistosa mi oposición a que sean cosa distinta de lo que deben ser. Tal vez 

soy yo uno de los colombianos vivos que más ha escrito, hablado y pensado sobre la misión 

de las Fuerzas Armadas, y desafío a cualquiera que encuentre una sola línea, una sola 

palabra, una sola expresión de las emitidas en treinta años de vida pública que sea, no digo 

hostil, pero siquiera crítica para las instituciones armadas de Colombia. Ni aun en los días 

de combate político legítimo contra el gobierno personal de un jefe militar, hay un solo 

instante en que no estableciera el necesario divorcio, para mi clarísimo, entre los institutos 

militares, sujetos a la disciplina y jefe de un gobierno, capaz, como todos, de cometer 

errores, faltas y abusos. (Lleras, 1958, p. 7) 
 

El famoso discurso del Teatro Patria, señala Ciro (2020), marcaría la postura política a 

favor de desligar a la Fuerza Pública de los asuntos políticos, llamándolos a mantener la disciplina 

y alejarse de la política, siendo esta concepción aceptada en términos generales por la jerarquía 

militar colombiana en los años venideros. 

Los gobiernos siguientes, tales como el de Carlos Alberto Lleras Restrepo, primo de 

Alberto Lleras Camargo, tercer presidente del sistema del Frente Nacional, considerado uno de los 

mandatarios más proactivos en materia económica y social y reformadores de Colombia, quien 

gobernó entre 1966 y 1970, se caracterizaron por su apoyo al sostenimiento de la restricción del 

sufragio al personal uniformado. Lleras Restrepo era un férreo opositor del voto militar:  

Nada más irritante y más irregular que en un país como era el nuestro que el voto de las 

Fuerzas Armadas. Los Jefes y oficiales, quienes recibían a su vez órdenes superiores, 

hacían salir a los soldados y a la policía en rigurosa formación y al pie de la urna se 

entregaba a cada unidad la papeleta por la cual debían sufragar. No había posibilidad de 

negarse hacerlo ni de cambiar de papeleta. De regreso a los cuarteles, la tropa se vestía con 

traje civil, y, vigilada por los oficiales, salía a votar de nuevo, escogiendo cada cual en los 

registros al lado de cada mesa el nombre de una persona cualquiera que no hubiera 

alcanzado a sufragar todavía. Si alguien levantaba objeciones, listos estaban dos testigos 

para declarar bajo juramento que quien pretendía votar llevaba realmente el nombre ajeno 

que había escogido. (Lleras, 1975, p. 206) 
 

En 1989, tras el asesinato de Luis Carlos Galán, líder del nuevo liberalismo y quien se 

proyectaba como inmediato presidente de la nación, se fundó un movimiento estudiantil 

universitario llamado “Todavía podemos salvar a Colombia”. Este movimiento fue el creador de 

la propuesta “la Séptima papeleta”, consiguiendo que se contara extraoficialmente un voto extra 
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en las elecciones parlamentarias de marzo de 1990, solicitando una consulta popular para la 

convocatoria a una Asamblea Constituyente, la cual también había sido una de las condiciones del 

grupo guerrillero “Movimiento 19 de abril” (M-19) para liberar al político conservador Álvaro 

Gómez Hurtado, secuestrado por este grupo insurgente el 29 de mayo de 1988 (García, 2008). 

La Corte Suprema de Justicia avaló el resultado de más de 2 millones de votos, 

argumentando la incapacidad para limitar el poder del constituyente primario; de esta forma, junto 

a las elecciones presidenciales de mayo de 1990, se consultó sobre la aprobación de convocatoria 

a una Asamblea Nacional Constituyente, resultando aprobado por más del 86% de los electores 

(Sánchez, 2011). 

La Asamblea se instaló el 5 de febrero de 1991, con la representación plural de partidos 

políticos: Partido Liberal, el Movimiento de Salvación Nacional, la Alianza Democrática M-19, el 

Partido Social Conservador, Movimiento Unión Cristiana, Unión Patriótica, entre otros. Sin 

embargo, llama la atención Ciro (2020), al afirmar que una de las certezas que arroja la revisión 

del trabajo de la Asamblea Nacional Constituyente es que la voz de los miembros de la Fuerza 

Pública, de su gran mayoría, no fue escuchada, y no lo fue porque nunca se expresó. Se evidencia 

la carencia de una verdadera representación del personal uniformado en este trascendental suceso, 

tal vez por la concepción misma de la Fuerza Armada, heredada de la Constitución de 1886. 

La consideración del sufragio como una función respecto a los miembros de la Fuerza 

Pública, y no como un derecho, no fue objeto de referencia alguna. Como tampoco lo fue 

en la Comisión respectiva que estudió los derechos políticos, ni la que evaluó los 

compromisos adquiridos por Colombia en materia de derechos humanos. (Ciro, 2020, p. 

72) 
 

Al respecto, Palou (1993) señala que en la Asamblea Nacional Constituyente se vivió una 

especie de síndrome de inhibición motivado por la fuerza misma:  

Una vez aceptado el carácter soberano de la Asamblea, el gobierno presentó un proyecto 

integral de constitución política cuyo articulado sobre la Fuerza Pública era continuista 

respecto a la constitución de 1886. El resultado final, es decir el articulado aprobado por la 

Asamblea, se separa poco del proyecto gubernamental. Esta timidez de los actores políticos 

para abordar con criterio amplio y polémico el tema de la Fuerza Pública se explica, en 

parte, por la presencia intimidativa con que es percibida desde el escenario político y social. 

Esa percepción, unida a una larga historia de monopolio por parte de las Fuerzas Militares 

sobre el manejo del orden público, configuran, en la sociedad civil, lo que podríamos llamar 

un síndrome de inhibición para tratar el tema. (p. 4) 
 

Por su parte, Cabarcas (2011) ratifica el pensamiento de los que afirman que el silencio en 

estos temas no es más que el fruto de acuerdos políticos y presiones indebidas, que llevaron a que 
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contrario al espíritu de lo que prometía ser una constitución progresista, el consenso alrededor de 

los temas relacionados con la Fuerza Pública implicó continuidad y silencio. 

Ahora bien, con la llegada de la Constitución Política de Colombia en 1991, carta magna 

vigente hasta estos días, Colombia se configuró como un Estado social de derecho, organizado en 

forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía en sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, la solidaridad 

y la prevalencia del interés general (Constitución Política de Colombia, 1991).  

Con esta Constitución Nacional, se transita de una democracia representativa a una 

democracia participativa, en la cual se buscó ampliar la carta de derechos, darles fuerza interna a 

las normas de derechos humanos y buscar mecanismos más directos de protección, sin embargo, 

el artículo 219 ratificó la no deliberación de la Fuerza Pública y la negación de la función del 

sufragio a sus miembros mientras permanezcan en servicio activo, insistiendo también en que les 

está vetado intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos, así: 

La Fuerza Pública no es deliberante; no podrá reunirse sino por orden de autoridad legítima, 

ni dirigir peticiones, excepto sobre asuntos que se relacionen con el servicio y la moralidad 

del respectivo cuerpo y con arreglo a la ley. Los miembros de la Fuerza Pública no podrán 

ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo, ni intervenir en 

actividades o debates de partidos o movimientos políticos. (Constitución Política de 

Colombia, 1991, Art 219) 
 

Ciro (2020), señala que la instrumentalización de la Fuerza Pública por parte de las élites 

en el poder a favor de causas partidistas, propia de la primera mitad del siglo XX, sembró un temor 

en que se asientan buena parte de los argumentos que hasta la actualidad se esgrimen desde una 

visión cooperativa. 

Es así como desde esta proclamación en 1991 hasta nuestros días, han sido varias las 

discusiones, pronunciamientos y proyectos de ley propuestos para reivindicar el derecho al voto a 

los militares, sin lograr cambio alguno a lo ya señalado. Existen posiciones encontradas entre los 

autores, al respecto Osorio (2020), afirma que sin duda, autorizar a los militares a votar, lo único 

que logrará es extender al escenario castrense las nocivas prácticas electorales y políticas del 

mundo de los civiles, la obediencia debida y el espíritu de cuerpo entrarían a operar en las 

deliberaciones de los militares, asunto que es riesgoso para la disciplina interna de las unidades. 

Por su parte Rudas (2014), puntualiza que los militares, en cuanto ciudadanos, gozan por principio 

del derecho de elegir a sus gobernantes, desde este punto de vista, su situación es semejante a la 
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de las mujeres, la población carcelaria, los analfabetas y los no propietarios, excluidos por largos 

períodos del ejercicio del voto, aunque formalmente existiese el sufragio universal. 

Una de las fuertes críticas al sistema político colombiano ha sido la histórica exclusión de 

movimientos y partidos progresistas o de izquierda, y en esa medida, el derecho al voto tanto para 

los militares como para los policías es pensar en igualdad política, no solo para esos sectores 

históricamente excluidos o para sectores privilegiados como los militares y los policías, sino 

también en sectores olvidados como los presos políticos y comunes, los extranjeros o los 

ciudadanos en condición de discapacidad (Agudelo, 2018). 

Dentro de los diferentes estudios realizados, que abordan el análisis del voto militar en 

Colombia como temática principal, es generalizado encontrar que estas investigaciones buscan 

especialmente vislumbrar las razones que fundamentan actualmente el reconocimiento o no del 

derecho al voto a los miembros de la Fuerzas Armadas.  

Se destacan investigaciones como la de Valencia (2020), quien afirma que se debe 

garantizar y proteger el derecho de la soberanía y a la igualdad, generando un alcance de 

participación como pilar del estado, donde los miembros de la Fuerza Pública tengan su autonomía 

de elegir; así como también apoyar la participación democrática desde los proyectos y leyes que 

las rama legislativa y judicial proponen con respecto a los derechos de los militares y de la policía.  

A  su vez Vergara (2018) indica que, desde el Sistema Interamericano de Protección de 

Derechos Humanos, han promovido en el continente americano la tutela efectiva del respeto y 

garantía del derecho al voto de los miembros de la Fuerza Pública, demostrando así que la gran 

parte del continente cumple los estándares internacionales en materia de protección de derechos 

políticos, advirtiendo que en Colombia aún este paso no se ha dado a pesar de contar con las 

condiciones óptimas tanto en lo jurídico, como en lo social, lo político y lo cultural. 

Por su parte Agudelo (2018) expresa que, en el marco de una democracia liberal, el derecho 

al sufragio se ha convertido en el indicador básico para distinguir un régimen democrático de los 

no democráticos. No obstante, pensar que este derecho es universal en todos los ciudadanos de los 

países democrático-liberales es una generalización apresurada, ya que aún siguen existiendo y 

avalándose excepciones para ejercer un derecho que se proclama universal, igual e inalienable.  

Luego de 33 años de vigencia de la Constitución Política de 1991, y de 94 años desde que 

se le cercenó el derecho al sufragio al personal de la Fuerza Pública, se han presentado actos 

legislativos de reforma constitucional con el objetivo de modificar el Artículo 219. Si bien estos 
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acontecimientos serán estudiados detalladamente en el Capítulo 2, es importante mencionar de 

facto, que un país que se encuentra en constante búsqueda del perfeccionamiento del sistema 

democrático, debe estar llamado a realizar, o cuando menos debatir, los ajustes institucionales que 

conduzcan a una plena participación política y ciudadana de todos los sectores políticos y sociales.  

Como consideración final, es preciso aclarar que, si bien el tratamiento constitucional dado 

a los miembros de la Fuerzas Armadas en Colombia no les concede el gozo de los plenos derechos 

de ciudadanía, esta condición no es suficiente para negar la condición democrática del estado 

colombiano. Aunque los criterios y valores democráticos, señalados en apartados anteriores, 

enfatizan en la necesidad de garantizar a todos los ciudadanos su voz y voto dentro del sistema 

democrático, la medida tomada contra los servidores públicos que portan las armas de la nación 

colombiana, puede empobrecer la democracia y disminuir su calidad, pero no hace que pueda dejar 

de ser catalogada como tal. 

De acuerdo con lo presentado en este apartado, resulta preponderante en al ámbito social y 

político, el estudio y el conocimiento de los derechos ciudadanos, teniendo en cuenta que es la vía 

para prevenir violaciones a los mismos, apoyar a las víctimas, fomentar su amplio desarrollo a 

través de políticas, planes y programas, y avanzar en el respeto y la protección de la dignidad 

humana. Es así como este trabajo investigativo propone el análisis de la estructura del discurso 

político del voto militar en Colombia, como un insumo básico para el cambio social y punto de 

partida para el análisis de la resolución futura con relación a la aprobación del derecho al voto al 

personal uniformado. 

De esta manera, resulta pertinente conocer y analizar, a través de “El Análisis Crítico del 

Discurso” (ACD), los discursos preponderantes que han sido emitidos por actores con poder de 

veto, quienes pueden lograr que un cambio en la política pública se realice o se impida, 

dependiendo de sus preferencias o aversiones políticas, siendo actores fundamentales de cambio 

en las sociedades. 

 

1.2 El Análisis Crítico del Discurso 

En este apartado se realiza un recorrido histórico por las diversas teorías y métodos 

asociados al análisis del discurso, puntualizando en las contribuciones de los principales teóricos 

de este enfoque sociolingüístico. Se profundizará en el análisis crítico del discurso que propone 

Teun Van-Dijk y los autores de su línea, enmarcándolo en las formas en las que las estructuras 
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discursivas representan, confirman, legitiman, reproducen o desafían las relaciones de abuso de 

poder (dominación) en la sociedad.  

Se presenta cómo, a través del análisis del discurso, es posible develar el abuso del poder, 

materializado en la trasgresión de los derechos ciudadanos y normalizados mediante la emisión de 

los discursos, los cuales son practicados y reproducidos por los grupos dominantes que buscan 

tomar el control de las mentes y de las representaciones culturales y sociales de los grupos 

dominados. 

 

1.2.1 Discurso y Sociedad  

El discurso nace desde la necesidad de compartir un mensaje, el cual se encuentra 

estructurado por formas lógicas y estilos lingüísticos, que tienen como objetivo afectar las 

voluntades de quienes se atreven a interpretarlo, ocasionando cambios en sus formas de pensar y 

actuar que se ven reflejados finalmente en las sociedades. De ahí que este capítulo se enfoque en 

la importancia que tiene el discurso y su análisis, con las relaciones de poder.  

Las personas, como seres sociales y lingüísticos, para entenderse necesitan tener en cuenta 

que nacen y se hacen en sociedad, de la que se toman los conocimientos, pensamientos, formas de 

estructurar lo que los rodea, hábitos, moral, cultura y lenguaje. El lenguaje estructura el 

pensamiento, permite la comunicación, otorga significado a lo que ocurre y también absorbe 

cuanto ocurre, mutando continuamente (Manzano, 2005).  

Al unir el lenguaje (en su sentido amplio, que incluye toda gestión de símbolos más allá de 

las palabras) con la vida en sociedad, se obtienen los discursos. Éstos constituyen unidades con 

significado completo. Un discurso es más que una colección de frases, estos representan y 

transmiten ideologías y culturas dentro de un contexto. Los discursos son compendios que 

difunden significados y proponen comportamientos sobre asuntos que pueden ser muy específicos 

o muy generales (Manzano, 2005).  

El discurso sirve a la formulación, permanencia y reproducción de las formas de ser, estar 

y parecer de los actores sociales y a la transformación del estatus quo, por lo que materializa las 

ideologías o sistemas de idearios vigentes en la cultura. Las ideologías, construidas y expresadas 

discursivamente, implican formas de producir y reproducir relaciones de poder que afectan 

sectores a poblacionales que, por razones históricas, políticas, económicas o de otro orden, no 

acceden de manera igualitaria a los recursos simbólicos y materiales propios de la sociedad a la 
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que pertenecen. Estas formas de discriminación y exclusión social se sustentan, en gran medida, 

en las representaciones discursivas de los seres, los eventos, los objetos y, en general, la posición 

que ocupan los actores sociales en momentos socio-históricos específicos (Fairclough y Wodak, 

1997).  

De acuerdo con Leeuwen (2008), los discursos son cogniciones que están socialmente 

especificados y saberes que son utilizados como recursos para la representación de prácticas 

sociales que se expresan en sistemas sígnicos. Es así como los discursos no sólo representan 

acciones o acontecimientos propios de la vida de una sociedad, sino que evalúan, atribuyen, 

justifican y, en general, legitiman los aspectos de la realidad representada con el propósito de 

convertir lo expresado en un asunto relevante en la práctica social. 

Para Charaudeau (1995), discurso y acción son dos componentes del intercambio social, 

cada uno de ellos con su propia autonomía, de su combinación nace el sentido del intercambio por 

medio del lenguaje. De tal manera, todo discurso se inscribe dentro de cierto marco de acción 

donde se encuentran determinadas las identidades sociales, los objetivos y los papeles sociales de 

los socios del intercambio lingüístico. Por consiguiente, este marco (al que se refiere como marco 

“situacional” o “comunicacional”) comprende un conjunto de imperativos que determinan el 

comportamiento discursivo de estos socios. 

Van-Dijk (2002) reconoce por lo menos tres áreas, cada una enorme, en la relación entre 

discurso y sociedad. La primera es que las estructuras sociales desde la interacción cotidiana hasta 

las estructuras de grupos o de organizaciones son condiciones para el uso del lenguaje, es decir 

para la producción, la construcción y la comprensión del discurso. La segunda es que el discurso, 

de muchas maneras, construye, constituye, cambia, define y contribuye a las estructuras sociales. 

Y la tercera opera como una “interfaz” en el sentido de que las estructuras del discurso hablan 

sobre, denotan o representan partes de la sociedad.  

Van-Dijk (2012), enmarcado dentro del movimiento intelectual del posestructuralismo y 

los análisis críticos, desarrolló el supuesto según el cual gran parte de la construcción que hacemos 

de la vida social es discursiva. Las interacciones sociales se articulan y constituyen 

discursivamente, y es en los discursos donde se producen, reproducen y estabilizan los saberes 

sociales en los que se expresan ideas, creencias, normas y valores, los cuales sirven al proceso de 

orientar la acción humana. Es por esto que la relación discurso y sociedad se halla mediada por los 

procesos cognitivos. 
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En concordancia con Van-Dijk (2012), Pardo (2013) aborda el concepto de discurso desde 

una perspectiva multidisciplinar y lo concibe como un objeto descifrable en sus niveles cognitivo 

y cultural, articulados a los niveles de análisis lingüístico, en su doble dimensión estructural y 

funcional; todo con el propósito de dar cuenta de sus mecanismos y categorías, de los recursos y 

estrategias intra y extra lingüísticas y de la representación socio-discursiva que se puede dilucidar 

cuando se realiza una indagación en la que se conjuga lo descriptivo, lo analítico y lo interpretativo. 

De esta manera, es apropiado admitir que el discurso es una creencia, una práctica y un 

conocimiento que construye realidad y proporciona una forma común de entender el mundo por 

los individuos, y pragmáticamente es el lenguaje en uso y sus efectos en los distintos contextos 

sociales (Parker, 1990), por lo que con su análisis es posible comprender las relaciones que existen 

en la sociedad y cómo estas se construyen, mantienen y promueven. Bien lo señalan Greiman y 

Courtés “a través del discurso el sujeto construye el mundo como objeto y se construye a sí mismo” 

(cit. Lozano, Peña y Abril, 1989, p. 89).  

De acuerdo con Pardo (2013), la compresión de las condiciones de surgimiento de los 

estudios discursivos remite a dos sucesos definitorios del siglo XX: el cuestionamiento del 

quehacer y del valor de verdad del ejercicio científico, y la transformación de los medios de 

comunicación y su incidencia en los fenómenos sociales y políticos. A partir de estas 

transformaciones del conocimiento, de la tecnología, de la sociedad y de la política, se intenta 

explicar la vuelta hacia el lenguaje en la comprensión sobre el mundo y el establecimiento del 

discurso como objeto transversal a todas las disciplinas de las ciencias humanas y sociales. En este 

sentido, las condiciones de surgimiento de los estudios discursivos implican el reconocimiento de 

los rasgos cognitivos, antropológicos, políticos, culturales, sociales, psicológicos y lingüísticos 

que se condensan en las investigaciones discursivas de fenómenos sociales. 

Wodak (2003) señala que en la década de los setenta se generó una forma de análisis del 

discurso y el texto que reconocía el papel del lenguaje en la estructuración de las relaciones de 

poder en la sociedad. En aquella época, gran parte de la investigación lingüística realizada en otros 

lugares se centraba en los aspectos formales del lenguaje que integraban la competencia lingüística 

de los hablantes y que, teóricamente, podía aislarse de los casos específicos de utilización del 

lenguaje (Chomsky, 1957). Allí donde era tenida en cuenta la relación entre el lenguaje y el 

contexto, como sucede en la pragmática, aún se consideraba que las proposiciones y los 

componentes de las proposiciones eran las unidades básicas (Levinson, 1983). 
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Continua Wodak (2003) indicando que gran parte de la investigación sociolingüística de la 

época se dirigía a describir y explicar las variaciones del lenguaje, así como los cambios del 

lenguaje y de las estructuras de la interacción comunicativa, prestando una atención limitada a las 

cuestiones relacionadas con la jerarquía y el poder social. En este contexto, la atención a los textos, 

a su producción, su interpretación y su relación con los impulsos de las estructuras societales, 

señalaba un tipo de interés muy diferente. Los trabajos de Fairclough (1989) y Wodak (1989), 

sirvieron para explicar e ilustrar las principales asunciones, principios y procedimientos de lo que 

había llegado a conocerse por entonces como Lingüística Crítica. 

Es así como el análisis de discurso como campo metodológico interdisciplinario, encuentra 

sus principios y se relaciona con la Lingüística Crítica (LC), que en los años 70 y 80 volvió a 

cuestiones tales como “el uso de la lengua en las instituciones sociales y a las relaciones entre 

lenguaje, poder e ideología y proclamó una crítica y una agenda emancipadora para el análisis 

lingüístico” (Blommaert, 2005, p.22). 

Posteriormente dos acontecimientos, señala Pardo (2013), impulsaron el surgimiento del 

análisis crítico de discurso como red de estudiosos. El primero de ellos fue la aparición de varios 

libros: el primer libro de Teun Van-Dijk sobre el racismo, Prejudice in Discourse (1984) y 

Language and power de Norman Fairclough (1989). Pero principalmente la salida al mercado de 

la revista de Van-Dijk, “Discurse and Society”, marcó un acontecimiento importante en la génesis 

de esta red.  

El segundo gran suceso fue el simposio celebrado en Amsterdam enero de 1991, que contó 

con la participación de Teun Van-Dijk, Ruth Wodak, Norman Fairclough, Gunther Kress y Theo 

Van Leeuwen. Wodak (2003), destaca el apoyo de la Universidad de Ámsterdam al permitir la 

presentación de los diferentes enfoques, que aún hoy distinguen a las diversas tendencias 

existentes:  

En este proceso de formación de grupo quedaron expuestas las diferencias y semejanzas; 

diferencias respecto de otras teorías y metodologías del análisis del discurso y semejanzas de tipo 

pragmático en podrían enmarcar los distintos enfoques teóricos, debido a las variadas biografías y 

escuelas de los respectivos estudiosos. (Wodak, 2003, p. 21) 
 

Y en efecto, “De esta manera nace el grupo de pares académicos más representativo de este 

paradigma de la investigación lingüística” (Pardo, 2013, p.67). 

Pardo (2013) afirma que los estudios críticos de discurso surgen como herederos del 

estudio del lenguaje en tanto práctica social en un contexto particular y con un interés 
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preponderante en la relación dominación y poder, para lo cual reconoce el discurso público como 

la expresión donde se pone de relieve la relación entre lucha por el poder y conflicto de intereses. 

La perspectiva crítica se asocia con los principios de la Escuela de Fráncfort y hace referencia a 

un compromiso sociopolítico con la construcción de una sociedad distinta a través de la 

observación de las expresiones y configuraciones discursivas de dominación, discriminación, 

control y poder inscritas en las estructuras y procesos sociales de individuos y grupos 

históricamente interactuantes y formadores de significado (Wodak y Meyer, 2003). 

El creciente interés de las ciencias sociales por descubrir el rol del lenguaje en la vida social 

fue el motor para el surgimiento y consolidación de este campo de estudio. En él convergen aportes 

de disciplinas tales como la lingüística, la antropología, la psicología, la sociología, la filosofía y 

las ciencias de la comunicación. Este enfoque destaca el carácter de acción y práctica social del 

lenguaje, junto a su papel en la constitución de los conocimientos, interacciones y subjetividades 

que definen cada momento socio-histórico (Stecher, 2010). 

En definitiva, es preciso señalar lo advertido por Avalle (2019) en el marco de la 

importancia que tiene el discurso y su análisis, con las relaciones de poder:  

La riqueza que nos ofrece el discurso como soporte material de análisis de los procesos 

políticos es advertir, más allá de la literalidad o la referencialidad del lenguaje, la fuerza 

constitutiva que tienen las palabras, la tensión permanente para significar eso por lo que se 

disputa, visibilizando las relaciones de poder vigentes en una sociedad. (p. 23) 

 

1.2.2 Principales Exponentes del ACD  

Existen un número variable de aproximaciones y aportes de diferentes autores con respecto 

al Análisis Crítico del Discurso, y aunque no hay un consenso pleno con respecto a las normas y 

conceptos para el abordaje crítico del discurso, los principios y nociones fundamentales son 

comunes en la mayoría. En el marco del análisis crítico del discurso, reconocemos que lo polémico 

ha sido una dimensión muy importante y desarrollada en el último tiempo por diversos autores y 

autoras, ya que como lo afirman Avalle y Ávila (2023): “la estructura lingüística del discurso 

público en el que tienen lugar el desacuerdo y la polémica presentan una riqueza analítica 

particular” (p. 14).  

En este apartado se explorarán las posiciones de algunos de los principales analistas críticos 

del discurso, quienes han enfocado su trabajo a través de la perspectiva crítica del discurso para la 

construcción del significado social, y que constituyen un aporte central en nuestro trabajo.  
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Fairclough (1989) concibe el discurso como un hecho sociocultural que se articula a las 

prácticas propias de un grupo humano, en consecuencia, el discurso es una representación de algún 

aspecto de la vida social en alguna perspectiva particular. La práctica social se entiende como un 

conjunto organizado y estabilizado de actividades sociales que pueden ser descritas en términos 

de sus acciones, sus instrumentos y sus objetos (Pardo, 2013). 

Atendiendo a que el discurso contribuye a la construcción de las diferentes dimensiones de 

la estructura social, Fairclough (1992) señala que los efectos del discurso permiten construir: 

primero las identidades sociales y las posiciones subjetivas, segundo, las relaciones sociales entre 

las personas, y tercero, los sistemas de conocimiento y creencias.  

La concepción tridimensional del discurso de Fairclough (1992), constituye en un intento 

por juntar tres tradiciones analíticas: la tradición del análisis textual y lingüístico; la tradición 

macro-social del análisis de la práctica social, en relación con las estructuras sociales; y la tradición 

micro-social o interpretativa de ver la práctica social como algo que las personas producen 

activamente y dan sentido basados en procedimientos compartidos comúnmente (Fairclough, 

1992).  

Se trata de un modelo que procura conceptualizar y analizar cualquier evento discursivo a 

la luz de tres dimensiones: i. El discurso como texto; ii. El discurso como práctica discursiva; y iii. 

El discurso como una práctica sociocultural. En ese sentido, el método de análisis incluye tres 

niveles: una descripción lingüística del lenguaje del texto, la interpretación de la relación entre los 

procesos discursivos (productivos e interpretativos) y la explicación de la relación entre los 

procesos discursivos y los procesos sociales (Fairclough, 1992). 

El modelo tridimensional del discurso puede constituirse en un marco teórico y 

metodológico que permite abordar el lugar del discurso en las prácticas interdisciplinares, 

atendiendo a la descripción de los textos que se producen en ese orden discursivo y a la 

interpretación de la práctica discursiva y la práctica social a la que pertenecen los discursos que 

emergen en este ámbito. 

De acuerdo con Pardo (2013), el programa de los Estudios Críticos del Discurso propuesto 

por Fairclough, al rescatar el carácter eminentemente semiótico del discurso y, en particular, su 

carácter lingüístico, ubica los estudios del discurso más allá de un ejercicio disciplinar para 

desentrañar las luchas de poder, que se instauran en distintos ámbitos y horizontes de la sociedad. 
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Para la presente tesis resulta preponderante la visión del Análisis Crítico de Discurso de 

Fairclough, quien plantea que este centra en los problemas y se enfrenta a lo que el autor denomina 

“perdedores” en determinadas formas de vida social, tales como los pobres, los excluidos sociales, 

las personas sujetas a relaciones opresivas en razón de su género o raza, entre otros. Es así como, 

Van-Dijk, (2016), tomando lo señalado por Fairclough, enfatiza especialmente, en la necesidad de 

relacionar las estructuras y las prácticas discursivas con las estructuras sociales y políticas, lo cual 

es posible evidenciarlo mediante el análisis entre los procesos discursivos y los procesos sociales.  

Para Wodak y Meyer (2003), el discurso puede comprenderse como un complejo conjunto 

de actos lingüísticos simultáneos y secuencialmente interrelacionados, actos que se manifiestan a 

lo largo y ancho de los ámbitos sociales de acción como muestras semióticas (orales o escritas y 

temáticamente interrelacionadas) y muy frecuentemente como textos (Pardo, 2013). 

Wodak y Meyer (2003) señalan que uno de los rasgos distintivos más característicos del 

enfoque histórico del discurso es su esfuerzo por trabajar con diferentes enfoques, de forma 

multimetódica y sobre la base de una diversidad de datos empíricos, así como de información de 

fondo.   

Al investigar los temas y los textos históricos, organizativos y políticos, el enfoque 

histórico del discurso trata de integrar la gran cantidad de conocimiento disponible sobre 

las fuentes históricas con el trasfondo de los ámbitos social y político en los que se insertan 

los acontecimientos discursivos. Además, analiza la dimensión histórica de las acciones 

discursivas, procediendo a explorar los modos en que los particulares tipos de discurso se 

ven sujetos a un cambio diacrónico. Por último y lo que es más importante, esto no se 

considera únicamente una información: en este punto integramos las teorías sociales con el 

fin de que sean capaces de explicar lo que llamamos contexto. (Wodak y Meyer, 2003, p. 

104). 
 

Así mismo, Wodak y Meyer (2003) señalan las características más importantes del enfoque 

histórico del discurso, dentro del marco del Análisis Crítico del Discurso, dentro de las cuales se 

encuentran su naturaleza interdisciplinar, la cual se sitúa en varios planos: en la teoría, en el propio 

trabajo, en los equipos de investigación y en la práctica. El enfoque se orienta hacia los problemas, 

no se centra en elementos específicamente lingüísticos.  

La teoría y la metodología son eclécticas, es decir, se incorporan las teorías y las 

metodologías que resultan útiles para comprender y explicar el objeto sometido a investigación. 

De igual manera el enfoque es abductivo, siendo necesario realizar un constante movimiento de 

ida y vuelta entre la teoría y los datos empíricos (Wodak y Meyer, 2003). 
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El aspecto crítico, en esta perspectiva, consiste en el develamiento de las incoherencias, 

contradicciones, auto-contradicciones, paradojas y dilemas presentes en las estructuras internas 

del texto o discurso (Wodak y Meyer, 2003), que dista de una búsqueda del carácter persuasivo o 

manipulador de las prácticas discursivas y se concilia más con un propósito de la crítica como 

contribución al mejoramiento de la comunicación (Pardo, 2013). 

 

1.2.2.1 El abuso del poder: Teun Van-Dijk.  

Teun A. van Dijk es una de las figuras más relevantes en los Estudios del Discurso en el 

mundo. Su nombre es conocido en Europa, los Estados Unidos, Asia, África y América Latina, 

donde ha sido catedrático en varias universidades. Sus obras son citadas por miles de 

investigadores y estudiantes en diferentes lenguas, quienes aplican su teoría del discurso. Desde 

los años 80 contribuye de manera activa y comprometida al desarrollo del Análisis Crítico del 

Discurso (ACD) –o los Estudios Críticos del Discurso (ECD)– desde una mirada 

multidisciplinaria. 

En 1980 inició sus investigaciones sobre el racismo en el discurso. De 1986 a 1988, su 

trabajo se enfocó en los estudios críticos de las noticias. Así mismo, entre 1998 y el 2003 llevó a 

cabo sus estudios teóricos y aplicados a la ideología y su relación con las prácticas discursivas. De 

otro lado, sus indagaciones sobre las teorías del contexto y del conocimiento logran sus más 

amplios desarrollos desde 2004 hasta la actualidad (Londoño, 2013). 

Teun Van Dijk, como editor de cuatro revistas internacionales: Discourse y Society, 

Discourse Studies, Discourse y Communication y Discurso y Sociedad, tiene una mirada general 

e integradora de los estudios del discurso, siendo sus aportes altamente significativos en la 

constante evolución del análisis crítico del discurso. 

Para Van-Dijk (2016), el Análisis Crítico del Discurso (ACD) es un tipo de investigación 

que se centra en el análisis discursivo y estudia, principalmente, la forma en la que el abuso de 

poder y la desigualdad social se representan, reproducen, legitiman y resisten en el texto y el habla 

en contextos sociales y políticos. Con esta investigación disidente, los analistas críticos del 

discurso toman una posición explícita y, de esa manera, buscan entender, exponer y, 

fundamentalmente, desafiar el abuso de poder y la desigualdad social. Esta es también la razón por 

la cual el ACD puede ser caracterizado como un movimiento social de analistas discursivos 

políticamente comprometidos.  
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La inclinación investigativa de Teun Van-Dijk enfatiza en que el Análisis Crítico del 

Discurso trata sobre todo de la dimensión discursiva del abuso del poder, de la injusticia y la 

desigualdad que resultan de éste, puntualizando que el análisis que realiza no se refiere solamente 

al poder en general sino sobre todo a la noción de abuso de poder. Con sus trabajos intenta elucidar 

las estrategias de uso, de legitimación y de construcción de la dominación que, en su concepto, se 

enmarcan en el abuso de poder; por ello, prefiere hablar de desviaciones de reglas, de normas, de 

temas tales como los derechos humanos. Temas de estas características implican por supuesto 

rupturas y desviaciones.  

Van-Dijk (2016), afirma que un error común en relación al Análisis Crítico del Discurso, 

es afirmar que este es un método especial de análisis discursivo. “No existe tal método: en el ACD 

todos los métodos interdisciplinarios de los estudios discursivos, así como otros métodos 

relevantes de las humanidades y las ciencias sociales, pueden ser utilizados” (2016, p. 204).  

El análisis crítico del discurso es un tipo de investigación analítica sobre el discurso que 

estudia primariamente el modo en que el abuso del poder social, el dominio y la 

desigualdad son practicados, reproducidos, y ocasionalmente combatidos, por los textos 

y el habla en el contexto social y político. El análisis crítico del discurso, con tan peculiar 

investigación, toma explícitamente partido, y espera contribuir de manera efectiva a la 

resistencia contra la desigualdad social. (Van Dijk, 1999, p. 2) 
 

Como práctica analítica, el ACD no es una orientación investigativa entre muchas otras en 

el estudio del discurso. En lugar de eso, es una perspectiva crítica que puede ser encontrada en 

todas las áreas de los estudios del discurso, incluyendo la gramática del discurso, el análisis 

conversacional, la pragmática del discurso, la retórica, la estilística, el análisis narrativo, el análisis 

de la argumentación, el análisis multimodal del discurso y la semiótica social, la sociolingüística 

y la etnografía de la comunicación o la psicología del procesamiento del discurso, entre otras. En 

otras palabras, “el ACD es el estudio del discurso con una actitud” (Van-Dijk, 2016, p. 204). 

En este sentido, Teun Van Dijk, no sólo ofrece una sólida propuesta teórica sobre una de 

las nociones clave de las ciencias sociales, sino que además propone un enfoque crítico que aborda 

el abuso del poder con fines manipulativos. Sus investigaciones sobre la reproducción del racismo, 

permiten comprender que el análisis realizado sobre ese tema puede aplicarse también al sexismo 

y a otras formas de marginalización. 

Van-Dijk (2019), empleando el ACD, explica las características del racismo en 

Latinoamérica mediante el análisis de algunos ejemplos del discurso de la élite política, los medios 

y otros ámbitos del discurso dominante. Este análisis expone también las creencias subyacentes 
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que forman la base socio cognitiva del racismo latinoamericano, así como los criterios que emplean 

los integrantes de los grupos dominantes y de las instituciones con el objetivo de excluir, marginar 

o problematizar a los grupos dominados.  

Defino así la noción de “racismo institucional” como las prácticas discursivas organizadas 

de las élites, como en el caso de los debates en el parlamento, las noticias que aparecen en 

la prensa, el documento burocrático y lenguaje de la administración nacional o local, o los 

libros de texto en la escuela y en la universidad. Aunque se pueda obtener una explicación 

sociológica de las prácticas sociales individuales y hablar de las acciones o políticas de las 

organizaciones e instituciones, hay que tener en cuenta que los discursos de estas 

instituciones son productos individuales o colectivos de sus miembros, y están legitimados 

por su liderazgo de élite. Una institución es tan racista como lo son sus miembros, y 

especialmente sus líderes. Esto no significa que reduzcamos el racismo al prejuicio 

personal, sino que queremos enfatizar que los prejuicios socialmente compartidos son 

producidos y reproducidos conjuntamente y en colaboración por colectivos de miembros 

de la sociedad a través de discursos institucionales de los campos de la política, los medios, 

la educación, la enseñanza y las empresas de negocios. (Van-Dijk, 2003, p. 17) 
 

A su vez, Van-Dijk (2016) afirma que la investigación crítica del discurso se enfoca, 

principalmente, en problemas sociales y cuestiones políticas, en lugar de solo estudiar las 

estructuras discursivas fuera de sus contextos sociales y políticos. Este análisis crítico de 

problemáticas sociales es, usualmente, multidisciplinario y en lugar de meramente describir 

estructuras discursivas, trata de explicarlas en términos de sus propiedades de interacción social y, 

especialmente, de estructura social. Más específicamente, el ACD se centra en las formas en las 

que las estructuras discursivas representan, confirman, legitiman, reproducen o desafían las 

relaciones de abuso de poder (dominación) en la sociedad. 

Van-Dijk (2013) señala la importancia del análisis de la coherencia discursiva, ya que el 

discurso, como una secuencia de proposiciones, es coherente si los hechos (acontecimientos, 

acciones, situaciones) a los que se refiere están relacionados. Esta relación puede ser causal, 

temporal o instrumental. En términos formales, enfatiza el autor, esta definición puede resumirse 

en que un discurso es coherente si tiene (satisface) un modelo. En términos más cognitivos y reales, 

diríamos: un discurso es coherente para los usuarios del lenguaje si éstos son capaces de construir 

un modelo mental para él. Es así como el análisis de la coherencia se enfoca hacia la determinación 

del objeto del discurso, su temporalidad y sus relaciones internas y el análisis de la consistencia 

permite establecer la manera en que circulan las ideas expresadas en el discurso. 

De acuerdo con Van-Dijk (2000), los actores sociales forman parte de colectividades 

sociales más amplias, desarrollan identidades particulares y experimentan el mundo de una manera 
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específica. Los actores sociales tienen la capacidad de modelar a otros actores sociales, así como 

también sus propiedades mentales, sobre la base de una serie de estrategias interaccionales 

socialmente compartidas, como hacer inferencias a partir de acciones percibidas. Lo anterior 

subraya la importancia del análisis de la transformación discursiva, siendo fundamental el estudio 

del conjunto de recursos lingüísticos que aprueban construir o excluir a un actor social o discursivo 

específico. 

Martín y Van-Dijk (1998) señalan que la legitimación es el fenómeno socio discursivo 

mediante el cual un sector de la sociedad busca aprobación moral de su grupo como respuesta o 

previsión a acusaciones que le ponen en riesgo. Los grupos dominantes buscan reproducir y 

legitimar su dominación. Una de las estrategias para realizar esa legitimación es, por ejemplo, 

presentar la dominación como impuesta por Dios, natural, benigna, inevitable, o persuadir al grupo 

dominado para que simplemente dé por hecha esa relación social. Un presupuesto tácito en este 

análisis es que los grupos dominados no saben qué es bueno para ellos: como resultado de la 

propaganda y la manipulación, tienen una representación de su propia posición que es 

inconsistente con sus mejores intereses, un estado mental tradicionalmente referido como de “falsa 

conciencia” El discurso, en este enfoque, es esencialmente un medio por el cual estos grupos se 

comunican de un modo persuasivo en la sociedad y, de ese modo, ayuda a reproducir el poder y la 

dominación (Van-Dijk, 2000). 

Cárdenas (2013) enfatiza en que uno de los principales aportes de la corriente teórica de 

Van-Dijk en el Análisis Crítico del Discurso es su perspectiva crítica sobre la realización del saber, 

siendo un análisis que también supone una actitud. Se centra en los problemas sociales, sobre todo 

en la reproducción del abuso del poder o la dominación. El triángulo discurso-cognición-sociedad 

parece central en su concepción del análisis del discurso. Esto no supone que el Análisis Crítico 

del Discurso deba limitarse al análisis social y cognitivo del discurso, o a alguna combinación de 

esas dimensiones. La autora señala que Van Dijk sabe adaptar y caracterizar al ACD como una 

modalidad de análisis del discurso que básicamente tiene que explicar algunas de las detalladas 

estructuras, estrategias y funciones del texto en contextos particulares como la conversación y la 

interacción, en la prensa y el discurso político.  

Por su parte Pardo (2012), señala que en la búsqueda por comprender la cultura, la 

propuesta teórica de Van-Dijk ha inspirado el interés por los discursos que se propagan a través de 

los medios de comunicación. Esta aproximación a los medios desde los Estudios Críticos de 
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Discurso, permite reconocer que el Análisis del Discurso incluye los usos de la lengua articulados 

a otros sistemas sígnicos de cuya coexistencia procede su significación. Continúa la autora 

enfatizando en que el discurso contemporáneo exige a los analistas verificar, explicar y dar cuenta 

de las implicaciones sociales que tiene la indisoluble hibridación que ocurre en los discursos, en 

los que la lengua potencia y activa los significados con la imagen, ya sea fija o móvil, con el color, 

el diseño y los recursos sonoros como los ruidos, la música y, eventualmente, con el olor.  

Teóricamente, Van Dijk (1999), muestra que las formas de dominación desde el discurso 

determinan crucialmente qué es aquello que se constituye como conocimiento social y analizar el 

discurso social implica estudiar las relaciones entre las estructuras del discurso y las estructuras de 

poder.  

Por lo anterior expuesto, las propuestas de Teun Van-Dijk han cobrado suma importancia 

en las comunidades académicas europeas y latinoamericanas, interesadas en el estudio del discurso 

desde una perspectiva crítica, su influencia teórica en los estudios sobre el discurso ha sido 

determinante, así, decenas de tesis de maestría y doctorado de disciplinas diversas como la 

educación, la Política, el Derecho, la Comunicación, entre otras, han empleado sus propuestas 

teóricas y aplicadas para evidencias y la luchar contra múltiples problemáticas que aquejan a la 

sociedad y, especialmente, a los grupos excluidos y dominados. 

Finalmente, Van-Dijk (2021) recomienda para la ejecución de procesos de investigación 

desde la perspectiva de los Estudios Críticos del Discurso:  

Tomar conciencia de que los Estudios Críticos del Discurso no constituyen un método que 

simplemente se puede aplicar, sino una mentalidad, una actitud, un movimiento para aplicar 

el Análisis del Discurso en el estudio de –y la lucha contra– importantes problemas 

sociales. Segundo, esto implica que los estudiantes se comprometan socialmente y 

muestren interés en el estudio de fenómenos como el sexismo, el racismo, la pobreza, el 

militarismo, la homofobia, el clasismo, problemas sociales que abundan también en 

Colombia y en el resto de América Latina. (Van-Dijk, 2021, p.155) 

 

1.2.2.2 Poder, Discurso y Sociedad: Neyla Pardo  

En la misma línea de Teun Van Dijk, en el marco latinoamericano de los estudios críticos 

del discurso, Neyla Pardo Abril ha centrado sus investigaciones, por más de treinta años, 

principalmente en análisis del discurso, comunicación y cultura en Colombia, actualmente lidera 

el Grupo Colombiano de Análisis del Discurso Mediáticos. Siguiendo la línea investigativa del 

pensador holandés, Pardo (2013) afirma:  
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Haciendo una descripción más detallada del recorrido histórico y de las características de 

los ECD, se hace necesario comprender el programa Teun van Dijk. Sin duda, el principio 

orientador en esta perspectiva es hacer explícito el rol que desempeña el discurso en la 

reproducción y resistencia frente a las distintas formas de dominación. Se entiende esta 

última, como el ejercicio del poder social realizado por las elites, instituciones o grupos, 

con el claro propósito de generar y mantener desigualdad social, ya sea de tipo político, 

económico, cultural, racial, étnico, de clase o de género. (p. 69) 
 

Pardo (2012) señala que las investigaciones de los estudios críticos de discurso centran sus 

reflexiones en problemas estructurales de la sociedad o en asuntos de interés social en la medida 

que se hallan articulados a preocupaciones centrales de la vida humana.  En este sentido, se 

estudian los usos que los grupos sociales hacen de los discursos, en los que problemas como el 

género, el racismo, la pobreza y otras formas de discriminación se perpetúan y reproducen en el 

escenario de los medios de comunicación y los entornos políticos, religiosos, organizacionales y, 

en general, los múltiples campos de interacción y de construcción de la vida colectiva, tales como 

las restricciones a los derechos políticos. 

Es así como Pardo (2013), plantea efectuar el análisis crítico del discurso a través de tres 

dimensiones que se soportan en la necesidad cualitativa: el análisis de la consistencia y la 

coherencia discursiva; el análisis de la transformación y el análisis de las formas de legitimación. 

El análisis de la coherencia y la consistencia discursiva, como una de las formas 

determinantes en la gestación de consensos entre distintos actores. La coherencia es la dimensión 

interpretativa del discurso a través de la cual se reconocen las temporalidades, el objeto del 

discurso y las relaciones internas, que hacen posible vincular lo expresado con el significado 

producido. La consistencia por su parte permite reconocer los modos como circulan ideas, bien 

sea de manera estable o conflictiva en los discursos. Se reconocen ideas compartidas, puntos de 

vista individuales y su coexistencia en el discurso (Pardo, 2013). 

El desentrañamiento de los fenómenos de consistencia y coherencia implica el análisis de 

las estrategias de segmentación, ambivalencia e integración a través del estudio de las relaciones 

entre el tema, el tópico y la citación. Así, la segmentación consiste en presentar ideas conflictivas 

aisladas entre sí, en contextos separados con voces distintas; la ambivalencia indica ideas que están 

en conflicto con voces distintas, aunque reflejan proximidad contextual, y la integración es la 

convergencia de múltiples discursos con un contenido cercano, junto con voces y contextos 

próximos (Strauss, 2005). 
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La segunda dimensión del análisis lingüístico se enfoca a la transformación discursiva. La 

transformación es el fenómeno sociodiscursivo de acuerdo con el cual se hace acopio de un 

conjunto de recursos lingüísticos que permiten construir o eliminar a un actor social o discursivo 

específico (Leeuwen, 1996). Los actores discursivos configuran desde su decir dos prácticas socio 

discursivas a través de las cuales excluyen o incluyen a algunos actores sociales para representar 

de una manera particular una realidad, ajustada a intereses, condicionamientos sociales o 

requerimientos particulares. Así, la presencia de los actores sociales en el discurso se convierte en 

un continuo que va desde su eliminación sin rastro alguno hasta su carácter de agente de la acción 

y del discurso, lo cual implica, además, reconocer su presencia por inferencia y su presencia como 

actor a quien un agente le atribuye algo, configurándose como paciente. En este sentido, el análisis 

de la transformación discursiva tiene como principal recurso de estudio las formas de nominación 

(Pardo, 2013). 

La legitimación, tercera dimensión del análisis, se encuentra usualmente más ligada con un 

sector dominante, se entiende como una manera de persuasión, resignificación y formulación de 

perspectivas de mundo con el fin de modificar posiciones perspicaces de sectores en oposición o 

de allegados a un centro de poder. Los recursos y estrategias de legitimación pueden ser utilizados, 

tanto por las élites, las cuales pueden presentarse como actores con poder de veto1 que conforman 

el sistema político y determinan las políticas públicas que pueden ser modificadas, como por 

aquellos grupos que en una determinada circunstancia se perciben dominados. Este fenómeno 

responde en forma global a una necesidad de reconocimiento, aceptación y aprobación de un orden 

social específico (Pardo, 2013). 

En definitiva, y tomando los principales planteamientos teóricos señalados en este 

apartado, los discursos se presentan, entonces, como cogniciones que están socialmente 

especificadas y saberes que son utilizados como recursos para la representación de prácticas 

sociales. Es así como las interacciones sociales se articulan y constituyen discursivamente, y es en 

los discursos donde se producen, reproducen y estabilizan los saberes sociales en los que se 

expresan ideas, creencias, normas y valores. El discurso se configura como un hecho sociocultural 

que se articula a las prácticas propias de un grupo de personas, en consecuencia, el discurso es una 

representación de algún aspecto de la vida social. En las estructuras internas del texto o discurso 

pueden convivir incoherencias, contradicciones, auto-contradicciones, paradojas y dilemas usados 

 
1 Sobre el concepto de actores con poder de veto, se profundizará en el Capítulo 2. 
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por los grupos dominantes y de las instituciones con el objetivo de excluir, marginar, problematizar 

o tomar control de las mentes y de sus representaciones culturales y sociales de los grupos 

dominados.  

Análisis Crítico del Discurso se configura, entonces, como una modalidad de análisis del 

discurso que básicamente busca explicar algunas de las detalladas estructuras, estrategias y 

funciones del texto en contextos particulares como la conversación y la interacción, en la prensa y 

el discurso político. Sin embargo, es importante no olvidar que en el ACD todos los métodos 

interdisciplinarios de los estudios discursivos pueden ser utilizados.  

Por medio de la investigación analítica del ACD, se estudia principalmente el modo en que 

el abuso del poder, de la injusticia y la desigualdad son practicados, reproducidos, y por momentos 

combatidos, por los textos y el habla en el contexto social y político. Aunque la forma de realizar 

el Análisis Crítico del Discurso toma una forma de acuerdo con cada autor, se destaca la 

importancia de efectuar el análisis crítico del discurso a través del análisis de la consistencia y la 

coherencia discursiva; el análisis de la transformación y el análisis de las formas de legitimación. 

Esta secuencia permite reconocer los recursos, procesos, estrategias y fenómenos que estructuran, 

reproducen y transforman el significado. 

De esta manera, entendiendo que las relaciones de poder son discursivas y la importancia 

de analizar cómo las relaciones sociales se establecen y potencian a través del uso del lenguaje, se 

presentan a continuación los principales aportes tomados de los más destacados exponentes del 

Análisis Crítico del Discurso, en el desarrollo de este trabajo investigativo: 

 

                        Figura 1. Principales aportes del Análisis Crítico del Discurso 
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1.2.3 Estudios de Discurso y Ciudadanía: Panorama Latinoamericano  

Con el cambio de siglo muchos comprueban que la ciudadanía se repiensa, reescribe y 

reinscribe en nuevos espacios sin renunciar a sus contenidos históricos. Las conquistas de derechos 

(civiles y políticos primeros, y más tarde económicos, sociales y culturales) no pierden importancia 

ni se dan por logradas. De hecho, la titularidad de estos derechos no es del todo real: el 

ordenamiento global vigente va acompañado de mayor titularidad de derechos civiles y de muchos 

problemas para hacer efectivos los derechos económicos y sociales. Pero a la vez el impacto de la 

posmodernidad en el campo cultural, de la globalización en el campo político y de la revolución 

de la información en el campo tecnológico, confluyen en un nuevo escenario de ciudadanía 

(Hopenhayn, 2001). 

En sociedades cada vez más globales, con mutaciones constantes, resulta fundamental una 

visión más dinámica de la ciudadanía, una visión centrada en la ampliación permanente del espacio 

público, donde debatir y elaborar los problemas a escala local, nacional o global, según se vayan 

presentando (Calderón, 2007). 

La ciudadanía, abarca un espacio mayor que el del régimen político y sus reglas 

institucionales, y hoy se considera que el ciudadano pleno debe acceder a sus derechos civiles, 

sociales, políticos, económicos y culturales de manera integrada, y que todos ellos conforman un 

conjunto indivisible y articulado (PNUD, 2004).  

De acuerdo con Sojo (2002), la disertación sobre ciudadanía en la diversidad de estudios 

latinoamericanos, se presenta como una oportunidad para devolver a lo social la centralidad en el 

análisis del rendimiento de los sistemas políticos y económicos. Sin embargo, enfatiza el autor, 

que debe reconocerse que el tema de la ciudadanía en Latinoamérica ha sido poco abordado desde 

perspectivas integrales y se ha concentrado mucho más en el análisis de problemas de ciudadanías 

específicas. El autor señala que los estudios nacionales abordan el tema haciendo hincapié en 

aspectos particulares como la cuestión étnica, la cuestión cultural o los problemas políticos y 

sociales, pero no es habitual encontrar análisis que ponderen la cuestión ciudadana en sus múltiples 

dimensiones en sociedades concretas:  

Esta ausencia relativa, hasta donde hemos podido indagar, de estudios integrales sobre las 

tres dimensiones de la cuestión ciudadana, puede ser un claro indicador de que los 

problemas de ciudadanía en América Latina están poco centrados en coordenadas 

geopolíticas y de Estados nacionales, porque se entiende que los procesos que generan esos 

problemas están también localizados en espacios transnacionales. Por ello es explicable la 

concentración de los estudios conocidos en aspectos vinculados a carencias particulares, a 
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ciudadanías deficitarias o a ciertas subjetividades (por ejemplo, mujeres, etnias, jóvenes en 

espacios urbanos marginales, etc.). En estos casos, aun cuando se trata de análisis 

específicos, se reconoce la presencia explicativa de procesos que trascienden la 

espacialidad nacional. Dicho en otro sentido, el denominador común es que se trabaja con 

criterios de ciudadanía sustantiva y no de ciudadanía formal. (Sojo, 2002, p. 33) 
 

Pelfini (2007) destaca que dos tendencias caracterizan la actualidad latinoamericana: el 

temor al populismo y el entusiasmo por los movimientos autonomistas que defienden 

reivindicaciones particularistas. Continúa el autor afirmando que esto define un contexto posliberal 

y posneoliberal. Aunque muy difundidas, ambas tendencias tienen como origen común una 

concepción limitada de la ciudadanía: en el primer caso es percibida exclusivamente en función 

de los derechos políticos y el formalismo democrático, mientras que en el segundo se la concibe 

sólo en su dimensión cultural. Pelfini (2007) argumenta que para que sea un instrumento eficaz de 

progreso social, la ciudadanía no debe ser vista de manera reduccionista, sino repensada –y 

valorada– en todas sus dimensiones:  

La ciudadanía no existe en abstracto ni es ejercida por un sujeto autónomo, ideal y 

descontextualizado, sino que supone la existencia de un vínculo, de un lazo, de derechos 

que se intercambian por obligaciones. Podrá agradarnos o no, pero se es ciudadano en el 

marco de una comunidad política organizada en torno de un Estado, en un contexto 

particular donde intervienen diversas nociones de justicia. La respuesta de una cultura 

política civilizada y de elites consensuales a la interdependencia y a los reclamos de las no 

elites debiera ser la extensión de la ciudadanía y la ampliación de sus dimensiones a través 

de la incorporación de nuevos derechos. Este proceso, por supuesto, puede acelerarse 

gracias a una acción concertada y «desde abajo»: la simetría no se regala, sino que se 

conquista, con el consecuente aumento de la participación y del poder de los sectores 

desfavorecidos. El actual contexto latinoamericano, signado por el posliberalismo y el 

posneoliberalismo, podría facilitar este camino, mediante la reversión de las tradiciones 

censitarias y de la ineficacia de los sectores dominantes en la construcción de una verdadera 

nación (nation-building) en base al sistemático rechazo de la diversidad y de los pueblos 

originarios y la resistencia a la extensión de los derechos sociales a vastos sectores de la 

población. (Pelfini, 2007, p. 30-31) 
 

Calderón (2007) señala que un desafío político en Latinoamérica es superar la naturaleza 

desintegrada de la ciudadanía, es decir, su irregularidad y asincronía, que producen tensiones y 

frustraciones que inhiben el avance del desarrollo humano. Para ello resultaría importante 

reconocer el papel de la ciudadanía política como portadora de una “igualdad compleja” que 

permita avanzar en los otros planos: 

El ciudadano es el sujeto de la democracia y la ciudadanía implica la existencia de igualdad 

básica dada por el solo hecho de pertenecer a una comunidad política, de compartir un 

mismo espacio público. Ello supone que todos los individuos, en tanto ciudadanos, tienen 

iguales derechos y deberes. Sin embargo, en cada país la democracia y el ejercicio de la 
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ciudadanía tienen sus propias particularidades socio-históricas. La cuestión es cómo 

redefinir el ejercicio ciudadano en sociedades de cambio acelerado como las 

latinoamericanas. (Calderón, 2007, p. 57)  
 

En las sociedades democráticas y especialmente en las latinoamericanas, marcadas por una 

historia particularmente violenta, los discursos que están en la base de la construcción de 

identidades ciudadanas dependen del acceso, disponibilidad e influencia que lleguen a tener los 

actores o las fuerzas sociales respecto a las mediaciones comunicativas existentes. Sin duda, en 

ellas recae buena parte de la construcción de lo público en una sociedad, en otros términos, los 

asuntos, las instituciones, las reglas, los horizontes y las identidades compartidas por parte de 

diferentes actores, grupos, sectores o clases de una sociedad. Este acceso y disponibilidad obedece, 

en gran medida, a la voluntad e intereses de los grupos dominantes (Molina, 2015). 

Van-Dijk (2016) afirma que el poder de los grupos dominantes no solo se muestra en su 

control del discurso de los demás, sino también en su propio discurso. En otras palabras, el poder 

social también puede ser localmente representado por las propias características del discurso de 

(miembros de) los grupos poderosos. Estudios sociales han puesto considerable atención a la forma 

en la que el lenguaje y el discurso pueden variar e indicar diferencias de poder entre los hablantes 

y los receptores.  

Debido a que el Análisis Crítico de Discurso se interesa especialmente por el estudio crítico 

del abuso de poder y su resistencia, no es sorpresivo que el discurso político haya sido un foco 

central. Los Estudios Críticos de Discurso sobre la dominación y la resistencia implican un interés 

especial por el discurso institucional y organizacional, como es el caso de la política, los medios 

de comunicación masivos y el discurso de miembros de comunidades y grupos sociales a nivel 

mundial. Por supuesto que hay muchas otras esferas sociales en las que el poder profesional e 

institucional y el abuso de poder han sido estudiados críticamente desde una perspectiva 

discursivo-analítica (Van-Dijk, 2016). 

De acuerdo con Pardo (2012), los Estudios Críticos de Discurso ya forman parte de los 

intereses investigativos de los lingüistas y estudiosos del lenguaje en América Latina, así como de 

otros investigadores de la ciencias sociales y humanas. La región no es ajena a los efectos de la 

globalización y a algunos de los problemas estructurales que discursivamente se representan, sobre 

todo, en las diferentes instancias de socialización. En este sentido, se han elaborado trabajos que 

reflexionan sobre los medios masivos de comunicación en tanto instancias socializadoras, que 
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sintetizan problemas fundamentales y estructurales como la pobreza, la violencia, el despojo, la 

migración, el desplazamiento, el conflicto armado y la participación política, entre otros. 

Es de resaltar los trabajos investigativos en Estudios Críticos del Discurso sobre la prensa 

en formatos físico y digital en América Latina (ámbitos de la vida social, política y económica) 

desarrollados por Pardo (2013; 2007; 2009; 2009b), Bolívar (2011), y Quiñones (2009). Así 

mismo, se destacan los trabajos de contacto directo con las comunidades, donde se han estudiado 

los fenómenos como la discriminación y la desigualdad desarrollados por García Da Silva (2009), 

Montecino (2010), Pardo y Buscaglia (2010), principalmente.  

En este contexto y señalando la importancia y el futuro de los Estudios Críticos del 

Discurso en América Latina, Pardo (2012), afirma que: 

La agenda de investigación en América Latina, en el marco de los ECD y ECDM, está 

comprometida con la verificación de la influencia de las instancias de socialización en la 

producción, estabilización, y reproducción de saberes, creencias y opiniones, así como en 

la formulación y mantenimiento de estereotipos, prejuicios, formas típicas de exclusión y 

de ocultamiento de los problemas estructurales de la región. Aunque se han venido 

realizando grandes esfuerzos en esta vía desde la Asociación Latinoamericana de Estudios 

del Discurso, ALED, la cual reúne más de seiscientos investigadores de diversas disciplinas 

y posicionamientos epistemológicos, hay conciencia de la necesidad de hacer estudios más 

cualitativos que contribuyan a explicitar la presencia de nuevos géneros, espacios públicos, 

modos discursivos múltiples e híbridos y, en particular, contribuir a explicar las 

construcciones identitarias latinoamericanas, así como el problema de la accesibilidad 

tecnológica y su relación con los procesos educativos que garanticen el derecho a participar 

del capital simbólico propio de la región. (Pardo 2012a, p. 55) 
 

El conflicto armado ha sido una constante en América Latina y particularmente en 

Colombia, donde se ejecuta una guerra asimétrica2 de baja intensidad que se desarrolla desde 1960 

y que se extiende hasta nuestros días, siendo la Fuerza Pública un actor trascendental. Se han 

desarrollado trabajos de Estudios Críticos del Discurso, los cuales a través del análisis dan cuenta 

de la manera como el fenómeno de la violencia en el contexto del conflicto armado, supone la 

indagación sobre las formas como los recursos simbólicos y culturales producen, reproducen y 

profundizan los diversos tipos de violencia (Jiménez, 2007).  

 
2 Un conflicto será asimétrico cuando los contendientes presenten capacidades muy diferentes, obviamente, la parte 

potencialmente de mayor fortaleza tratará de conseguir que la lucha discurra en términos clásicos, porque de esta 

manera tendrá asegurada la victoria; en tanto que la parte más débil, consciente de su impotencia en el terreno militar 

clásico, tratará de plantear y exportar el conflicto a otros ámbitos con el objetivo, más que de obtener la victoria, de 

hacer que el sostenimiento del conflicto no resulte rentable al adversario. (Sánchez, 2017, p. 26) 



68 
 

Trabajos en Análisis Crítico del Discurso en los medios de comunicación como los 

desarrollados por Merino (2007), Zarate (2011), Soler (2008), Soler y Pardo (2007) y Vinicius 

(2007) exponen los fenómenos de exclusión relacionados con las denominadas minorías étnicas, 

donde se abordan problemáticas relacionadas con acceso a los derechos políticos, la construcción 

identitaria y la representación mediática de la otredad. Por medio de estas investigaciones se 

visualiza como a través de los medios de comunicación se legitiman formas de violencia y 

exclusión, y se sostiene un conflicto que, para el caso de Colombia, llega ya a medio siglo, 

naturalizando los acontecimientos, nombrando actores para excluir a unos y promover a otros, 

invisibilizando comunidades (particularmente los grupos étnicos), minimizando unos 

acontecimientos o espectacularizando otros, todo lo cual se propone sujeto a posiciones de poder 

jerarquizadas (Pardo, 2007). 

En la misma línea, Pardo (2008) y Escamilla (2009) han centrado sus trabajos en las formas 

como se discriminan comunidades que se consideran no adaptadas a las formas de producción y 

de consumo. El reconocimiento de las expresiones racistas en América Latina da cuenta de las 

maneras como discursivamente se producen y reproducen estereotipos en manuales escolares, los 

medios impresos, los discursos políticos y, en general, las representaciones desde las cuales se 

perciben las minorías étnicas (Pardo, 2012). 

Resulta interesante, teniendo en cuenta los objetivos que persigue este trabajo 

investigativo, ahondar en el estudio realizado por Ferroni (2014), en su investigación 

“Configuración discursiva del asesinato como práctica no-delictiva”, en el cual se propone 

evidenciar los mecanismos discursivos empleados en Colombia para legitimar las muertes 

ocasionadas por los miembros de las Fuerzas Militares en servicio activo. Específicamente, se da 

cuenta de los mecanismos jurídico-discursivos empleados por el Estado para permitir, de acuerdo 

con lo señalado por el autor, que los miembros de las Fuerzas Militares asesinen a los miembros 

de las fuerzas disidentes en combate, de manera legal. 

Dentro de los principales resultados alcanzados por Ferroni (2014), una vez realizado el 

análisis discursivo del corpus seleccionado, el autor señala que las muertes ocasionadas por los 

miembros de las fuerzas al margen de la ley no solo son un delito (conducta punible por la ley), 

sino un crimen (conducta moralmente repudiable) también. Por el contrario, enfatiza Ferroni 

(2014), las muertes ocasionadas por los miembros de las Fuerzas Militares en servicio no solo no 
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constituyen un delito, sino tampoco un crimen; se acepta (y en ocasiones, se celebra) la muerte de 

los miembros de las fuerzas al margen de la ley:  

Así, la validación que gran parte de la sociedad colombiana confiere a las muertes 

ocasionadas por las Fuerzas Militares reside en la permisividad jurídica que las antecede. 

La conjunción entre dicha permisividad y la validación conferida por gran parte de la 

sociedad colombiana termina por legitimar los asesinatos ocasionados por los miembros de 

las ff.mm, lo cual fortalece los estados de violencia y una continua desvalorización de la 

vida. (Ferroni, 2014, p. 35) 
 

Cairo y Ríos (2019), desarrollaron un trabajo investigativo titulado “Las élites políticas y 

la paz territorial en Colombia: un análisis de discurso en torno al Acuerdo de Paz”. Este trabajo 

muestra, a partir del análisis del discurso de algunos de los protagonistas directos del Acuerdo, que 

existen diferentes maneras de entender el alcance y sentido de la paz territorial en Colombia, en 

función del actor que lo interpreta. Así, la paz territorial abarcaría desde un enfoque que se 

aproxima a una democracia más radical y comprensiva, hasta un planteamiento para el que el 

Acuerdo supone una entrega gratuita de poder a las FARC, pasando por la necesidad de superar 

las causas objetivas de la violencia y de promover el fortalecimiento institucional. 

Ríos y Castillo (2023), en su trabajo titulado “Retos y realidades de la paz en Colombia: 

un análisis del discurso de las voces de militares en retiro”, analizan la perspectiva de algunos 

oficiales en retiro de las Fuerzas Militares colombianas en relación con la violencia producida tras 

el Acuerdo de Paz con las FARC-EP, suscrito en 2016. Para ello, analizan los puntos del acuerdo 

más relevantes sobre esta cuestión, y se abordan aspectos como la proliferación de las disidencias, 

el narcotráfico o las dificultades para cooptar el territorio inscrito en la geografía de la violencia. 

Como resultado, se encuentra un relativo sentimiento de recelo y escepticismo que, en todo caso, 

incluye elementos de autocrítica y de necesidad de transformación. Con esto los autores buscan 

aportar a la comprensión de la perspectiva de los militares, quienes ofrecen un valioso aporte para 

fortalecer la respuesta del Estado en la gestión del conflicto armado interno. 

Silva y Poveda (2011), mediante su investigación titulada “La construcción discursiva de 

un genocidio en Colombia: una aproximación a la versión de las  Fuerzas Militares en el caso de 

la Unión Patriótica”, realizan un análisis del discurso de Las Fuerzas Militares (FF. MM.) durante 

una de las más grandes olas de violencia política y represión en Colombia, que llevarían al 

posterior exterminio la Unión Patriótica, partido político que se había consolidado como una 

alternativa negociada que rompe con el tradicional bipartidismo y comenzó un importante ascenso 

electoral en todo el territorio nacional.  
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Silva y Poveda (2011), concluyen que el análisis del discurso político militar de las FF. 

MM. de Colombia, con relación al partido político de oposición UP, permite de manera acertada 

afirmar que efectivamente, dentro de un contexto más holístico de la sociedad colombiana entre 

los años 1987-1990, la constitución de la democracia liberal y tradicional colombiana fue el eje 

inquebrantable para impedir el desarrollo político y social de un partido político opositor con 

propuestas transformadoras y cambiantes posibles para el país. Esto se enmarca en la explicación 

sustentada del establecimiento del orden social del poder hegemónico vigente y bipartidista, 

construido y fortalecido bajo la figura del enemigo como elemento de amenaza al statu quo 

predominante e indistintamente homogéneo. 

Resulta muy llamativo para los fines que persigue este trabajo investigativo, la conclusión 

presentada Silva y Poveda (2011), quienes afirman que el sistema democrático colombiano, 

inscrito bajo unas lógicas unificadas y centralizadas en las esferas del poder político, ha tenido 

como eje trasversal la negación generalizada de la pluralidad política y social, como elementos 

indispensables en la transformación y desarrollo de las estructuras democráticas convencionales. 

Esta negación implica el desconocimiento de múltiples expresiones y reivindicaciones de diversos 

sectores sociales que se fundamentan en la diferencia como un instrumento posibilitador de la 

creación de nuevos escenarios en los que tales sectores puedan confluir y construir nuevos 

lenguajes, en función de hacer posible la aparición de múltiples perspectivas y formas de 

comprender la realidad social no únicamente desde un vértice unidireccional e inamovible, no 

desde los postulados de la homogeneidad y del pensamiento racional y abstracto del universalismo 

clásico.  

De acuerdo con lo anterior, esa negación generalizada de la pluralidad política y social 

evidenciada en el sistema democrático colombiano, no es más que la plena evidencia de la 

transgresión histórica de los derechos ciudadanos, desconociendo a diversos sectores sociales una 

verdadera pertenencia a una determinada comunidad política. Siendo este uno de los pilares del 

concepto de ciudadanía, resulta inaudito la incapacidad del estado para que estos individuos 

tuvieran la posibilidad de ejercer apropiadamente sus derechos políticos. 

Desde el panorama Latinoamericano, resulta preponderante también escudriñar los trabajos 

investigativos de Irene Vasilachis de Gialdino, quien ha centrado sus trabajos desde una 

perspectiva multidisciplinaria en la que se conjugan el derecho, la sociología y la lingüística. Sus 
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áreas de interés son la epistemología, la metodología cualitativa, el análisis lingüístico del discurso, 

la creación mediática y política de representaciones sociales, la pobreza y los conflictos sociales.   

Vasilachis de Gialdino (2016), a través de su trabajo titulado “La construcción discursiva 

de la identidad y el modelo de sociedad en el discurso político de M. Macri”, realiza una 

investigación interdisciplinaria en la que se interroga sobre las características que asume en el 

discurso político la representación del trabajo, de los trabajadores, de las relaciones laborales, de 

las personas pobres y de las situaciones de pobreza. Por medio del análisis sociológico-lingüístico 

del discurso (ASLD), estudia los textos de Mauricio Macri, Expresidente de la Argentina y, en 

particular, las estrategias y recursos que utiliza tanto para construir su identidad como para 

legitimar sus acciones y propuestas. 

Dentro de los principales resultados obtenidos por Vasilachis de Gialdino (2016), se 

encuentra la caracterización que distingue al discurso de Macri del de otros presidentes, 

descubriendo, en primer término, la denodada actividad discursiva que despliega para construir su 

identidad y erigirse sobre la representación negativa, cuando no ofensiva, de los anteriores 

funcionarios y gobernantes asociados al Estado del pasado reciente. La retórica del yo marca y 

enmarca la mayor parte de las cuestiones que aborda el presidente en sus textos. En segundo 

término, el modelo de la dignidad que se apoya en la protección de los derechos humanos 

fundamentales pierde vigencia frente al predominio del modelo de la seguridad el cual, combinado 

con la figura del padre estricto y protector con la que el mandatario se representa a sí mismo, a 

través de las acciones que se atribuye, pone en duda la factibilidad de su tan reiterado llamado a 

los ciudadanos al diálogo, a la unidad y al acuerdo. 

Vasilachis de Gialdino (2007), mediante su trabajo investigativo “Condiciones de trabajo 

y representaciones sociales. El discurso político, el discurso judicial y la prensa escrita a la luz del 

análisis sociológico-lingüístico del discurso”, el cual tiene como objetivo dar cuenta de las redes 

semánticas y de las estrategias de categorización utilizadas en tres momentos de un mismo 

proceso: el que se vincula con la creación, modificación, cuestionamiento jurisprudencial y nueva 

propuesta de modificación de la legislación de condiciones de trabajo en la República Argentina. 

La autora intenta determinar cuáles son los modelos interpretativos de la realidad vigentes en los 

distintos textos analizados desde la perspectiva del análisis sociológico-lingüístico del discurso. 

El análisis sociológico-lingüístico del discurso le permitió a Vasilachis de Gialdino (2007), 

poner de manifiesto los modelos interpretativos subyacentes en los textos examinados, sea los  
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predominantes  recurriendo  en  este  supuesto  a  las  teorías  críticas y  al análisis  crítico  del  

discurso,  sea  los  alternativos  apelando  al  paradigma interpretativo y a la Epistemología del 

Sujeto Conocido; en especial, cuando estos últimos modelos cuestionan las formas de poder y de 

control social que desconocen la igualdad o no promueven la dignidad y la justicia garantizadas 

por los derechos fundamentales.  

Daza y Murcia (2015), desarrollaron una investigación con el propósito de explicitar las 

perspectivas sobre conflicto y ciudadanía presentes en los discursos de política pública durante el 

periodo comprendido entre 1991 y 2014 en Colombia. En ella los autores identifican referentes de 

comprensión, intereses teóricos, implicaciones éticas, políticas y pedagógicas y se proponen 

alternativas de intervención en el campo social y educativo.  

El estudio de Daza y Murcia (2015), se fundamenta desde la propuesta teórica de Arendt 

(1999), Zuleta (2005), Habermas (1982, 1987) y Cortina (1997). La metodología parte del Análisis 

Crítico del Discurso desde Chouliaraki y Fairclough (1999), y Wodak y Meyer (2003), que permite 

relacionar los discursos con una problemática social, los obstáculos que han impedido su 

superación, la función de ésta en las prácticas sociales, las posibles formas de superar los 

obstáculos y la reflexión sobre el análisis realizado.  

A partir del estudio realizado Daza y Murcia (2015), evidenciaron la tendencia de los 

discursos a asumir la ciudadanía desde una perspectiva homogénea centrada en la formación de 

competencias ciudadanas y el conflicto desde una perspectiva instrumentalista que hace énfasis en 

lo procedimental, minimizando los elementos ético y político de construcción de consensos a partir 

de la deliberación, el reconocimiento y la crítica. El estudio hace una apuesta por la formación de 

una ciudadanía activa, plural y diversa que asume el conflicto de una manera positiva como 

elemento esencial de la interacción social. 

Es así como los Estudios Críticos de Discurso se proponen visibilizar los recursos y 

estrategias que contribuyen a constituir los regímenes de poder que sostienen interacciones y 

relaciones dentro de las cuales la subjetividad y la intersubjetividad se expresan, para dar sentido 

a las prácticas sociales que atentan material o simbólicamente contra las comunidades y las 

personas. El fenómeno de la violencia y del conflicto se estructura en una compleja red de 

representaciones distribuidas y consolidadas discursivamente, de manera privilegiada, a través de 

las distintas instituciones socializadoras como la escuela, la familia, el Estado y los medios de 

comunicación. (Pardo 2012).  
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En síntesis, la defensa de los derechos a través del trabajo investigativo del Análisis Crítico 

de Discurso en América Latina ha sido preponderante, ya que los derechos políticos, cuando están 

asociados a los derechos sociales necesarios para asegurar su ejercicio, dotan a los sujetos de mayor 

y mejor capacidad para proteger sus necesidades e intereses fundamentales frente a la arbitrariedad 

del poder. Del poder estatal, pero también de los poderes fácticos y del poder del mercado 

(Calderón, 2007). 

Como se ha evidenciado, la llegada de los estudios del discurso a América Latina 

constituye en una de sus principales razones de crecimiento y expansión desarrollado múltiples 

aplicaciones de los principios teóricos en el análisis de situaciones y problemáticas específicas, 

todo lo cual ha redundado en el perfeccionamiento de las teorías, los métodos y la ampliación de 

perspectivas de análisis del discurso, sin embargo, es de resaltar que para teóricos como Van-Dijk 

(2016) aún hay mucho por hacer, afirmando que:  

Todavía persisten grandes áreas de investigación crítica virtualmente inexplorada tales 

como el estudio del discurso de clases sociales dominantes o en resistencia, así como de 

muchos otros géneros discursivos, necesitamos un análisis más explícito de lo que significa 

ser “crítico” en ACD y de manera más general en la academia –por ejemplo, en términos 

de legitimidad, violación de derechos humanos, y las normas y los valores democráticos 

básicos de igualdad y justicia-. Es, finalmente, en esos términos que el ACD puede y 

debería actuar como una fuerza contra el abuso discursivo de poder. (2016, p. 17) 
 

Como reflexión final de este capítulo, resulta fundamental puntualizar la forma en que el 

Análisis Crítico del Discurso, que se presenta como un tipo de investigación que se centra en el 

análisis discursivo y estudia, la forma en la que el abuso de poder y la desigualdad social se 

representan, reproducen, legitiman y resisten en el texto y el habla en contextos sociales y políticos, 

debe ser esa fuerza que a través de la comprensión de las problemáticas sociales actué en contra 

del abuso del poder y contribuya a estabilizar la violencia, a movilizar a los actores sociales para 

lograr su superación, a visibilizar la violación de derechos a las denominadas minorías y donde se 

aborden problemáticas relacionadas con el ejercicio pleno de los derechos de ciudadanía y 

principalmente el acceso a los derechos políticos.  
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CAPÍTULO II: Actores Con Poder de Veto en Colombia y el Método 

 

2.1 Veto Player´s: Cómo funcionan las instituciones políticas 

El concepto de jugadores con veto es relativamente ‘joven’ al interior de la ciencia política 

moderna. Pueden rastrearse algunas nociones que se refieren a la capacidad de modificar y/o 

mantener las políticas públicas en décadas previas, pero el desarrollo del término jugadores con 

veto aparece por primera vez en la obra de Tsebelis (2002) “Veto Player´s: How Political 

Institutional Work” (López, 2012).  

Para Tsebelis (2002) un sistema político es el medio para la toma de decisiones colectivas. 

En consecuencia, todos los actores en un sistema político, ya se trate de votantes, representantes o 

partidos, se preocupan por los resultados políticos, ya sea de modo directo o indirecto, ya sea 

porque prefieren algunos resultados o porque otras cosas que les gustan (como la reelección) 

dependen de los resultados de la política. Sin embargo, los resultados de la política son producto 

de dos factores: las preferencias de los actores implicados y las instituciones predominantes. Dado 

que la identidad de los jugadores y sus preferencias son variables, mientras las instituciones son 

más estables, los resultados de la política habrán de variar dependiendo de quién controle el poder 

político, así como en dónde esté el statu quo (Tsebelis, 2002).  

El argumento fundamental de esta teoría es que con el propósito de cambiar políticas o el 

statu quo (legislativo), un cierto número de actores (individuales o colectivos) tiene que estar de 

acuerdo en el cambio propuesto. Estos actores son llamados jugadores con veto. Los jugadores 

con veto son especificados en un país por la constitución (el presidente, la Cámara y el Senado en 

los Estados Unidos) o por el sistema político (los diferentes partidos que son miembros de una 

coalición gubernamental en Europa Occidental) (Tsebelis, 2002). 

Cada sistema político tiene una configuración determinada de jugadores con veto, en 

función del número de dichos jugadores, de su distancia ideológica y de su cohesión interna. Estas 

características afectan al conjunto potencial de acuerdos legislativos que pueden suplantar al statu 

quo. La clave reside en el tamaño de ese conjunto potencial (o winset, en terminología de modelos 

espaciales): cuando el winset es pequeño se hace muy difícil cambiar el statu quo y la consecuencia 

es una alta estabilidad de las políticas públicas. El winset se hace pequeño cuando hay muchos 

jugadores con veto, cuando la distancia ideológica entre los jugadores es significativa, o bien 

cuando los jugadores con veto presentan un elevado nivel de cohesión interna (Tsebelis, 2002). 
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Es así como, siguiendo a Tsebelis (2002), pueden concurrir jugadores con veto 

institucionales y partidarios. Existen reglas para identificar a los jugadores con veto en cada 

sistema político. De acuerdo con estas reglas, cada sistema político tiene una configuración de 

jugadores con veto (un cierto número de jugadores con veto, con distancias ideológicas específicas 

entre ellos, y una cierta cohesión cada uno). Todas estas características afectan el conjunto de 

resultados que pueden reemplazar al statu quo.  

Así mismo (Tsebelis, 2002), señala que es posible que además de los denominados actores 

institucionales y partidarios, existan otros jugadores con veto de un país determinado, por lo cual 

sus preferencias deben ser incluidas en el análisis. El autor considera a estos jugadores como 

“Jugadores con veto potenciales”, dentro de los cuales es posible incluir algunos grupos de interés. 

De modo similar, enfatiza el autor, en una cierta área política actores extranjeros pueden 

desempeñar un papel importante y excluir posibles resultados (el Fondo Monetario Internacional 

sobre políticas financieras de naciones en desarrollo), se deberá incluir también a estos jugadores 

en el conjunto de jugadores con veto. 

De acuerdo con lo señalado por Tsebelis (2002), se presentan a continuación la 

clasificación de los actores con poder de veto: 

Tabla 1. Clasificación de los Actores con Poder De Veto 

Tipo Miembros Asociación   Espacialidad 

Institucionales 

El Presidente de la 

República 
Individual Nacional 

El Senado Colectivo Nacional 

La Cámara Colectivo Nacional 

Partidarios 

Los diferentes partidos 

que son miembros de 

una coalición 

gubernamental / El 

partido con mayoría 

es el jugador con veto 

real (partidario) 

Colectivo Nacional 

 

Potenciales 

El Banco Central 

Colectivo 

 

Nacional 

El Ejército Nacional 

Burocracia Nacional 

Fondo Monetario 

Internacional 
Extranjero  

Grupos de Interés Colectivo/Individual  Nacional/Extranjero 
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Lapuente (2003), indica que la principal virtud de esta teoría es que proporciona a la política 

comparada una teoría altamente generalizable y parsimoniosa sobre cómo se toman decisiones 

políticas. Además, facilita enormemente la comparación entre unos sistemas políticos antes 

considerados como antagónicos e inconmensurables. Simplemente, para poder comparar, se trata 

de hallar esa configuración de los jugadores con veto relevantes en cada país. 

Tsebelis trata de abarcar las preocupaciones de autores comparativistas clásicos como 

Duverger, Sartori, Linz o Lijphart con la metodología de modelos espaciales usada para 

explicar el funcionamiento de las instituciones americanas, propia de los trabajos de Riker, 

McCubbins o Krehbiel. En este sentido, es ilustrativa la declaración de principios que 

Tsebelis hace en el primer párrafo del libro: Como los dos primeros autores (Duverger y 

Sartori), estaba interesado en comprender cómo funcionan los sistemas políticos, y como el 

tercero (Riker) estaba interesado en comprenderlo de una forma sencilla. (Lapuente, 2003, 

p. 267) 
 

Sin embargo, para Lapuente (2003), la parte teórica del libro presenta algunas deficiencias. 

En primer lugar, señala el crítico, hay todavía claroscuros en cómo debe llevarse a cabo dicha 

aplicación, a pesar de que Tsebelis (2002) proporciona unas guías generales para contar los 

jugadores con veto en un sistema político, deja la puerta abierta para que, en función del contexto 

de la política estudiada, se añada o se descuente algún jugador. Lo que en definitiva Lapuente 

(2003) infiere, es que se desprende una sensación de cierto uso ad hoc de la teoría para cada uno 

de los casos estudiados. 

En segundo lugar, Lapuente (2003) revela que, si bien la primera cadena causal la que lleva 

de la configuración de jugadores con veto al grado de estabilidad de las políticas queda plenamente 

justificada a nivel teórico gracias a los modelos espaciales, la segunda cadena, la que enlaza la 

estabilidad de las políticas con características estructurales del sistema político, resulta más 

endeble.  

Por ejemplo, para numerosos estudiosos del control político de la burocracia, la presencia de 

muchos jugadores con veto, a pesar de que dificulta la toma de decisiones, no conduce a una 

burocracia más independiente, sino que, por el contrario, puede ser un buen mecanismo para 

controlar a la burocracia. De alguna manera, a ojos de Tsebelis, todo el sistema político está 

afectado por una sola variable relevante, la estabilidad o no de las políticas públicas, dejando 

de lado otras variables importantes como, entre otras, el sistema electoral, el sistema de 

partidos o el tipo de burocracia. (Lapuente, 2003, p. 267) 
 

Lapuente (2003), concluye que hay que reconocer que Tsebelis (2002) aporta la teoría 

existente más original para la comprensión de las dinámicas de los regímenes políticos 

actuales.  
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Una teoría que simplifica el universo de tipologías que invaden la política comparada y que 

permite establecer regularidades entre sistemas políticos hasta el momento catalogados 

como opuestos. Sin embargo, la teoría deja suficientes lagunas sin explicar como para 

justificar una teoría que complemente al concepto de los jugadores con veto, tal y como 

Merkel, entre otros autores, está intentando. (Lapuente, 2003, p. 270) 
 

Por su parte, Merkel (2003), deduce que la teoría de los jugadores con veto predice el 

potencial para el cambio legislativo, no el cambio en sí mismo. En su crítica el autor considera 

que, frente a la existencia de potencial para el cambio, en algunos sistemas políticos (como el de 

EE.UU.) los distintos jugadores con veto son capaces de llegar a acuerdos, mientras que, por el 

contrario, en otros contextos (como en Alemania) es más difícil que los actores negocien. Merkel 

(2003), menciona la vocación cooperativa de los jugadores con veto americanos frente a la 

naturaleza competitiva de los alemanes, pero en su crítica no detalla el porqué de las diferencias 

en las preferencias de los actores.  

Finalmente, resulta importante enfatizar en que el concepto de los jugadores con veto 

permite explorar el impacto que las diferentes instituciones políticas tienen sobre las políticas 

públicas. A pesar de las críticas realizadas a la teoría de Tsebelis (2002), su argumento, según el 

cual la configuración de jugadores con veto de cada sistema político determina el grado de 

estabilidad de las políticas públicas y, a su vez, dicha estabilidad afecta a características 

estructurales básicas del sistema político, como son la inestabilidad del gobierno o del régimen y 

la independencia del poder judicial o de la burocracia, es reconocido por los diferentes teóricos en 

la materia y es una valiosa referencia, que sirve como la base de una aproximación institucional a 

la política comparada. 

Para los objetivos que persigue esta tesis, la teoría formulada por Tsebelis (2002), permitió 

identificar los diferentes actores con poder de veto en el escenario colombiano (como se 

evidenciará en los apartados siguientes), quienes determinan las políticas públicas que pueden ser 

modificadas y cuáles permanecen invariables, así como el rol desempeñado por estos en el 

establecimiento de la agenda legislativa, que ha permitido el mantenimiento de la restricción del 

derecho al sufragio al personal uniformado. 
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2.2 Actores Con Poder de Veto y Grupos de Interés en el Escenario Colombiano 
 

2.2.1 Actores Institucionales Colombianos 

De acuerdo con Tsebelis (2002), la constitución de un país puede asignar la condición de 

jugador con veto a diferentes actores individuales o colectivos. Si los jugadores con veto son 

generados por la constitución, se les denomina jugadores con veto institucionales. En Colombia la 

Carta Magna de 1991 en el Artículo 374, manifiesta: “Artículo 374. La Constitución Política podrá 

ser reformada por el Congreso, por una Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante 

referendo” (Constitución Política de Colombia, 1991). 

Por lo cual, la carta magna concede la facultad de reformar la constitución nacional en 

situaciones no excepcionales al Congreso de la República, conformado por el Senado y la Cámara 

de Representantes. De esta manera y de acuerdo con los objetivos que persigue esta tesis, se 

configura entonces el Congreso de la República como el primer actor con poder de veto 

institucional (colectivo) en Colombia. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 157 de la Carta Política, ningún 

proyecto será ley sin el lleno de los siguientes requisitos: 

1. Haber sido publicado oficialmente por el Congreso, antes de darle curso en la comisión 

respectiva. 2. Haber sido aprobado en primer debate en la correspondiente comisión 

permanente de cada cámara (...). 3. Haber sido aprobado en cada cámara en segundo debate. 

4. Haber obtenido la sanción del Gobierno. (Constitución Política de Colombia, 1991) 
 

En cuanto a este último numeral, agrega el artículo 165 superior que “aprobado un proyecto 

de ley por ambas cámaras, pasará al Gobierno para su sanción. Si éste no lo objetare, dispondrá 

que se promulgue como ley”. Adicionalmente, el artículo 168 del mismo estatuto establece que “si 

el Presidente no cumpliere el deber de sancionar las leyes (...), las sancionará y promulgará el 

presidente del Congreso”. Finalmente, el Artículo 189 en el numeral 9 establece que “Corresponde 

al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad 

Administrativa sancionar las leyes”. 

Por lo anterior y de acuerdo con lo establecido por Tsebelis (2002), el Presidente de la 

República se configura como el segundo actor con poder de veto institucional (individual) en 

Colombia. 
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2.2.1.1 El Congreso de la República  

La Composición y Funciones de la Rama Legislativa de Colombia se encuentran en el 

Título VI, Capítulo I, a partir del artículo 132, de la Constitución Política. El Congreso es un cuerpo 

colegiado, bicameral, integrado por el Senado de la República y la Cámara de Representantes y le 

corresponde, esencialmente, reformar la Constitución, hacer las leyes y ejercer el control político 

sobre el gobierno y la administración. 

El Senado de la República está integrado por 108 senadores: 100 son elegidos por voto 

popular en todo el territorio nacional; cinco pertenecen al partido Comunes, antes partido FARC, 

en concordancia con el proceso de paz entre el gobierno colombiano y esa guerrilla; dos se eligen 

en representación de las comunidades indígenas, a través de una circunscripción especial nacional; 

y uno se asigna al segundo candidato con mayor votación en las elecciones presidenciales. El 

Senado de la República elige a sus miembros en representación de toda la Nación (Vanegas, 2018). 

La Cámara de Representantes está compuesta por 188 miembros: 161 representantes 

elegidos en circunscripción territorial, por cada departamento o el Distrito Capital; 16 por 

circunscripciones transitorias especiales de paz para las víctimas del conflicto armado, dos para 

las comunidades afrodescendientes, uno para los indígenas, uno para los colombianos residentes 

en el exterior (antes de 2018 eran dos, uno de los cuales fue reemplazado por un asiento para la 

comunidad raizal, el cual no se ha elegido por falta de reglamentación); y un representante 

adicional que corresponde al candidato a la vicepresidencia de la fórmula que haya ocupado el 

segundo lugar en las elecciones presidenciales. Además, o en concordancia con lo pactado en el 

acuerdo de paz con las FARC, a ese grupo le fueron otorgados 5 asientos para los periodos 

legislativos 2018-2022 y 2022-2026 (Vanegas, 2018). 

La Constitución Política de Colombia, en el artículo 135, establece en nueve numerales, las 

facultades de cada una de las cámaras. Los numerales han sido modificados a través de los Actos 

Legislativos 1º de 2003, 1º de 2007 y el Acto Legislativo No.2 de 2015. La ley 5 de 1992. Las dos 

facultades principales son: 

⮚ Función constituyente, para reformar la Constitución Política mediante actos legislativos.  

⮚ Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar las Leyes y códigos en 

todos los ramos de la legislación.  

Al interior de cada una de las corporaciones funcionan las comisiones, como una forma de 

división del trabajo y clasificadas según las materias que estudian. Existen cuatro tipos de 
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comisiones: las comisiones constitucionales permanentes, las comisiones legales, las comisiones 

especiales y las comisiones accidentales.  

Las comisiones constitucionales permanentes son las encargadas de tramitar en primer debate 

los proyectos de Ley y de Acto Legislativo y pueden sesionar entre ellas conjuntamente, caso en 

el que el quórum decisorio será el que se requiera para cada una de las comisiones individualmente 

consideradas (Vanegas, 2018). Son un total de siete comisiones, siendo importante para los fines 

que persigue esta investigación, señalar las funciones principales de la Comisión Primera. 

La Comisión Primera conoce de la reforma constitucional; leyes estatutarias; organización 

territorial; reglamentos de los organismos de control; normas generales sobre contratación 

administrativa; notariado y registro; estructura y organización de la administración nacional 

central; de los derechos, las garantías y los deberes; rama legislativa; estrategias y políticas para la 

paz; propiedad intelectual; variación de la residencia de los altos poderes nacionales; asuntos 

étnicos.  

En la respectiva comisión constitucional se da trámite al primer debate y deben cumplirse los 

requisitos de mayorías, quórum y votaciones según la clase de Ley que se esté tramitando. La 

Constitución permite que este paso se cumpla en sesiones conjuntas de Senado y Cámara, caso en 

el que el quórum decisorio es el que se requiere para cada una de las comisiones individualmente 

consideradas. La sesión conjunta se realiza cuando el Presidente de la República solicita el trámite 

de urgencia (Vanegas, 2018). 

 

2.2.1.2 El Presidente de la República  

El Presidente de la República de Colombia es el jefe de Estado y de Gobierno, suprema 

autoridad administrativa de Colombia y comandante en jefe de la Fuerza Pública (Fuerzas 

Militares y Policía Nacional). Además, ostenta el título de gran maestre de la Orden de Boyacá. El 

Gobierno Nacional (poder ejecutivo) está conformado, además del presidente, por los ministros 

del despacho, los directores de departamentos administrativos, y los superintendentes, quienes son 

funcionarios de libre nombramiento y remoción por parte del presidente (Constitución Política de 

Colombia, 1991). 

Entre otros poderes y responsabilidades el Artículo 189 de la Constitución política encarga 

al presidente de dirigir las relaciones internacionales, ser comandante en jefe de las Fuerzas 

Militares de Colombia, conceder indultos por delitos políticos (Artículo 201), sancionar y 
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promulgar las leyes y expedir decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida 

ejecución de las leyes, entre otras funciones. 

De acuerdo con la Constitución política de Colombia, el presidente es elegido mediante 

sufragio directo por la mitad más uno de los votos. En caso de que ninguno de los candidatos 

obtenga la mayoría se realizará la segunda vuelta en la que participan los dos candidatos con mayor 

votación en la primera vuelta, y será declarado presidente quien obtenga mayor número de votos. 

Junto al presidente se elige el vicepresidente. El periodo de presidencia es de 4 años, y el presidente 

no es reelegible, aunque existe una cláusula pétrea en la que se establece que esta figura se revivirá 

sólo si hay referendo por iniciativa popular o una asamblea constituyente.  En caso de muerte, 

dimisión o renuncia de un presidente es el vicepresidente quien asume la presidencia del país. 

En Colombia, 61 personas han sido elegidas Presidente de la República, mientras que 107 

lo han sido por elección o encargo. El primer Presidente de la República fue Simón Bolívar y el 

actual mandatario es Gustavo Petro, quien en las elecciones del 19 de junio de 2022 resultó elegido 

para el periodo presidencial 2022-2026. En lo que se refiere a la República de Colombia desde 

1886, su primer presidente fue José María Campo Serrano (El País, 2022).  

 

2.2.2 Jugadores Con Veto Potenciales: La Fuerza Pública Colombiana  

La Fuerza Pública colombiana funge como el principal jugador con veo potencial para la 

modificación del artículo 219 y por ende el restablecimiento del derecho al voto. Son los 

principales afectados y a quienes se les ha cercenado este derecho por cerca de 100 años, sin 

participación en el sistema democrático, pero fungiendo siempre como garantes del mismo. 

De acuerdo con los objetivos que persigue este trabajo de investigación y siguiendo a 

Tsebelis (2002), quien afirma que “si es posible considerar que el ejército, la burocracia o algún 

grupo de interés son jugadores con veto en un país determinado, sus preferencias se deberán incluir 

en el análisis” (Tsebelis, 2002, p.48), se hace necesario y conveniente, escudriñar un poco en la 

misión e identidad de este grupo de hombres y mujeres que integran la Fuerza Pública colombiana. 

La Fuerza Pública se rige principalmente por lo establecido en los artículos 216, 217 y 218 

de la Constitución Política de Colombia, los cuales señalan que: “La Fuerza Pública estará 

integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”. Posteriormente, el 

Artículo 217 establece que: 

La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el 

Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad 
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primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional 

y del orden constitucional. (Constitución Política de Colombia,1991). 
 

El Artículo 218 de la Carta Magna indica que: “La ley organizará el cuerpo de policía. La 

Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación” 

(Constitución Política de Colombia,1991). 

El Ejército Nacional conduce operaciones militares orientadas a defender la soberanía, la 

independencia y la integridad territorial y proteger a la población civil y los recursos privados y 

estatales para contribuir a generar un ambiente de paz, seguridad y desarrollo, que garantice el 

orden constitucional de la nación (Ejército Nacional, 2024). 

La Armada Nacional tiene como misión institucional el desarrollo de operaciones navales 

para la defensa y seguridad nacional, y la protección de los intereses marítimos y fluviales, 

contribuyendo al desarrollo sostenible del Estado (Armada Nacional, 2024). 

La Fuerza Aeroespacial Colombiana tiene como misión volar, entrenar y combatir para 

vencer y dominar en el aire, el espacio y el ciberespacio, en defensa de la soberanía, la 

independencia, la integridad territorial, el orden constitucional y contribuir a los fines del Estado 

(Fuerza Aérea, 2024). 

El fin primordial de la Policía Nacional es contribuir al mantenimiento de la convivencia 

como condición necesaria, para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para aportar a 

la construcción de paz (Policía Nacional, 2024). 

La Fuerza Pública en Colombia cuenta con 370.154 miembros, distribuidos en 174.835 

integrantes del Ejército Nacional, 161.777 de la Policía Nacional, 24.914 de la Armada Nacional 

y 9.228 de la Fuerza Aérea Colombiana3. 

 

                    

 

 

 

 

 

 
3  De acuerdo con las cifras del Ministerio de Defensa Nacional a fecha 31/12/2023 y del Observatorio del 

Direccionamiento del Talento Humano de la Policía Nacional a fecha 21/06/2023. 
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                   Figura 2. Conformación Fuerza Pública Colombiana 

 

 

La identidad militar de los miembros de la Fuerza Pública de Colombia es un tópico poco 

explorado en la literatura colombiana, en los campos de la ciencia política, la sociología militar y 

la ciencia de la administración. Estas dificultades en la investigación con instituciones militares y 

jerarquizadas no son novedosas y han sido reportadas anteriormente por autores como Wilmoth y 

London (2013) y Forero Angel (2017), siendo los mayores obstáculos la percepción del estudio 

como una potencial amenaza a la institución y a las carreras de sus miembros.  

Si bien la Fuerza Pública se ha mantenido como la institución con el índice más alto de 

favorabilidad en Colombia durante las dos últimas décadas, el desconocimiento de la profesión 

militar por parte de los ciudadanos ha impedido un mejor entendimiento de las instituciones 

castrenses y sus integrantes, lo cual ha afectado las relaciones entre civiles y militares, la 

gobernabilidad del estado y el robustecimiento de la democracia (Fernández, 2020). 

De acuerdo con Cuevas (2014), la identidad militar es una formación contingente resultado 

de un continuo proceso discursivo, la cual ocurre como resultado de una compleja dialéctica entre 

la interpretación de la argumentación y la identificación del sujeto. En este proceso de identidad, 

la estructura de lo real/no real tiende a una homogeneización del campo discursivo que vuelve 

efectivos y estables los componentes de lo militar. Por lo tanto, enfatiza el autor, existe una relación 

entre la construcción de la identidad de las Fuerzas Militares y la reproducción del discurso por 

parte del agente social que lo produce. 
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Fernández (2020) indagó a un grupo representativo de Oficiales de las Fuerzas Militares 

de Colombia sobre diferentes temas con el fin de conocer a profundidad las dinámicas e 

interacciones sociales de vinculación de sujetos a esta institución y generar nuevas estructuras de 

comprensión de la realidad. Para los alcances que persigue el presente trabajo, resulta interesante 

exponer algunos de los aspectos relacionados con nivel de escolaridad, la política, su tendencia 

ideológica y su valoración de los movimientos sociales. 

Con relación al nivel de escolaridad, el 65,9% de los Oficiales encuestados manifestaron 

haber adelantado estudios de Especialización, el 16,5% de maestría y un 0,4% de Doctorado. Estas 

cifras resultan ser muy positivas para las Fuerzas Militares, ya que según el DANE (2018), de la 

población en edad de trabajar en Colombia, solo el 2,4% contaba con un título de posgrado. Así 

mismo, el 92,3% de los Oficiales encuestados consideraron como una buena elección adelantar 

estudios de carácter civil para mejorar su formación profesional (Fernández, 2020).  

Con respecto a la política, siendo conocedores de las limitaciones que impone el Artículo 

219 de la Constitución Nacional, Fernández (2020) señala que, “el discurso oficial se ha 

caracterizado por promover la idea errónea que la Fuerza Pública son apolíticas, por lo cual los 

mandos militares fueron reacios a opinar con mayor profundidad sobre el tema”. Sin embargo, el 

79,1% de los Oficiales encuestados mantienen un significativo interés en la sobre la política y el 

43.6% indicaron que hablan frecuentemente sobre política con sus amigos.  

El cuestionamiento sobre la ideología política es tal vez uno de los temas más complejos 

para indagar a un uniformado en Colombia. No obstante, en forma general, el 4,4% de los oficiales 

consultados indican que tiene una ideología política de izquierda, un 16,1% de centro y un 79,5% 

de derecha (Fernández, 2020). Un aspecto que podría explicar la mayoritaria tendencia ideológica 

de derecha de los oficiales, es la cercanía con los temas que tradicionalmente han sido asignados 

a los partidos políticos de derecha y que resultan importantes para las Fuerzas Militares, tales como 

la política de defensa y seguridad y el fuero penal militar, entre otros. 

En América Latina, las relaciones entre movimientos sociales y Estado han oscilado entre 

el antagonismo y la subordinación. En este escenario, la búsqueda de nuevos canales de 

participación política y de redistribución de bienes y servicios han sido objetos principales de la 

organización de los sectores subordinados. Es por ello que los movimientos sociales descansan en 

la arena política y por ende del debate político. (Fernández, 2020). 
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La valoración de movimientos sociales (pro DDHH, ecologistas, contra la segregación, pro 

vida, representantes de víctimas, feministas, objetores de conciencia, ONG´s y, personas LGBTI) 

por parte de los oficiales es positiva, los aprueban mucho o bastante (ninguno los desaprueba), 

incluyendo algunos movimientos objetores de conciencia y las ONG´s que han criticado 

tradicionalmente a la Fuerza Pública. Lo cual puede interpretarse como la aceptación de la 

diversidad y el mantenimiento de unas relaciones civiles-militares concordantes a un sistema 

democrático colombiano. Los militares ven en los movimientos sociales la encarnación de los 

derechos que la ciudadanía reclama, lo que se sintetiza en la consigna del derecho a tener derechos 

(Fernández, 2020).   

El conflicto armado interno de Colombia es una guerra asimétrica de baja intensidad que 

se desarrolla desde 1960 y que se extiende hasta la actualidad. Los grupos armados ilegales han 

dejado 9.789.921 víctimas en Colombia, de los cuales 403.352 son miembros de la Fuerza Pública, 

según el informe ‘Aporte a la verdad: contexto de la Fuerza Pública para la memoria histórica’, 

presentado en el 2022 por las Fuerzas Militares y la Policía a la Comisión de la Verdad y a la 

Jurisdicción Especial para la Paz (JEP-MDN, 2022).  

Aunque en el año 2016 el gobierno de Juan Manuel Santos suscribió un Acuerdo de Paz 

con las FARC-EP, acuerdo que cerraba medio siglo de confrontación, la aparición de estructuras 

armadas disidentes de esta organización al margen de la Ley, así como las acciones subversivas 

constantes de otros grupos delincuenciales como el ELN, mantienen el conflicto armado interno 

en Colombia, demandando de una Fuerza Pública entrenada y capacitada que responda 

efectivamente ante las nuevas amenazas al sistema democrático colombiano. 

De acuerdo con Diego Molano, quien fungía como Ministro de Defensa para el año 2022, 

la Fuerza Pública siempre ha sido un actor importante en los procesos de paz, como quedó 

demostrado en la transformación y efectividad de la misma en el posconflicto actual. 

Si bien se han presentado hechos individuales relacionados con afectaciones por 

homicidios en persona protegido y vinculación al paramilitarismo, estos no obedecen a un 

actuar generalizado de las instituciones militares y de policía. Los colombianos han sido 

testigos de la noble entrega a la patria, de la grandeza e institucionalidad con las que cientos 

de miles de hombres y mujeres soldados y policías, han actuado siempre guiados por los 

valores y principios, así como por el profundo respeto por la Constitución, los derechos 

humanos y el derecho internacional humanitario. (Molano, 2022, p. 1). 
 

Como se ha indicado a lo largo de este apartado, la Fuerza Pública en Colombia forma 

parte de la estructura constitucional del Estado y está conformada por hombres y mujeres 
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provenientes de todas las zonas del país, con una óptima preparación profesional, que han 

permanecido en un constante proceso de transformación y adaptación de sus capacidades al 

contexto nacional, luchando en una guerra inclemente que solo ha dejado barbarie contra la 

población civil y la contra la misma Fuerza Pública. 

Aunque se les ha intentado apartar de los asuntos políticos nacionales, producto de las 

limitaciones establecidas en el Artículo 219, son hombres y mujeres que se interesan por el 

contexto político y mantienen una tendencia ideológica, marcada muy probablemente por sus 

experiencias transcurridas en el conflicto armado. 

El censo electoral en Colombia, entendido como el número de colombianos habilitados 

actualmente para ejercer el derecho al sufragio y, por consiguiente, participar en las elecciones y 

en el ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana, se encuentra en 38.965.515 

(Registraduría Nacional del Estado Civil, 2023). En el hipotético escenario, en el que se le 

restablece el derecho al sufragio a los 370.154 miembros de la Fuerza Pública, representaría menos 

del 1% de la totalidad del censo. En términos netamente numéricos, la influencia de este grupo en 

la balanza democrática nacional sería muy poca, por lo cual, el supuesto riesgo al que apuntan 

algunos, es cuanto menos muy cuestionable. 

 

2.2.3 Los Grupos de Interés  

Grossman y Helpman (2001) señalan que los grupos de interés ejercen una importante 

influencia sobre la política en los sistemas democráticos. Estos autores afirman que los oficiales 

electos no sólo representan al votante mediano, sino que los grupos de interés ejercen presión sobre 

estos a través de distintas estrategias que tienen como finalidad obtener ciertas ventajas políticas. 

Los grupos de interés pueden presentar información a los legisladores e intentar persuadirlos, 

pueden intentar convencer al electorado de apoyar sus posturas, o tratar de coercionar a los 

legisladores y por supuesto, cuentan con el poder para financiar campañas electorales. Siendo este 

último, un instrumento sumamente influyente en la política democrática (Solís, 2022).  

Los grupos de interés son aquellos grupos organizados y estables que no aspiran 

directamente a ejercer el poder político (formar gobierno) sino “sólo” a influir en él y presionar a 

aquellos que sí lo ejercen ya sean éstos el ejecutivo, legislativo o administraciones públicas. Aquí 

reside la principal diferencia con los partidos políticos: No aspiran a formar gobierno, a ocupar el 
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poder sino a influir en él. Esta influencia se hace a través de distintas estrategias y relaciones con 

el resto de actores en la esfera política (Universidad de Valencia, 2020).  

Las relaciones de poder y la teoría de grupos se encuentran en las obras de Bentley (1908) 

y Truman (1951) quienes observaron que el proceso de toma de decisiones públicas y diseño de 

políticas públicas son producto de un entramado de relaciones interdependientes donde los grupos 

de interés son parte activa y vital en ese proceso de interrelaciones.  

Básicamente, los grupos de interés son organizaciones que en base a ciertas necesidades o 

deseos compartidos realizan reivindicaciones ante otros grupos sociales y administraciones 

públicas con el fin de que se establezcan pautas de conducta o apliquen medidas necesarias para 

la consecución de dichas necesidades o deseos. Resumiendo, para que el diseño de las políticas 

públicas cumpla sus expectativas (Universidad de Valencia, 2020).  

Al igual que los partidos políticos, los grupos de interés son organizaciones intermedias 

situadas entre sociedad e instituciones con el objetivo de habilitar a determinados ciudadanos para 

influir en el proceso de toma de decisiones de los poderes públicos. Por ello, básicamente, cumplen 

la función de articulación intereses (Almond y Powell, 1966).  

Por lo anterior y teniendo en cuenta que los grupos de interés expresan y articulan 

demandas y los deseos de varios grupos de la sociedad y sus características básicas son la 

existencia de una organización estable y duradera, la defensa de sus intereses concretos y 

particulares, y la no ocupación del poder político sino la influencia sobre el mismo (Universidad 

de Valencia, 2020), el Personal de la Fuerza Pública en uso de retiro, las Organizaciones no 

Gubernamentales en Colombia y la prensa, se presentan como los principales grupos de interés, y 

sus preferencias, de acuerdo con lo señalado por Tsebelis (2002) y siguiendo los fines que persigue 

esta tesis, deberán ser incluidas en el análisis.  

A continuación, se presentan las principales características de estos grupos de interés, 

siendo importante conocer cómo se encuentran conformados y su rol en el escenario político 

colombiano. 

 

2.1.3.1 Personal de la Fuerza Pública en Uso de Retiro  

Es importante aclarar que para la presente tesis, el personal de la Fuerza Pública en uso de 

buen retiro es concebido como todas aquellas personas que prestaron sus servicios a alguna 
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institución de la Fuerza Pública y que por voluntad propia o de las mismas instituciones ya no se 

encuentran en servicio activo. 

Calcular el número de miembros de la Fuerza Pública en uso de retiro es una labor 

compleja, ya que estos se insertan a la vida civil una vez se apartan del control de las armas de la 

nación. Sin embargo, se encuentran agrupados en asociaciones desde las cuales desarrollan 

actividades tendientes a fortalecer la calidad de vida de los asociados, su núcleo familiar y la 

comunidad en general. 

El Consejo de Veteranos agrupa a las organizaciones y asociaciones de veteranos de la 

Fuerza Pública. La instancia máxima de representación en Colombia para los veteranos de las 

Fuerzas Militares y de Policía es el Consejo de Veteranos, creado por la Ley 1979 del 2019, o Ley 

del Veterano. Dicho Consejo agrupa en la práctica a todas las asociaciones de veteranos de la 

Fuerza Pública, incluyendo las del Ejército, Armada, Fuerza Aérea, y Policía. Según la norma, esta 

instancia está integrada por nueve consejeros de diferentes organizaciones de veteranos (DIVRI, 

2024). 

La Ley 1979 del 2019 establece que el Consejo actuará como órgano de consulta e 

interlocución entre los Veteranos y el Gobierno nacional. Su configuración deberá garantizar la 

participación de todas las Fuerzas Militares y de Policía, de los diferentes rangos, incluyendo la 

participación de las Mujeres Veteranas. Estos nueve integrantes del Consejo son elegidos para un 

período de dos años, y la presidencia del mismo se hace a través de una elección interna que hacen 

los nueve consejeros. El actual presidente es el mayor retirado de la Policía, Fabio Humberto Cely 

(DIVRI, 2024). 

De igual manera, la Ley del Veterano contempló la creación de la Comisión Intersectorial 

para la Atención Integral al Veterano, que es el ente de consulta, diseño, coordinación y evaluación 

de las estrategias y acciones a desarrollar para garantizar el bienestar de los veteranos de la Fuerza 

Pública. Dicha Comisión está integrada por la delegación de 10 ministerios, el Departamento 

Nacional de Planeación, el SENA, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares (Cremil), la Caja de Sueldos de Retiros de la Policía 

Nacional (Casur), y un representante del Consejo de Veteranos (DIVRI, 2024). 

Es así como el Ministerio de Defensa Nacional a través de la Dirección de Veteranos y 

Rehabilitación Inclusiva, DIVRI, vela por el bienestar de todos los veteranos y veteranas, haciendo 

cumplir la Ley 1979 del 2019. 
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Por otra parte, es importante destacar que la participación directa en política como 

candidatos a cargos públicos de este grupo de hombres está en ascenso. De acuerdo con Saavedra 

(2023), los militares y policías retirados manifestaron recientemente que quieren crear un nuevo 

partido político, que estaría conformado de cara a las elecciones del 2026. Enfatiza el autor, que 

buscarían obtener varias curules en el Congreso, “ganadas con votos”, y que el 70% de sus 

candidatos serán exmiembros de las Fuerzas Militares. Lo anterior, se estaría organizando bajo el 

amparo del Foro Ampliado de la Reserva Organizado (Faro), el cual ha convocado a tres 

manifestaciones en el año 2023. Debido a esto, se han hecho visibles a los ojos de la opinión 

pública bajo esta organización, que se ha encargado de agrupar a diferentes asociaciones de 

retirados de las Fuerzas Militares, situación que no se había presentado en el país. 

Los miembros de la Fuerza Pública Colombiana en uso de retiro, muchos de ellos víctimas 

del conflicto armado, conforman uno de los principales grupos de interés en torno a la modificación 

del Artículo 219 y el restablecimiento del derecho al sufragio al personal uniformado.  Dado que 

las Fuerzas Armadas tienen la prohibición de pronunciarse públicamente sobre asuntos políticos, 

como ya se ha expresado anteriormente, los uniformados en retiro, quienes ya no se encuentran 

cobijados por lo establecido en el Artículo 219 de la Carta Política, se convierten en las valiosas 

voces de hombres y mujeres que, con la experiencia vivida de portar el uniforme, pueden ser 

escuchadas. 

 

2.1.3.2 Organizaciones No Gubernamentales en Colombia  

Según la Organización de las Naciones Unidas (ONU, 2024), una Organización No 

Gubernamental es cualquier grupo de ciudadanos voluntarios sin ánimo de lucro que surge en el 

ámbito local, nacional o internacional, de naturaleza altruista y dirigida por personas con un interés 

común. Es así como las Organizaciones No Gubernamentales llevan a cabo servicios humanitarios, 

sirven como mecanismo de alerta y apoyan la participación política a nivel de comunidad; pero, 

es indispensable diferenciar varios tipos de ONG que tienen diversos campos de acción en los que 

estas se desenvuelven.  

El primer tipo, se denomina Organizaciones No Gubernamentales Sociales (ONGS), las 

cuales trabajan en sectores de inmigración y refugiados, discapacitados, enfermos, infantes y 

familia, entre otros. El segundo tipo, se refiere a las Organizaciones No Gubernamentales de 

Derechos Humanos. Estas trabajan en la denuncia de la violación de los derechos humanos en el 
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mundo y en la divulgación, defensa y promoción de estos. El tercer tipo, describe a las 

Organizaciones No Gubernamentales Ambientalistas, cuyo trabajo se desarrolla en torno a la 

protección, promoción y preservación del medio ambiente con desarrollo sostenible. Y el último 

tipo comprende a las Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo, cuyo objetivo es la 

cooperación internacional. 

Hay organizaciones que centran su trabajo en una comunidad local ayudando a las personas 

que lo necesitan, con recursos físicos, o a través de conocimientos o asesoría. Otras se dedican al 

ámbito internacional, así como a la cooperación y al trabajo con las comunidades, desplazándose 

por varios países y territorios (Aldeas Infantiles, 2023). 

De acuerdo con Villar (2001), las ONG se encuentran clasificadas dentro del denominado 

“tercer sector”. Este sector lo conforman las entidades sin ánimo de lucro (ESAL), organizaciones 

de la sociedad civil (OSC), organizaciones no gubernamentales (ONG) y organizaciones de la 

economía solidaria. Este sector es un complemento a los dos tradicionales sectores, el privado con 

fines lucrativos y el público estatal. Esta diferenciación se basa en el supuesto de que el tercer 

sector tenga una lógica diferenciada de lo privado y lo estatal. En el caso de lo público estatal se 

busca trabajar los intereses de la mayoría; mientras el sector privado con fines lucrativos maximiza 

sus ganancias a través de mecanismos de intercambio.  

Por su parte, las organizaciones del tercer sector se caracterizan por movilizar sus recursos 

alrededor de valores compartidos y comprenden la unión de lo público con lo privado. Esto 

conlleva a que la actividad de los ciudadanos que se organicen puede generar lucro, pero destinado 

al interés colectivo o general acorde a su función social (Villar, 2001). 

El tema de las ONG en Colombia ha estado siempre sobre la mesa, principalmente por el 

papel que estas han jugado en la vida política del país. Los cuestionamientos sobre el verdadero 

carácter que deben tener estas organizaciones activan constantemente el debate en Colombia. De 

ahí que, las ONG sean un fenómeno poco comprendido en el país, ya que cada quien posee una 

opinión diferente sobre sus atribuciones, denominación y clasificación dentro de una democracia. 

Pfeiffer (2003), destaca que las ONG surgen como una respuesta a necesidades que el 

Estado no satisface. La sociedad civil organizada busca salidas alternas y complementarias para el 

desarrollo pleno de estas carencias. Para el autor, no hay duda de que la función que ejercen con 

los diferentes proyectos en beneficio de la comunidad favorece una gestión orientada al desarrollo. 



91 
 

Sin embargo, continúa Pfeiffer (2003), también es frecuente encontrar fundaciones, 

corporaciones y asociaciones que representan intereses personales de candidatos, partidos, 

movimientos o funcionarios públicos, cuyo mayor objetivo es el de promover la imagen de estos. 

De la misma manera, en muchas ocasiones también se crean instituciones que distorsionan los 

objetivos enunciados, con el fin de beneficiarse con los recursos adquiridos por cooperación 

internacional, lo cual provoca un detrimento en la imagen de estas organizaciones en el resto del 

mundo.  

De igual forma, como lo ha señalado la ONU (2015) a través de Informe final del Comité 

Asesor del Consejo de Derechos Humanos sobre las consecuencias negativas de la corrupción en 

el disfrute de los derechos humanos, muchas ONG en algunos países incurren en algunas prácticas 

corruptas; los fondos adquiridos por canales internacionales con frecuencia son malversados y mal 

utilizados; y no pocas veces tienen poco impacto sobre los beneficiarios o sobre las actividades 

que proclaman promover. 

En el caso colombiano, diversas ONG son percibidas como obstáculos o generadores de 

disensos indebidos y de conflictos con respecto a las acciones del Estado; dado a que no es común 

que las acciones públicas sean llevadas a cabo por los ciudadanos. Sin embargo, no es posible 

desconocer el papel que muchas de estas organizaciones han jugado dentro del conflicto interno 

que ha azotado la nación. 

Es así como Marín (2009), afirma que dentro de la sociedad colombiana las ONG de 

derechos humanos son agentes con carácter, y ello ha permitido mitigar las consecuencias del 

conflicto interno que lleva más de 50 años en el país. De acuerdo con el autor, los recursos que 

estas invierten y el trabajo que adelantan en el territorio colombiano, ha ayudado a la población 

civil y también ha sensibilizado a la sociedad internacional sobre la crisis humanitaria vivida en el 

país.  

Las ONG nacionales son grandes aliadas de las OING internacionales de derechos 

humanos, de manera que con la información de primera mano que manejan las locales, las 

internacionales alzan la voz en los escenarios globales y consiguen que los otros actores 

internacionales también presionen al gobierno para que proteja a todos los que habitan en el 

territorio (Marín, 2009). 

La Confederación Colombiana de Organizaciones No Gubernamentales – CCONG, es una 

organización nacional de entidades sin ánimo de lucro - ESAL, creada en 1989, que agrupa 



92 
 

federaciones regionales y departamentales, asociaciones, corporaciones y fundaciones nacionales 

que trabajan por el bien común; el desarrollo sostenible; la promoción, seguimiento y garantía de 

los derechos humanos; la gobernanza, la democracia y la paz (CCONG, 2023). 

Algunas de las más influyentes organizaciones No Gubernamentales en Colombia, 

pertenecientes a la CCONG, que declaran dentro de su razón de ser el velar por el fortalecimiento 

de la democracia en Colombia y ser una voz del colectivo en temas comunes para desarrollar 

acciones que posicionen y garanticen el ambiente habilitante y los derechos políticos y civiles del 

sector, han manifestado su posición ante la posibilidad de restablecer el derecho al sufragio al 

personal de la Fuerza Pública. El análisis de sus discursos es abordado en el Capítulo 4 del presente 

documento.  

 

2.1.3.3 La Prensa  

En sus comienzos los medios de comunicación fueron percibidos como instancias 

fiscalizadoras de la gestión pública, como mediadores entre los poderes y los ciudadanos, en 

sentido de articular las demandas, descontentos y aspiraciones de los últimos ante las autoridades 

electas. Al mismo tiempo, se les asignaba el deber de ofrecer una información oportuna e 

imparcial, como una mediación indispensable para proporcionar a los receptores los conocimientos 

que posibilitaran su formación democrática y ciudadana (Dragnic, 2007). 

El mundo de los medios de comunicación ha cambiado vertiginosamente en los últimos 

años y las nuevas tecnologías de la información han creado una revolución de alcances 

insospechados. La política cada vez más pasa por el ámbito de los medios de comunicación y la 

influencia de los medios en la vida cotidiana ha crecido desmesuradamente. 

Los tiempos de represión abierta contra la prensa han sido superados en la mayoría de los 

países, aunque las modalidades de control y coacción gubernamental han cambiado, y ahora se 

recurre más a mecanismos económicos y legales que a la fuerza física. La relación medios-

gobierno ha evolucionado en términos positivos, pero resulta insuficiente para evaluar el grado de 

independencia de la prensa y el papel que ésta juega en la construcción democrática (Chamorro, 

2001). 

De acuerdo con Sohr (1998), la prensa tiene muchas caras, ya que en ella confluyen una 

industria, un negocio, un medio de información y entretención, un servicio y un instrumento de 

influencia política. Es una actividad que se torna muy competitiva en la que el ingenio y la 
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creatividad son claves. Cada cual busca en la prensa lo que corresponde a su conveniencia, pero 

en último término, los medios de comunicación se definen por su postura frente al poder. La 

prensa, entonces, tiene que ver antes que nada con el poder. 

Hoy en día vivimos en una cultura mediática en la que la información que circula por la 

prensa se convierte, en buena medida, en la que fija los parámetros de la realidad que captan las 

mayorías, determinando así gran parte de las ideas colectivas que conviven en la sociedad. Algunos 

medios de comunicación buscan dar voz a afligidos e impugnar y denunciar los abusos cometidos 

en todos los ámbitos de la sociedad, mientras que otros simplemente hacen parte de la alianza 

dominante que controla y ejerce el poder. Desde esta perspectiva y entendiendo que una 

democracia moderna no puede funcionar sin medios de comunicación y de información, algunos 

autores los han denominado como “el cuarto poder”. 

Sohr (1998) señala que en alguna oportunidad un estudiante preguntó al célebre ensayista 

estadounidense Noam Chomsky: “¿Cómo controla la elite a los medios de comunicación?” y 

Chomsky respondió: “La pregunta no tiene sentido. La elite no tiene que controlar lo que le 

pertenece”. 

El desarrollo del mundo actual está altamente dependiente de la información que se posee. 

No en vano surge el adagio “la información es poder”, pero con seguridad se podría afirmar que 

la desinformación también es poder. Y los medios de comunicación son los principales detentores 

de este poder. 

De acuerdo con Chamorro (2001), bajo determinadas condiciones, los medios pueden ser 

promotores de la democracia en el plano político, como también pueden convertirse en un factor 

retardatario cuando están controlados por grupos de poder político o económico carentes de una 

institucionalidad democrática. El Estado, los partidos políticos, y los poderes económicos, están 

trenzados en una competencia permanente por fijar la agenda pública con la intermediación de la 

prensa. Otros actores como los sectores emergentes o las diversas representaciones de la sociedad 

civil tienen una incidencia mucho menor, o bien como en el caso de la Iglesia católica, su influencia 

se concentra en temas muy específicos. 

En Colombia, el inicio de la prensa como principal medio de comunicación está ligado 

estrechamente con la política. Casi todos los primeros periódicos del siglo XVIII fueron fundados 

por políticos que veían en este medio la mejor y más segura manera de expresar sus opiniones 

sobre lo que sucedía en los años finales del período colonial. 
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Hoy en día la prensa en Colombia está basada en la libertad de opinión; es decir, los 

periodistas y los medios de comunicación pueden expresar libremente sus pensamientos y emitir 

sin cortapisas las noticias que elaboran; además, también implica que pueden fundar medios 

masivos de comunicación. En Colombia, la libertad de prensa está salvaguardada por el Artículo 

20 de la Constitución Política de 1991. Ahora bien, dicha libertad también implica 

responsabilidades sociales, pues, aunque el periodista o los medios son libres para informar, están 

obligados a hacerlo con transparencia, veracidad y conciencia del poder que tienen. Si no lo hacen 

así, están obligados a rectificar toda noticia o información que haya faltado a estos principios 

(Banrepcultural, 2023).  

Es importante destacar que, a pesar de las leyes y normas que protegen la libertad de prensa 

en Colombia, la violencia hacia la prensa, especialmente en el marco del conflicto armado, ha 

tenido un impacto desproporcionado y agravado en la labor de los periodistas. El periodismo 

colombiano se ha enfrentado constantemente a la violencia por parte de grupos armados que han 

mantenido un conflicto interno por más de cincuenta años. 

La Fundación para la libertad de prensa en Colombia FLIP, documenta casos de ataques a 

la prensa desde 1996 y los sistematiza desde 2006. Con el pasar del tiempo han surgido nuevas 

formas de violencia, por lo que en los últimos años ha añadido distintas categorías de agresiones. 

Es así como la FLIP, ha identificado que servidores y funcionarios públicos utilizan la 

estigmatización como una forma de deslegitimar el trabajo de medios contrarios a sus intereses y 

posturas políticas, en algunas ocasiones con el interés de obtener aprobación por parte de sus 

seguidores. Así mismo, en los periodos electorales, los líderes políticos estigmatizan a los medios 

y periodistas, convirtiéndose en otra de las formas de la violencia contra la prensa en el país (FLIP, 

2023). 

Por lo anterior y en concordancia con lo que puntualiza Pardo (2005), el papel de los 

medios de comunicación en la reconstrucción de la realidad social constituye una de las principales 

preocupaciones de quienes se dedican al análisis de estos, ya que la forma en que funciona la 

sociedad puede condicionar las acciones humanas, al tiempo que los grupos sociales cuestionan y 

condicionan las formas de proceder de las sociedades. 

De acuerdo con lo hasta aquí señalado y retomando lo enunciado previamente por Tsebelis 

(2002), quien considera que es posible que además de los denominados actores institucionales y 

partidarios, existan otros jugadores con veto de un país determinado, dentro de los cuales es 
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factible incluir algunos grupos de interés, la prensa en Colombia es considerada, sin lugar a dudas, 

como un actor con poder de veto dentro de estos grupos, al ejercer una importante influencia sobre 

la política en el sistema democrático, por lo cual, sus preferencias discursivas sobre el voto militar 

en Colombia deben ser incluidas en el análisis. 

Por todo lo señalado anteriormente y teniendo en cuenta que ineludiblemente la prensa se 

estructura en torno al poder sea de orden político, económico o social, y que sociedades 

democráticas como Colombia, los medios de comunicación tienden a reflejar un amplio espectro 

de visiones e intereses, a través del Análisis Crítico del Discurso es posible develar las relaciones 

sociales propuestas en la prensa a partir de su carácter lingüístico-discursivo (van Dijk, 2000) y, 

por lo tanto, contrastar la realidad aprehendida con aquella realidad hecha discurso en los medios 

masivos de comunicación. De esta manera, no sólo se valora a la prensa en términos de la precisión 

de la noticia, sino que es factible detectar su contribución a la comprensión del fenómeno del voto 

militar en Colombia. 

Finalmente, es importante cerrar este apartado señalando que este trabajo pretende 

contribuir, desde el análisis crítico del discurso, a una reflexión sobre la responsabilidad de los 

actores con poder de veto en materia de aportes a la comprensión de la realidad del voto militar en 

Colombia, se busca entonces, responder la pregunta por la construcción discursiva de estos actores 

sociales. En este sentido, de acuerdo con Pardo (2005), es relevante analizar, en forma crítica, el 

conjunto de representaciones que los actores reconocidos elaboran sobre la realidad, para 

identificar no sólo la coincidencia de los acontecimientos con lo que en efecto sucede, sino la 

existencia de mecanismos de orientación del pensamiento. Lo anterior, enmarcado en que los 

actores con poder de veto tienen la capacidad de influir en forma directa o indirecta en el rumbo 

de la sociedad. 

 

2.3 El Método  

Como se ha presentado, por medio del discurso los grupos dominantes pueden tomar 

control de las mentes de los demás y de sus representaciones culturales y sociales. Es así como las 

personas e instituciones que mantienen el poder no ignoran la importancia del discurso, y, por el 

contrario, lo usan continuamente para plasmar una representación de la realidad orquestada por 

ellos mismos (las élites), haciendo parte de esta realidad la constante trasgresión de los derechos 
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ciudadanos, siendo después muy difícil erradicar tales representaciones, que pasan a formar parte 

de la cultura de un país. 

De esta manera, los aportes conceptuales que se han presentado a lo largo de estos dos 

capítulos, nos permitieron definir lo que se entiende dentro de la metodología de la investigación 

como el “objeto de estudio” o la construcción del objeto, como preferimos abordarlo. De acuerdo 

con Barriga y Enríquez (2003), el objeto es el resultado de intereses personales del investigador, 

teorías a la que adhieren un conjunto de académicos, hechos o acontecimientos de la realidad que 

llaman a ser problematizados e intereses políticos e ideológicos de quienes proponen observarlo. 

Así mismo, Achilli (2005) señala que el objeto es una construcción y solo se convierte en tal si el 

investigador se pregunta y problematiza sobre una realidad. 

Por lo anterior y teniendo en cuenta los intereses que persigue esta tesis, dentro de la cual 

se enmarca el objeto de estudio como el ACD sobre el voto militar en Colombia, se hace necesario 

analizar a través de los discursos, los fenómenos sociopolíticos de inclusión y exclusión que 

formulan una manera de construir la realidad social en términos de poder, de acuerdo con la cual 

es factible delimitar entre quiénes se representan como dominadores y quiénes como dominados.  

Se propone entonces, de acuerdo con Pardo (2013), la integración de los diferentes 

procedimientos cuantitativos y lingüísticos en el abordaje cultural del discurso, lo cual permite la 

formulación de la manera como se encuentra organizado el conocimiento en distintos niveles de 

significación. Se interrelacionan, entonces, redes conceptuales, modelos mentales, esquemas 

fundacionales, modelos culturales, representaciones e ideologías en la reconstrucción de un 

fenómeno social, teniendo como elementos centrales el análisis, la interpretación y la crítica a los 

saberes construidos y transportados en los discursos.  

En ese proceso de construcción de conocimiento nos detenemos ante el hecho que nos 

llama la atención, quedando circunscripto empíricamente en la mente del investigador, lo que nos 

ha llevado a definir la unidad de análisis como los discursos políticos sobre el voto militar que han 

pronunciado los distintos actores con poder de veto en Colombia, en los diferentes espacios 

legislativos, así como, en los principales medios de comunicación nacionales. 

El corpus de este trabajo investigativo está conformado de acuerdo con Tabla 2. 
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Tabla 2. Conformación del corpus 

Actores con poder de 

veto 
Clasificación Tipo No 

Militares en retiro 
Militares en 

retiro 

Pronunciamientos en la revista “ACORE” de la 

Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las 

Fuerzas Militares 

8 

Presidente de la 

República 
El Ejecutivo Pronunciamientos en medios de comunicación 2 

Vicepresidente de la 

República 
El Ejecutivo Pronunciamientos en medios de comunicación 1 

Ministro de Defensa El Ejecutivo 
Pronunciamientos en el Congreso de la República y en 

medios de comunicación 
3 

Congreso de la 

República 

El 

Legislativo 

Debate en la comisión primera del Senado de la 

República 
1 

Congreso de la 

República 

El 

Legislativo 

Proyectos de actos legislativos presentados ante la 

Comisión Primera, debates surtidos y pronunciamientos 

en medios de comunicación 

10 

La Prensa La Prensa 
Publicaciones en el periódico  

“El Tiempo” 
12 

Organizaciones no 

Gubernamentales 
ONG 

Pronunciamientos en las páginas, web sitios oficiales de 

las ONG 
5 

 

Abad (2009), define la temporalidad diacrónica como aquella que estudia fenómenos en 

un período largo con el objeto de verificar los cambios que se pueden producir. Por lo cual, 

estimamos pertinente abordar en esta tesis el período que transcurre entre 1991, año en el cual se 

instauró la última Constitución Nacional en Colombia que ratificó la prohibición del derecho al 

sufragio al personal uniformado, hasta el año 2023, año donde se inicia el presente trabajo de 

investigación y donde aún se mantiene la prohibición señalada previamente. 

Siguiendo con el proceso investigativo, la perspectiva epistémica – metodológica empleada 

para este trabajo es el Análisis Crítico de Discurso. Donde, de acuerdo con Van-Dijk (1993), son 

un conjunto de aproximaciones multidisciplinarias que integran teorías y métodos capaces de 

contribuir a la explicación e interpretación de la injusticia y la desigualdad social, mediante la 

comprensión del papel del lenguaje y del uso de la lengua en la reproducción de la dominación y 

la desigualdad, para dar paso a la constitución de discursos alternativos que desarticulen 

estructuras discursivas de poder. Este último se deriva del uso de estructuras y estrategias 

discursivas (lingüísticas) que contribuyen a estabilizar modelos mentales de los individuos, de 
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manera que sus cogniciones sociales, es decir, sus actitudes, ideologías, normas y valores tienden 

a ponerse al servicio de los intereses del grupo dominante (Pardo, 2013). 

Así mismo, de acuerdo con Van Dijk (1999), el discurso tiene un papel fundamental en la 

constitución de las relaciones sociales y es nuclear en la producción, la reproducción y la 

manifestación de las cogniciones sociales. En este aspecto, se torna relevante el contexto en tanto 

constituye un modelo para la interpretación intersubjetiva del discurso. La posición de Van Dijk 

(1999) incluye reconocer los factores cognitivos que son inherentes al ser individual y las 

implicaciones que se derivan de la interacción en la constitución de la identidad social. 

Atendiendo a lo anterior, consideramos entonces que es conveniente y necesario emplear 

un tipo de diseño flexible, ya que el concepto de flexibilidad alude a la posibilidad de advertir 

durante el proceso de investigación situaciones nuevas e inesperadas vinculadas con el tema de 

estudio, que puedan implicar cambios en las preguntas de investigación y los propósitos, este 

proceso se desarrolla en forma circular. Los conceptos utilizados en el contexto conceptual sirven 

de guía, de luz, de sensibilización, pero no constriñen por anticipado la realidad determinando que 

una interacción o proceso adopte las características propuestas (Mendizábal, 2006).  

Entendiendo que en el modelo cualitativo los investigadores realizan el proceso de análisis 

utilizando el método inductivo, que les permite generar teorías a partir de los datos aportados por 

los seres humanos, quienes con su inteligencia pueden percibir la realidad que los rodea (Corbetta, 

2007), hemos seleccionado como fuente de información primaria los discursos políticos emitidos 

por los distintos actores con poder de veto, que responden al propósito de identificar su posición 

frente al voto militar en Colombia.  

 

2.3.1 Plan de Análisis  

El plan de análisis desarrollado en esta tesis, está compuesto por técnicas cuantitativas 

ancladas en la estadística textual para dar cuenta de hechos como la expresión o palabra clave 

usada para definir el asunto; las asociaciones semánticas; o las formas de categorizar la realidad 

representada. Así mismo, se desarrolla el análisis en perspectiva cualitativa, procedente de técnicas 

lingüísticas y el análisis crítico del discurso, que da paso a la formulación de redes semánticas, 

esquemas conceptuales, modelos culturales u otras categorías que dan cuenta de realidades 

complejas y dinámicas.  Estas técnicas permiten la elaboración de resultados interpretativos-

críticos, frente al problema social investigado. 
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De acuerdo con lo señalado por Van-Dijk (1999, 1999a, 2000, 2002, 2003, 2012, 2012a, 

2013 y 2016), y principalmente, por lo estructurado por Pardo (2013), se presentan en la Tabla 3 

los niveles de análisis realizados en la investigación propuesta, que han permitido realizar el 

análisis de los discursos en una perspectiva cualitativa y generar la construcción social del 

conocimiento. 

Tabla 3. Niveles de Análisis  

Concepto Dimensión Categorías Descripción 

Producciones 

discursivas 

políticas 

Consistencia y 

coherencia 

discursiva 

Segmentación  

Consiste en presentar ideas conflictivas 

aisladas entre sí, en contextos separados con 

voces distintas. 

Integración  

Convergencia de múltiples discursos con un 

contenido cercano, junto con voces y 

contextos próximos. 

Ambivalencia  

Indica ideas que están en conflicto con voces 

distintas, aunque reflejan proximidad 

contextual. 

Transformación 

discursiva  

Elisión 

Ocurre cuando estratégicamente se elimina 

un actor social en su función de agente o de 

paciente, parcial o totalmente, con lo cual se 

oculta su acción o se prescinde de su 

responsabilidad social. 

Reordenamiento 

Consiste en representar a los actores sociales 

transformando su papel discursivo o social 

mediante diversas estrategias y procesos 

lingüísticos, ya sea para ocultar o naturalizar 

fenómenos o estados de la realidad 

representada. 

Sustitución 

Es una estrategia a través de la cual se 

modifican las formas de representación de 

los actores mediante los procesos de 

personalización e impersonalización.  

Formas de 

legitimación  

Negociación 

Implica la puesta en escena de poderes que 

se disputan la veracidad de su 

representación de la realidad y, en 

consecuencia, sus intereses y formas de 

construcción discursiva del mundo. 

Persuasión 

Proceso lingüístico a través del cual se busca 

la adherencia de sectores en oposición a la 

visión de mundo adoptada por un sector de 

la sociedad. 

Acusación - 

justificación 

Implica un proceso tendiente a desequilibrar 

un ejercicio de poder a través del 

cuestionamiento de la veracidad y de las 

acciones de un sector social y una respuesta 

a esa amenaza en procura de la preservación 



100 
 

 

El resultado obtenido, de acuerdo con la ruta metodológica seleccionada y ejecutada, es 

integración de, por un lado, descripción, análisis e interpretación en la consolidación de 

fundamentos para las elaboraciones críticas y, por otro lado, la revisión estructural y funcional de 

los discursos a través de una secuencia de niveles, fases y pasos que permiten reconocer los 

recursos, procesos, estrategias y fenómenos que estructuran, reproducen y transforman el 

significado. 

Finalmente, resulta fundamental cerrar este capítulo enfatizando que, en la búsqueda 

constante de una ciudadanía activa, plural y diversa, que debe reinar en las sociedades 

democráticas, el Análisis Crítico del Discurso; como una modalidad de análisis del discurso que 

básicamente busca revelar algunas de las detalladas estructuras, estrategias y funciones del texto, 

a través del análisis de consistencia, la coherencia, la transformación y el análisis de las formas de 

legitimación, permite develar cómo el abuso del poder, de la injusticia y la desigualdad son 

de la versión de la realidad y del orden 

social. 

Niveles de 

significación 

Redes 

conceptuales 

Converge la integración y la correlación de 

los recursos lingüísticos, junto con la 

determinación de la manera como se 

agrupan y jerarquizan los conceptos, en 

relación con el objeto de interés para la 

investigación. 

Esquemas 

fundacionales 

Se constituye como una ecuación en la que 

el objeto representado es definido por el 

conjunto de categorías, conceptos y 

relaciones. 

Modelos mentales 

Elaboración de una expresión formal, que 

recoge las relaciones entre los elementos 

semánticos contenidos en cada forma de 

asociación y recurso lingüístico. 

Modelos 

culturales 

Se constituyen como encadenamientos de 

unidades conceptuales que se adaptan a 

estructuras de organización de la 

experiencia cognitiva cotidiana, que se 

convierten en un recurso perceptual y 

comunicativamente importante y relevante. 

Representaciones 

Sociales 

Se establecen como un conjunto organizado 

y jerarquizado de saberes que un grupo 

específico elabora a propósito de un objeto 

o fenómeno social. 

Ideologías  

Sistemas de creencias o representaciones 

generales, abstractas y compartidas por 

grupos amplios y heterogéneos. 
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practicados y reproducidos por los grupos dominantes que buscan tomar el control de las mentes 

y de las representaciones culturales y sociales de los grupos dominados, se presenta (el ACD) 

como esa fuerza que puede coadyuvar a construir una visión más dinámica de la ciudadanía, una 

visión centrada en la ampliación permanente del espacio público, donde sea posible debatir y 

elaborar los problemas con la participación de todos los afectados y asegurar que la voz y el voto 

del individuo sea tenido en cuenta en ambientes de igualdad, bajo la sombrilla de los derechos y 

libertades sustantivos de la democracia. 
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CAPÍTULO III. La Voz de los que no Pueden Hablar: los Uniformados en Retiro. 

 

A lo largo de este capítulo se analizaron los discursos emitidos por los militares en retiro 

en las publicaciones realizadas por la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las Fuerzas 

Militares (ACORE), sobre el voto militar. Esta organización (ACORE) desempeña un el papel 

relevante el panorama político nacional, cuando se examinan temas relacionados con la Fuerza 

Pública y sus comunicados u opiniones reflejan el sentir de aquellas personas que alguna vez 

portaron el uniforme, así como de los miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, que por 

la misma restricción establecida en el artículo 219 de la Constitución Nacional, no pueden expresar 

sus opiniones sobre algunos temas en particular, que afectan sus derechos y condiciones de vida. 

Resulta importante destacar que, aunque se examinaron las emisiones las publicaciones de 

ACORE desde el año 1991 al 2022, temporalidad previamente definida, solo hasta el año 2013 se 

encontró el primer registro de una publicación sobre el voto militar, lo cual tiene una relación 

consecuencial con un hecho trascendente para el país e identificado en los discursos de los militares 

en retiro, el Acuerdo de Paz con el extinto grupo guerrillero denominado “Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia” (FARC), cuyos diálogos fueron anunciados al país a finales del año 

2012 por el entonces presidente Juan Manual Santos. 

Es así como, a partir del análisis realizado a los discursos en mención se logró identificar 

que las manifestaciones de los militares en retiro sobre el voto militar germinaron solo hasta 

cuando se empezó hablar en el país de las posibles concesiones y derechos que se reconocerían a 

los excombatientes de las FARC, en un posible acuerdo con el gobierno nacional. Este hecho 

resulta altamente significativo para los fines que persigue el presente trabajo investigativo y sobre 

el cual se profundiza en el capítulo 6, al identificarse una relación de equivalencia, entre derechos 

de los insurgentes y los derechos de los uniformados. 

En la primera fase del estudio, luego de realizar un análisis de estadística textual utilizando 

el software “IRaMuTeQ”, de acuerdo con lo señalado por Van-Dijk (2013) y Pardo (2013), se 

abordó la consistencia y coherencia discursiva. Fue posible identificar que los discursos de los 

militares en retiro presentan temas similares, co-textos próximos y voces cercanas, tipificando la 

estrategia discursiva de integración, convergiendo las ideas que reclaman el derecho al voto del 

personal militar.  
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Siguiendo a Pardo (2013), la segunda fase del análisis consistió en el estudio de la 

dimensión de la transformación discursiva, en la cual se tipificó la estrategia discursiva de 

reordenamiento, representando a los actores sociales mediante la transformación de su papel 

discursivo-social por medio de las diversas estrategias y procesos lingüísticos expuestos. De esta 

manera, se nominaron los actores y se identificaron tres principales (los militares en servicio 

activo, el gobierno y las FARC) en el contenido discursivo. Así, fue posible establecer que los 

uniformados en servicio activo son los beneficiarios directos de la acción discursiva y que el actor 

discursivo le asigna al gobierno y las FARC, la capacidad de definición del ejercicio de poder y 

de violencia.  

La tercera fase del análisis se centró en el estudio de la dimensión de las formas de 

legitimación. Inicialmente, basado en Charaudeau (2005) y Vitale (2013), se identificaron los êthos 

de la credibilidad, que denominamos el “êthos de competente-experto”, y el êthos de la 

identificación, que designamos como el “êthos militar”.  

En el análisis del “êthos de competente-experto” se evidenció cómo los militares buscan 

legitimar su actuar a través del discurso, basados en su formación y experiencias previas, 

predominando el logos. Por su parte, en el estudio del “êthos militar” se muestra a los uniformados 

como seres dotados de valores y convicciones que guían su acción, donde predomina el pathos. 

Posteriormente, se continuó el análisis de las formas de legitimación mediante los 

subprocesos lingüísticos de la autorización, la racionalización, la evaluación, la narrativización y 

la mitigación. Se logró evidenciar la estrategia discursiva de acusación-justificación, en la 

construcción de las formas de legitimación en el corpus de los militares y policías en retiro. Este 

grupo acusa a las FARC y la izquierda radical como una amenaza constante a los intereses de los 

uniformados y al orden social, los señalan como los principales promotores del sostenimiento del 

status quo, junto con el gobierno, al cual lo acusan de tener un miedo infundado que permite el 

sostenimiento de la restricción del derecho al voto. Así mismo, los uniformados en retiro a través 

de su discurso justifican que la formación profesional y moral de los militares y policías en servicio 

activo, es suficiente para participar en el sistema democrático de la nación por medio del voto, sin 

que se puedan presentar abusos dentro y fuera de las instituciones castrenses. 

Este capítulo finaliza con una línea de tiempo, en la cual se recopilan los principales hechos 

que marcan una trascendencia para el voto militar en Colombia, los cuales se identificaron a través 

del discurso de los uniformados en retiro. Estos acontecimientos son fundamentales para 
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comprender los fenómenos que giran alrededor de la restricción del derecho al sufragio para los 

militares y policías en servicio activo y permitieron al investigador establecer algunas relaciones 

claves señaladas en este capítulo y otras que serán abordadas en los próximos. 

 

3.1 El Discurso de los Militares en Retiro: Una Sola Voz Reclamando un Derecho 

Los integrantes de la Fuerza Pública colombiana en uso de retiro se encuentran agrupados 

en diferentes organizaciones legalmente constituidas, mediante las cuales buscan liderar y 

gestionar proyectos relacionados con el mejoramiento de la calidad de vida de los uniformados en 

servicio activo y en retiro.  Es así como manifiestan constantemente sus opiniones sobre los temas 

de interés nacional y especialmente los que conciernen a los miembros de las Fuerzas Militares. 

Una de estas organizaciones y acaso la más influyente en el panorama político a nivel 

nacional es la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las Fuerzas Militares (ACORE). 

Esta organización, constituida en 1960, ha venido ganando y consolidando espacios de 

participación para la reserva en Colombia, convirtiéndose en la voz más escuchada del sector en 

la sociedad, “velando por el futuro y progreso del país y sus ciudadanos” (ACORE, 2023). 

ACORE tiene como misión la de agrupar a oficiales en retiro de las Fuerzas Militares, con 

el fin de afianzar los valores humanos y los sentimientos de solidaridad y compañerismo. Así 

mismo, busca promover el mejoramiento de sus condiciones de vida en los órdenes moral y 

material, y defender los derechos adquiridos por los Asociados. Entre sus principales objetivos se 

encuentran el de liderar la participación de los Oficiales en deliberaciones que se originen sobre la 

Reserva de las Fuerzas Militares en los diferentes escenarios nacionales y participar en el 

desarrollo de proyectos relacionados con temas salariales, de salud, promovidos por las diferentes 

entidades del Ministerio de Defensa Nacional. 

La Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las Fuerzas Militares ACORE, 

mediante sus publicaciones, busca informar a los lectores sobre noticias de actualidad y asuntos 

relevantes relacionados con el panorama político nacional y principalmente con los aspectos que 

afectan a los miembros de las Fuerzas Militares. Es así como mediante la emisión del periódico 

ACORE, el cual fue fundado en 1961 bajo el registro ISSN 0123-2894, busca cumplir con esta 

importante labor estratégica. 

Para el presente análisis, se examinaron las ediciones del periódico ACORE desde el año 

1991 al 2022, encontrando ocho publicaciones en las cuales se realizaron manifestaciones por parte 
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de diferentes miembros de la organización con relación al voto militar. Estas publicaciones 

tuvieron una alta relevancia a nivel nacional y se configuran como el principal discurso de los 

miembros de las Fuerzas Armadas en retiro sobre el sufragio del personal uniformado.  

Sobre estas publicaciones efectuamos inicialmente  un  análisis lexicométrico, para lo cual 

utilizamos el software “IRaMuTeQ” (Interfaz de R para el Análisis Multidimensional de los Textos 

y Cuestionarios), el cual fue desarrollado por Pierre Ratinaud en 2009, en el seno del Laboratorio 

de investigación aplicada a las ciencias sociales de la Universidad de Toulouse (LERASS), y que 

es de gran utilidad para realizar investigaciones interdisciplinares, ya que permite efectuar un 

análisis multidimensional de textos y cuestionarios, cualquiera sea la temática de éstos. Este 

software es de libre acceso (distribuido bajo la licencia GNU GPL) (Moreno y Ratinaud, 2022). 

La Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las Fuerzas Militares (ACORE) fue 

fundada hace 64 años, cuando gobernaba en Colombia el presidente Alberto Lleras Camargo 

(1958-1962), quien recogió las banderas de los partidos liberales y conservadores en un solo 

mandato, siendo el primero de los mandatarios del sistema del Frente Nacional. Este frente fue un 

pacto político entre estos dos partidos (liberales y conservadores), con el objetivo de desplazar de 

la presidencia de la república al General Gustavo Rojas Pinilla, quien había accedido al poder 

mediante un golpe de estado en 1953 (ACORE, 2023).  

Bajo el liderazgo de los brigadieres generales Emilio Tovar, Alberto Boada, Gilberto 

Montoya y Jesús Lloreda, el 25 de noviembre de 1960 se consolida la fundación de esta asociación. 

La principal razón para su establecimiento fue la necesidad de buscar la asociación del gremio de 

oficiales de las Fuerzas Militares de Colombia en retiro “…se están desaprovechando sus 

capacidades, experiencia y dotes de caballeros, condiciones que bien arraigadas traerán beneficios 

para la patria y para el gremio en particular…” (ACORE, 2023). 

Resulta relevante destacar la influencia que tuvo la finalización del periodo del mandato 

del General Rojas Pinilla (1957) y el inicio del Frente Nacional (1958), en la fundación de ACORE 

(1960). De acuerdo con Sánchez (2017), el General Rojas Pinilla se vio obligado a renunciar por 

una crisis social y de gobernabilidad que intentó apaciguarla con el uso de la fuerza, lo cual dejó a 

los militares y policías con una imagen desfavorable al salir Rojas de la presidencia e iniciar el 

Frente Nacional.  

Teniendo en cuenta lo anterior, la creación de esta asociación (ACORE), surge entonces 

como la respuesta de los militares en retiro para aunar esfuerzos en pro de su defensa y de los 
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uniformados en servicio activo, quienes para ese momento llevaban ya 28 años sin ejercer el 

derecho del sufragio, luego de que se les restringiera en 1932, y aspiraban tener una voz que los 

representara en el panorama político y social a nivel nacional (ACORE, 2023). 

De acuerdo con los documentos consultados en esta investigación, el primer registro 

discursivo de esta asociación sobre el voto militar, después de 1991, fue difundido en el periódico 

ACORE en mayo del 2013, edición No 529. En este año Colombia era gobernada por Juan Manuel 

Santos Calderón, quien fue elegido presidente para el periodo 2010-2014 y reelegido para el 

siguiente periodo 2014-2018 por el partido político “El Partido de la Unión por la Gente”, conocido 

también como “El Partido de la U”. Santos Calderón se había desempeñado como Ministro de 

Defensa (2006-2009), Ministro de Hacienda (2000-2002) y Ministro de Comercio Exterior (1991-

1994) (Mendoza, 2010).  

Luego de que la Corte Constitucional le negara al entonces presidente Álvaro Uribe Vélez 

la posibilidad de ser elegido por tercera vez, Santos Calderón se presentó como el candidato del 

“uribismo” en las elecciones presidenciales de 2010, siendo elegido Presidente de Colombia para 

el periodo 2010-2014 con más de nueve millones de votos, siendo la segunda votación más alta en 

la historia electoral del país hasta ese momento (Bonilla y Velandia, 2010).   

Es importante mencionar como un suceso lamentable pero trascendente para esta 

investigación, que de acuerdo con Human Rights Watch (2017), durante el periodo en el que el 

expresidente Juan Manuel Santos se desempeñó como Ministro de Defensa Nacional, se 

implementó un programa de incentivos para los integrantes de las Fuerzas Militares que 

demostraran resultados contra la guerrilla, lo cual ocasionó el involucramiento de uniformados en 

el asesinato de civiles haciéndolos pasar como bajas en combate en el marco del conflicto interno 

de Colombia. A estas ejecuciones extrajudiciales la prensa colombiana las denominó “Falsos 

positivos”.  En el informe de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP, 2021), se estableció que la 

cifra total de víctimas que dejó este fenómeno en el país fue de 6.402 personas, sin embargo, esta 

no es una cifra definitiva y aún continúan las identificaciones de las víctimas, así como la 

reparación a sus familias. 

Un acontecimiento significativo y relevante que tuvo lugar durante el primer mandato 

presidencial de Santos Calderón, fue el inicio de los diálogos entre el Estado colombiano y las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), en el marco de las negociaciones de paz 

o proceso de paz, para poner fin al conflicto armado interno de Colombia iniciado en 1960. Estos 
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diálogos empezaron oficialmente el 4 de septiembre del 2012 y culminaron el 24 de noviembre 

del 2016 con la firma del acuerdo final (Comisión de la verdad, 2023). 

El primer documento analizado se titula: “Voto militar ¿Cuestión de atuendo?”, emitido en 

mayo del 2013, de la autoría del General en retiro Harold Bedoya Pizarro, quien se desempeñó 

como Comandante del Ejército (1994-1996) y Comandante General de las Fuerzas Militares 

(1996-1997). Una vez en el retiro, el General Bedoya fundó el movimiento político “Fuerza 

Colombia”, desde el cual aspiró a los cargos de presidente de la nación y alcalde de Bogotá D.C, 

sin ser elegido. 

En este documento el autor, Bedoya (2013), inicia cuestionando la fuente de inspiración de 

la disposición contenida en Artículo 219 de la Constitución Política que restringe el derecho al 

sufragio a los miembros de la Fuerza Pública, marcando prontamente que la respuesta es el orden 

subjetivo de la rama legislativa, lo cual califica como “…sensible de prejuicios y consideraciones 

no atañederas a la salud colectiva…”, calificando que esta disposición carece de asidero. 

Seguidamente destaca las virtudes de las Fuerzas Militares de Colombia y su subordinación 

incondicional a las leyes y al gobierno de turno señalando que “…la sociología militar ha sido 

inalterable en el sentido de acatar y respetar el hecho de gobierno sin cuestionar su origen ni 

constituirse en juez de su conveniencia...” (Bedoya, discurso No 1, 2013). 

Posteriormente, Bedoya (2013) hace referencia al gobierno del General Gustavo Rojas 

Pinilla (1953-1957), marcándolo como un mandato “…con más visos de gobierno civil presidido 

por un militar, que de gobierno militar propiamente…”, afirmando que esta no fue una dictadura 

y que por ende no debe usarse como excusa para prohibir el voto a los miembros en servicio activo, 

ya que los militares siempre han acatado a los gobiernos civiles “…por más cuestionables que 

sean…” (Bedoya, discurso No 1, 2013). 

Resulta interesante señalar, la transformación que hace Bedoya (2013) de un 

acontecimiento político para validar su opinión y fundar su argumento. De acuerdo con “El 

Informe Final y la Plataforma Digital de la Comisión de la Verdad” de Colombia, instituciones 

gubernamentales que contribuyen al esclarecimiento de lo ocurrido durante el conflicto armado 

colombiano, el general Gustavo Rojas Pinilla ejecutó un golpe militar que generó una segunda ola 

de Violencia, implantando un régimen dictatorial entre los años 1953 a 1957 dentro del cual se 

registraron episodios de crueldad como masacres, descuartizamientos, quema de pueblos, que 

dejaron sed de venganza, agravios y humillaciones. 
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En su discurso, Bedoya (2013) realiza una comparación con otros grupos que, a su juicio, 

“…igualmente tienen labores tangentes con la convivencia ciudadana”, como los miembros del 

clero y del poder judicial, realizando una dura crítica a la clase política colombiana, argumentando 

que existe una certeza histórica acerca del respeto a la autoridad legítima por parte de los militares 

y que esta debería primar, señalando que “…existe un miedo gratuito de quienes no tienen más 

argumentos para su temor, que la antipatía que les causa el camuflado. La falta de argumentos 

presenta el prejuicio…” (Bedoya, discurso No 1, 2013).  

Es así como a través de su publicación en la revista ACORE edición No 529 de mayo del 

2013, Bedoya (2013) presenta como los “otros” a la clase política colombiana, a quienes culpa de 

ser los causantes de que se mantenga el statu quo y por consiguiente la prohibición del voto para 

el personal uniformado, sin caracterizar a una orientación política específicamente. Por el 

contrario, el autor señala como el “nosotros” a los militares en servicio activo, otorgándoles el rol 

de víctimas, presentándolos como los encargados de hacer tangible los derechos sociales de cada 

uno de los nacionales colombianos, cumplidores de las normas y ordenes de los gobiernos de turno 

y a quienes se les vulnera un derecho, que, para el autor, no existen razones más allá que la 

discriminación a quienes portan el uniforme.  

El segundo registro discursivo de la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las 

Fuerzas Militares (ACORE) sobre el voto militar, fue divulgado en el periódico ACORE en agosto 

del 2016, edición No 562. En este año cursaba el segundo periodo presidencial de Juan Manuel 

Santos Calderón (2014-2018) y se dio la toma de posesión de los nuevos alcaldes y gobernadores 

en 1123 municipios y 32 departamentos elegidos el 25 de octubre, para el periodo 2016-2019. 

El 2016 fue un año trascendental para la historia del país, el proceso de paz del gobierno 

con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) llegó a su desenlace final. El 

primer gran anuncio que se dio fue el 1 de marzo, cuando el gobierno nacional informó la 

aprobación de las zonas veredales4 para las FARC, instancia en la que la guerrilla dejaría las armas 

una vez se firmara la paz en los diálogos que se llevaban a cabo en la Habana. Esta noticia fue un 

claro mensaje para el país y en especial para las Fuerzas Militares de Colombia, de que un acuerdo 

final estaba muy cerca (Archivo General de la Nación, 2022). 

 
4 Las Zonas Veredales Transitorias de Normalización (ZVTN) y los Puntos Transitorios de Normalización (PTN) son 

espacios creados en virtud de los Acuerdos de paz entre el gobierno y las FARC-EP en 2016, verificados por Naciones 

Unidas para la concentración, desmovilización y reincorporación a la vida civil de los Ex Combatientes de las FARC-

EP (RTVC, 2024). 
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El 26 de septiembre del 2016, luego de 4 años de negociaciones, se firma el Acuerdo de 

Paz entre el gobierno nacional y las FARC en Cartagena. Sin embargo, este acuerdo debía 

refrendarse en Colombia en un plebiscito en el que los ciudadanos debían votar “si” o “no”. El 

resultado del plebiscito, celebrado el 2 de octubre, fue una victoria para el “no” con 50.2% de los 

votos, contra el 49.7% votos por el “si”, lo que obligó al gobierno a renegociar el acuerdo tomando 

en consideración las objeciones de los opositores, a la vez que se creó una incertidumbre sobre la 

aplicación legal del acuerdo (BBC, 2016). 

El 24 de noviembre, tras un periodo de negociación con los promotores del “no”, el 

gobierno de Colombia y las FARC acordaron un nuevo texto para el acuerdo de paz, el cual se 

firmó el 24 de noviembre en el Teatro Colón de Bogotá. Este nuevo acuerdo fue ratificado por el 

Senado de Colombia y la Cámara de Representantes el 29 y 30 de noviembre del 2016 y es 

conocido como “El Acuerdo del Teatro Colón”, para diferenciarlo con el firmado inicialmente en 

Cartagena (Archivo General de la Nación, 2022). 

En el segundo documento analizado se titula: “Recuperando un derecho fundamental por 

principios elementales de igualdad. Voto de militares y policías en servicio activo”, emitido en 

agosto del 2016, de la autoría del General en retiro Jaime Ruiz Barrera, quien fungió como 

Comandante de la Cuarta Brigada del Ejército Nacional, Subjefe de la Casa Militar de la 

Presidencia de la República, y Director de Inteligencia en el Estado Mayor Naval del Ejército. 

Desde el año 2012 hasta el 2021, ya en el retiro, se desempeñó como Presidente de ACORE. El 

General Jaime Ruíz Barrera desde su cargo como Presidente, fue la voz autorizada de los Oficiales 

en retiro por varios años para hablar sobre el voto militar en Colombia. 

En este documento Ruíz (2016), inicia manifestando que la restricción que se estableció en 

la Constitución de 19915 resulta altamente exagerada e intenta aclarar que lo que se pretende no es 

que los militares sean elegidos, sino que puedan elegir a sus gobernantes. Seguidamente envía un 

mensaje a los legisladores señalando que “...la disciplina y la subordinación jerárquica propia de 

nuestras instituciones castrenses, no debe utilizarse como razón válida para negar este derecho…” 

(Ruíz, discurso No 2, 2016), aclarando que los militares no van a salir a votar por el candidato de 

preferencia de los comandantes. 

Posteriormente, Ruíz (2016) hace referencia a las razones por las que en el pasado se 

restringió este derecho al personal uniformado, dando por hecho que hoy la situación ha cambiado 

 
5 Artículo 219 de la Constitución Política de Colombia.  
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y argumenta que la ciudadanía debe entender que “…los actuales miembros activos de la Fuerza 

Pública, tienen una clara y firme convicción de lo que significa la total sumisión al poder civil de 

la nación y del acato y subordinación a las normas y leyes de la República…” (Ruíz, discurso No 

2, 2016). 

Ruíz (2016), finaliza indicando que existe un interés por parte de algunas bancadas 

políticas por presentar un Proyecto de Acto Legislativo y reitera el apoyo que desde ACORE se le 

brindará a esta iniciativa legislativa. Así mismo, culmina señalando la importancia que tiene para 

los uniformados reactivar este derecho, manifestando que “… sin duda alguna lograríamos grandes 

ventajas para influir de manera decisiva, en la toma de decisiones sobre aspectos fundamentales, 

que tengan relación con nuestros intereses institucionales…” (Ruíz, discurso No 2, 2016). 

Ruiz (2016) presenta a los militares en servicio activo como personas con un criterio 

formado, cumplidoras del deber y quienes deben tener acceso al derecho al sufragio para que 

puedan escoger a los mandatarios que velen por sus intereses. En contravía, muestra a los 

legisladores como desmedidos en las leyes que han formulado para la restricción de este derecho, 

demandándoles una reivindicación y modificación de la norma que permita a los uniformados 

acudir a las urnas.   

El tercer registro discursivo estudiado de la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro 

de las Fuerzas Militares (ACORE), fue divulgado en el Boletín de ACORE en julio del 2017, en 

el marco de una entrevista concedida por el General Jaime Ruíz Barrera, Presidente de ACORE, a 

la radio W sobre el voto militar. 

Es importante señalar que a finales del año 2016, el presidente de Colombia Juan Manuel 

Santos, fue reconocido con el Premio Nobel de la Paz por sus esfuerzos por acabar con el conflicto 

armado, que llevaba cinco décadas en el país con la guerrilla de las FARC, para ese entonces 

(BBC, 2016). El anuncio fue hecho en Oslo por el Comité Noruego del Nobel y causó todo tipo 

de reacciones en el país6. 

El año 2017 inició con un panorama político agitado para el país. La entrega del premio 

nobel de la paz al entonces presidente de Colombia junto con la implementación de los acuerdos 

de paz con las FARC, eran la noticia constante en los medios de comunicación nacionales e 

 
6  “Juan Manuel Santos, un nobel de Paz esperado pero sorpresivo” (Caracol, 2016), disponible en: 

https://www.noticiascaracol.com/colombia/juan-manuel-santos-un-nobel-de-paz-esperado-pero-sorpresivo.“Santos, 

el Nobel que aún debe lograr la paz de Colombia” (RCN, 2016) disponible en: 

https://www.noticiasrcn.com/colombia/santos-el-nobel-que-aun-debe-lograr-la-paz-de-colombia-291817.  

https://www.noticiascaracol.com/colombia/juan-manuel-santos-un-nobel-de-paz-esperado-pero-sorpresivo
https://www.noticiasrcn.com/colombia/santos-el-nobel-que-aun-debe-lograr-la-paz-de-colombia-291817
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internacionales. El presidente Santos dijo que el Nobel de la Paz concedido “es invaluable para el 

futuro del proceso de paz” (BBC, 2016). 

Por su parte, el Expresidente Álvaro Uribe Vélez, quien inicialmente fuese aliado del 

gobierno de Santos y posteriormente su principal opositor señaló “Felicito el Nobel para el 

presidente Santos, deseo que conduzca a cambiar acuerdos dañinos para la democracia” (BBC, 

2016). Mientras que el máximo líder de las FARC, Rodrigo Londoño, alias "Timochenko", expresó 

“Felicito al presidente Juan Manuel Santos, a garantes Cuba y Noruega, acompañantes Venezuela 

y Chile sin los cuales sería imposible la Paz” (BBC, 2016). 

En la entrevista concedida por el General Jaime Ruíz Barrera en julio del 2017, su 

intervención inició con una recapitulación de lo establecido por la Constitución Política en el 

Artículo 219, recalcando las prohibiciones que actualmente restringen los derechos políticos a los 

uniformados. Recordó algunos conceptos que considera claves para entender la situación, tales 

como el “libre albedrío” y “deliberar”, y puntualizó que “…la regla general en el mundo 

occidental, es que los miembros de la Fuerza Pública pueden ejercer el derecho al sufragio, pero 

no hay lugar al proselitismo político (Deliberar)…” (Ruíz, discurso No 3, 2017). 

Posteriormente, ante la pregunta ¿hay igualdad de condiciones entre los militares y los 

narcoterroristas?, el General en retiro cargó contra el Acuerdo de Paz firmado entre el gobierno 

nacional y la guerrilla de las FARC en el 2016, señalando que fue un acuerdo desequilibrado a 

favor de las FARC. Asimismo, el Presidente de ACORE enfatiza que este grupo armado fue 

favorecido por el acuerdo y afirma que participan en política con las armas, puntualizando que: 

“…las FARC, sí pueden votar, deliberar y ejercer presión con la boquilla de sus armas para ganar 

adeptos a lo largo y ancho del país, y eso que no les han entregado las emisoras, pero los militares 

no…” (Ruíz, discurso No 3, 2017). 

Finalmente, el General en retiro termina su intervención reclamando el derecho de 

participar en las urnas para los militares y policías de Colombia, señalando que los uniformados 

tienen el derecho natural del libre albedrío y por tanto deben tener derecho a votar, mas no a 

deliberar  y concluye, haciendo una fuerte crítica al gobierno nacional, a quienes se refiere en 

términos insultantes: “…vemos que los altos mandos son genuflexos a un gobierno sátrapa y 

modelo, sin parangón, de felonía…” (Ruíz, discurso No3, 2017). 

Un cuarto registro discursivo de la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las 

Fuerzas Militares (ACORE) sobre el voto militar, fue publicado en el periódico ACORE en 
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septiembre del 2019, edición No 593. El artículo, de la autoría del entonces presidente de ACORE 

General en retiro Jaime Ruiz, fue titulado “El derecho al voto de militares y policías en servicio 

activo”. 

Para el año 2019 el panorama político nacional se vería marcado por dos sucesos 

trascendentales. El primero de ellos fue 15 de mayo, cuando el fiscal general Néstor Humberto 

Martínez renunció a su cargo, poco después de que la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) 

anunciara su decisión de no aceptar la extradición del excomandante de las FARC, Jesús Santrich, 

solicitada por la propia Fiscalía General de la Nación. Es importante aclarar, para conocimiento 

del lector, que la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) es el componente de justicia del Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición, creado por el Acuerdo de Paz entre el 

Gobierno Nacional y las Farc-EP. La JEP tiene la función de administrar justicia transicional y 

conocer de los delitos cometidos en el marco del conflicto armado que se hubieran cometido antes 

del 1 de diciembre de 2016 (JEP,2024).  

Así mismo, en agosto del 2019 el proceso de paz firmado en el gobierno de Juan Manuel 

Santos tuvo un duro revés. Los ex guerrilleros de las FARC Iván Márquez, Jesús Santrich y el 

Paisa, anunciaban desde el monte que volvían a la lucha armada. Rodeados de hombres y mujeres 

uniformados, Iván Márquez dijo que el volver a las armas era una respuesta al Estado por la traición 

a los acuerdos de paz firmados en La Habana. “Anunciamos al mundo que ha comenzado la 

segunda Marquetalia (lugar geográfico de origen de las Farc) bajo el amparo del derecho universal 

que asiste a todos los pueblos del mundo de levantarse en armas contra la opresión” (Semana, 

2019). 

En medio de este agitado momento político en el país, el presidente de ACORE General 

en retiro Jaime Ruiz, expresaba en su artículo en septiembre del 2019, la necesidad de que los 

militares recuperen el derecho al voto, señalando que Colombia es uno de los pocos países del 

mundo en democracia que aún mantiene la restricción, “…los militares de varios países de Europa, 

de Norteamérica y de América Latina, entre estos Chile, Perú, Paraguay, México y Nicaragua, hoy 

en día hacen uso de este legítimo derecho” (Ruíz, discurso No 4, 2019) . 

Ruíz (2019), indica en su escrito que lastimosamente las iniciativas legislativas presentadas 

en periodos anteriores no han progresado y señala que a finales del 2013 el Presidente de la 

República de la época, Juan Manuel Santos, conoció en detalle el proyecto de restablecer el 

derecho al sufragio a los uniformados por parte de la Presidencia de ACORE y no formuló objeción 
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alguna, “…en estas condiciones, creímos contar con el aval y compromiso de ese gobierno, hecho 

que no sucedió…” (Ruíz, discurso No 4, 2019) .  

El General Ruiz continúa su discurso manifestando el interés y el trabajo que desde las 

diferentes asociaciones de la reserva activa se encuentran realizando, para acompañar a los 

congresistas de distintas bancadas en busca del respaldo requerido y sacar adelante este proyecto, 

enfatizando en que “Seremos insistentes en tal sentido”. Finaliza el presidente de ACORE, 

resaltando la importancia que tiene la recuperación de este derecho para los miembros de la Fuerza 

Pública en servicio activo, señala el General que “…hoy cerca de 400.000 efectivos, que quedarían 

habilitados para ejercer nuevamente este derecho constitucional…” (Ruíz, discurso No 4, 2019).  

El quinto pronunciamiento de la Asociación Colombiana de Oficiales en Retiro de las 

Fuerzas Militares (ACORE), se realizó en marzo del 2020, en la edición No 597 del periódico 

ACORE. Este documento fue escrito por el General en retiro Jaime Ruiz Barrera, Presidente de 

ACORE y quien aún lideraba la gestión política para la recuperación de este derecho. 

Para el año 2020 fungía como Presidente de la República de Colombia Iván Duque 

Márquez, quien fue elegido candidato del Partido Centro Democrático en las elecciones 

presidenciales colombianas de 2018, respaldado por su mentor, el ex presidente y senador Álvaro 

Uribe. Duque Márquez se postuló en una plataforma que incluía oponerse al acuerdo de paz de 

Juan Manuel Santos con el grupo guerrillero de las FARC y derrotó a Gustavo Petro Urrego en la 

segunda vuelta presidencial (CNN, 2018). 

Durante el 2020 el país se conmocionó por varios hechos, como los asesinatos de líderes 

sociales, masacres perpetradas por disidentes de las extintas FARC y otras tragedias. En medio de 

la pandemia, el país no dejó de lado las tormentas políticas. Se resalta el hecho en el que 94 

congresistas de los Estados Unidos firmaron una carta en la que le pidieron a Mike Pompeo, quien 

se desempeñaba como Secretario de Estado de EE. UU, presionar al gobierno del presidente Iván 

Duque para que se comprometa a cumplir los Acuerdos de Paz entre el gobierno y las FARC, y 

proteger a los líderes sociales y activistas de derechos humanos (Ramírez, 2020).  

Bajo este escenario político y social del país, el presidente de ACORE, en su escrito 

publicado en mayo del 2020 y titulado “El derecho al sufragio de militares y policías en servicio 

activo”, señaló la necesidad de reconocer este derecho a los uniformados y de que exista una ley 

estatutaria que reglamente el uso del mismo, enfatizando en que “…se deberá establecer con 

claridad las limitaciones y restricciones que fueran necesarias…” (Ruiz, discurso No 5, 2020). 
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El General Ruíz continúa su soflama señalando que las iniciativas legislativas que se han 

tramitado no han surtido el efecto deseado, resaltando principalmente el Proyecto de Acto 

Legislativo presentado por el partido de la U en la segunda legislatura del 2016, indicando que 

este, así como otras iniciativas presentadas en el pasado, han sido archivadas sin el éxito deseado, 

y señala el General que con el restablecimiento del derecho al voto los militares podrán ejercer 

predominio sobre las decisiones del Gobierno, y en las Políticas Públicas, principalmente en las 

relacionadas con los uniformados  “…obtendremos grandes ventajas para influir de manera 

decisiva…” (Ruiz, discurso No 5, 2020).  

En septiembre del mismo año, nuevamente en el periódico de ACORE se divulga un escrito 

por parte del Presidente de la asociación, el cual es titulado “Nuevo proyecto de acto legislativo, 

derecho al voto de militares y policías”. En esta publicación se resalta el hecho que se encuentra 

en trámite una nueva iniciativa legislativa para restablecer el derecho al sufragio al personal 

uniformado, el General en retiro Jaime Ruíz indicó con optimismo que “…no es tarea fácil; sin 

embargo, esperamos un trámite exitoso de este nuevo proyecto…”  y a su vez enfatiza en que 

Colombia hace parte del pequeño grupo de naciones que coartan aún este derecho a los 

uniformados, “…en este momento, sólo unos pocos países de la región no cuentan con este 

derecho: Colombia, Guatemala, Honduras y Paraguay…” (Ruíz, discurso No 6, 2020). 

En la misma edición No 603 del periódico ACORE, tuvo lugar la publicación realizada por 

el Teniente de Fragata de la Reserva Andrés Úsuga, titulada: “Voto militar en Colombia ¡Aquí 

vamos de nuevo!”. Úsuga (2020), inicia con un recuento de lo que ha sucedido con el tema en la 

última década, puntualizando que “…los militares nos empezamos a sentir desprotegidos y sin 

respaldo político frente a las andanadas por parte de quienes empezaron a ver al cuerpo militar 

como una amenaza para sus propósitos estratégicos…” (Úsuga, discurso No 7, 2020). Es posible 

inferir que Úsuga (2020), hace referencia a que los partidos de tendencia ideológica de izquierda, 

señalados previamente también por Ruiz (2020), como los principales autores en el espectro 

político, que amenazan los derechos e intereses de las instituciones castrenses.  

Úsuga (2020), indica que ha venido estudiando el tema desde el año 2003 y ha encontrado 

que en el Congreso de la república existe un desconocimiento sobre los temas de sociología 

militar7, y son muy pocas las representaciones de militares en retiro en curules, al respecto indica 

 
7 La sociología militar es la ciencia que se ocupa de estudiar a la sociedad militar en sus procesos de interacción 

internos y en los que esta desarrolle con los sistemas de su entorno (Jaimes, 2007). 
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“…no existían voceros políticos de los militares, salvo temas de la agenda nacional, pero no en 

temas propios militares y de la carrera, el bienestar, la salud o las familias militares…” (Úsuga, 

discurso No 7, 2020). 

Continua Úsuga (2020) entregando detalles de los vaivenes que han tenido las múltiples 

iniciativas legislativas que han llegado al congreso, enfatizando que una de ellas germinó en pleno 

proceso de paz, de la mano del Senador Roy Barreras, a la cual califica “…de forma oportunista y 

con el fin de convencer a los militares de apoyar el proceso, ya que en las bases no calaban las 

tesis del pacto de La Habana, volvió a lanzar la propuesta…” (Úsuga, discurso No 7, 2020). 

El escrito de Úsuga (2020) culmina subrayando que la propuesta no es del agrado del 

presidente de turno (Ivan duque) ni del expresidente Álvaro Uribe y entrega algunas razones por 

las cuales, a su juicio, podrían albergar parte del porqué se le resta apoyo a la propuesta, señalando 

“…seguir confundiendo la posibilidad de votar con la de deliberar y con la de hacer política, tres 

cosas absolutamente distintas y diferenciadas, pero que en Colombia las meten en la misma bolsa, 

por el pánico que tienen a la voluntad de los ciudadanos uniformados, que ni siquiera los 

consideran ciudadanos, muchos de los actores políticos e incluso la población civil colombiana…” 

(Úsuga, discurso No 7, 2020). 

El último pronunciamiento encontrado en este estudio, fue emitido en el periódico ACORE 

edición No 603, elaborado por Coronel José Obdulio Espejo Muñoz y titulado: Voto militar, 

¿Discusión bizantina? Espejo (2020), inicia puntualizando algunos conceptos que considera claves 

para comprender el tema, tales como el término “zoon politikón” el cual lo acuña a Aristóteles, 

manifestando que “…el ser humano, a diferencia de las otras especies animales, posee la capacidad 

de relacionarse políticamente…” (Espejo, discurso No 8, 2020). 

Espejo (2020) continúa su participación proporcionando razones por las cuales considera 

que este derecho no debe ser vulnerado, dentro de las cuales resalta que “…la política está en el 

ADN de todas las personas y en su esencia…” y “…resulta inconcebible que se trate como 

ciudadanos de segunda a aquellos individuos que abrazaron la carrera de las armas por voluntad 

propia…” (Espejo, discurso No 8, 2020). 

Finaliza Espejo (2020) realizando una serie de cuestionamientos sobre la restricción del 

derecho al voto al personal uniformado, dentro de los cuales hace referencia a posibles violaciones 

en las que puede estar incurriendo el estado colombiano, enfatizando en que “…¿coartar el derecho 

humano al sufragio no constituye per se una discriminación positiva? ¿La Declaración Universal 
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de los Derechos Humanos y la Carta de San José de Costa Rica de 1969 no son vinculantes para 

el Estado colombiano en estas materias?” (Espejo, discurso No 8, 2020). Culmina el autor 

proveyendo algunos de los argumentos que emiten los contradictores del voto militar, los cuales 

va descartando uno a uno. 

 

3.1.1 Consistencia y Coherencia en el Discurso de los Militares en Retiro  

La primera fase del estudio propuesto, de acuerdo con Van-Dijk (2013) y Pardo (2013), 

consiste en el análisis de la coherencia y la consistencia discursiva, como una de las formas 

determinantes en la formación de aprobaciones y consensos entre los distintos actores del discurso. 

La coherencia, se presenta entonces, como un conjunto de relaciones estructurales que generan 

nexos al interior de un texto y la consistencia, por su parte, permite reconocer los modos en que 

transitan las ideas (estable o conflictiva) en los discursos. 

El desentrañamiento de los fenómenos de consistencia y coherencia discursiva implica el 

análisis de las estrategias de segmentación, ambivalencia e integración8 a través del estudio de las 

relaciones entre el tema, el co-texto y la citación. 

 

   Tabla 4. Configuración de las estrategias de consistencia y coherencia  

ESTRATEGIAS TEMA/ TÓPICO CO-TEXTO CITA (VOCES) 

Segmentación Distintos Aislados Distintas 

Integración Similares Próximos Cercanas 

Ambivalencia Distintos Próximos Distintas 

 

La identificación del tema y el tópico discursivo permite que se reconozca el conjunto de 

unidades conceptuales que fluyen en los discursos, a partir de las cuales es viable delimitar cuáles 

son las unidades comunes que dan cuenta de un fenómeno o realidad específica de manera estable 

y, desde dicha reiteración, cómo quedan formuladas las relaciones internas que determinan la 

coherencia discursiva. 

Por su parte, un co-texto es el conjunto de expresiones que anteceden y siguen en forma 

inmediata una palabra clave, las cuales contribuyen dar sentido a lo expresado. Los discursos son 

 
8 La segmentación consiste en presentar ideas conflictivas aisladas entre sí, en contextos separados con voces distintas; 

la ambivalencia indica ideas que están en conflicto con voces distintas, aunque reflejan proximidad contextual, y la 

integración es la convergencia de múltiples discursos con un contenido cercano, junto con voces y contextos próximos, 

véase capítulo 1, 1.3 Método.  
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el resultado de una diversidad de discursos circulantes en ellos (Bajtín, 1981), emitidos por 

diferentes voces, cuya materialización es susceptible de ser rastreada, entre otros recursos, 

mediante el uso de la citación.  

De esta manera, para iniciar el análisis resulta fundamental conocer el resumen del corpus, 

el cual es proporcionado por el análisis de estadística textual del software “IRaMuTeQ”, emitiendo 

el informe cuantitativo presentado en la Figura 3. 

 

Figura 3. Resumen del análisis de estadística textual del corpus de los militares en retiro

 

Es necesario precisar que el número de textos es el número de discursos que tiene el 

corpus, ocho en total. El número de ocurrencias son el total de secuencias de caracteres 

delimitados por dos caracteres (sea un espacio o un carácter de puntuación) del corpus. El número 

de formas son el total número de secuencias de dos ocurrencias idénticas, serán el índice del 

corpus y se dividirán en activas y suplementarias, las formas relevantes para nuestro análisis 

(activas) y las que no aportan tanto valor (suplementarias). El número de Hápax son las palabras 

que aparecen solo una vez en todo el corpus y la media de ocurrencias por texto, es el resultado 

de la división entre el número de ocurrencias / número de textos 
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Figura 4. Estadística textual del corpus de los militares en retiro

 

En la Figura 4 se evidencia en el eje X el número de formas y en el eje Y la cantidad de 

veces que se repite esa forma en el corpus discursivo. Es decir, en el corpus objeto de estudio, 

existe un mayor número de palabras que se repiten pocas veces y un menor número de palabras 

que se repiten muchas veces. Lo cual indica la diversidad de recursos lingüísticos que utilizan los 

uniformados en retiro para argumentar su posición ante el tema del voto militar en Colombia. 

En la Tabla 5 se presentan las formas (palabras) activas del corpus en general con su 

respectiva frecuencia y tipo, las cuales han sido seleccionadas previamente, correspondiendo 

exclusivamente a las categorías gramaticales de los adverbios, adjetivos, sustantivos y verbos, 

mientras que las formas suplementarias corresponden a las preposiciones, las conjunciones y los 

verbos auxiliares del corpus. La clasificación de las formas permite examinar la distribución y 

ocurrencia de palabras específicas dentro del corpus, revelando patrones y tendencias ocultas. 

 

Tabla 5. Clasificación de las formas del discurso del corpus de los militares en retiro 

Forma Frecuencia  Tipo Forma Frecuencia  Tipo 

derecho 61 sus grande 11 adj 

militar 58 adj existir 11 ver 

político 43 adj civil 11 adj 

fuerza 36 sus senador 10 sus 
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activo 26 adj propio 10 adj 

voto 25 sus llevar 10 ver 

público 25 adj día 10 sus 

hacer 23 ver deliberante 10 nr 

servicio 22 sus debatir 10 ver 

proyecto 22 sus dar 10 ver 

mismo 22 adj comandante 10 sus 

ejercer 22 ver Colombia 10 nr 

sufragio 21 sus circunstancia 10 sus 

votar 20 ver artículo 10 sus 

miembro 20 sus época 9 sus 

hoy 20 adv tomar 9 ver 

carácter 19 sus tesis 9 sus 

país 18 sus tanto 9 adv 

acto 18 sus subordinación 9 sus 

actividad 18 sus significar 9 ver 

ley 17 sus primero 9 adj 

tema 16 sus partidista 9 adj 

partido 16 sus menos 9 adv 

más 16 adv general 9 adj 

gobierno 16 sus diferente 9 adj 

encontrar 16 ver constitucional 9 adj 

condición 15 sus argumento 9 sus 

vez 14 sus uso 8 sus 

iniciativa 14 sus tipo 8 sus 

hecho 13 sus subordinar 8 ver 

constitución 13 sus república 8 sus 

año 13 sus recuperación 8 sus 

policía 12 sus permitir 8 ver 

legislativo 12 adj modificar 8 ver 

ir 12 ver legítimo 8 adj 

institucional 12 adj igualdad 8 sus 

colombiano 12 adj humano 8 adj 

ciudadano 12 sus fundamental 8 adj 

ya 11 adv estado 8 sus 

parte 11 sus criterio 8 sus 

nacional 11 adj conocer 8 ver 

interés 11 sus congresista 8 sus 

importante 11 adj actual 8 adj 

 

Atendiendo a que se explora un fenómeno en particular como es el voto militar en 

Colombia, el cálculo de las frecuencias se presenta como un indicador del cual es posible obtener 
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indicios del modo en qué se encuentran organizadas las ideas en el discurso y determinar el 

conjunto de unidades conceptuales que se encuentran en los discursos, a partir de las cuales es 

viable delimitar las unidades comunes que dan cuenta de un fenómeno o realidad específica de 

manera estable. 

Así mismo, es necesario determinar las frecuencias de las formas activas en cada una de 

las ocho unidades discursivas que se analizan, esto con el objetivo de conocer los conceptos 

principales que sobresalen en cada discurso y darán luces de la temática tratada en cada uno de 

ellos. 

 

Tabla 6. Frecuencia de las formas activas por discurso del corpus de los militares en retiro 

N° 

Discurso 

Primera 

Forma  
Frecuencia 

Segunda 

Forma  
Frecuencia 

D1 Gobierno 9 Fuerza 5 

D2 Derecho 11 Político 8 

D3 Voto 11 Militar 10 

D4 Derecho 9 Activo 6 

D5 Derecho 9 Político 5 

D6 Derecho 13 Activo 6 

D7 Militar 13 Tema 12 

D8 Militar 12 Político 10 

 

De la Tabla 6 se deduce que de las ocho unidades discursivas, cuatro de ellas presentan 

como la forma con mayor frecuencia el concepto “Derecho”, dos el concepto “Militar” y los dos 

restantes los conceptos “Gobierno” y “Voto”. Al llevar el análisis a la segunda forma con mayor 

frecuencia en cada discurso, se evidencia que los conceptos “Político” y “Activo” sobresalen como 

los más comunes en esta segunda categoría.  

Así mismo, al tomar la primera forma con mayor frecuencia “Derecho” y la segunda forma 

con mayor frecuencia “Político”, se conforma el concepto de “Derecho Político”, dando cuenta de 

cómo los autores de los discursos hacen referencia al conjunto de condiciones que posibilitan al 

ciudadano a participar en los asuntos públicos y en la estructuración política de la comunidad de 

la que forma parte, evidenciando, en un primer acercamiento al discurso, la homogeneidad en la 

concepción del sufragio como un derecho que posibilita al ciudadano a participar en la vida 

política. 
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Utilizando el software IRaMuTeQ es posible obtener la representación gráfica mediante 

una nube de palabras, la cual es una representación visual de las formas, donde el tamaño es mayor 

para las palabras que aparecen con más frecuencia, sin existir ninguna relación léxica entre ellas. 

 

Figura No 5. Nube de palabras del corpus de los militares en retiro 

 

 

La tabla 6 y la Figura 5, permiten establecer claramente el tema, identificando las unidades 

conceptuales más relevantes y cognitivamente más valiosas del corpus, para posteriormente dar 

paso a la determinación del tópico, en el cual dirige la atención sobre el referente discursivo, 

contribuyendo a dar sentido en una dirección. De esta manera, se procede a conformar una unidad 

gramatical utilizando las formas principales de cada discurso, así como las que se repiten con más 

frecuencia, quedando establecido el tema, así:  

                   

Tema: El derecho político al voto de la fuerza militar en servicio activo. 

De acuerdo con Pardo (2013), una vez identificado el tema en el discurso se procede con 

el análisis del tópico, es decir, el posicionamiento y la manera como se pone de relieve lo que se 

expresa. Desde el punto de vista de van Dijk (2000), se rastrean aquellos elementos discursivos 

que se proponen como principales y sirven de punto inicial en el discurso; bien sea porque 
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disponen, en la sintaxis discursiva, de un lugar inicial, o porque al ser rastreados se identifican, 

como antepuestos. 

Con base a lo anterior, en la Tabla 7 se presentan como “temas no topicalizados” los 

titulares de cada uno de los discursos analizados y como “temas topicalizados”, la cita principal 

de cada discurso que pone de relieve lo que se expresa, es decir, la idea principal del autor que ha 

emitido el discurso sobre el tema establecido previamente. 

 

Tabla No 7. Topicalización del tema del corpus de los militares en retiro 

Discurso 

No de 

Publicación - 

Año 

Tema No Topicalizado Tema Topicalizado 

1 
Edición 529 

Mayo 2013 

Voto militar ¿Cuestión de 

atuendo? 

La fuente de inspiración de la disposición 

contenida en Artículo 219 de la 

Constitución, que reitera la tradición 

que priva del derecho del sufragio a los 

miembros de la Fuerza Pública 

mientras permanezcan en servicio activo, 

la motivación es, eminentemente, de 

orden subjetivo del legislador. 

2 
Edición  562 

Agosto 2016 

Recuperando un derecho 

fundamental por principios 

elementales de igualdad. 

Voto de militares y policías 

en servicio activo 

De lograr la recuperación de este 

derecho, sin duda alguna se lograrían 

grandes ventajas para influir de manera 

decisiva, en la toma de decisiones sobre 

aspectos fundamentales, que tengan 

relación con los intereses 

institucionales. 

3 
Boletín 

Julio 2017 

¿Deben votar o no los 

militares? 

Todo ciudadano es libre e igual ante la 

Ley, que tiene el derecho natural del libre 

albedrío y por tanto debe tener derecho a 

votar. 

4 

Edición 593 

Septiembre 

2019 

El derecho al voto de 

militares y policías en 

servicio activo 

La recuperación de este derecho que 

antaño era una realidad en la condición 

de militares y policías en servicio activo, 

es más, ni nada menos, que un derecho 

fundamental que, por principio de 

igualdad, les corresponde. 

5 
Edición 597 

Marzo 2020 

El derecho al sufragio de 

militares y policías en 

servicio activo 

En estas circunstancias, se encontrarían 

muy distantes de una eventual 

participación política de carácter 

deliberante y de todo aquello que 

signifique algo diferente al solo acto 

mismo de sufragar para escoger a sus 

más altos dignatarios. 
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6 

Edición 603 

Septiembre 

2020 

Nuevo proyecto de acto 

legislativo, derecho al voto 

de militares y policías 

La urgente necesidad de recuperar el 

ejercicio del sufragio, como alternativa 

eficaz para la adecuada defensa de los 

derechos e intereses institucionales, que 

constantemente se ven seriamente 

amenazados por distintos sectores de 

la izquierda radical. 

7 

Edición 603 

Septiembre 

2020 

Voto militar en Colombia 

¡Aquí vamos de nuevo! 

Ya que cada cierto tiempo vuelve a las 

páginas de los periódicos y los titulares 

de radio y televisión sin que tenga un 

desarrollo legislativo definitivo. 

8 

Edición 603 

Septiembre 

2020 

Voto militar, ¿discusión 

bizantina? 

Votar por el proyecto político que colma 

sus expectativas como ciudadano y 

persona. Acaso, ¿coartar el derecho 

humano al sufragio no constituye per se 

una discriminación positiva? 

 

Los militares en retiro coinciden en reconocer la situación del voto del personal uniformado 

en servicio activo como un “derecho humano vulnerado”, sin asidero en el presente y que ya “había 

sido reconocido” en el pasado. Argumentan que la veda existente obedece a un “temor/miedo” de 

los gobiernos en Colombia a empoderar por medio del sufragio a los uniformados, para que sean 

partícipes de la expresión de la soberanía nacional. Señalan que en el “mundo occidental” los 

militares pueden votar y aluden que por el principio de igualdad, es ineludible la recuperación de 

este derecho en Colombia, el cual facilita la adecuada defensa de los derechos e intereses de las 

instituciones castrenses. Se evidencia que las unidades conceptuales tematizadas y posteriormente 

topicalizadas son comunes y similares, dando cuenta de un fenómeno o realidad específica de 

manera estable. 

Un elemento para destacar y que se hace visible en los discursos es la equivalencia entre 

militar y ciudadano, dando cuenta que los uniformados antes de ser militares, son ciudadanos y no 

se les debe excluir de su participación en la vida política, a través del sufragio, por razón de su 

profesión. Los militares en retiro ponen en evidencia la contradicción de aquellos que son 

merecedores de ejercer el derecho al voto y aquellos que no, formando una desigualdad y una 

jerarquía al interior del concepto de ciudadano.  

Lo anterior, se enmarca en lo afirmado por Benhabid (2005), quien caracteriza los límites 

de pertenencia a la comunidad política de aquellos que tienen lo que denomina una ciudadanía de 

segunda clase, la cual es atribuida a quienes son considerados parte del pueblo soberano, pero que, 

por ejemplo, no pueden votar por razones adscriptivas (sexo, capacidad económica, profesión), y 
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las de aquellos que residiendo en una comunidad política no poseen los criterios de identidad 

política para ser considerados como pueblo.  

De acuerdo con Pardo (2013), la caracterización del corpus ofrecida por la frecuencia de 

las unidades léxicas no es suficiente para realizar un análisis completo del corpus, de manera que 

se hace necesaria la identificación de las concordancias. Una concordancia consiste en la 

determinación de los co-textos de todas las ocurrencias de una palabra, cuya relevancia analítica 

permite a quien investiga, el desentrañamiento de los sentidos que adquieren las expresiones y el 

grado de realce semántico que tienen en el discurso.   

La elección de las unidades léxicas a las que se les determina y analiza sus concordancias 

obedece a dos criterios fundamentales: su carácter de objeto de la investigación, por una parte, o 

su elevada frecuencia de aparición en el corpus, por otra. Se presentan en la Tabla 8 las 

concordancias de las principales formas para el corpus de los militares en retiro: 

 

Tabla 8. Concordancias del corpus de los militares en retiro 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

hoy por hoy ese miedo 

carecería de fundamentos si es 

que alguna vez lo hubo dado el 

grado de preparación 

humanística y de enfoque de 

los  

derechos 
civiles de la fuerza que se reconoce 

en todo nivel social 

no tiene sentido imponerles 

una mordaza ideológica con 

relación a la conveniencia de la 

patria cuando son 

precisamente los encargados 

de hacer tangible los  

derechos  
sociales de cada uno de los 

nacionales colombianos 

se puede ejercer este derecho  

sin participar en actividad 

proselitista política de carácter 

partidista solo se pretende elegir y no 

ser elegido, el voto individual de 

carácter secreto evita la 

manipulación política y garantiza su 

ejercicio pleno 

se le tiene a la condición militar  

o policial de sus miembros por la 

presunción de que siendo portadores 

de las armas de la república puedan 

emplearlas en con contra del 

gobierno establecido 

hechos generadores de 

subversión del orden aún en los 

gobiernos cuya legitimidad sea 

militar  

ha sido inalterable en el sentido de 

acatar y respetar el hecho de 

gobierno sin cuestionar su origen ni 
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más que discutible la 

psicología  

constituirse en juez de su 

conveniencia 

el senador Roy Barreras de 

forma oportunista y con el fin 

de convencer a los  

militares 

de apoyar el proceso de paz ya que 

en las bases no calaban las tesis del 

pacto de la habana volvió a lanzar la 

propuesta 

el pánico que tienen a la 

voluntad de los ciudadanos 

uniformados que ni siquiera 

los consideran ciudadanos 

muchos de los actores  

políticos  
e incluso la población civil 

colombiana 

años después en la época de las 

confrontaciones partidistas y 

de la violencia  

política 

que afectó al país a mediados de la 

centuria pasada se fortaleció este 

mismo concepto por fortuna hoy en 

día estas circunstancias ya no 

ocurren y están totalmente superadas 

es decir que vote por el 

proyecto  
político  

que colma sus expectativas como 

ciudadano 

por ello no es exagerada la 

afirmación según la cual la  
fuerza  

militar de Colombia es un ejemplo de 

civilidad lo que lleva implícito el 

concepto de que en tal virtud sobra la 

prohibición del precepto 

constitucional citado 

desde 1957 la política 

colombiana se ha 

caracterizado por la conducta 

ejemplar de sus  

fuerzas  

armadas en lo relacionado con su 

acatamiento a los gobiernos civiles 

aún los más cuestionable 

de esto existe plena seguridad 

nuestros conciudadanos deben 

entender claramente que los 

actuales miembros activos de 

la  

fuerza  

pública tienen una clara y firme 

convicción de lo que significa la total 

sumisión al poder civil de la nación y 

del acato y subordinación a las 

normas y leyes de la república 

el hecho de que los mismos 

sectores y personajes siempre 

han estado en de desacuerdo 

con el  

voto 

de los uniformados me da la 

tranquilidad de estar del lado 

correcto el antes representante y hoy 

senador Iván Cepeda 

también se impediría 

constreñir el sufragio o ejercer 

cualquier acto con el cual se 

pudiera modificar la intención 

de  

voto  

de quienes sean subordinados la ley 

estatutaria que reglamente el uso de 

este derecho deberá establecer con 

claridad las limitaciones y 

restricciones que fueran necesarias 

nuevo proyecto de acto 

legislativo derecho al  
voto  

de militares y policías cursa otra vez 

en el congreso de la republica 

 

El co-texto identificado corresponde al entorno informativo del texto con el conjunto de 

las implicaciones cognitivas que porta, y que contribuyen a construir el significado en, por lo 

menos, dos dimensiones, lo que queda dicho y lo que queda implicado. Por lo cual, es necesario 
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examinar el conjunto de factores espacio temporales y sociocognitivos que determinan el 

significado de lo expresado discursivamente. 

El discurso de los militares en retiro hace referencia a la transformación que han tenido las 

Fuerzas Militares durante los últimos años, enfatizando en su preparación, interiorización en 

derechos humanos, derecho internacional humanitario y los estándares internacionales sobre el uso 

de la fuerza, con una capacitación completamente diferente a los uniformados que portaban las 

armas hace casi cien años, cuando se prohibió el derecho en cuestión. Por lo cual, señalan que la 

mordaza ideológica que se les impone carece de sentido, ya que son los militares y policías los 

encargados de velar por los derechos sociales de cada uno de los connacionales, mostrando siempre 

acatamiento y respeto al mandato de turno, por lo cual consideran oportuno el restablecimiento 

urgente de este derecho al personal uniformado. 

En concordancia con lo anteriormente expuesto, los militares en retiro reclaman a los 

actores políticos nacionales el desconocimiento de la voluntad de los uniformados, enfatizando en 

que se desconoce su condición de ciudadanos, donde deberían tener el derecho a escoger el 

proyecto político que más se alinee con sus intereses. Así mismo, también se desconoce que las 

confrontaciones bi-partidistas son cosa del pasado, en la historia reciente del país el crecimiento 

de los partidos políticos es significativo, siendo las confrontaciones entre liberales y conservadores 

tema superado. 

Una mención especial merece la apreciación de los militares en retiro sobre el proyecto de 

acto legislativo presentado por un grupo de senadores en el Congreso de la República, en el año 

2016. Acusan a este grupo de políticos de “oportunistas”, al presentar el proyecto únicamente para 

que las Fuerzas Militares apoyarán la firma del acuerdo con las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia (FARC), sin existir una verdadera intención por parte del legislativo de restablecer 

el derecho al voto de los uniformados, prueba de esto, señalan los militares en retiro, es que el 

proyecto fue archivado sin mayores acontecimientos. 

Es importante señalar que por las diversas e históricas circunstancias de violencia en 

Colombia, la paz siempre ha sido un debate vigente, público y amplio en la sociedad. Colombia, 

producto del conflicto interno que ha sostenido por más de 50 años, desde la década de los ochenta 

ha ejecutado diversos procesos de paz con distintas organizaciones insurgentes, siendo un país que 

explora y busca la paz en medio del conflicto armado que actualmente transcurre en el territorio 

nacional. 
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De acuerdo con Illera y Ruiz (2018), la tensión de las relaciones civiles-militares ha estado 

centrada mayormente en el sentimiento de que las Fuerzas Militares no eran consultadas en las 

negociaciones de paz. Mientras que el tratamiento del conflicto armado sí era considerado un 

asunto militar, los asuntos de la estrategia de paz se consideraban como un aspecto restringido 

únicamente a los políticos. Esta situación ha generado algunas demostraciones de descontento, de 

forma casi que recurrente en todos los procesos. 

Como ya se mencionó al inicio de este capítulo, en el año 2012 el entonces presidente Juan 

Manuel Santos anunció el inicio de los diálogos de paz con el grupo insurgente denominado 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). Estos diálogos finalizaron en el año 2016 

con la firma del acuerdo final. 

El modelo de la negociación con las FARC incluyó la participación de miembros de las 

Fuerzas Militares en servicio activo y en retiro, buscando con esto reducir el nivel de desconfianza 

de los militares y policías. Se vincularon de esta manera dos generales en retiro, en calidad de 

negociadores, a partir de octubre de 2012 y posteriormente, en agosto de 2014, se dio la 

vinculación de personal en servicio activo, para la discusión de un modelo técnico de cese al fuego 

y de hostilidades bilateral, los aspectos operativos y técnicos para la dejación de las armas y 

desmovilización (Illera y Ruiz, 2018). 

Si bien el proceso de negociación de La Habana fue el primero en incorporar a las Fuerzas 

Militares dentro de las discusiones, la polarización y diferencias no se han reducido por ello. La 

participación de militares activos y en retiro en las negociaciones causó una polémica no vista con 

anterioridad en el país. De acuerdo con el senador Alfredo Rangel, la participación de los 

uniformados en los diálogos de paz con las FARC fue una acción “humillante”, y para el 

expresidente Álvaro Uribe, fue un acto “ilegal”, argumentando que vincular militares activos en 

la negociación equivalía a poner a las Fuerzas Militares en el mismo nivel del grupo insurgente 

(Semana, 2014). 

De igual manera, sostienen Illera y Ruiz (2018), también parte de los sectores en retiro 

terminaron manifestando de forma pública sus afinidades políticas, de modo que en la campaña 

electoral de 2014 el cuerpo de generales y almirantes en retiro pertenecientes a la Asociación 

Colombiana de Oficiales en Retiro de las Fuerzas Militares (ACORE), se adhirió públicamente a 

la campaña del entonces candidato Oscar Iván Zuluaga, quien aspiraba a la presidencia de la 

república por el partido del Centro Democrático.  
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Este partido, liderado por el expresidente Álvaro Uribe, buscó canalizar apoyos de los 

retirados incluyendo en sus listas a familiares de algunas de las más conocidas figuras militares. 

Así, en el contexto del debate político y electoral se cuestionó públicamente al mismo Gobierno 

por considerar que se había conducido a las Fuerzas Militares a una parálisis organizacional, al 

haberse reducido sus operaciones y, por ende, minar la moral de las tropas.  

En plena campaña electoral, el candidato del uribismo, Oscar Iván Zuluaga, afirmaría por 

ejemplo, que: “nuestros militares están desmotivados, pues tenemos un gobierno complaciente con 

el terrorismo, que ha estado de espaldas a los sectores sociales y que no ha tenido liderazgo político 

para nuevamente tener una tropa con moral que vaya la ofensiva” (Neira, 2014). 

De acuerdo con lo señalado anteriormente, es evidente que el proceso de paz con las FARC 

y el posterior acuerdo firmado en el año 2016 entre el gobierno nacional y este grupo insurgente, 

es un acontecimiento clave para el renacer de los derechos políticos de los militares en Colombia. 

De alguna manera, la concesión de derechos pactada en estos acuerdos para este grupo insurgente 

produjo un efecto “rebound”, que causó que los militares en retiro reclamaran fuertemente 

condiciones de igualdad para los uniformados en servicio activo, principalmente el derecho al voto. 

Continuando con el análisis de la coherencia y consistencia discursiva, es preciso proseguir 

con el análisis de la voz, esta facilita la identificación de los actores discursivos, la demarcación 

de los puntos de vista y los modos en que éstos se expresan. La voz caracteriza al actor y al punto 

de vista, en virtud de las estrategias lingüísticas construidas cuando el actor discursivo pone a 

circular ideas en su discurso, así como de las unidades conceptuales que emplea.  

En este sentido, y de acuerdo con Pardo (2013), se propone explicitar la citación que se 

presenta de tres maneras distintas: directa, indirecta y mixta. La “citación directa” se configura 

cuando se conserva la voz original y se marca de forma explícita al actor discursivo, acompañado 

de una expresión, por lo general verbos de decir o epistémicos, los cuales expresan un juicio que 

manifiesta una inferencia realizada a partir de la evidencia que proporcionan los datos (Ferrari, 

2009).   

En el proceso de construcción de sentido, el uso de la citación directa estructura, 

potencialmente, un significado más allá de lo dicho originalmente, en tanto que se introduce en un 

nuevo co-texto que genera un modo de conducir y orientar el discurso. Por su parte, la “citación 

indirecta” se estructura como un discurso análogo al emitido por un actor discursivo, en el que 

subyace el supuesto de conservación del significado original y se marca por una expresión 
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introductoria que subordina la cita. La “citación mixta” mezcla los recursos de citación directa e 

indirecta (Pardo, 2013).  

En el estudio de la voz a través de la citación es necesario reconocer los actores discursivos, 

el tipo de citación con el cual se encuentran más ligados y el sentido que se da al fenómeno 

investigado. En la Tabla 9, se presentan estas categorías para el corpus de los militares en retiro. 

Es necesario aclarar que en las voces identificadas a través de las citaciones, corresponden a las 

que los actores discursivos del corpus referencian en el discurso, para expresar una idea y fortalecer 

su argumento. 
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Tabla 9. Citaciones en el corpus de los militares en retiro 

TIPO DE 

CITACIÓN 

 

EXPRESIÓN 

INTRODUCTORIA 

 

CITA 

 

ACTOR 

DISCURSIVO 

SENTIDO 

ASIGNADO 

 

Directa  

Esa civilidad, que enorgullece a 

los pregoneros de la democracia 

formal, se avala con la máxima 

popular que reza: 

"este país es estéril para los golpes de 

Estado" 

Demócratas 

Nacionales 

Conceder el voto a los 

militares no ocasionará un 

golpe de estado 

Directa 

Por algo nunca ha sido 

desvirtuado el criterio de Darío 

Echandía cuando expresó que el 

13 de junio de 1953 no hubo en 

Colombia un  

"golpe militar" sino un "golpe de opinión", Darío Echandía 

El gobierno militar del 

General Gustavo Rojas 

Pinilla no fue una dictadura 

Directa 
Este derecho que perdimos en el 

año de 1945, con el argumento de, 

"que la disciplina y la subordinación militar, 

propia de nuestra institución, podría inclinar 

al subordinado a votar según criterio de su 

comandante" 

Legisladores  

Los militares no acudirán a 

las urnas a votar por quien les 

ordene su comandante 

Directa 

La regla general en el mundo 

occidental, es que los miembros 

de la Fuerza Pública pueden 

ejercer el derecho al sufragio, pero 

no hay lugar al proselitismo 

político (Deliberar). El señor 

General Álvaro Valencia 

(Q.E.P.D) dijo: 

“Los militares en servicio activo pudieron 

votar hasta el gobierno de Enrique Olaya 

Herrera, cuando un proyecto emanado del 

Ejecutivo se convirtió en ley de la 

República. Se fundaron los dos órganos del 

poder público, y la Corte Suprema lo halló 

exequible, en que la disciplina militar y la 

estructura de las instituciones castrenses, 

podrían inclinar al subordinado a votar 

según criterio de su comandante. Así ocurría 

cuando los cuerpos salían a votar en 

formación, sin que se necesitara escarbar 

mucho para saber por quién lo hacían. 

Otorgar el voto a los militares lleva 

implícitos riesgos que la república no debe 

correr, ni las Fuerzas Armadas aceptar” 

General Álvaro 

Valencia  

Los riesgos que se 

materializaron en el pasado  

no corresponden a las 

situaciones del presente 

Directa Bien decía el Libertador: 
“La confianza ha de darnos la paz. No basta 

la buena fe, es preciso mostrarla, porque los 
Simón Bolívar 

El gobierno favorece y 

protege con benevolencia 
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hombres siempre ven y pocas veces 

piensan.” 

desde Cuba a los miembros 

de las FARC, mientras que a 

los militares se les niega su 

derecho al voto 

Indirecta 

Muchos de quienes han venido 

estudiando este importante y 

controvertido tema, aseguran 

también que  

lo contemplado en nuestra Constitución 

Nacional respecto al carácter no deliberante 

de la Fuerza Pública, es muy sabio pero 

excesivamente exagerado. 

Estudiosos del 

voto militar 

La prohibición del derecho al 

sufragio a los militares es 

desmedida, es suficiente con 

que no puedan deliberar ni 

aspirara a cargos de elección 

popular  

Indirecta 

fue uno de los temas que llevaba 

la candidata Astrid Buitrago en 

2018 como parte de su paquete 

legislativo, pero 

infortunadamente no le alcanzó 

para llegar al Congreso. 

La idea no les gusta ni al expresidente Uribe 

ni al actual Ministro de Defensa y tampoco 

al actual presidente. 

Gobiernos de 

turno 

El gobierno no cuenta con la 

información completa del 

tema, que los haría cambiar 

de posición 

Indirecta Para este filósofo griego, 

 el ser humano, a diferencia de las otras 

especies animales, posee la capacidad de 

relacionarse políticamente. 

Aristóteles 

A los militares se les coarta su 

capacidad de relacionarse 

políticamente, desconociendo 

que esta  hace parte de la 

naturaleza intrínseca de los 

individuos   
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Los militares en retiro utilizan e identifican las voces de otros actores dentro de su propio 

discurso, para dar peso a su argumento en aspectos relevantes a la problemática planteada.  Así 

como señalan, que los considerados “demócratas nacionales” esgrimen y se enorgullecen de 

proclamar que Colombia es un país estéril a los golpes de estado, profesando una democracia 

estable, sin embargo, no resulta suficiente esa estabilidad para incluir en el sistema democrático a 

los miembros de las fuerzas armadas. 

Los actores principales de corpus destacan que si bien los legisladores que instauraron la 

prohibición del voto para los uniformados en 1945, bajo el argumento que los comandantes eran 

quienes ordenaban a sus subalternos a quien debían elegir al acudir a las urnas, la psique del 

hombre actual, del que hace parte el ser militar, desbarata este argumento. 

Resulta muy interesante el señalamiento que se hace con respecto a lo indicado por el 

General (R.A) Álvaro Valencia Tovar, quien fue un defensor de la prohibición del voto al personal 

uniformado, quien alegaba que otorgar el voto a los militares lleva implícitos riesgos que la 

república no debe correr, ni las Fuerzas Armadas aceptar. Al respecto, el discurso de los 

uniformados en retiro señala que las épocas en las que los militares asistían a las urnas a votar por 

quien el Comandante les ordenaba son cosas del pasado, y que se enmarcaban en el bipartidismo 

propio de la época9, apuntan a que estas circunstancias ya no ocurren y están totalmente superadas, 

alegando que los militares tienen una clara y firme convicción de lo que significa la total sumisión 

al poder civil de la nación y del acato y subordinación a las normas y leyes de la República. 

La mención que realizan del “gobierno”, haciendo referencia al poder ejecutivo y 

legislativo, en los diferentes periodos por los que ha atravesado el país, principalmente desde el 

inicio de los diálogos de paz con el extinto grupo “terrorista” 10  de las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC) es llamativa, ya que indican que “…al menos, que el 

 
9 La guerra entre liberales y conservadores inicio a finales del siglo XIX y se caracterizó por un enfrentamiento 

irregular entre el ejército gubernamental (en un principio nacionalista, después conservador) bien organizado y un 

ejército de guerrillas liberales mal entrenado y anárquico (Reyes, 2011). Véase Capítulo 1, numeral 1.1.5. 
10 El 30 de noviembre del 2021 el Departamento de Estado de EE.UU revocó la designación como “organización 

terrorista extranjera” de las FARC en virtud de la Ley de Inmigración y Nacionalidad, y como “terrorista mundial 

especialmente designado” de conformidad con la Orden Ejecutiva 13224 modificada. Sin embargo, designó como 

“organización terrorista extranjera” de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo 

(FARC-EP) y de la segunda Marquetalia, de conformidad con la sección 2019 de la Ley de Inmigración y 

Nacionalidad, y como “terrorista mundial especialmente designado” de conformidad con la Orden Ejecutiva 13224 

modificada. Esta última designación está dirigida a quienes se negaron a desmovilizarse y a quienes participan en 

actividades terroristas, al no acogerse al Acuerdo de Paz entre el gobierno colombiano y las FARC firmado en el 2016 

(Blinken, 2021). 
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gobierno pretenda igualar a los militares, una vez, con los narcoterroristas que van a votar teniendo 

las armas, y siempre van favorecidos y protegidos desde Cuba con benevolencia del gobierno…” 

acusándolos como “criminales de la peor calaña” (Ruíz, discurso No 3, Boletín ACORE, 2017). 

Arguyen también que “…las FARC sí pueden votar, deliberar y ejercer presión con la boquilla de 

sus armas para ganar adeptos a lo largo y ancho del país, y eso que no les han entregado las 

emisoras, pero los militares no (Ruíz, discurso No 3, 2017). 

Finalmente, marcan como un hecho trascendente que en aquellas sociedades como la 

colombiana, donde se ha abrazado la democracia como modelo político, en un contrato social cuya 

columna vertebral son la igualdad y la no discriminación entre los asociados, en los albores del 

nuevo milenio “…resulta inconcebible que se trate como ciudadanos de segunda a aquellos 

individuos que abrazaron la carrera de las armas por voluntad propia…” (Espejo, discurso No 8, 

2020). 

De acuerdo con todo lo señalado anteriormente, el corpus de los militares retirados presenta 

temas similares, co-textos próximos y voces cercanas, tipificando la estrategia discursiva de 

integración para la construcción de la coherencia y la consistencia discursiva. Es así como se da la 

combinación de múltiples discursos con un contenido cercano, donde los conjuntos de ideas que 

reclaman el derecho al voto del personal militar convergen, enfatizando en que las causas por las 

cuales se implantó esta restricción fueron superadas hace ya muchos años y que los uniformados 

hoy en día son garantes de la protección de los derechos humanos, por lo cual, es para ellos 

perentorio que los gobiernos superen el miedo que motiva esta veda constitucional. De esta 

manera, los discursos del personal uniformado en retiro, se formulan como conjunto de ideas 

distintas que convergen y, en consecuencia, se formulan como parte de un mismo tema. 

 

3.1.2 Transformación Discursiva en el Discurso de los Militares en Retiro  

La segunda fase del análisis consiste en el estudio de la dimensión de la transformación 

discursiva, centrándose en los procesos que ocurren en la constitución de formas de nominación 

de los actores a través de tres estrategias discursivas fundamentales: la elisión, el reordenamiento 

y la sustitución. 

De acuerdo con Garretón, (2001), el actor es en esencia un agente-sujeto poseedor del 

conjunto de recursos materiales y culturales, capaz de acción individual o colectiva, comprometido 

con los principios de construcción, preservación y cambio social. Es un ser histórico que se define 
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en su identidad, su sentido de alteridad y la manera como actúa en concordancia con sus 

condiciones. Es un ser capaz de participar activamente en proyectos sociales en el marco de las 

tensiones inherentes a la condición humana. Esta mirada del actor no le compromete con un 

proyecto específico de sociedad, sino que reconoce la existencia de la diversidad de maneras de 

proyectar la realidad, de ver y reconstruir el entorno, de intereses y centros de atención, en fin, de 

apuestas sociales y culturales que los actores vislumbran desde sus lugares como individuos y 

miembros de colectivos.  

La observación gráfica de los actores más frecuentes en los discursos analizados, motiva 

una ruta de exploración en relación con la presencia discursiva de varias denominaciones para los 

mismos actores. Es así como, en el corpus de los militares en retiro se identificaron diez formas 

con su respectiva frecuencia que nominan actores, como se evidencia en Figura 6. 

 

                 Figura 6. Nominación de actores del corpus de los militares en retiro 

 

Las tipificaciones de las concordancias permiten conocer el objetivo de la nominación en 

el discurso, como se evidencia en la Tabla 10: 

Tabla No 10. Concordancias de los actores en el corpus de los militares en retiro 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

los militares 
nos empezamos a sentir 

desprotegidos  

y sin respaldo político frente a 

las andanadas por parte de 

quienes empezaron a ver al 

cuerpo 

militar 
como una amenaza para sus 

propósitos estratégicos. 
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y con contadas excepciones de 

oficiales o suboficiales en 

retiro que tenían curul, no 

existían voceros 

políticos 

de los militares salvo temas de la 

agenda nacional, pero no en temas 

propios militares y de la carrera, el 

bienestar, la salud o las familias 

militares. 

vemos que los altos mandos 

son genuflexos a un  
gobierno 

sátrapa y modelo, sin parangón, de 

felonía. 

En estas condiciones, creímos 

contar con el aval y 

compromiso de ese  

gobierno hecho que no sucedió 

partido Colombia Justa Libre, 

radicó el proyecto de acto  
legislativo 

ya que cada cierto tiempo vuelve a 

las páginas de los periódicos y los 

titulares de radio y televisión sin que 

tenga un desarrollo legislativo 

definitivo 

En legislaturas anteriores, por 

iniciativa de importantes 

grupos de congresistas, se 

radicaron, tanto en Cámara 

como en Senado, sendos 

proyectos de actos  

legislativo 

con los cuales se modificaba 

parcialmente el artículo 219, inciso 

2, de nuestra Carta, para que los 

miembros de la Fuerza Pública 

pudieran ejercer el derecho del 

sufragio encontrándose en servicio 

activo 

Nuevo proyecto de acto  legislativo 

Derecho al voto de militares y 

policías Cursa otra vez en el 

Congreso de la Republica 

La pregunta obligada es si un 

oficial o un suboficial en las 

Fuerzas Militares y su 

equivalente en la  

policía 

puede y debe tener el derecho de 

elegir a quien lo gobernará en los 

ámbitos local, regional o nacional 

Los militares y  policías 

de varios países de Europa, de 

Norteamérica y de América Latina, 

hoy en día hacen uso de este 

legítimo derecho 

¿cuál era la bancada que 

defendía los intereses de las 

Fuerzas Militares y de  

policía 

Encontré que no sólo no existía la 

misma claramente definida, sino que 

casi la totalidad de los miembros del 

Congreso no conocían la sociología 

militar colombiana  

En atención a que vuelve a 

sonar (por tercera o cuarta vez 

en 10 años) el tema del voto 

militar, toda vez que el  

senador 

Edgar Palacio, del partido Colombia 

Justa Libre, radicó el proyecto de 

acto legislativo, ya que cada cierto 

tiempo vuelve a las páginas de los 

periódicos y los titulares de radio y 

televisión sin que tenga un desarrollo 

legislativo definitivo 

Luego, en pleno proceso de 

paz y a mediados de 2016, el  
senador 

Roy Barreras, de forma oportunista y 

con el fin de convencer a los 

militares de apoyar el proceso, ya 

que en las bases no calaban las tesis 
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del pacto de La Habana, volvió a 

lanzar la propuesta. 

No sabría decir si esta 

iniciativa del  
senador 

Palacio obedece al oportunismo 

político propio de épocas 

preelectorales como las que vive 

nuestro país, o si es resultado de su 

carácter demócrata. 

¿Hay igualdad de condiciones 

entre los militares y los  
narcoterroristas? 

En varios comentarios, he expresado 

que la Terminación del Conflicto, 

que inició con Enrique Santos, amigo 

de los miembros del Secretariado, 

iba a ser desequilibrado y 

parcializado a favor de los 

farianos, hecho que hemos 

comprobado a través de los días y 

meses, especialmente en la 

aplicación de JEP 

Yo soy partidario de que todo 

ciudadano es libre e igual ante 

la Ley, que tiene el derecho 

natural del libre albedrío y por 

tanto debe tener derecho a 

votar, mas no a ser deliberante 

en el caso de los militares por 

sobradas razones, al menos, 

que el gobierno pretenda 

igualar a los militares, una vez, 

con los  

narcoterroristas 

que van a votar teniendo las armas, 

y siempre van favorecidos y 

protegidos desde Cuba con 

benevolencia del gobierno 

Liberan a miles de  terroristas y se persigue a los militares.  

Saben y conocen por las 

mismas declaraciones de los 

criminales del Secretariado, y 

por lo escrito en el farragoso 

mamotreto de 310 páginas, que 

las  

Farc 

van por la toma del poder para 

implantar el Socialismo, que tanto 

daño ha hecho a Venezuela, pero que 

defiende con ahínco Piedad Córdoba 

alias “Teodora”.   

Las Farc 

sí pueden votar, deliberar y ejercer 

presión con la boquilla de sus 

armas para ganar adeptos a lo largo 

y ancho del país, y eso que no les han 

entregado las emisoras… 

 

La tipificación de las concordancias, permite identificar la constitución de modelos en 

virtud de las relaciones conceptuales que se establecen en su interior, reconociendo que varias 

palabras pueden hacer referencia a un mismo actor, es preciso agruparlas, identificando tres actores 

principales, como se presentan en la Figura 7. 
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Figura 7. Agrupación de las nominaciones de actores en el corpus de los militares en retiro 

 

 

Los militares y policías en servicio activo se presentan como el actor más nominado y los 

directos afectados en la problemática planteada. Es evidente el proceso mediante el cual este grupo 

es tratado de forma diferente y en especial de forma desigual. El actor discursivo puntualiza el 

trato desfavorable o de inferioridad que se le da a este grupo de personas por poseer ciertas 

características, en razón de su profesión, que se consideran negativas y tipifican el indeseado 

fenómeno de la discriminación. 

La exposición discriminatoria del grupo social de los uniformados en servicio activo, se 

reclama y se tipifica por parte del actor discursivo en apartes como: “…pero los militares no 

¿Acaso no son ciudadanos colombianos? ¿No tienen el libre albedrío? ¿No son libres e iguales 

ante la ley según la Constitución?” “los militares nos empezamos a sentir desprotegidos y sin 

respaldo político frente a las andanadas por parte de quienes empezaron a ver al cuerpo militar 

como una amenaza para sus propósitos estratégicos...” “sin voceros en temas propios militares y 

de la carrera, el bienestar, la salud o las familias militares…” (Úsuga, discurso No 7, 2020). 

Es evidente que la exposición prolongada a experiencias de discriminación tiene 

consecuencias básicamente negativas en la calidad de vida de las personas, en este caso los 

uniformados en servicio activo, en la medida en que, al violentar un derecho fundamental, limitan 

sus aspiraciones y pueden comprometer su desarrollo social y psicológico. A través del proceso 

lingüístico de la pasivación, se representa a los militares y policías en servicio activo como el ente 
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sobre el cual recae la acción de la prohibición para ejercer el derecho al sufragio, se materializa 

mediante el subproceso de la participación, es decir, se asigna a este grupo social el rol de actores 

pacientes que forman parte de una acción colectiva. Los uniformados en servicio activo se 

configuran entonces como el actor paciente receptor negativo de la acción del gobierno nacional, 

siendo cualificado a través de la subordinación. 

El gobierno nacional, representado principalmente por las ramas legislativa y ejecutiva, a 

través del proceso lingüístico de la activación, es representado como el actor con capacidad de 

acción para la generación de una Ley que permita un cambio y restablezca el derecho al voto al 

personal uniformado. Mediante el proceso de participación, este grupo social se tipifica como los 

agentes que designan la prohibición que recae sobre los militares y policías en servicio activo y 

como quienes protegen y favorecen al grupo guerrillero FARC, otorgándoles indultos y beneficios. 

Este lugar es asignado por los productores del discurso.  

El grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia “FARC”, a través del 

proceso lingüístico de la activación, es representado como un actor con capacidad de acción en el 

panorama político del país. Mediante el subproceso de circunstancialización, se evidencia la 

formulación de las relaciones entre el gobierno y las FARC y sus acciones se enmarcan como un 

tipo de accidente temporal y espacial, producto del proceso de paz que se llevaba a cabo en la 

Habana (2012-2016), a quienes el gobierno nacional les permite, de acuerdo con los productores 

del discurso, “…votar, deliberar y ejercer presión con la boquilla de sus armas para ganar adeptos 

a lo largo y ancho del país…” (Ruíz, discurso No 3, 2017). 

De acuerdo con lo señalado anteriormente, el corpus de los militares retirados presenta una 

clara delimitación de los roles de los actores en el discurso como agentes (el gobierno nacional y 

las FARC) y como pacientes (los militares y policías en servicio activo), lo cual constituye el eje 

fundamental en la construcción de las representaciones. El actor beneficiario se representa a través 

de los militares, siendo el receptor negativo de la acción del gobierno al cortarlos del derecho al 

sufragio y sobre quien recae positivamente la acción de respetar al poder civil de la nación y de 

acatar a las normas y leyes de la República. 

Teniendo en cuenta que el actor social se concibe como un conjunto de individuos, solos u 

organizados en una colectividad de intereses, ubicados en forma estratégica en un sistema de poder, 

cuyas prácticas y tomas de posición, reflejan determinadas estrategias de acción (Pardo, 2005). En 

este sentido, el actor social (el gobierno) como agente, se representa como un sujeto con un 
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conjunto de conocimientos especializados y capacidades que le otorga el poder de controlar 

cognitiva y físicamente a sus beneficiarios (los uniformados). La perspectiva elaborada desde este 

actor como agente, permite reconocer, además, que hay quienes son propuestos para ser 

reconocidos colectivamente con el derecho de prever, orientar y determinar maneras de proceder 

en la sociedad. 

Todos los actores funcionan en un espacio público y en virtud de este existen como tales, 

es así como las diversas estrategias y recursos de representación de los actores sociales en el 

discurso posibilitó dilucidar, las maneras como se agruparon las nominaciones, un conjunto de 

rasgos definitorios de las identidades de los grupos que abren paso a la comprensión crítica de las 

representaciones propuestas por los militares en retiro y su papel en la construcción de un 

fenómeno social como lo es el voto militar. 

De esta manera se tipifica la estrategia discursiva de reordenamiento para la construcción 

de la transformación discursiva, representando a los actores sociales mediante la transformación 

de su papel discursivo-social por medio de las diversas estrategias y procesos lingüísticos 

expuestos, así, los uniformados son los beneficiarios directos de la acción discursiva, mientras que 

el gobierno y las FARC son los agentes que, mediante tejidos de interacción simbólica y física, el 

actor discursivo les asigna la capacidad de definición del ejercicio de poder y de violencia. Con la 

activación y pasivización de los actores sociales involucrados, el actor discursivo estructura las 

formas para la comprensión de la realidad, la cual representa principalmente en la urgente 

necesidad de la reactivación del derecho al voto del personal uniformado. 

3.1.3 Formas de Legitimación en el Discurso de los Militares en Retiro  

La tercera fase del análisis se centra en el estudio de la dimensión de las formas de 

legitimación. De acuerdo con  Martín Rojo y Van-Dijk (1998), desde el punto de vista discursivo, 

la legitimación se realiza en contextos institucionales, pues los entes que se involucran en este 

proceso son actores institucionales (organizaciones, organismos oficiales, parlamentos, medios de 

comunicación, entre otros), generalmente con una posición o rol especial, que justifican social, 

política y/o legalmente las acciones de la propia institución y la posición o el papel de quienes 

ocupan cargos en dichas instituciones y que ejercen poder en razón de ese cargo.  

Este análisis inicia con la elaboración del plano perceptual, emitido por el análisis de 

estadística textual del software “IRaMuTeQ”, Figura 8. En este plano las distancias en la 

representación gráfica del corpus se observan como una especie de entidades, en la que se 
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vislumbran tendencias de acuerdo con la presencia más cercana de los conceptos que pueden 

formar inclusive agrupaciones. Estas agrupaciones, conformadas por unidades léxicas, patrones, 

tropos o artículos fuertemente asociados, establecen grupos caracterizados, cuyo significado se 

concreta por la interpretación de las interrelaciones de los contenidos semánticos asociados (Pardo, 

2013). 

Figura 8. Plano perceptual corpus de los militares en retiro 

 

La estrecha relación entre la legitimación y el poder institucional hace que el discurso 

legitimador sea eminentemente político e ideológico. Es decir, según, los criterios de pertenencia, 

las actividades, los objetivos, la posición social, los recursos (o base del poder), al igual que las 

normas y valores para cada grupo, no sólo regulan y organizan las acciones de los miembros del 

grupo, sino que también pueden ser utilizadas para justificar esas acciones y la posición social del 

grupo, a través del principio de la justicia y del orden moral; en contraposición, las acciones de los 

otros grupos son consideradas incorrectas, ilegales (Van-Dijk, 1998). 

Patrick Charaudeau (2005), realiza una tipología de las imágenes de sí que los políticos 

construyen discursivamente y las divide en dos grandes tipos: el “êthos de la credibilidad”, fundado 

sobre un discurso basado en la razón y en la cualidad de ser creíble, y el “êthos de la identificación”, 

centrado en un discurso del afecto y en un proceso de identificación irracional por parte del 
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ciudadano con el político. Charaudeau (2005) agrega que a veces las imágenes que conforman el 

êthos son contradictorias entre sí y que por ello un político debe saber conciliar los contrarios. 

Lo propuesto por Charaudeau (2005) ha sido profundizado por Vitale (2013), en el marco 

del análisis del discurso político que recupera la noción retórica de ethos y mediante el empleo de 

una metodología cualitativa. Vitale (2013) caracterizó las imágenes de sí que Cristina Fernández 

de Kirchner construyó en sus discursos de asunción como medio de legitimación de liderazgo 

político, enmarcándolo en los ethos pedagógico-experto y ethos militante. 

Teniendo en cuenta lo señalado por Charaudeau (2005) y Vitale (2013), se presenta 

entonces la primera parte del análisis de las formas de legitimación del discurso de los militares 

en retiro, examinando los êthos de la credibilidad y de la identificación en los ochos discursos 

estudiados que conforman el corpus. 

El êthos de la credibilidad, específicamente con un subtipo que denomina Charaudeau 

(2005) “êthos de la competencia”, se encarna en una estrategia de legitimación del actuar de los 

uniformados, a través del discurso, basado en su formación y experiencias previas. En este êthos 

predomina el logos. Aristóteles (370 a.C) afirmó que el logos es el material del argumento, la 

forma en que un razonamiento avanza hacia el siguiente, como para mostrar que la conclusión a 

la que se tiende no solo es la correcta, sino también tan necesaria y razonable como para ser la 

única. El logos como enfoque persuasivo busca influir en los oyentes mediante la razón (Soler, 

2017). 

En el êthos de la credibilidad, que calificamos de competente-experto, los uniformados en 

retiro le asignan a los militares y policías en servicio activo la formación y experiencia necesaria 

y suficiente para acudir a las urnas en condición de ciudadanos, sin que puedan a utilizar su 

condición de uniformados para influir sobre el voto de la población civil y de sus propios 

subalternos. Este êthos de competente-experto, se tipifica en apartados discursivos como “…Hoy 

por hoy, ese miedo carecería de fundamentos, si es que alguna vez lo hubo, dado el grado de 

preparación humanística y de enfoque de los derechos civiles de la Fuerza que se reconoce en todo 

nivel social…”, “…no tiene sentido imponerles una mordaza ideológica con relación a la 

conveniencia de la Patria cuando son precisamente los encargados de hacer tangible los derechos 

sociales de cada uno de los nacionales colombianos…” (Bedoya, discurso No 1, 2013), 

“…nuestros conciudadanos deben entender claramente que los actuales miembros activos de la 

Fuerza Pública tienen una clara y firme convicción de lo que significa la total sumisión…” (Ruíz, 
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discurso No 4, 2019), “…Los uniformados colombianos de hoy, cualquiera que sea su posición en 

la pirámide, saben discernir una orden militar y examinan sus elementos antes de proceder…” 

(Espejo, discurso No 8, 2020). 

Por otra parte, el êthos de la identificación muestra a los militares como seres dotados de 

valores y convicciones que guían su acción, donde predomina el pathos. Se trata de una apelación 

a las emociones e ideales del público para suscitar sentimientos que ya residen en ellos. Un uso 

típico es intentar transmitir a la audiencia un sentimiento de rechazo hacia el sujeto de un juicio 

para influir en su sentencia; en este sentido, se puede decir que crear en la audiencia un sentimiento 

de rechazo hacia el sujeto juzgado, al margen del hecho que se está juzgando, es, en el sentido 

etimológico de la palabra, crear un argumento patético (Gross y Arthur, 2000). 

En el êthos de la identificación, que consideramos como el êthos militar, los uniformados 

en retiro califican a los militares en servicio activo como seres quienes sus convicciones guían su 

accionar, legitimándolos de ser los poseedores de las virtudes morales que se requieren para el 

correcto ejercicio de la carrera de las armas. El êthos militar se representa en enunciados de los 

discursos estudiados como: “…La historia del país, es abundante en demostraciones de la 

voluntaria marginación de las FF.MM en hechos generadores de subversión del orden…”, “…La 

sicología militar ha sido inalterable en el sentido de acatar y respetar el hecho de gobierno sin 

cuestionar su origen ni constituirse en juez de su conveniencia…”, “…Los ejércitos están 

instituidos para defender los derechos de los asociados, no para vulnerarlos…”, “…Desde 1957 la 

política colombiana se ha caracterizado por la conducta ejemplar de sus Fuerzas Armadas…”, 

“…Todo ello es índice inequívoco de que se discrimina la condición cívica de un núcleo respetable 

como el que más, de la sociedad colombiana…” (Bedoya, discurso No 1, 2013). 

Los recursos y estrategias de legitimación pueden ser utilizados, tanto por las élites como 

por aquellos grupos que en una determinada circunstancia se perciben dominados. Este fenómeno 

responde en forma global a una necesidad de reconocimiento, aceptación y aprobación de un orden 

social específico. Estas estrategias, que conforman la segunda parte del análisis de las formas de 

legitimación propuesto en este trabajo investigativo, se construyen a través de los procesos 

lingüísticos de negociación, persuasión y acusación-justificación.  

De acuerdo con lo anterior, para la identificación de los procesos lingüísticos presentes en 

el corpus, es necesario determinar los subprocesos involucrados en los apartados discursivos, que 
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ponen en evidencia el establecimiento de consensos sobre la representación de la realidad, por una 

parte, y a la formulación del lugar de los actores sociales y discursivos, por otra. 

Pardo (2013), señala por lo menos cinco subprocesos lingüísticos que se pueden identificar 

en los aparatos discursivos, siendo el primero de ellos la autorización.  Este subproceso se establece 

cuando se recurre a la ley, la moral, la tradición o lo indubitable con el fin de tomar de lo aprobado 

socialmente su valía para dotar al discurso de veracidad, empoderar al actor discursivo y de paso 

desvirtuar discursos alternos, reduciendo el lugar de poder de sus portadores.  

En el corpus de los militares en retiro se visualiza el subproceso lingüístico de la 

autorización, al reclamar con ahínco las razones por las cuales se les concede el derecho al voto 

a otros grupos con importantes funciones en la sociedad y que podrían llegar a influir en la toma 

de decisiones de los ciudadanos, señalando que “…con las mismas razones, o mejor, por la misma 

falta de razones se podía prohibir la participación de otros núcleos sociales como, por ejemplo, el 

clero o los miembros del poder judicial, que igualmente tienen labores tangentes con la 

convivencia ciudadana.” (Bedoya, discurso No 1, 2013). Así mismo, en estos apartados es posible 

identificar las formas semánticas de la equivalencia y la diferencia, mostrando justamente que se 

les diferencia, siendo grupos similares a la iglesia y el poder judicial (equivalencia), pero a ellos 

si se les permite votar (diferencia). 

De la misma forma, en los siguientes apartados se identifica como el autor discursivo se 

apoya en lo aprobado socialmente, para dar cuenta de que en otros países se les permite a los 

uniformados acceder al derecho de sufragar y en Colombia se les restringe, enfatizan que el modelo 

del voto militar a nivel mundial avanza hacia la concesión, y los legisladores en Colombia, quienes 

presumen acerca de la madurez de la democracia en el país, no realizan acciones que conduzcan a 

su implementación. Se tipifica entonces el subproceso lingüístico de la autorización, así: 

“…mientras en Colombia los legisladores se ufanan de la madurez de nuestra democracia, en 

países como Reino Unido, Estados Unidos, Francia, España, Suiza, Suecia, Israel, Bolivia, Perú, 

Ecuador, Chile, Argentina, México, el voto militar ya fue implementado…” (Espejo, discurso No 

8, 2020). Así mismo, en este fragmento es posible dilucidar cómo el autor compara a Colombia 

con otros países con una democracia sólida (equivalencia), pero en Colombia los uniformados no 

tienen derecho al voto, como en esos otros países (diferencia).  

El segundo subproceso lingüístico identificado es la racionalización. De acuerdo con 

Pardo (2013), la racionalización ocurre cuando se toman las acciones como premisas a partir de 



144 
 

las cuales se emiten conclusiones morales sobre los actores. De esta manera se rechaza el lugar de 

otros actores, de sus discursos y se reafirma el lugar de poder de quien construye el discurso. 

En el corpus objeto de estudio, los autores recurren a la moralidad para señalar al gobierno 

y a las FARC de usar el proceso de paz a su favor, perjudicando a los uniformados, puntualizando 

que “…en varios comentarios, he expresado que la terminación del conflicto, que inició con 

Enrique Santos, amigo de los miembros del Secretariado, iba a ser desequilibrado y parcializado a 

favor de los farianos, hecho que hemos comprobado a través de los días y meses, especialmente 

en la aplicación de JEP. Liberan a miles de terroristas y se persigue a los militares…” (Ruíz, 

discurso No 3, 2017), tipificándose así el subproceso lingüístico de la racionalización.  

Los militares y policías en retiro a través de su discurso, emiten conclusiones morales sobre 

los actores que conciben como “enemigos” de la autorización del voto militar. Señalan tres actores 

con una supuesta relación entre sí: la guerrilla de las FARC, el gobierno de la República de 

Venezuela y de la izquierda radical colombiana. Argumentan que las FARC “…no tienen la ética, 

la moral ni las condiciones para dictar conferencias a estudiantes…” (Ruiz, discurso No 3, 2017), 

haciendo referencia a que este ex-grupo armado hace proselitismo político por todo el país y 

mostrando a los militares como quienes verdaderamente tienen el criterio moral y hacen tangible 

los derechos sociales de cada uno de los connacionales colombianos, pero aun así se les ha coartado 

el derecho de acudir a las urnas. 

El tercer subproceso lingüístico reconocido en el corpus objeto de estudio es la evaluación. 

Pardo (2013), establece que la evaluación implica la asignación de nominaciones a los actores 

cargadas de valoraciones normativas específicas, lo cual contribuye en forma eficiente a una 

presentación positiva del “nosotros” y una construcción negativa de “ellos” (los otros). 

El subproceso de la evaluación se presenta en la asignación de dictámenes sobre la 

normatividad establecida, que este caso es constitucional, y restringe la participación democrática 

de los militares y policías, se manifiesta en apartados como: “…a mi juicio, el supuesto de hecho 

contenido en el inciso inicial del artículo 219 es concordante con incuestionables preceptos 

democráticos, en el entendido de que reitera la sujeción de los militares al poder civil y su servicio 

incondicional al Estado. El quid del asunto está en el segundo supuesto de hecho del segundo 

inciso de esta norma…” (Espejo, discurso No 8, 2020). Es de resaltar que este segundo inciso es 

el que prohíbe el derecho al voto a los militares mientras se encuentren en servicio activo, lo cual 

evidentemente es evaluado y criticado por los actores discursivos.  
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Así mismo, destacan el incumplimiento normativo por parte del estado colombiano para 

con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Carta de San José de Costa Rica de 

1969, al mantener esta restricción bajo argumentos falaces por parte de sus contradictores, lo cual 

se evidencia en apartados como: “…acaso, ¿coartar el derecho humano al sufragio no constituye 

per se una discriminación positiva? ¿La Declaración Universal de los Derechos Humanos y la 

Carta de San José de Costa Rica de 1969 no son vinculantes para el Estado colombiano en estas 

materias? Los contradictores del voto militar, una inmensa mayoría, por cierto, esgrimen toda 

suerte de argumentos…” 

En la Figura 9, se muestra la presentación positiva del “nosotros” y una construcción 

negativa de “ellos” (los otros), del corpus discursivo de los militares en retiro: 
 

Figura 9. Identificación del “nosotros” y “los otros” del corpus de los militares en retiro 

 

Figura 10. Análisis del “nosotros” en el corpus de los militares en retiro 
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Figura 11. Análisis del “los otros” en el corpus de los militares en retiro 
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El cuarto subproceso lingüístico identificado es la narrativización. Siguiendo a Hill 

(2005), la forma como se emplea la narración en el estudio de la cultura debe tener presente que 

los interlocutores van más allá de la construcción de coherencia en tanto esbozan interpretaciones 

de sentido. La narración consiste en la atención discursiva a los detalles de los acontecimientos 

para darles un carácter excepcional, lo cual permite que las acciones tomadas por el grupo 

dominante se propongan como obligatorias e inevitables en virtud de las circunstancias y 

particularidades del acontecer con el grupo dominado. 

La narrativización se representa en por parte del actor discursivo en el siguiente apartado: 

“Otros señalan los peligros de una inminente politización de la Fuerza Pública si se da luz verde a 

este derecho. Para dar sentido a su tesis, rememoran épocas de bárbaras naciones, cuando el país 

se debatió en guerras civiles en el siglo 19 y luego en el fraccionamiento bipartidista de la siguiente 

centuria, donde los cuerpos policiales estaban al servicio de las toldas conservadoras y en contra 

de las huestes liberales, en el período que todos conocemos como de la Violencia” (Espejo, 

discurso No 8, 2020). 

El actor discursivo señala como acontecimientos excepcionales los hechos ocurridos en el 

siglo 19, donde los cuerpos policiales obedecían y eran adeptos al partido conservador y realizaban 

actos en contra de los intereses del partido liberal, argumentan que ese periodo de violencia 

bipartidista en el país está superado, razón por la cual no tendría sentido mantener la restricción.  

El último proceso lingüístico que se identifica es el de mitigación. Este es el proceso a 

través del cual se reduce el papel del agente y su responsabilidad. El autor discursivo intenta 

mostrar la carencia de responsabilidad de los uniformados, presentándolos como personas que, 

independientemente del cargo militar que ostenten, no tienen la posibilidad de guiar el voto de los 

subalternos. El proceso de mitigación se representa en apartados como: “…En la práctica, un 

comandante de fuerza como el del Ejército Nacional, por ejemplo, no tiene la posibilidad de guiar 

el voto de sus hombres en una elección presidencial, como no la tiene un comandante de división 

o brigada en una votación para gobernador o un comandante de batallón o compañía cuando se 

eligen alcaldes o concejales” (Espejo, discurso No 8, 2020). 

Como se ha evidenciado, la dupla acusar-justificar implica un proceso tendiente a 

desequilibrar un ejercicio de poder a través del cuestionamiento de la veracidad, en este caso se 

cuestiona, por parte de los uniformados en retiro, la veracidad de la necesidad del mantenimiento 

de la restricción del derecho al voto y de las acciones de algunos sectores sociales como las FARC 
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y la izquierda radical, quienes los personifican como esa amenaza para preservación del orden 

social y como los principales promotores del sostenimiento del status quo. De esta manera, se 

tipifica el proceso lingüístico de acusación-justificación para la construcción de las formas de 

legitimación en el corpus de los militares y policías en retiro. 

A continuación, se presenta una línea de tiempo con la cual se cierra este capítulo y en esta 

se muestran los principales acontecimientos identificados a través del discurso de los uniformados 

en retiro, los cuales resultan claves dentro del sostenimiento de la restricción del voto militar en 

Colombia. Estos hechos son fundamentales para que el lector comprenda los fenómenos que giran 

alrededor del derecho al sufragio para los militares y policías en servicio activo y permitieron al 

investigador establecer las principales relaciones de orden cronológico señaladas en este capítulo 

y otras que serán abordadas en los próximos.
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Figura No 12. Línea cronológica: discurso de los militares en retiro 
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CAPÍTULO IV. El Discurso de las Élites Políticas: el Ejecutivo y el Legislativo 

 

El diálogo entre el poder ejecutivo y legislativo en Colombia desde 1991 ha estado marcado 

por la compleja dinámica del conflicto armado interno. A pesar de la Constitución de 1991, que 

buscó fortalecer la democracia participativa, el conflicto ha permeado las relaciones 

interinstitucionales, generando tensiones y desafíos para la gobernabilidad. 

La nueva carta magna, con su énfasis en la separación de poderes y el control político, 

buscó limitar el presidencialismo y fortalecer el Congreso. Sin embargo, el conflicto armado y la 

necesidad de respuestas rápidas dieron lugar a un uso extensivo de facultades extraordinarias por 

parte del Ejecutivo, lo que a menudo generó tensiones con el Legislativo. 

El conflicto armado ha influido en la agenda legislativa, priorizando temas de seguridad y 

defensa. Esto ha llevado a un fortalecimiento constante de las capacidades de la Fuerza Pública 

acrecentando el gasto militar11 y a la aprobación de leyes que amplían sus facultades, generando 

debates sobre el equilibrio entre seguridad y derechos humanos.  

El papel del Congreso en la búsqueda de la paz ha sido fundamental, el Legislativo ha 

jugado un rol muy importante en la aprobación de leyes de amnistía, indulto y justicia transicional. 

Sin embargo, la polarización política y los intereses partidistas han dificultado la construcción de 

consensos en torno a las políticas de paz, generando debates sobre la desmovilización, la 

reincorporación de excombatientes y la reparación a las víctimas. 

Los procesos de paz con grupos guerrilleros y paramilitares como las, AUC12, FARC13 y 

el ELN14 han generado intensos debates entre el Ejecutivo y el Legislativo.  La implementación 

de los acuerdos de paz ha enfrentado obstáculos y resistencias, poniendo a prueba la capacidad de 

diálogo y cooperación entre ambos poderes. 

Este capítulo se adentra en el análisis del discurso de dos de los actores con poder de veto 

más relevantes en el escenario político colombiano: el ejecutivo y el legislativo. Se examina cómo 

estos dos poderes del Estado se han pronunciado sobre el tema del voto militar, revelando las 

 
11 En 2023, Colombia fue el tercer país con el mayor gasto militar en América Latina y el Caribe. Durante ese año, el 

gasto en la defensa y seguridad armada del país sudamericano superó los 10.000 millones de dólares estadounidenses, 

lo cual representó un aumento en comparación con lo reportado en 2022 (Statista Research Department, 2024). 
12 Autodefensas Unidas de Colombia. 
13 Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia.      
14 Ejército de Liberación Nacional.           
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estrategias discursivas que emplean para justificar sus posiciones, ya sea a favor o en contra de la 

restricción de este derecho político para los miembros de la Fuerza Pública. 

El análisis se centra en la identificación de las formas de legitimación, transformación 

discursiva y estrategias de integración y segmentación presentes en los discursos. Se busca 

comprender cómo el ejecutivo y el legislativo construyen sus argumentos y se posicionan frente a 

un tema tan controversial como el del voto militar, especialmente en un país con una historia 

marcada por el conflicto armado interno. 

Este capítulo no sólo arroja luz sobre las posturas del ejecutivo y el legislativo frente al 

voto militar, sino que también revela las tensiones y contradicciones que subyacen en el debate. 

Se demuestra cómo los discursos de estos dos actores, a pesar de su aparente neutralidad, están 

permeados por intereses políticos e ideológicos que influyen en la forma en que se aborda el tema 

del sufragio para los miembros de la Fuerza Pública. 

De esta manera, a partir del análisis crítico del discurso del ejecutivo y el legislativo, este 

capítulo contribuye a la comprensión del complejo entramado político y social que rodea al voto 

militar en Colombia, desentrañando aspectos fundamentales que configuran un desafío para la 

consolidación de la democracia en el país. 

 

4.1 El Ejecutivo: El Discurso Políticamente Correcto 

En 1988 el presidente Virgilio Barco propuso iniciar un proceso para reformar totalmente 

la Constitución de 1886, la cual durante su siglo funcional, había sufrido sucesivas reformas 

parciales; según Barco, se requería de una reforma más profunda para sentar las bases de un nuevo 

acuerdo político en el país. La respuesta por parte de la oposición fue totalmente constructiva, 

llevando al expresidente Misael Pastrana, jefe del Partido Conservador, a firmar el Acuerdo de la 

Casa de Nariño con Barco para emprender el camino de la reforma constitucional (Calle, 2011).  

En las elecciones del 9 de diciembre de 1990 el pueblo colombiano eligió a 70 

representantes ante la Asamblea Nacional Constituyente. Uno de los resultados más importantes 

fue que se conformó un grupo de constituyentes bastante heterogéneo. Aunque la mayoría eran 

abogados, también fueron elegidos economistas, ingenieros, periodistas, dirigentes sindicales, 

deportistas, escritores, y representantes de minorías étnicas y religiosas. Esto permitió que hubiera 

miembros de los partidos tradicionales, pero también de diferentes movimientos sociales y 
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políticos, incluyendo desmovilizados de los grupos guerrilleros que participaron en los diálogos 

de paz a finales de los años 80 y comienzos de los 90 (Banrepcultural, 2023).  

De esta forma, la Asamblea contó con la dirección de Horacio Serpa, Álvaro Gómez 

Hurtado y Antonio Navarro Wolff. Dicha tarea fue realizada durante 150 días y fue culminada el 

4 de julio de 1991. La Constitución de 1991 es considerada la “Constitución de los derechos”, ya 

que reconoce y consagra no sólo los Derechos fundamentales, sino los derechos económicos y 

sociales y los derechos colectivos, o de tercera generación. Además, crea los mecanismos 

necesarios para asegurarlos y protegerlos (González, 2023).  

Resulta importante destacar que aunque la Asamblea Nacional Constituyente, como órgano 

representativo del constituyente primario, plasmó en la Constitución Política de 1991 un querer 

que existía en la sociedad, consistente en un corpus mínimo de derechos fundamentales y garantías 

para su eficacia, no siendo exclusivamente un acuerdo político, sino una norma jurídica vinculante 

para todos los actores sociales, (Ramírez, 2019), sin embargo, de acuerdo con Ciro (2020), la 

consideración del sufragio de los miembros de la Fuerza Pública no fue objeto de referencia alguna 

en las diferentes comisiones, ni en la que estudió los derechos políticos, como tampoco en la que 

evaluó los compromisos adquiridos por Colombia en materia de derechos humanos. 

Palou (1993) señala que el gobierno presentó un proyecto integral de Constitución Política 

cuyo articulado sobre la Fuerza Pública era continuista respecto de la Constitución de 1886. A su 

vez, Cabarcas puntualiza que el pensamiento de todos aquellos que afirman el silencio en estos 

temas por su carácter espinoso y la invisibilización de las discusiones, es atribuido a acuerdos 

políticos y presiones indebidas que llevaron a que “contrario al espíritu de la que prometía ser una 

Constitución progresista, el consenso alrededor del capítulo sobre la Fuerza Pública implicó 

continuidad y silencio” (2011, p. 43). No obstante, lo anteriormente señalado no pretende 

desconocer que el estado colombiano es una democracia sólida y fuerte, con una gran tradición 

dentro de la región (Cancillería, 2024). Desde 1991, en el país han sido elegidos siete presidentes 

de manera ininterrumpida, con sus respectivos vicepresidentes. 

Para el análisis de los discursos proferidos por el ejecutivo, se examinaron los 

pronunciamientos sobre el voto militar realizados por los presidentes de la república, 

vicepresidentes y ministros de defensa desde el año 1991 al 2022. Se encontraron seis soflamas en 

las cuales se realizaron manifestaciones con relación al voto militar, cinco de ellas en medios de 

comunicaciones y una en el Congreso de la República.  
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Es importante resaltar que aunque las manifestaciones sobre este tema por parte del 

ejecutivo no son exuberantes, ya que como se especificará más adelante pareciera cuanto menos 

un tema vetado para los representantes del gobierno nacional, estos pronunciamientos tuvieron 

gran relevancia a nivel nacional y se configuran como el principal discurso del ejecutivo sobre el 

derecho al sufragio del personal uniformado.  

La primera intervención objeto de análisis fue publicada por el periódico “El Espectador” 

en el año 2012 y fue titulada “Ministro de Defensa es partidario de que militares puedan votar”. 

La cartera de defensa en ese momento estaba a cargo de Juan Carlos Pinzón Bueno, quien fue 

designado en el cargo el 1 de septiembre de 2011 por el Presidente de la República, Juan Manuel 

Santos Calderón. Bajo la dirección de Pinzón Bueno, las Fuerzas Armadas asestaron los golpes 

más duros de la historia a las organizaciones guerrilleras (FARC y ELN) y bandas criminales. 

Durante este tiempo, Colombia se convirtió en país líder en cooperación en seguridad a nivel 

regional. A su salida del Ministerio de Defensa dejó a las Fuerza Armadas en el punto más alto de 

su historia en pie de fuerza, capacidades, bienestar, tecnología y presupuesto (PROBOGOTÁ, 

2018). 

En su soflama, el exministro de defensa Pinzón Bueno expresa con precisión su posición 

personal a favor del voto para el personal uniformado, señalando que “en las democracias 

importantes los militares pueden votar”, sin embargo, deja claro que el tema debe ser discutido y 

analizado “con visión de mediano plazo ya que este tema traería enormes implicaciones en el 

sistema electoral colombiano” (Pinzón, discurso No 1, 2012).  

La segunda soflama analizada fue divulgada por “Noticias RCN” en el año 2016 y fue 

titulada “Santos respalda que Fuerza Pública tenga derecho a votar tras firma de paz con las 

FARC”. La intervención del expresidente Juan Manuel Santos se dio como una reacción a la 

radicación de un proyecto de ley por parte del Senador Roy Barreras, miembro del partido político 

del presidente, que pretendía permitir ejercer el derecho al voto a los integrantes de la Fuerza 

Pública. En su intervención, el expresidente Juan Manuel Santos respaldó la posibilidad de que 

una vez que se firme la paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) se 

permitiría a los militares y policías en servicio activo votar. Es importante señalar que esta 

declaración se dio unas semanas antes de finalizar los diálogos del gobierno con las extintas FARC, 

que llevarían posteriormente a la firma del acuerdo final entre las partes (Santos, discurso No2, 

2016). 
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La tercera intervención analizada fue publicada en diario digital “LARAZONCO” el 27 de 

febrero del año 2020 y fue titulada “Duque dice ‘no’ a la propuesta de que militares voten”. La 

disertación del expresidente Iván Duque Márquez, se dio como respuesta a la propuesta que hizo 

el congresista del partido político “Centro Democrático”, Ricardo Ferro, partido por el cual fue 

elegido el expresidente Duque, en la cual se planteaba que los militares pudieran votar sin 

necesidad de que haya proselitismo al interior de las unidades y los cuarteles. El exjefe de estado 

rechazó la propuesta y enfatizó en que se debe respetar el talante apolítico de las Fuerzas Armadas, 

señalando que “con el afecto tan grande que tenemos por ellos quiero destacar y defender ese 

talante apolítico en lo que tiene que ver con la participación electoral y que se mantenga ese 

principio” (Duque, discurso No 3, 2020). 

La cuarta soflama objeto de análisis fue divulgada por la cadena radial “LA FM” el 28 de 

febrero del año 2020 y fue titulada “Vicepresidenta se aleja de posición de Duque y apoya voto de 

militares”. La intervención de la exvicepresidenta Marta Lucía Ramírez, se dio cuando fue 

cuestionada sobre cuál era su postura ante la propuesta presentada por el representante a la Cámara 

del Centro Democrático Ricardo Ferro para que tanto militares como policías pudieran votar. Al 

respecto Ramírez señaló que “obviamente cada postura es un completo contraste, pues en lo 

personal yo creo que es inconcebible hoy en día ver a tanta gente en nuestro país con derecho al 

voto y no a nuestros militares, ni policías”. Sin embargo, Marta Lucía Ramírez enfatizó que el 

presidente es quien debería determinar la postura del Gobierno al respecto (Ramírez, discurso No 

4, 2020). 

La quinta intervención analizada fue noticiada por la cadena radial “Radio Nacional” el 3 

de septiembre del año 2020 y fue titulada “Ministro de Defensa en desacuerdo con proyecto de 

voto militar”. La soflama del entonces Ministro de Defensa Carlos Holmes Trujillo se dio a 

propósito de la iniciativa que transita por el Congreso de la República, promovida por el 

Representante Édgar Palacio del partido Colombia Justa Libres, quien buscaban reformar el 

artículo 219 de la Constitución Política para así permitir a miembros de la Fuerza Pública votar. 

El exjefe de la cartera de defensa hizo referencia a lo que serían las campañas políticas dentro de 

instituciones como la Policía Nacional o las Fuerzas Militares, “No me imagino cómo sería el tema 

de campañas políticas. Sin duda alguna involucrar a las Fuerzas Militares en política, sería el peor 

error que se podría cometer en el país”, señaló Holmes Trujillo (Holmes, discurso No 5, 2020).  
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La última soflama objeto de análisis tuvo lugar el 08 de noviembre del 2022, en la Sesión 

de la Comisión Primera del Senado de la República, mientras se debatía el proyecto de Acto 

Legislativo número 030 de 2022 del Senado. En esa oportunidad, el Ministro de Defensa fue 

invitado por el presidente de la mencionada comisión junto con la cúpula militar a participar en el 

debate, solo asistió el jefe de la cartera de la defensa nacional, Iván Velásquez Gómez. 

Velázquez, en representación del ejecutivo recalcó que “la posición del gobierno insisto es en 

desacuerdo con que en las circunstancias de ahora se conceda el voto a los integrantes de Fuerza 

Pública” y señaló “que no es conveniente que a la Fuerza Pública, a los integrantes de Fuerza 

Pública se les reconozca este derecho, que es necesario avanzar en la consolidación de la 

democracia, lograr, Ojalá pronto, lograr la Paz Total de la que hablamos con toda convicción y no 

en la protección de delincuentes, sino en la necesidad de establecer en el país unas condiciones 

diferentes de convivencia, que permitan el desarrollo, el Progreso y el fortalecimiento 

democrático” (Velásquez, discurso No 6, 2022). 

 

4.1.1 Consistencia y Coherencia en el Discurso del Ejecutivo  

Con el objetivo de conocer la formación de aprobaciones y consensos entre los distintos 

actores del discurso, el conjunto de relaciones estructurales que generan nexos al interior de un 

texto y los modos en que transitan las ideas en los discursos, se presenta el resumen del corpus 

mediante el informe cuantitativo de la Figura 13. 

 

           Figura 13. Resumen del análisis de estadística textual del ejecutivo 
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Figura No 14. Estadística textual del corpus del ejecutivo

 

En la Figura 14 es posible evidenciar en el eje X el número de formas y en el eje Y la 

cantidad de veces que se repite esa forma en el corpus discursivo. Es así como en el corpus del 

ejecutivo, que está conformado por 6 intervenciones discursivas, hay un mayor número de palabras 

que se repiten pocas veces y un menor número de palabras cuya frecuencia en el corpus es mayor. 

Lo anterior, muestra la multiplicidad de recursos lingüísticos que utilizan los actores discursivos 

del ejecutivo para expresar su perspectiva ante el tema del sufragio militar en Colombia. 

A continuación, se presentan las principales formas activas del corpus con su respectiva 

frecuencia y tipo, correspondiendo a las categorías gramaticales de los adverbios, adjetivos, 

sustantivos y verbos, mientras que las formas suplementarias corresponden a las preposiciones, las 

conjunciones y los verbos auxiliares del corpus. 

Tabla 11. Clasificación de las formas del discurso del corpus del ejecutivo 

Forma Frecuencia  Tipo Forma Frecuencia  Tipo 

fuerza 34 sus hacer 8 ver 

público 20 adj crear|creer 8 ver 

militar 17 adj gobierno 7 sus 

voto 11 sus ya 6 adv 

político 9 adj tema 6 sus 

momento 9 sus proyecto 6 sus 

senador 8 sus garantía 6 sus 

país 8 sus circunstancia 6 sus 

paz 8 sus además 6 adv 
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La clasificación de las formas del corpus del ejecutivo, Tabla 11, nos permite conocer 

indicios de la forma como están organizadas las ideas en el discurso y el conjunto de unidades 

conceptuales, determinando así en un primer acercamiento al discurso del ejecutivo que el 

concepto de “derecho” no aparece dentro de las unidades conceptuales con mayor frecuencia, lo 

cual resulta cuanto menos llamativo.  

Figura 15. Nube de palabras del corpus del ejecutivo 

 

La Tabla 11 y la Figura 15, permiten establecer el tema, identificando las unidades 

conceptuales más relevantes, con más frecuencia y cognitivamente más valiosas del corpus, que 

admiten la configuración del tema, así:  

 

Tema: La Fuerza Pública: el momento político para el voto militar 

En la Tabla 12 se presentan como “temas no topicalizados” los titulares de cada uno de los 

discursos analizados y como “temas topicalizados”, la idea principal de cada discurso que pone de 

relieve lo que se expresa el autor discursivo. 

 

     Tabla 12. Topicalización del tema del corpus del ejecutivo 

Discurso 
Año de 

Publicación  
Tema No Topicalizado Tema Topicalizado 

1 2012 

Ministro de Defensa es 

partidario de que militares 

puedan votar 

El voto militar debe ser analizado con 

visión de mediano plazo. 

2 2016 Santos respalda que Fuerza 

Pública tenga derecho a 

Ya estamos hablando con ellos para ver 

cuándo es el momento adecuado para el 
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votar tras firma de paz con 

las FARC 

voto militar. Pero no mientras haya 

guerra. 

3 2020 

Duque dice ‘no’ a la 

propuesta de que militares 

voten 

Entendemos ese talante histórico de ser 

apolíticas. Yo creo que eso se debe 

preservar así. 

4 2020 

Vicepresidenta se aleja de 

posición de Duque y apoya 

voto de militares 

En lo personal yo creo que es 

inconcebible hoy en día ver a tanta gente 

en nuestro país con derecho al voto y no 

a nuestros militares, ni policías. La 

posición del Gobierno Nacional en 

relación con el voto de la Fuerza Pública 

solamente puede ser la posición del jefe 

de Estado, es decir, no hay ningún 

proyecto sobre voto militar que pueda 

hasta el momento contar con el apoyo del 

Gobierno 

5 2020 

Ministro de Defensa en 

desacuerdo con proyecto de 

voto militar 

Sin duda alguna involucrar a las Fuerzas 

Militares en política, sería el peor error 

que se podría cometer en el país. 

6 2022 

Sesión de la Comisión 

Primera del Senado de la 

República 

La posición del gobierno insisto es en 

desacuerdo con que en las circunstancias 

de ahora se conceda el voto a los 

integrantes de Fuerza Pública. 

 

Se evidencia que las unidades conceptuales tematizadas y posteriormente topicalizadas son 

similares, dan cuenta del fenómeno del voto militar y en su topicalización se conciben las 

diferencias en sus percepciones entre los diferentes actores discursivos. El ejecutivo, a través de 

los discursos objetos de análisis, coincide en afirmar que no es el momento para otorgar el voto al 

personal uniformado y se toman dos posiciones al respecto. La primera de ellas argumenta que 

debido a la situación de violencia que ha atravesado y atraviesa el país, no es conveniente el 

restablecimiento del derecho al sufragio a los militares y que esta solo será posible cuando el país 

esté en paz. La segunda posición, cierra totalmente la puerta a conceder el voto a los militares, 

argumentando que definitivamente sería un error involucrar a las Fuerzas Militares en política y 

que se debe mantener ese talante histórico de ser apolíticas.     

Siguiendo con el análisis de la consistencia y coherencia discursiva, se procede a identificar 

las principales concordancias para el corpus del ejecutivo, Tabla 13. Es importante recalcar que la 

elección de las unidades léxicas a las que se les determina y analiza sus concordancias, obedece a 

su carácter de objeto de la investigación y su elevada frecuencia de aparición en el corpus. 
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   Tabla 13. Concordancias del corpus del ejecutivo 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

Hay que tener en cuenta que en el pasado 

hubo muchas situaciones difíciles, 

muchos inconvenientes en el país, 

cuando la  

Fuerza Pública se vuelve beligerante 

A las tropas hay que preservarla y una 

manera de golpear muy severamente lo 

que es la cohesión de la  

Fuerza 

Pública sería abrir la puerta 

para que estas puedan 

participar en política 

por razón de la delicada visión 

constitucional que cumple la Fuerza 

Pública, para lo cual pueden hacer uso de 

la fuerza y de las armas, el constituyente 

dispuso que dicha  

Fuerza no es deliberante 

Nos parece que hay que garantizar la 

neutralidad de los integrantes de Fuerza  
Pública en las condiciones de ahora 

El carácter no deliberante de la Fuerza  Pública 

es una garantía de su 

neutralidad en el desarrollo de 

la vida política y democrática 

de la nación 

Consideramos que la posibilidad del 

ejercicio del voto por los integrantes de 

la Fuerza  

Pública 
podría inclusive fracturar la 

unidad de las Fuerzas Militares 

no es conveniente que a la Fuerza  Pública 

a los integrantes de Fuerza 

Pública se les reconozca este 

derecho 

hace desaconsejable que se les permita 

el  
voto 

a los miembros de la Fuerza 

Pública 

pero no hay duda que la jerarquía tiene 

un peso muy importante sustancial en 

todo el funcionamiento de las Fuerzas 

Militares y que la intención de  

voto 
porque esto tampoco nadie 

podrá asegurar 

que en las circunstancias actuales el que 

los miembros de Fuerza Pública no 

tengan el derecho al  

voto 

es para todos los partidos y 

movimientos políticos, para 

todos los candidatos, también 

una garantía. 

 

Dentro del análisis del co-texto identificado, es necesario examinar el conjunto de factores 

espaciotemporales y sociocognitivos que determinan el significado de lo expresado 

discursivamente. 

En el discurso del ejecutivo se apela a las situaciones históricas que llevaron a la 

prohibición que actualmente no permite a los uniformados acceder al voto, señalando que estos 

hechos afectaron considerablemente al país y a la democracia, por lo cual no sería conveniente 

permitir que los militares vuelvan a participar en las urnas, ya que representaría un gran riesgo 
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para el país. En la misma línea, se rotula que el conceder el voto a los militares afectaría la cohesión 

de las Fuerzas Militares y dividiría a la institución al participar en política.   

Dentro de las intervenciones del ejecutivo, es importante la mención que se realiza del uso 

de la fuerza y de las armas que tienen los uniformados por razón de su profesión, se argumenta 

que el constituyente dispuso que no fuesen deliberantes, ya que podrían utilizarlas para influenciar 

a los votantes. Así mismo, señalan que es fundamental mantener la neutralidad de las Fuerzas 

Militares y evitar que se presenten fracturas al interior de las mismas. 

Resulta muy llamativo que, independientemente del periodo histórico del discurso que se 

analiza, siempre se haga mención a que no es el momento de la reactivación del derecho al voto, 

aludiendo al conflicto que aún permanece dentro del país. Finalmente, se indica que la jerarquía 

tiene un peso muy importante y sustancial en todo el funcionamiento de la institución militar, lo 

cual podría direccionar la intención de voto de los uniformados. 

Para culminar el análisis de la coherencia y consistencia discursiva, se procede al análisis 

de la voz, esta facilita la demarcación de los puntos de vista y los modos en que éstos se expresan.  

En la Tabla 14, se presentan estas categorías para el corpus del ejecutivo.
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Tabla 14. Citaciones en el corpus del ejecutivo 

TIPO DE 

CITACIÓN 

EXPRESIÓN 

INTRODUCTORIA 
CITA 

ACTOR 

DISCURSIVO 

SENTIDO 

ASIGNADO 

Directa  

iniciar reproduciendo lo que la 

Corte constitucional dijo en la 

sentencia c-430 del 2019 dice la 

Corte 

“por razón de la delicada misión 

constitucional que cumple la Fuerza 

Pública, para lo cual pueden hacer 

uso de la fuerza y de las armas, el 

constituyente dispuso que dicha 

fuerza, no es deliberante, que no 

puede reunirse sino por orden de 

autoridad legítima, que no puede 

dirigir peticiones a las autoridades, 

excepto sobre asuntos que se 

relacionen con el servicio y la 

moralidad del respectivo cuerpo, que 

sus miembros mientras permanezcan 

en servicio activo no pueden ejercer 

la función del sufragio, ni intervenir 

en actividades o debates de partidos o 

movimientos políticos” 

Corte Constitucional 

La jurisprudencia ha 

entendido que el 

otorgamiento del voto a 

los militares en razón de 

su profesión no es 

conveniente para el país. 

Indirecta 

Y este es uno de los elementos a 

considerar respecto de este de esta 

propuesta de este proyecto, en este 

momento, en estas condiciones 

particulares, creo, como lo han 

dicho varios de los señores 

senadores 

este es realmente un tema complejo 

en el que existe de un lado el derecho 

que debe asistir a todo ciudadano para 

el ejercicio del voto y la escogencia 

de sus autoridades, pero que existe 

paralelamente una circunstancia que 

insisto, por lo menos en el momento 

de ahora, hace desaconsejable que se 

les permita el voto a los miembros de 

la Fuerza Pública. 

Senadores 

Por la situación de 

violencia que vive el país, 

no es apropiado otorgar 

el voto a los militares. 

Indirecta 
la Paz Total es una aspiración, que 

no estamos en paz, que existen, 

como ya sea planteado, como el 

existen varios conflictos hay varias 

violencias cruzadas en el país, 

Comité Internacional 

de la Cruz Roja 

Un organismo 

internacional valida que 

en el país existe un 

conflicto interno.   
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Comité Internacional de la Cruz 

Roja lo va expuesto 

Indirecta 

es una aspiración y algo por lo que 

desde el gobierno y también desde 

fuerzas políticas que acompañan al 

gobierno, se hará con toda la 

capacidad lo posible para que esa 

paz sea alcanzada, pero como lo 

señalaba el Senador De Luque, 

no hay estructura más disciplinada 

entre nosotros que las Fuerzas 

Militares, con una jerarquía que 

impone además obediencia en toda la 

estructura de las Fuerzas Militares y 

que claro en temas de esta naturaleza, 

no aplicaría la obligación de 

obediencia, pero no hay duda que la 

jerarquía tiene un peso muy 

importante sustancial en todo el 

funcionamiento de las Fuerzas 

Militares. 

Senador De Luque 

El principio de 

obediencia debida podría 

ocasionar que los 

militares voten por quien 

les ordenen sus 

superiores. 

Indirecta 

por esa propia estructura 

jerárquica por las características 

muy especiales de la Fuerza 

Pública, podrían incidir en todos 

los subordinados y aquí hay una 

gran diferencia con los ejemplos 

planteados por el Senador Chacón,  

en cuanto a la rama judicial o a los 

funcionarios de la Procuraduría 

General, inclusive de la fiscalía 

general y es precisamente esa 

estructura jerárquica. 

Senador Chacón 

Las Fuerzas Militares son 

instituciones diferentes a 

las demás existentes en el 

estado colombiano, 

donde la jerarquía tiene 

un peso determinante. 

Indirecta 

Para nosotros este proyecto en las 

circunstancias de hoy, 

consideramos que no es 

conveniente, como también lo han 

dicho algunos senadores, la misión 

de observación electoral dice 

además que  

es contraproducente que a los 

militares se les conceda, que a la 

Fuerza Pública se le conceda el 

derecho al voto. 

Misión de Observación 

Electoral  

La organización que 

promueve el ejercicio de 

los derechos civiles y 

políticos de la ciudadanía 

en Colombia respalda la 

decisión de no permitir el 

voto a los uniformados. 

Indirecta 

Yo creo que en un momento 

posterior y así como lo afirmaba el 

Senador De La Calle,  

que en su posición este no era un tema 

de principios, pero sí conveniencia 

de momento histórico. 

Senador De la Calle 

No es el momento para 

conceder el derecho al 

sufragio a los militares. 
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El ejecutivo, a través de las voces de otros actores, justifica y argumenta las razones de la 

prohibición a los militares para acceder al sufragio. Con citas de autoridades como la Corte 

Constitucional, intentan respaldar su posición continuista sobre la cual se cuestiona que por la 

misión constitucional que cumplen las Fuerzas Militares no es sano para el estado ni para las 

mismas fuerzas que están puedan acceder al voto.  

Respaldan su posición con argumentos emitidos por organismos internacionales como el 

Comité Internacional de la Cruz Roja, quienes han sentenciado que en el país existen conflictos 

cruzados aún por resolver, lo cual hace que la situación de violencia en el país sea muy delicada, 

siendo fundamental que el Estado colombiano y los grupos armados sitúen las preocupaciones 

humanitarias en el centro de los diálogos de paz. 

De igual manera, defienden y profieren los dictámenes emitidos por la Misión de 

Observación Electoral, señalando que restablecer el derecho al sufragio tendría un efecto contrario 

al deseado, es decir que, en lugar de fortalecer la democracia del país, afectaría la institucionalidad 

y podría traer grandes inconvenientes al sistema democrático colombiano, perturbando los 

derechos humanos y las libertades fundamentales en la que se ejerce la voluntad libremente 

expresada de las personas. 

De acuerdo con lo señalado anteriormente, en el análisis de la coherencia y consistencia 

discursiva del corpus del ejecutivo, se tipifica la estrategia de integración. De esta manera, los 

actores a través de su discurso presentan temas similares, co-textos próximos y voces cercanas. 

Los discursos plantean un contenido cercano, donde los conjuntos de ideas que admiten que no es 

el momento de restablecer el derecho al voto del personal militar convergen, enfatizando en que 

por la situación de violencia por la que atraviesa el país no es conveniente y que se debe trabajar 

en la consolidación de la paz, antes de especular en que los uniformados vuelvan a las urnas. 

 

4.1.2 Transformación Discursiva en el Discurso del Ejecutivo  

El análisis de la dimensión de la transformación discursiva inicia con la identificación de 

los actores mencionados en los discursos. Es así como, en el corpus del ejecutivo se identificaron 

ocho palabras con su respectiva frecuencia que nominan actores, como se evidencia en la figura 

16. 
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Figura 16. Nominación de actores del corpus del ejecutivo 

 

 

Las tipificaciones de las concordancias permiten conocer el objetivo de la nominación en el 

discurso, como se evidencia en la Tabla 15: 

Tabla 15. Concordancias de los actores en el corpus del ejecutivo 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

todos los colombianos entendamos que Nuestra  Fuerza 
Pública es un factor de unidad y no 

puede ser politizada 

La posición del Gobierno Nacional en relación 

con el voto de la  
Fuerza 

Pública solamente puede ser la 

posición del jefe de Estado 

una manera de golpear muy severamente lo que 

es la cohesión de la  
Fuerza 

Pública sería abrir la puerta para que 

estas puedan participar en política 

Desafortunadamente en el caso de Colombia, 

las experiencias en el pasado sobre la 

politización y la deliberación al interior de la  

Fuerza Pública no fueron buenas 

ya que en las democracias importantes los militares pueden votar 

Les prometí a los  militares que se les restablecería el voto 

en lo personal yo creo que es inconcebible hoy 

en día ver a tanta gente en nuestro país con 

derecho al voto y no a nuestros  

militares,  ni policías 

Sin duda alguna involucrar a las fuerzas  militares 
en política, sería el peor error que se 

podría cometer en el país. 

Algunos han mencionado lo que en el pasado 

reciente significó de un intento 

afortunadamente controlado que no avanzó de 

politización en Fuerzas Militares y muchos 

entonces afirmaban del peligro que en esta 

circunstancia representada que los  

militares 

pudieran asumir como alguno de ellos 

lo hizo, posiciones públicas de claro 

contenido partidista 

Nuestra consideración pues señor presidente 

señores  

Senadores y 

Senadoras 

Es en el momento de hoy no es 

conveniente que se avance con este 
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proyecto, que no es conveniente que a 

la Fuerza Pública a los integrantes de 

Fuerza Pública se les reconozca este 

derecho 

pues solamente el primer mandatario es quien 

tiene la potestad actualmente de direccionar 

cuál será la posición del  

Gobierno al respecto 

es una aspiración y algo por lo que desde el  Gobierno 

y también desde fuerzas políticas que 

acompañan al gobierno, se hará con 

toda la capacidad lo posible para que 

esa paz sea alcanzada 

La posición del  Gobierno 

insisto es en desacuerdo con que en 

las circunstancias de ahora se conceda 

el voto a los integrantes de Fuerza 

Pública 

nadie podría asegurar que no obstante la 

prohibición de hacer proselitismo haya 

naturalmente dentro de los cuarteles la 

expresión de afinidad de complacencia de 

cercanía con algún candidato, con algún partido 

Político 

que, por esa propia estructura 

jerárquica por las características muy 

especiales de la Fuerza Pública, 

podrían incidir en todos los 

subordinados 

Ya toca es esperar a que el Presidente 

Y el Ministro de Defensa se reúnan, 

miren bien toda esta situación y 

tomen una decisión, pues solamente 

el primer mandatario es quien tiene la 

potestad 

Sin embargo, Mientras subsista el conflicto 

armado, yo creo que no, después podríamos 

pensar que sí, una vez firmada la paz con las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia  

(FARC)  

 

Reconociendo que varias palabras pueden hacer referencia a un mismo actor, es preciso 

agruparlas, identificando cuatro actores principales, como se presentan en la Figura 17. 

Figura 17. Agrupación de las nominaciones de actores del corpus del ejecutivo 
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Los uniformados, como el actor más mencionado en los discursos del ejecutivo, son el 

punto de atención al ser los directos afectados por la restricción. Sobre el análisis de la 

transformación discursiva en este actor en particular, es importante mencionar dos hechos 

fundamentales identificados en los discursos de esta élite política. 

El primero tiene lugar en el año 2016, mientras se llevaba a cabo el proceso de paz entre el 

grupo guerrillero denominado Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el 

gobierno nacional. En ese momento el entonces Presidente de la República, Juan Manuel Santos, 

respaldó la posibilidad de que una vez se firmará la paz con las FARC se permitiera a los militares 

y policías en servicio activo votar, promesa que había anunciado desde el 2014.  “Les dije que si 

al final de mi mandato teníamos la paz, sería una posibilidad real” (Santos, discurso No2, 2016). 

Este hecho puede enmarcarse dentro de la transformación del discurso político del 

expresidente Juan Manuel Santos señalada por González (2015), quien afirma que el cambio del 

discurso político del entonces candidato Santos al del Santos presidente es innegable, modificando 

los criterios de su predecesor Álvaro Uribe, sobre los cuales se había hecho elegir. Al respecto 

señala González: 

La popularidad le hubiera permitido al expresidente Uribe Vélez ser reelegido por segunda 

vez. La población se conectó con los mensajes y la forma de gobernar de la seguridad 

democrática. A la falta de un Uribe en la contienda política, la población eligió a su legado: 

el antiguo Ministro de Defensa y alfil de Uribe: Juan Manuel Santos. El enigma sobre el 

discurso de Santos es muy grande. No podemos olvidar que hoy en día el Presidente de la 

República le ha dado un nuevo sello a su estrategia de gobierno frente a lo que se conoce 

como la seguridad democrática. Como en la tragedia griega de Edipo, desde su llegada al 

poder, Santos negó a su padre y sus acciones se encaminan a invisibilizarlo. (2015, p. 105) 
 

Es así como las posiciones hacia las Fuerzas Militares y el conflicto interno cambiaron en 

el discurso del Expresidente Santos, llevándolo a dar la palabra a los uniformados de concederles 

el derecho al sufragio si el proceso de paz con las FARC llegaba a concluir de manera exitosa. 

El segundo suceso se dio en el año 2022, cuando el entonces comandante del Ejército, 

General Eduardo Enrique Zapateiro, respondió en redes sociales a los señalamientos hechos por el 

Senador y candidato presidencial, Gustavo Petro Urrego, quien aseguró que había generales 

aliados con el “clan del Golfo”, una organización al margen de la ley (El Espectador, 2022). El 

General rechazó por el mismo medio esos señalamientos y le contestó al entonces Senador Gustavo 

Petro en una serie de trinos, en los cuales cuestionó su proceder, “Senador, no se valga de su 

investidura (inviolabilidad parlamentaria) para pretender hacer politiquería con la muerte de 

nuestros soldados, más bien cumpla con su deber ciudadano de denuncia fundamentada ante la 
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@FiscaliaCol de los hechos que usted menciona, sea quien sea” (El Espectador, 2022), dijo el 

general, entre otros duros cuestionamientos dirigidos al que sería posteriormente elegido por el 

pueblo colombiano como el primer mandatario. 

Este segundo suceso serviría como sustento para que algunos miembros de las elites 

políticas ratificaran su posición de la inviabilidad del voto militar. Para Quesada (2022), este 

acontecimiento evidenció la participación en política del entonces Comandante del Ejército y 

rompió la neutralidad que deben mantener los uniformados. Al respecto señaló Quesada (2022): 

El jefe del Ejército colombiano ha roto este viernes la neutralidad que se le presupone a 

una institución del Estado durante la campaña electoral. Eduardo Zapateiro, el 

representante más notable del ala dura y conservadora de los militares, ha atacado con 

dureza a Gustavo Petro a través de Twitter. La sorpresa en el equipo del candidato de 

izquierdas ha sido mayúscula por tratarse de un hecho tan poco usual. Petro tiene una 

relación tensa con los uniformados por su pasado guerrillero y por mantener una postura 

muy crítica con operaciones militares como la de hace unas semanas en el Putumayo, en 

la que murieron civiles en circunstancias sospechosas. Ahora ha quedado más en 

evidencia que nunca. (p. 1) 

  

Para el Ministro de Defensa Nacional, en el discurso analizado emitido en el año 2022,  

este acontecimiento representó una clara participación en política por parte del entonces 

Comandante del Ejército Nacional, señalando que “… lo que en el pasado reciente significó de un 

intento afortunadamente controlado que no avanzó de politización en Fuerzas Militares y muchos 

entonces afirmaban del peligro que en esta circunstancia representada que los militares pudieran 

asumir como alguno de ellos lo hizo, posiciones públicas de claro contenido partidista…” 

(Velázquez, discurso No 6, 2022). 

Lo expuesto anteriormente se enmarca en la estrategia discursiva de sustitución. En esta 

estrategia se modifican las formas de representación de los actores mediante los procesos de 

personalización e impersonalización, mediante los cuales los actores se presentan como seres 

humanos, para el primer caso, y se proponen como conceptos abstractos o concretos carentes de 

significación humana, para el segundo caso. La impersonalización ocurre por abstracción, es decir, 

mediante el empleo de un rasgo como sustituto del actor, o por objetualización, en otras palabras, 

cuando los actores se representan mediante su cercanía con los lugares, los entes o las actividades. 

La objetualización se reconoce a través de cuatro formas: la espacialización, en la que los actores 

se representan en relación con los espacios en los que se localizan; la autonomización de la 

producción, que se caracteriza por la representación del actor a través de sus productos; la 
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instrumentalización, que ocurre cuando los actores se representan en relación con sus herramientas 

de trabajo, y la somatización, en la que los actores se representan mediante una parte de su cuerpo  

(Pardo, 2013). 

Los militares en servicio activo son presentados por el ejecutivo como conceptos 

abstractos, inclusive como actores carentes de significación humana. Esta representación se da 

mediante la objetualización y a través de la instrumentalización. Los miembros de la Fuerzas 

Militares fueron instrumentalizados durante el proceso de paz del gobierno con la guerrilla de las 

FARC, prometiéndoles que de firmarse el acuerdo se le restablecería el derecho al voto, sin 

embargo, la paz se firmó y el restablecimiento del derecho al sufragio nunca llegó.  

Ruiz (2019) indica que el entonces presidente Juan Manuel Santos conoció en detalle el 

proyecto de restablecer el derecho al sufragio a los uniformados y no formuló objeción alguna, 

llegando a prometer públicamente que con la firma del acuerdo de paz con las FARC los militares 

volverían a las urnas, hecho que no sucedió. Esta actuación del ejecutivo puede interpretarse como 

un engaño a los uniformados, con el objetivo de mantenerlos al margen del proceso de paz y contar 

con su complacencia, haciéndoles creer que podrían llegar a formar parte de la comunidad política 

a través del sufragio, invisibilizando las críticas y observaciones que existían por parte de los 

militares en servicio activo contra el proceso de paz, convirtiéndose en un silencio favorable para 

el ejecutivo.  

En la misma línea con lo anterior, el suceso presentado con el General Zapateiro, el cual 

fue condenado enfáticamente por el Ministro de Defensa en el discurso analizado, demuestra la 

intención del Ejecutivo de mantener totalmente apartados de la arena política a los uniformados, 

exigiéndoles su condición muda como ciudadanos expulsados de la comunidad política e 

inhibiéndolos de cualquier tipo de controversia con los actores políticos. 

Finalmente, la posibilidad del restablecimiento del voto a los miembros en servicio activo 

de las Fuerzas Militares, ha sido vista por el ejecutivo como un estado futuro deseable, pero en 

todo caso alejado de las condiciones existentes en relación con el conflicto armado, por lo que se 

ha privilegiado la visión netamente instrumental de la Fuerza Pública para el mantenimiento de las 

condiciones de orden y progreso en el país, dejando a un lado la perspectiva de seres humanos 

como sujetos de derechos. 
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4.1.3 Formas de Legitimación en el Discurso del Ejecutivo 

Continuado con la última fase del análisis, se procede al estudio de las formas de 

legitimación en el discurso del ejecutivo. Como se ha mencionado anteriormente, el estudio de la 

dimensión de las formas de legitimación se construye a través de los procesos lingüísticos de 

negociación, persuasión y acusación-justificación. 

Este análisis inicia con la elaboración del plano perceptual, emitido por el análisis de 

estadística textual del software “IRaMuTeQ”. En este plano las distancias en la representación 

gráfica del corpus se observan como una especie de entidades, en la que se vislumbran tendencias 

de acuerdo con la presencia más cercana de los conceptos que pueden formar inclusive 

agrupaciones. Estas agrupaciones, conformadas por unidades léxicas, patrones, tropos o artículos 

fuertemente asociados, establecen grupos caracterizados, cuyo significado se concreta por la 

interpretación de las interrelaciones de los contenidos semánticos asociados (Pardo, 2013). 

Figura 18. Plano perceptual corpus del ejecutivo 

 

El plano perceptual corpus del ejecutivo nos permite identificar grupos concretos y tejidos 

de relación. Se evidencia en la Figura 18 como la tendencia las unidades léxicas que presentan una 

interrelación cercana forman dos agrupaciones en los dos cuadrantes superiores del plano. En el 

cuadrante superior izquierdo la agrupación se da en torno a la posibilidad del derecho político al 

voto a los militares y en el cuadrante superior derecho a la situación/momento de paz necesario 

para que esto ocurra. 
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Esta representación gráfica nos muestra la tendencia del pensamiento del ejecutivo para el 

restablecimiento del derecho al voto a los uniformados. Así las cosas, se procede a analizar cómo 

buscan legitimar en su discurso esta visión con el empleo del poder institucional. 

El primer subproceso lingüístico identificado es la racionalización, este es representado 

mediante la reafirmación del lugar de poder del ejecutivo, buscando el reconocimiento, aceptación 

y aprobación de un orden social específico y emitiendo conclusiones morales sobre los militares. 

Se evidencia en apartes del discurso como “…con todo el respeto y con el afecto tan grande que 

tenemos por ellos quiero destacar y defender ese talante apolítico en lo que tiene que ver con la 

participación electoral y que se mantenga ese principio…” (Duque, discurso No 3, 2020). Así 

mismo, se visibiliza la representación de la realidad que intenta imponer el ejecutivo en su 

discurso, “…A las tropas hay que preservarla y una manera de golpear muy severamente lo que es 

la cohesión de la Fuerza Pública sería abrir la puerta para que estas puedan participar en política…” 

(Holmes, discurso No 5, 2020). 

De igual manera, en el discurso del ejecutivo es notable como se rechaza el lugar de los 

militares como sujetos de derechos y de sus discursos, prevaleciendo otros actores como los 

partidos y movimientos políticos. Esto se evidencia mediante apartados en los cuales se señala que 

“…es contraproducente que a los militares se les conceda, que a la Fuerza Pública se le conceda 

el derecho al voto. Nos parece que hay que garantizar la neutralidad de los integrantes de Fuerza 

Pública en las condiciones de ahora, que la neutralidad hoy de la Fuerza Pública es una garantía 

para la democracia, que en las circunstancias actuales el que los miembros de Fuerza Pública no 

tengan el derecho al voto es para todos los partidos y movimientos políticos, para todos los 

candidatos, también una garantía…” (Velásquez, discurso No 6, 2022).  

El segundo subproceso lingüístico identificado es la autorización. Esta se establece cuando 

se recurre a la ley, con el fin de tomar de lo aprobado socialmente su valía para dotar al discurso 

de veracidad. El ejecutivo mediante su discurso busca respaldo en lo señalado por la Corte 

Constitucional para avalar su posición del no restablecimiento del voto al personal uniformado. Se 

visibiliza en apartados como “…podría iniciar reproduciendo lo que la Corte constitucional dijo 

en la sentencia c-430 del 2019 como ya se ha dicho, dice la Corte, por razón de la delicada visión 

constitucional que cumple la Fuerza Pública, para lo cual pueden hacer uso de la fuerza y de las 

armas, el constituyente dispuso que dicha fuerza, no es deliberante, que no puede reunirse sino por 

orden de autoridad legítima, que no puede dirigir peticiones a las autoridades, excepto sobre 
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asuntos que se relacionen con el servicio y la moralidad del respectivo cuerpo, que sus miembros 

mientras permanezcan en servicio activo no pueden ejercer la función del sufragio, ni intervenir 

en actividades o debates de partidos o movimientos políticos…” (Velásquez, discurso No 6, 2022).  

Lo anterior expone cómo el Ejecutivo, personificando la elite institucional colombiana, 

mediante el proceso lingüístico de la persuasión, busca legitimar su discurso contando con la 

adherencia de actores en oposición a la visión de mundo adoptada por este sector de la sociedad, 

visión mediante la cual expresan claramente que es un riesgo restablecer el sufragio a los militares, 

ya que podría afectar a otros actores políticos, siendo un acto que claramente abroga más por la 

dominación de los uniformados que por su comprensión y la distribución de lugares de poder. 

Esta sección finaliza con una línea de tiempo, Figura 19, en la que se exponen los 

principales acontecimientos identificados a través del discurso del ejecutivo, los cuales resultan 

claves para que lector pueda comprender algunos hechos trascendentales dentro del sostenimiento 

de la restricción del voto militar en Colombia.  
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Figura 19. Línea Cronológica: Discurso del ejecutivo
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4.2 El Discurso Fraccionado del Legislativo 

Dentro del estudio del discurso de los actores con poder de veto en el escenario colombiano 

sobre el voto militar, resulta fundamental conocer la posición del actor institucional legislativo, el 

cual desempeña un papel esencial en el sistema político de una nación y principalmente en su rol 

de promover el cambio de políticas o del statu quo, dentro lo cual, como lo afirma Tsebelis (2002), 

el número de dichos jugadores, la distancia ideológica y su cohesión interna, son características 

principales que afectan al conjunto potencial de acuerdos legislativos que pueden suplantar al statu 

quo.  

En este apartado se presenta la posición del Congreso de la República de Colombia a través 

del análisis de los discursos emitidos por esta institución, partiendo del estudio de su estructura y 

de sus integrantes, quienes representan los intereses de los diferentes partidos políticos, desde su 

posición ideológica respectiva, siendo un elemento clave en la participación política en las 

democracias contemporáneas e influyendo en el proceso de toma de decisiones que afectan a todos 

los connacionales.  

Los partidos políticos son una pieza fundamental en las sociedades contemporáneas muy 

especialmente, pero no sólo, en las sociedades democráticas. De hecho, su principal razón de ser 

es la canalización de demandas desde diferentes perspectivas ideológicas de la sociedad a las 

instituciones. Desde su origen en la Europa Occidental del siglo XIX a nuestros días, la evolución 

de los partidos políticos ha sido paralela a la de nuestra sociedad y los cambios que han sufrido 

han sido tan dinámicos como los de las sociedades donde operan (Universidad de Valencia, 2020). 

Los partidos políticos con conexiones con el Estado participan en la regulación legislativa 

y, por ende, determinan el acceso de nuevos partidos competidores por recursos del Estado. En 

casos de polarización partidista fuerte suele haber partidos antisistema por ambos extremos del 

espectro ideológico y una gran distancia ideológica tanto entre líderes de partidos como entre 

votantes. En estos casos las posibles coaliciones de gobierno son difíciles por no decir imposibles. 

Sin embargo, cuando la polarización es menor, los gobiernos de coalición surgen como 

posibilidades reales o gobiernos en minoría con apoyos puntuales generalmente estables 

(Universidad de Valencia, 2020).  

En Colombia los partidos políticos han desempeñado una importante labor legislativa a lo 

largo de la historia. A juicio de los historiadores, la semilla del Parlamento colombiano se sembró 

el 27 de noviembre de 1811, cuando se suscribe el Acta de Federación de la Provincias Unidas de 
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la Nueva Granada. Este Primer Congreso, estuvo conformado por: José Manuel Restrepo, diputado 

de la Provincia de Antioquia, y quien actuó como secretario; Enrique Rodríguez, por Cartagena; 

Manuel Campos, por Neiva, Camilo Torres, por Pamplona, y Joaquín Camacho, por Tunja. Desde 

entonces, demostrando la enorme influencia de las tesis de Montesquieu, se creó el sistema 

bicameral (Senado, 2024). 

En 1990 es revocado el Congreso y el 4 de febrero de 1991, se instala la Asamblea Nacional 

Constituyente, elegida por votación popular, cuyos 70 miembros estaban encargados de reformar 

la Carta Magna. Para el 27 de octubre de 1991, nuevamente se convoca a elecciones para los dos 

Cuerpos Legislativos que encuentran modificaciones y reformas sustanciales (Senado, 2024).  

Actualmente, el Congreso de la República de Colombia es un cuerpo colegiado, bicameral, 

integrado por el Senado de la República y la Cámara de Representantes. En total está conformado 

por 108 senadores y 187 representantes a la cámara. Las últimas elecciones legislativas de 

Colombia se realizaron el 13 de marzo de 2022, donde se eligieron 295 nuevos congresistas, 209 

hombres y 86 mujeres (MOE, 2024).  

La Constitución Política de Colombia, en el artículo 135, establece en nueve numerales, 

las facultades de cada una de las cámaras. Los numerales han sido modificados a través de los 

Actos Legislativos 1º de 2003, 1º de 2007 y el Acto Legislativo No.2 de 2015. La ley 5 de 1992. 

Principalmente le corresponde a esta institución, reformar la Constitución, hacer las leyes y ejercer 

el control político sobre el gobierno y la administración (Vanegas, 2018). 

La Constitución Colombiana de 1991 contempla la posibilidad de ser reformada a través 

de mecanismos especiales. Los mecanismos de reforma son: Asamblea Nacional Constituyente y 

el Acto Legislativo. El mecanismo de reforma mediante Acto Legislativo se tramita en el Congreso 

de la República. Pueden presentar iniciativas de reforma a la Constitución, vía Acto Legislativo, 

el Gobierno, Congreso de la República, los concejales y diputados y los ciudadanos; la iniciativa 

en cada caso debe reunir unas condiciones. El gobierno nacional para este caso lo conforma el 

Presidente de la República y el ministro del ramo correspondiente. Cuando es de iniciativa del 

Congreso el proyecto debe ser presentado como mínimo por diez (10) miembros del Congreso 

(Vanegas, 2018). 

De acuerdo con los objetivos que persigue este trabajo investigativo, es importante conocer 

los proyectos de actos legislativos que han sido presentados en el Congreso de la República por 
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diferentes Partidos o Movimientos Políticos, que demandaron la modificación del Artículo 219 de 

la constitución, para el restablecimiento del derecho al voto al personal uniformado. 

 

Tabla 16. Proyectos de actos legislativos radicados en el Congreso de la República 1991 al 2022. 

No  Documento Radicado  Año 

1 Proyecto de Acto Legislativo Cámara No.096/04 2004 

2 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 013/12 2012 

3 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 022/13 2013 

4 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 006/13 2013 

5 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 003/16 2016 

6 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 019/20 2020 

7 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 026/20 2020 

8 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 016/21 2021 

9 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 026/21 2021 

10 Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 2022 
 

En 31 años, desde 1991 hasta 2022, se han radicado diez proyectos de actos legislativos en 

el Congreso de la República con el objetivo de modificar el Artículo 219 de la Constitución. En 

promedio cada 3.2 años se ha manifestado la intención por parte de algún partido o movimiento 

político en hacer modificaciones al texto reza como sigue: “La Fuerza Pública no es deliberante; 

no podrá reunirse sino por orden de autoridad legítima, ni dirigir peticiones, excepto sobre asuntos 

que se relacionen con el servicio y la moralidad del respectivo cuerpo y con arreglo a la ley” 

(Constitución Política de Colombia, 1991). 

Para el análisis que se plantea en esta tesis, es enriquecedor conocer la posición ideológica 

de los partidos o movimientos políticos que han fungido como autores en la radicación de estos 

proyectos de actos legislativos. Juan Carlos Rodríguez, codirector del Observatorio de la 

democracia, explica que clasificar a los partidos de Colombia en una posición ideológica es difícil 

debido a que son máquinas electorales por encima de aparatos ideológicos, “En esa medida, los 

partidos pueden cobijar, dentro de su mismo partido, posiciones muy distintas” (Rodríguez, 2019). 

No obstante, el Observatorio de la democracia y el Congreso Visible, dos reconocidos 

centros académicos de investigación y análisis de opinión pública y comportamiento político y 

social del Departamento de Ciencia Política de la Universidad de los Andes, han investigado e 

indagado con la ciudadanía sobre cómo ubican a los principales partidos políticos, identificando 

particularidades en la posición de estos en el espectro ideológico en Colombia.  
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La clasificación de los partidos políticos de acuerdo con el espectro ideológico, que se 

expone en el presente trabajo, Tabla 17, se fundamenta principalmente en el estudio realizado por 

los dos prestigiosos centros académicos mencionados anteriormente. Adicionalmente, se utilizó 

información de carácter histórico y particular de cada uno de los partidos y movimientos políticos, 

que permiten comprender qué intereses persiguen.  

Tabla 17. Clasificación de partidos políticos por posición ideológica 

Derecha 
Centro 

derecha 
Centro izquierda Izquierda Independientes 

Partido 

Conservador 

Colombiano 

Partido 

Cambio 

Radical 

Partido Liberal 

Colombiano Coalición 

Lista de la 

Decencia 

Movimiento 

Convergencia 

Popular 

Movimiento 

Equipo Colombia 

Partido de la 

Unión por la 

Gente 

Movimiento Únete 

Colombia 

Movimiento 

Cívico 

Independiente 

PIN - Partido de 

Integración 

Nacional 

MIRA - 

Colombia 

Justa Libres 

ASI - Alianza 

Social 

Independiente 

Pacto 

Histórico 

Coalición 

Movimiento 

Colombia Justa 

Libres Alianza Verde 

Centro Esperanza 

Coalición 

Partido 

Comunes 

Centro 

Democrático 

Movimiento 

Alternativo 

Indígena y 

Social 
 

Aunque la última Constitución colombiana data desde 1991, solo hasta el 17 de septiembre 

del 2004 se radicó el primer Proyecto de Acto Legislativo en la Cámara de Representantes con 

No.096/04, por medio del cual se pretendía modificar el inciso 2º del artículo 219 de la 

Constitución Política de Colombia. Este documento fue radicado por 22 congresistas, entre 

Representantes y Senadores de la República de diferentes partidos o movimientos políticos. 

Un aspecto resulta altamente llamativo y que se desarrolla en el capítulo 6 de la presente 

tesis, como parte de las condiciones de producción de los discursos, es que el primer Proyecto de 

Acto Legislativo que pretendía restablecer el derecho al voto al personal uniformado, se presenta 

en el 2004, justo cuando el gobierno del entonces presidente Álvaro Uribe Vélez se encontraba en 

proceso de negociación con las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)15, el cual había iniciado 

 
15 Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) fueron una organización paramilitar, narcotraficante, terrorista y 

contrainsurgente de extrema derecha que participó en el conflicto armado interno en Colombia entre 1997 hasta su 

desmovilización en 2006, con antecedentes de grupos paramilitares y dejando posteriores grupos disidentes y 
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un año antes. Este proceso de desmovilización, desarme y reinserción se llevó a cabo en Santa Fe 

de Ralito (Tierralta, Córdoba) y el 7 de octubre de 2004, mediante una declaración denominada 

“Acto de fe por la paz”, los paramilitares reiteraron su voluntad de dejar las armas e iniciaron una 

serie de desmovilizaciones colectivas que se extendieron hasta el 11 de abril de 2006. El último 

grupo se desarmó en Urabá, justo un mes antes de la reelección del presidente. Al final se 

disolvieron 36 estructuras armadas entre bloques y frentes, para un total de 30.944 hombres y 

mujeres en todo el territorio nacional (Comisión de la verdad, 2024). 

 

Tabla 18. Autores Proyecto de Acto Legislativo Cámara No.096/04 del 2004 

No  Tipo Nombre Congresista Partido o Movimiento Político Ideología 

1 HR Sandra Rocio Ceballos Arévalo Movimiento Convergencia P. Independiente  

2 SR Jairo Clopatofsky Ghisays Movimiento Cívico Indp. Independiente  

3 HR Jaime Canal Alban Partido Conservador Colombiano Derecha 

4 HR Eduardo Enríquez Maya Partido Conservador Colombiano Derecha 

5 HR Juan Hurtado Cano Partido Conservador Colombiano Derecha 

6 HR Carlos Ramiro Chavarro Partido Conservador Colombiano Derecha 

7 HR Myriam Alicia Paredes Aguirre Partido Conservador Colombiano Derecha 

8 HR Jorge García Herreros Cabrera Partido Conservador Colombiano Derecha 

9 HR Omar Baquero Soler Partido Conservador Colombiano Derecha 

10 HR Julio Gallardo Archbold Partido Conservador Colombiano Derecha 

11 HR Roberto Camacho Weverberg Partido Conservador Colombiano Derecha 

12 SR Enrique Gómez Hurtado Partido Conservador Colombiano Derecha 

13 SR 
Manuel Ramiro Velásquez 

Arroyave  
Partido Conservador Colombiano Derecha 

14 SR Luis Alfredo Ramos Botero Movimiento Equipo Colombia Derecha 

15 HR Armando Benedetti Villaneda Partido Liberal Colombiano 
Centro - 

Izquierda 

16 HR Albino García Fernández  Movimiento Únete Colombia 
Centro - 

Izquierda 

17 HR Jairo Martínez Fernández Partido Liberal Colombiano 
Centro - 

Izquierda 

18 HR Cesar Negret Mosquera Partido Liberal Colombiano 
Centro - 

Izquierda 

19 SR Manuel Diaz Jimeno Partido Liberal Colombiano 
Centro - 

Izquierda 

20 HR Fabio Arango Torres  Partido Cambio Radical Centro - Derecha 

21 HR Eduardo Sanguino Soto Partido Cambio Radical Centro - Derecha 

22 SR Mauricio Pimiento Barrera Partido de la Unión por la Gente Centro - Derecha 

 
neoparamilitares. Se consolidó como agrupación de varios grupos paramilitares el 18 de abril de 1997 para combatir 

a las guerrillas como: FARC-EP, ELN y disidencias del EPL. Recibieron el apoyo de políticos, militares, ganaderos, 

empresarios y personas del común (Gracia, 2024). 
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Una vez realizada la clasificación por partido político de cada uno de los miembros que 

suscribieron este proyecto de Acto legislativo, es posible observar la participación según la 

tendencia ideológica. 

Figura 20. Posición ideológica autores Proyecto de Acto Legislativo Cámara No.096/2004 

 

 

En total ocho partidos y/o movimientos políticos participaron en la autoría de este primer 

Proyecto de Acto Legislativo Cámara No.096/04 del 2004. Se evidencia una mayoría de 

participación de partidos con ideología política de derecha, destacándose el Partido Conservador 

Colombiano como la institución con más congresistas suscribiendo este proyecto, 11 personas, 

conformando más de la mitad de los firmantes. 

De esta manera, se realizó la clasificación para cada uno de los diez proyectos de actos 

legislativos presentados en el Congreso de la República de Colombia, que pretendían modificar el 

Artículo 219 de la Constitución Nacional, arrojando los resultados presentados en la Tabla 19.
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Tabla 19. Participación en proyectos de actos legislativos por posición ideológica de los partidos políticos 

Ideología/Proyecto 096 
04C 

013 12S 022 
13S 

006 13S 003 16S 026 20S 019 20S 026 21S 016 21S 030 22S Total 

Derecha 55% 50% 80% 70% 0% 100% 60% 70% 70% 82% 64% 

Centro derecha 14% 20% 20% 30% 93% 0% 30% 20% 20% 9% 26% 

Centro izquierda 23% 30% 0% 0% 7% 0% 0% 0% 0% 9% 7% 

Izquierda 0% 0% 0% 0% 0% 0% 10% 10% 10% 0% 3% 

Independientes 9% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 1% 

Total 100
% 

100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 

 

 

Figura 21. Participación total en proyectos de actos legislativos por posición ideológica 
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La Figura 21 muestra con claridad la participación de los partidos políticos en la totalidad 

de los Proyectos de Actos Legislativos (10) presentados en el Congreso de Colombia, que 

pretendían modificar el Artículo 219 de la Constitución Política. Es importante señalar la 

intervención significativa de los partidos de posición ideológica de derecha, con un 64% de 

participación. Se destacan los partidos Conservador Colombiano y Colombia Justa libres, como 

los más interesados e insistentes en restablecer el voto al personal uniformado. Es sobresaliente la 

participación de los partidos de centro derecha, con un 25%, destacándose el Partido de la Unión 

por la Gente, en el impulso de estos proyectos.  

Así mismo, los partidos políticos de centroizquierda e izquierda suman tan solo un 10% de 

participación, lo cual resulta cuando menos muy extraño, ya que han sido estos partidos y 

movimientos políticos los que han abrazado las banderas de la lucha por los derechos y no 

claudicar frente a los intereses privados y del capital, para lograr una sociedad más justa. El 

comportamiento de la izquierda colombiana frente a este asunto, puede enmarcarse dentro la 

inacción “gatekeeping”, es decir, cuando la estrategia política se configura en un discurso no 

pronunciado, una ley estancada en algún comité legislativo o mantener ciertas propuestas detenidas 

en un comité y así evitar que sean votadas (Weingast y Wittman, 2006).  

Un fenómeno que podría explicar la creciente, aunque leve participación de la izquierda en 

los Proyectos de Actos Legislativos que permitan el restablecimiento del voto militar, a pesar de 

las reservas históricas, es el impulso de una estrategia pragmática en el contexto de su reciente 

protagonismo político en el escenario colombiano. El discurso de la izquierda ha evolucionado, 

reconociendo la importancia de la seguridad nacional y la necesidad de una Fuerza Pública 

profesional e incluyente, esto anudado a la necesidad de ampliar su base electoral para consolidar 

su presencia en el poder y avanzar en su agenda política, darían razón de estos acontecimientos. 

Si bien, como se expuso anteriormente, se han presentado diez proyectos de actos 

legislativos en el Congreso de la República de Colombia desde 1991 al 2022, solo existe un registro 

oficial de debate realizado en la comisión primera de un proyecto16, el Proyecto de Acto legislativo 

Senado No. 030/22 del 2022, el cual fue debatido en la sesión del 08 de noviembre de 2022, como 

consta en el Acta No 21. 

 
16 El autor de la presente tesis requirió mediante derecho de petición de fecha 24-01-2023 al Congreso de la República 

de Colombia, los registros de los debates realizados para la discusión de estos proyectos de actos legislativos, 

obteniendo como respuesta que únicamente existe registro del Acto Legislativo Senado No. 030/22 debatido en la 

plenaria de la Comisión Primera. 
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Lo anterior indica que, aunque se han radicado diez proyectos de actos legislativos para la 

modificación del Artículo 219 de la Carta Magna, estos no han sido priorizados para ser debatidos 

y han sido archivados prontamente, dándole prioridad a otras iniciativas legislativas, denotando      

el poco interés que ha tenido el legislativo en el restablecimiento del derecho al sufragio al personal 

uniformado o la forma de soslayar este asunto de la agenda política. 

El 2022 fue un año de elecciones en Colombia. El 13 de marzo se celebraron las elecciones 

legislativas donde se eligieron a los miembros de ambas cámaras del Congreso para el periodo 

2022-2026. Así mismo, el 29 de mayo se celebró la primera vuelta de la elección presidencial, en 

ella se escogieron los candidatos para la segunda vuelta a los cargos de presidente y vicepresidente 

del país para el periodo 2022-2026. Dado que la fórmula ganadora no obtuvo la mitad más uno del 

total de votos válidos, el 19 de junio de 2022 se realizó una segunda vuelta entre los dos candidatos 

con mayor votación (El País, 2022).  

Los candidatos con mayor votación en la primera vuelta fueron Gustavo Petro y su 

compañera de fórmula Francia Márquez, que obtuvieron el 40.34 % de los votos, mientras que en 

segundo lugar se ubicó Rodolfo Hernández y su fórmula vicepresidencial Marelen Castillo, que 

obtuvieron el 28.17%. El 19 de junio Gustavo Petro fue elegido con 50,44% de los votos, contra 

47,31% que obtuvo Rodolfo Hernández, tomando posesión el 7 de agosto como 61.º presidente de 

Colombia, sucesor de Iván Duque Márquez para el periodo 2022-2026 (El País, 2022). 

Una de las primeras decisiones del presidente Gustavo Petro se dio el 21 de agosto, cuando 

firmó un decreto para suspender las órdenes de captura y extradición para quienes retomaran el 

papel de negociadores con el Ejército de Liberación Nacional (ELN), grupo guerrillero con el cual 

se habían iniciado los diálogos de paz en el año 2017 bajo el gobierno de Juan Manuel Santos y 

que habían sido suspendidos en el año 2019 por el entonces presidente Iván Duque (Santana, 

2022). 

El 4 de octubre fue anunciado desde Caracas por el Gobierno colombiano y el Ejército de 

Liberación Nacional (ELN) el reinicio formal de los diálogos de paz, instalando el 21 de noviembre 

la mesa de diálogos en la Habana, Cuba, contando con el presidente de Venezuela Nicolás Maduro 

como garante del proceso de paz (El Espectador, 2024).  

El 8 de noviembre del 2022 se llevó a cabo el debate del Proyecto de Acto Legislativo 

Senado No. 030/22, por medio del cual se buscaba la aprobación del voto de la Fuerza Pública y 

mediante la modificación del artículo 219 en su inciso segundo de la Constitución Política de 
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Colombia. Este proyecto fue radicado por 11 senadores, pertenecientes a 4 partidos políticos 

diferentes, como se observa en la Tabla 20.  

Tabla 20. Autores Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 

No Tipo Nombre Congresista Partido o Movimiento 

Político 

Ideología 

1 SR Germán Alcides Blanco Álvarez Conservador Colombiano Derecha 

2 SR Óscar Barreto Quiroga Conservador Colombiano Derecha 

3 SR Juan Carlos García Gómez Conservador Colombiano Derecha 

4 HR Luis Eduardo Díaz Mateus Conservador Colombiano Derecha 

5 HR Armando Antonio Zabaraín Darce Conservador Colombiano Derecha 

6 HR Ruth Amelia Caicedo Rosero Conservador Colombiano Derecha 

7 HR Delcy Esperanza Isaza 

Buenaventura 

Conservador Colombiano Derecha 

8 HR Juan Carlos Wills Ospina Conservador Colombiano Derecha 

9 SR José Vicente Carreño Castro Centro Democrático Derecha 

10 SR Alejandro Chacón Camargo Liberal Colombiano Centro -Izquierda 

11 HR Astrid Sánchez Montes De Oca Partido de la Unión por la 

Gente 

Centro - Derecha 

 

La posición ideológica de los autores, como se muestra en la Figura 22, es en su gran 

mayoría de miembros de partidos políticos de tendencia ideológica de derecha, con una pequeña 

participación de centro derecha y centro izquierda. No hubo en este Proyecto participación de 

miembros pertenecientes a partidos políticos de tendencia ideológica de izquierda, ni siquiera del 

partido de izquierda “Coalición Pacto Histórico” del Presidente Gustavo Petro, quien se había 

posesionado como Presidente de la República 3 meses antes, proponiendo en campaña una reforma 

progresiva de las fuerzas armadas. 

  

Figura 22.  Posición ideológica autores Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 
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A la sesión del 8 de noviembre asistieron 21 senadores para debatir el Proyecto de Acto Legislativo 

Senado No. 030/22, que pretendía la modificación del artículo 219 de la Constitución Nacional 

para permitir a los uniformados acudir a las urnas. En total 19 senadores votaron el proyecto y 2 

se ausentaron. El resultado de la votación fue reñido: 9 por el SI y 10 por el NO, lo cual ocasionó 

el archivo inmediato de la iniciativa legislativa. 

 

Tabla 21. Votación Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 

No Tipo Nombre Congresista 
Partido o Movimiento 

Político 
Ideología Voto 

1 SR 
Germán Alcides Blanco 

Álvarez 
Conservador Colombiano Derecha SI 

2 SR 
María Fernanda Cabal 

Molina  
Centro Democrático Derecha SI 

3 SR Fabio Raúl Amín Saleme  Liberal Colombiano 
Centro -

Izquierda 
NO 

4 SR 
Ariel Fernando Avíla 

Martínez  

Alianza Verde Centro 

Esperanza Coalición 

Centro -

Izquierda 
NO 

5 SR 
Roy Leonardo Barreras 

montealegre  
Pacto Histórico Coalición Izquierda - 

6 SR Óscar Barreto Quiroga Conservador Colombiano Derecha SI 

7 SR 
Benedetti martelo Jorge 

Enrique 
Partido Cambio Radical  

Centro - 

Derecha 
- 

8 SR 
Alejandro Carlos Chacón 

Camargo 
Partido Liberal Colombiano 

Centro -

Izquierda 
SI 

9 SR Julio Elías Chaguis Flores  
Partido de la Unión por la 

Gente 

Centro 

derecha 
NO 

10 SR 
Humberto De la calle 

Lombana  

Alianza Verde Centro 

Esperanza Coalición 

Centro 

izquierda 
NO 

11 SR Alfredo De Luque Zuleta  
Partido de la Unión por la 

Gente 

Centro 

derecha 
NO 

12 SR Julián Gallo Cubillos  Partido Comunes Izquierda NO 

13 SR Juan Carlos García Gómez  
Partido Conservador 

Colombiano 
Derecha SI 

14 SR Alexander López Maya  Pacto Histórico Coalición Izquierda NO 

15 SR David Luna Sánchez  Partido Cambio Radical  
Centro - 

Derecha 
NO 

16 SR 
Carlos Fernando Motoa 

Solarte   
Partido Cambio Radical  

Centro - 

Derecha 
SI 

17 SR María José Pizarro Rodríguez  Pacto Histórico Coalición Izquierda NO 

18 SR 
Jonathan Ferney Pulido 

Hernández  

Alianza Verde Centro 

Esperanza Coalición 

Centro 

izquierda 
SI 

19 SR 
Aida Marina Quilcué Vivas 

 

Movimiento Alternativo 

Indígena y Social 

Izquierda

  
NO 

20 SR Paloma Valencia Laserna  Centro Democrático Derecha SI 

21 SR 
Alejandro Alberto Vega 

Pérez 
Partido Liberal Colombiano 

Centro -

Izquierda 
SI 
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En la votación del proyecto, es claro como los partidos de tendencia ideológica de derecha 

apoyaron la iniciativa legislativa y los de izquierda la rechazaron. La votación de los partidos de 

centro derecha y centro izquierda fue muy dividida, mostrando que no hay una posición radical en 

los partidos del centro (izquierda y derecha) y que sus intereses en esta materia aún no están 

totalmente definidos, sin una tendencia concreta frente al restablecimiento del voto a los militares. 

 

Figura 23. Votación Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 por posición ideológica 

 
 

Este debate es trascendental para los objetivos que persigue esta tesis, ya que en él se 

recogen los discursos que reflejan las posiciones más recientes de los partidos políticos sobre el 

voto militar en Colombia. En total intervinieron 13 senadores pertenecientes a 9 partidos políticos 

diferentes, de todas las tendencias ideológicas. Es importante resaltar que para este debate fue 

invitado el Ministro de Defensa y la cúpula militar, asistiendo únicamente el ministro17. Los 

miembros de la cúpula militar presentaron excusas por la ausencia al debate. 

 

4.2.1 Consistencia y Coherencia en el Discurso del Legislativo 

En análisis de la consistencia y coherencia discursiva, inicia con la presentación del 

informe cuantitativo del corpus del legislativo. Se observa en el análisis lexicometrico que los 13 

senadores que intervinieron generaron 17 textos, lo cual indica que hubo más de una intervención 

por congresista, siendo un corpus muy enriquecedor para la temática planteada. 

 
17 El discurso del Ministro de Defensa Iván Velásquez Gómez, fue incluido y analizado dentro del aparte de los 

discursos del ejecutivo, presentado al inicio de este capítulo. 
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Figura 24. Resumen del análisis de estadística textual del legislativo 

 

Figura 25. Estadística textual del corpus del legislativo 

 

Las gráficas 24 y 25 nos permiten observar la estadística textual del corpus, en la cual es 

posible evidenciar que en la media existe una concurrencia significativa de la frecuencia de las 

formas con la cantidad de veces que se repite esa forma en el corpus discursivo, lo cual es una 

muestra de las coexistencias lingüísticas dentro de los discursos del legislativo. 

Se continua con la identificación de las principales formas activas del corpus, señalando la 

frecuencia y tipo de las categorías gramaticales de los adverbios, adjetivos, sustantivos y verbos 

del corpus, pretendiendo vislumbrar las formas particulares de los actores discursivos para elaborar 

acuerdos o disensos. 

        Tabla 22. Clasificación de las formas del discurso del corpus del legislativo 

Forma Frecuencia  Tipo Forma Frecuencia  Tipo 

fuerza 84 sus mismo 13 adj 

derecho 57 sus interno 13 adj 

ir 49 ver ejercer 13 ver 

público 47 adj comisión 13 sus 

político 43 adj acabar 13 ver 
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militar 43 adj tema 12 sus 

decir 42 ver hablar 12 ver 

país 38 sus claro 12 adj 

votar 37 ver ciudadano 12 sus 

debatir 33 ver tiempo 11 sus 

hacer 32 ver persona 11 sus 

voto 30 sus mencionar 11 ver 

querer 29 ver manera 11 sus 

paz 27 sus ideología 11 sus 

hoy 27 adv electoral 11 adj 

crear|creer 27 ver conflicto 11 sus 

más 26 adv así 11 adv 

presidente 25 sus acá 11 adv 

dar 25 ver tomar 10 ver 

senador 23 sus siempre 10 adv 

proyecto 21 sus permitir 10 ver 

aquí 21 adv mando 10 sus 

uno 19 sus llevar 10 ver 

total 19 adj liberal 10 adj 

policía 19 sus importante 10 adj 

estado 19 sus gobierno 10 sus 

día 19 sus ejército 10 sus 

Arma 19 ver decisión 10 sus 

argumento 19 sus colombiano 10 adj 

momento 18 sus allá 10 adv 

primero 17 adj votación 9 sus 

ministro 17 sus tan 9 adv 

grande 17 adj simplemente 9 adv 

discusión 17 sus poner 9 ver 

democracia 17 sus pensar 9 ver 

vez 16 sus participación 9 sus 

ver 16 ver existir 9 ver 

señor 16 sus doctor 9 sus 

partido 16 sus congreso 9 sus 

parecer 16 ver condición 9 sus 

Colombia 16 nr civil 9 adj 

orden 15 sus ahora 9 adv 

miembro 15 sus acuerdo 9 sus 

ejemplo 15 sus sentido 8 sus 

posibilidad 14 sus reforma 8 sus 

participar 14 ver proceso 8 sus 

blanco 14 adj problema 8 sus 

podar|poder 13 ver principio 8 sus 
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Examinando las frecuencias de las principales unidades léxicas del corpus del legislativo 

y atendiendo a que estos discursos se emitieron en el marco de un debate de una iniciativa 

legislativa que pretendía la modificación del artículo 219 de la Constitución Nacional, se observan 

conceptos (resaltados en negrilla en la Tabla 22) tales como: “derecho, político, militar, votar” que 

indican una tendencia inicial a favor del reconocimiento del sufragio a los uniformados, pero 

también es posible evidenciar un segundo grupo de conceptos: “debatir, paz, arma, democracia, 

ideología y conflicto”, que dan luces iniciales de los argumentos utilizados por los opositores a la 

proposición.   

Así mismo, es conveniente identificar las mayores frecuencias de las formas activas en 

cada una de las unidades discursivas que se analizan, esto con el objetivo de conocer las unidades 

léxicas utilizadas en cada discurso y que indican la formación de las ideas principales por cada 

senador. 

       Tabla 23. Frecuencia de las formas activas por discurso del corpus del legislativo 

Senador 
N° 

Discurso 

Primera 

Forma  
Frecuencia 

Segunda 

Forma  
Frecuencia 

Barreras D1 Fuerza 9 Hoy 6 

Deluque D2 Público 12 Orden  10 

Cabal D3 Derecho 8 Votar 6 

De la calle D4 Senador 7 Fuerza 7 

Ávila D5 Fuerza 10 Debatir 6 

Gallo D6 Armar 9 Fuerza 9 

Quilcué D7 Democracia 5 Político 5 

Jotape D8 Votar 7 Ir 7 

Chacón D9 Político 7 Votar 6 

Barreto D10 Paz 5 Total 4 

Luna D11 Debatir 9 Tema 6 

Motoa D12 Fuerza 6 Argumento 5 

Blanco D13 Derecho 12 Votar 12 

 

La tabla 23 confirma la heterogeneidad discursiva presupuesta anteriormente, señalando la 

puesta en funcionamiento de la conflictividad, emergente ésta de la contradicción entre los 
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discursos de los senadores. Al realizar estas aproximaciones iniciales, hemos encontrado muchas 

divergencias entre las postulaciones de las unidades léxicas con mayores frecuencias, por lo cual 

es conveniente conocer el grafico de la nube de palabras, emitido por el software IRaMuTeQ, que 

nos permite identificar las unidades léxicas cognitivamente más valiosas del corpus del legislativo. 

                              Figura 26. Nube de palabras del corpus del legislativo 

 

La Tabla 23 y la Figura 26, nos permiten establecer el tema, el cual se muestra dividido en 

dos aristas, una que excluye y otra que incluye a los uniformados hacer parte de la comunidad 

política, así: 

Tema 1: El legítimo derecho al voto de la Fuerza Pública como ciudadanos. 

Tema 2: La paz total: condición particular para la defensa de la democracia. 

A continuación, se presentan como “temas topicalizados” la cita principal de cada discurso 

que pone de relieve lo que se expresa. Al no contar con titulares por tratarse de un debate 

parlamentario, se toma como “temas no topicalizados” el título del Proyecto de Acto Legislativo 
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Senado No. 030/22, radicado en septiembre del 2022 por los congresistas Autores Proyecto de 

Acto Legislativo. 

Tabla 24. Topicalización del tema del corpus del legislativo 

Senador 

No de 

Publicación 

- Año 

Tema No Topicalizado Tema Topicalizado 

Barreras D1 

 

 

 

 

 

Por medio del cual se 

aprueba el voto de la 

Fuerza Pública y se 

modifica el Artículo 

219, en su inciso 

segundo, de la 

Constitución Política de 

Colombia, iniciativa 

legislativa que cumple 

con las disposiciones de 

la normatividad vigente. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nosotros necesitamos que la Fuerza Pública sea 

absolutamente neutral, no beligerante, que 

garantice el estado de derecho, que no tome 

partido. 

Deluque D2 

ideología dentro de una fuerza que está armada, 

pues perdónenme, pero eso puede ser algo 

perjudicial para la democracia. 

Cabal D3 

merecen votar quienes dan su vida y exponen 

todos los días su salud física y mental 

enfrentando la barbarie en Colombia. 

De la 

calle 
D4 

el efecto puede ser sencillamente llevar la 

discusión electoral a los cuarteles, con riesgos 

muy serios para el ejercicio democrático en las 

actuales coyunturas que vive Colombia. 

Ávila D5 

pero aún hoy tenemos indicios, raíces todavía 

vivas, lo que fue ese viejo conflicto es mejor no 

echarle abono a eso (el voto militar). 

Gallo D6 

por la existencia de ese conflicto armado 

interno y que eso sí sentaría las bases para que 

se pueda considerar en otro momento la 

viabilidad de un proyecto como este. 

Quilcué D7 

no por eso estoy diciendo que estoy en contra 

de la Fuerza Pública, sino que revisemos con 

mucha detención cuál va a ser la verdadera 

participación de todos los ciudadanos, sin que 

nadie nos ponga o nos obliguen a ejercer una 

democracia que no estamos de acuerdo desde el 

territorio. 

Jotape D8 

yo estoy completamente de acuerdo y voy a dar 

mi voto positivo. Ojalá algún día puedan votar 

los que en muchas ocasiones han dado su vida 

por nosotros. 

Chacón D9 

Yo lo voy a acompañar y voy a votarlo 

favorable por el derecho que tienen también 

como cualquier otro colombiano a sufragar los 

miembros de la Fuerza Pública. 

Barreto D10 

Yo si veo también y creo que debemos darle la 

oportunidad a que las miembros de la Fuerza 

Pública participen y consoliden la democracia 

este país con su derecho al voto. 

Luna D11 
yo sí siento que las Fuerzas Militares, pues 

deben mantenerse al margen de esa discusión, 
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Por medio del cual se 

aprueba el voto de la 

Fuerza Pública y se 

modifica el Artículo 

219, en su inciso 

segundo, de la 

Constitución Política de 

Colombia, iniciativa 

legislativa que cumple 

con las disposiciones de 

la normatividad vigente. 

que en estos momentos puede conllevar la no 

participación en ese tipo de decisiones y 

determinaciones. 

Motoa D12 

aquí estamos hablando en el elemento 

fundamental del ciudadano, un atributo, una 

garantía mínima un estado social de derecho, la 

posibilidad de que todo hombre mayor de edad 

o mujer pueda depositar su voto, pueda 

participar en unas elecciones democráticas de 

su gobierno local, departamental o nacional. 

Blanco D13 

¿porque esas personas no pueden hacer lo de 

nosotros?,¿porque él les limitamos ese accionar 

por su condición militar y de policía? Por Dios, 

antes lo que hay es que enaltecerlos, nosotros 

nos abrogamos el derecho a limitar los derechos 

políticos de un ciudadano colombiano 
 

La Tabla 24 pone de presente como los argumentos en el legislativo se encuentran 

ampliamente divididos, y la votación del Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22 es una 

evidencia irrefutable. Dentro de los senadores que intervinieron en el debate se encuentran algunos 

de los políticos más reconocidos del país, por lo cual, resulta conveniente incluir dentro del análisis 

consistencia y coherencia discursiva algunos acontecimientos políticos fundamentales, que 

indiscutiblemente influyen en la posición que asumen los congresistas dentro del debate. 

El Senador Roy Barreras es miembro del partido Coalición Pacto Histórico, partido por 

medio del cual fue elegido el Presidente de la República Gustavo Petro para el periodo 2022-2026. 

En 2006 fue elegido Representante a la Cámara y en 2010 Senador de la República. En el 2011 

asumió la presidencia de la Comisión de Paz del Senado y en 2012 fue elegido presidente del 

Congreso. Desde 2014 se dedicó al proceso de paz, bajo el gobierno del entonces Presidente de la 

República Juan Manuel Santos Calderón. ha liderado normas tendientes a garantizar la seguridad 

y la paz de los colombianos, como la Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras; el Marco 

Jurídico para la Paz; la Ley de Justicia y Paz; y la Seguridad Jurídica para las Fuerzas Militares, y 

el Acto Legislativo para la Paz (Congreso Visible, 2024). 

Barreras, para dar cumplimiento a los acuerdos de paz, asumió la tarea de sacar adelante 

trascendentales leyes como la Justicia Especial para la Paz; la ley que sometería colectivamente a 

las bandas criminales; la ley de Orden Público que blindará el proceso de paz, la que otorga 

garantías a la Oposición; la ley que moderniza mecanismos de participación ciudadana; la ley de 

equilibrio de poderes. El Senador Roy Barreras, fue uno de los autores del Proyecto de Acto 



191 
 

Legislativo No. 003/16 presentado el 26 de julio del 2016, iniciativa legislativa que pretendía 

habilitar a los soldados y policías para que pudieran votar. 

El Senador Barreras, en entrevista concedida al diario “El Tiempo” el 27 de julio del 2016, 

manifestó que: 

Hoy solo los delincuentes condenados y las Fuerzas Militares no pueden votar en el país, 

y por eso creo que no podemos equiparar a los miembros de nuestra Fuerza Pública, que se 

juegan la vida todos los días en defensa de las instituciones democráticas, con delincuentes 

que ya han sido condenados. Por eso, en Colombia ese derecho hay que devolvérselo para 

corregir esa injusticia histórica. (Barreras, 2016, p. 1).  
 

Es importante recordar, como se mencionó en el capítulo 3, que para ese momento el 

gobierno se encontraba en un proceso de paz con el extinto grupo guerrillero “Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia” (FARC), y que la presentación del Acto Legislativo No. 003/16 

impulsado por el senador Barreras, se presentó meses antes de refrendarse en Colombia el acuerdo 

de paz mediante el plebiscito, en el que los ciudadanos debían votar “si” o “no” al acuerdo. Este 

suceso resulta trascendental, ya que, en esta entrevista, cuando se le cuestionó ¿Por qué presentaron 

este proyecto en esta coyuntura? Barreras afirmó “Antes se ha hecho muchas veces, pero como no 

había posibilidad de acabar con el conflicto, pues no había tenido éxito. Esa es la razón por la que 

se hace ahora, porque si los colombianos le dicen sí al plebiscito se acabará el conflicto armado 

interno. Entonces ya no hay razón para negarles ese derecho. 

Lo anterior, demuestra como el derecho al voto a los uniformados pudo ser usado como un 

elemento condicionador para promover que el pueblo colombiano votara por el “si” a los acuerdos 

de paz con las FARC, aunque el resultado del plebiscito, celebrado el 2 de octubre del 2016, fue 

una victoria para el “no” y este acuerdo tuvo que ser refrendado por el Congreso de la República 

para su aprobación final en noviembre del 2016.  

Finalmente, ser al ser interrogado Barreras por la situación de conflicto interno del país, 

con relación al otro grupo guerrillero que opera el Colombia “Ejército de Liberación Nacional” 

(ELN), el legislador respondió “Yo espero que antes de que se termine este gobierno podamos 

tener una paz completa con todas las insurgencias. Pero tampoco podemos esperar hasta que 

desaparezcan todas las formas de violencia y de delincuencia para decir que se les podrá devolver 

el voto” (Barreras, 2016). 

Esta posición de Barreras (2016) para con el voto militar cambió radicalmente, ya en el 

2022, como se estudiará a lo largo de este capítulo, el congresista aparta a los uniformados de la 
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comunidad política y condiciona su participación en las urnas a la “paz total”18, señalando que 

“Nosotros necesitamos que la Fuerza Pública sea absolutamente neutral, no beligerante, que 

garantice el estado de derecho, que no tome partido” (Barreras, 2022). 

Otra de las voces más influyentes en el legislativo es la del senador Humberto de la Calle 

Lombana, quien, con una amplia y reconocida trayectoria en el sector público, es uno de los líderes 

políticos con mayor experiencia en Colombia. Como ministro de Gobierno, De la Calle lideró el 

proceso de reforma constitucional más importante de finales del siglo XX, por lo cual es conocido 

como el padre de la Constitución de 1991 (Hicuespeakers, 2024).  

De la Calle fue el jefe del Equipo Negociador del Gobierno en las negociaciones de paz 

con las FARC (2012 – 2016). De la Calle no sólo se enfrentó al reto de negociar con la guerrilla 

más antigua de América Latina un acuerdo de paz, sino que adicionalmente tuvo que liderar la 

defensa del Acuerdo para su refrendación, ante la ciudadanía y el Congreso de la República, ante 

la más dura crítica y oposición (Hicuespeakers, 2024). Tras la firma del Acuerdo Final del Teatro 

Colón, fue candidato presidencial en 2018. Hoy, se desempeña como Senador para el Congreso 

Nacional de la República de Colombia. 

La posición del senador De la Calle sobre el restablecimiento del derecho al voto a los 

uniformados no ha cambiado desde la asamblea nacional constituyente, que dio como fruto la carta 

magna de 1991, más de veinte años después y tras ser protagonista del panorama político del país 

en trascendentales acontecimientos nacionales, como su rol de negociador en el proceso de paz 

con las FARC, donde su posición a la defensa de los derechos humanos fue siempre férrea, aún 

argumenta que permitir que los uniformados vuelvan a las urnas en la coyuntura que actualmente 

tiene el país, pondría en riesgo la democracia en Colombia.  

María Fernanda Cabal, quien es una de las poderosas voces de la derecha en el senado, es 

una empresaria, politóloga y política colombiana, miembro del partido Centro Democrático, de 

ideología conservadora, es una de las representantes más importantes de la vertiente del uribismo19 

 
18 La Paz Total es una política de Estado implementada por el actual gobierno y que fue promesa de campaña del 

presidente Gustavo Petro, que propone la finalización del conflicto mediante la implementación de fórmulas de 

negociación y acogimiento a la justicia con grupos armados con características variadas. Esta política tiene su 

nacimiento jurídico mediante la ley 2272 del año 2022 (Centro de memoria, paz y reconciliación, 2024). 
19 El uribismo es una corriente política colombiana basada en la interpretación de la ideología política del expresidente 

Álvaro Uribe Vélez, su principal representante y por cuyo apellido se da nombre a la doctrina. Las ideas uribistas se 

asocian principalmente con la Política de Seguridad Democrática y el Estado Comunitario. Esta ideología política es 

promulgada mediante el partido político “Centro Democrático” de tendencia ideológica de derecha, fundado por el 

expresidente Uribe (Rey, 2015). 
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en Colombia (Santaeulalia, 2023). Por ese partido, Cabal se presentó a las elecciones legislativas 

de 2014 fue elegida representante a la Cámara por Bogotá, y en las elecciones legislativas de 2018 

fue elegida como senadora de la república. En las elecciones legislativas del 2022, fue reelecta al 

senado con la votación más alta, dentro de las listas abiertas, entre las mujeres (Bayona, 2022). 

Recientemente declaró que será candidata a la presidencia de la república para el periodo 2026-

2030 (Santaeulalia, 2023).    

Cabal es conocida por su locuacidad y posiciones conservadoras, y se autodefine como 

“radical” (Infobae, 2021). Ha sido una de las más fuertes opositoras a los procesos de paz, 

señalando que “Históricamente los procesos de paz con los terroristas solo han servido para que 

se reorganicen y armen para atacar a la población civil que es la víctima de unos narcotraficantes” 

(Cabal, 2024). La posición de Cabal con respecto al voto militar es tajante y directa, es una férrea 

defensora a favor del restablecimiento del derecho al sufragio a los uniformados, a quienes se 

refiere como unos héroes “quienes dan su vida…por Colombia” (Cabal, 2022).      

El senador Germán Blanco Álvarez fungió como el ponente del Proyecto de Acto 

Legislativo Senado No. 030/22, es un experimentado jurista y legislador, ha sido elegido en los 

periodos 2010-2014, 2014-2018 y 2018-2022 como representante a la Cámara. En el 2020 fue 

elegido presidente de la Cámara con el apoyo de su partido (Partido Conservador Colombiano), de 

los liberales, del Partido de La U y del Centro Democrático. En 2022 dio el salto al Senado y en la 

legislatura 2023-2024 fue elegido como presidente de la Comisión Primera del Senado (La Silla 

Vacía, 2021). 

Blanco, quien milita en uno de los partidos tradicionales colombianos de tendencia 

ideológica de derecha y quien ha sido acusado por su alianza con el grupo que dirigía Óscar Suárez 

Mira, un excongresista paisa condenado por parapolítica20,  fue crítico del proceso de paz con las 

FARC. Su posición a favor del restablecimiento del derecho al sufragio a los uniformados, lo llevó 

a promover la iniciativa legislativa en la comisión primera del senado, argumentando que no se 

deben limitar los derechos políticos de un ciudadano colombiano, tales como a los uniformados.  

 
20 Parapolítica es el nombre con el que se le conoce al escándalo político desatado en Colombia a partir de 2006 por 

la revelación de los vínculos de políticos con paramilitares, con posterioridad al proceso de desmovilización que 

adelantaron varios de los grupos que conformaban las Autodefensas Unidas de Colombia. En Colombia se llama 

“paramilitares” a los grupos armados ilegales de extrema derecha que se autodenominan como autodefensas, que están 

generalmente ligados al narcotráfico, y que en el contexto del conflicto armado del país, han tenido nexos clandestinos 

con miembros de las Fuerzas Militares o de policía (Hernández, 2008). 
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Se continua en el análisis de la consistencia y la coherencia discursiva del corpus del 

legislativo con la identificación de las concordancias, determinación de los co-textos de todas las 

ocurrencias de una palabra, las cuales se seleccionan de acuerdo con el carácter de objeto de la 

investigación. 

Tabla 25. Concordancias del corpus del legislativo  

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

Yo solamente quiero invitar a la 

comisión a evitarse quizá un debate de 

fondo, que bien valdría hacerlo en otra 

época, a propósito de en qué países 

pacíficos los ciudadanos de esas 

sociedades pueden prestar sus servicios 

tanto a la ciudadanía civil como a la 

Fuerza Pública y ejercer su derecho al  

voto  

tengo varios reparos sobre él, no sobre el 

proyecto en general, sino sobre la 

ideología que consistirían en darle la 

posibilidad de que la Fuerza Pública 

tenga derecho al  

voto 
en este país. Yo creo que es el único derecho 

civil que ellos tienen hoy restringido 

porque si nosotros vamos a darle la 

posibilidad que en la Fuerza Pública 

exista el  

voto 

pues sencillamente puede existir una 

sujeción o una dependencia a lo que piensen 

los que están en la primera línea de mando 

pues le demos la posibilidad que ellos 

tengan o que tengan la posibilidad de que 

ejerzan el derecho al voto, no creo que 

ese derecho al  

voto vaya a ser completamente libre 

pero es precisamente esa confrontación 

la que llevó a Colombia a sustraer el 

derecho al  

voto 

de los miembros de las Fuerzas Armadas 

como una condición de garantía para la 

solvencia del sistema electoral 

nosotros podemos si darles el derecho a 

votar y no son solo estos países, los 

americanos, pioneros en las defensas y 

defensores del  

voto 

de los militares, han prohibido la 

participación en política de los militares, 

pero le dieron el derecho a votar a sus 

militares 

en ese orden de ideas pues los jueces de 

la república que presiden las comisiones 

escrutadoras o los funcionarios de la 

procuraduría, pues tampoco podrían 

tener ese derecho al  

voto  

Hoy hay cerca de trescientos      noventa 

mil hombres en Colombia uniformados 

que perfectamente pudieran participar en 

un ejercicio que todos conocemos que es 

secreto, que es universal, que es libre, 

que es discreto, 

el voto 

pero si el argumento como algunos aducen, 

y yo tuve la precaución de copiar varios de 

ellos, es que no se puede ser juez y parte a la 

vez, entonces yo les ruego que no volvamos 

a colocar de jurados de votación a los 

maestros de este país, porque son juez y 

parte a la vez, ni a los servidores públicos 

porque son jueces y parte a la vez, o es que 

ser juez y parte a la vez es cargar un arma, 
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las armas no necesariamente son esas que 

son tan contundentes, hay otras más y de 

ejemplos existen y muchos 

Colombia no está en  paz 

queremos que esté en paz, avanzamos hacia 

la paz total, pero tenemos un cruce de 

violencias enorme, no podemos someter a 

los soldados y policiales de Colombia, 

además a las presiones de los grupos 

criminales, para que los territorios los 

pongan a votar, es decir es la disolución del 

Estado de Derecho 

y ojalá tengamos pronto  paz 
total, para que podamos tener entonces voto 

universal total, pero no ahora, no todavía 

Esto no es un capricho, y más en un país 

que tiene un conflicto interno como el 

nuestro, que seguimos con un conflicto 

interno como el nuestro, que hemos 

avanzado y que queremos seguir 

avanzando, por eso la aceptación de esta 

comisión en el proyecto de  

paz total 

aquí vamos a llenar de estatuas y de 

premios a todos los que ustedes van a 

meter ahora en la  

paz 

total, en la paz total caben todos, pero el 

ejército no tiene derecho a ejercer el voto, 

porque? 

aquí estamos hablando de la famosa  paz 

total, de la cual hemos venido apoyando al 

gobierno, pero me deja dudas porque si la 

Paz Total se va a hablar hasta con gente que 

tiene vínculos con el narcotráfico se está 

hablando de legalizarles El 10% de sus 

fortunas y entonces la Paz Total es un 

discurso para unos, pero de restricción para 

otros 

todos queremos apostarle, como es la  paz 

Total, un tema sensible porque por medio 

hay un trasfondo, un trasfondo por supuesto 

inicialmente de derechos individuales 

Roy Barrera decía que nosotros no 

podemos igualar a esas personas, en una 

democracia como la nuestra, en el 

ejercicio del derecho al sufragio, 

entonces lo que sí podemos es igualar a 

los irregulares a los regulares que somos 

nosotros, es que acá se nos olvida que 

acabamos de crear curules para la 

paz 

que creamos curules para las víctimas, que 

tenemos curules para las negritudes y para 

los indígenas y entonces por qué no nos 

atrevemos y creamos curules para la Fuerza 

Militares 

porque estamos estigmatizando y 

depende de dónde nos sentemos o lo que 

nos corresponde hacer, lo hacemos con 

conveniencia, lo acaba de decir Roy 

Barrera al presidente del Congreso, “yo 

presenté un proyecto de esos” y ¿dónde 

está la diferencia? lo decía María 

paz 

total, y es que 300.000 personas no pueden 

votar en un país donde acaban de votar al 

congreso al senado 18 millones de personas 
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Fernanda o sea ¿qué ha cambiado? que 

hoy estamos pensando en una  

los tiempos no nos dan para convertir 

este  
Proyecto 

en un Acto Legislativo y eso lo sabemos, eso 

lo conocemos todos, porque conocemos los 

cronogramas y la técnica legislativa y cómo 

se reforma la Constitución Política 

Me hubiera gustado mucho ministro, no 

le miento, escuchar uniformados, yo sé 

que no son una fuerza deliberante, 

nosotros no pretendemos tampoco con el  

proyecto 

que así lo sea, la modificación no apunta a 

eso, enseguida podemos hablar sobre eso, 

pero conocer ellos que piensan, porque ellos 

portan el uniforme, nosotros somos muy 

circunstanciales, en esto tenemos un 

período, el nuestro es de cuatro años, el suyo 

ministro puede ser menor, de pronto puede 

ser mayor eso no lo sabe nadie. 

Yo creo que el mérito que tiene este  proyecto 

es que abre una discusión, una discusión que 

seguramente ha estado largamente aplazada, 

porque una tendencia que ha existido en 

nuestro país, seguramente por razones 

históricas, por la existencia de ese, largo 

conflicto interno, es que siempre se ha 

dejado la discusión de fondo respecto al 

papel el carácter de la Fuerzas Armadas en 

la construcción de nuestra nación 

yo creo que este proyecto hoy para la  democracia 

no sería adecuado y yo pensaría, Pues que, 

en ese sentido, digamos abordar el 

problema, o no el problema, la necesidad de 

fortalecer la democracia en el país 

nos parece fundamental que muchos de 

los ciudadanos que hoy ejercemos esta  
democracia 

desde lo que estén, no seamos entonces en 

las regiones obligados, porque si bien es una 

doctrina de obedecer, de mandar, no sea esa 

doctrina la que se imponga en este ejercicio 

de la verdadera democracia en las regiones 

la actividad castrense, pues de alguna 

forma ha señalado y así han sido las 

tradiciones incluidas en ellas, que hay 

que permanecer digamos al margen del 

debate electoral precisamente para tener 

absolutamente claro cuáles son los 

principios y los deberes que hay que 

defender, uno de ellos la  

democracia 

y la democracia pues pone muchas veces en 

su máxima expresión a liderarla, pues a 

personas de una ideología o de otra ideología 

la neutralidad que se le exige a las 

Fuerzas Militares en una 
democracia 

la defensa de la soberanía, mencionan otros 

argumentos de fuerza no deliberante 

nosotros nos suponemos de ser la  democracia 

más sólida de América, porque es donde 

menos golpes de estado se han sucedido y 

allá en esa Argentina en ese chile y en Brasil 

que sufrieron tanto esas consecuencias 

empezando la mitad del siglo pasado y hasta 

avanzadas a mitad, allá botan los militares 

Me parece que lo que debe estar 

completamente claro es que la  
coyuntura colombiana no permite hoy ese avance 
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ese reconocimiento de fiel de la balanza 

es el que me llevaría en mi caso cuando 

se tomen decisiones en el momento 

oportuno para las votaciones a oponerme 

por razones de  

coyuntura a la iniciativa del Senador blanco 

 

Es importante iniciar el análisis de las concordancias del corpus del legislativo, marcando 

un hecho que es mencionado por varios senadores durante el debate y que no resulta un detalle 

menor. Desde que se abre la discusión, el senador Germán Blanco, quien funge como uno de los 

autores y ponente del Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22, señala que, de acuerdo 

con los cronogramas, la técnica legislativa y cómo se reforma la Constitución Política en 

Colombia, en caso de que se diera una votación favorable al proyecto, los tiempos no iban a 

permitir que llegase a convertirse en un Acto Legislativo que modificara la Constitución Nacional. 

Al respecto, es necesario hacer referencia al artículo 375 constitucional, el cual señala que 

“…el trámite del proyecto tendrá lugar en dos periodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el 

primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el gobierno. En el 

segundo periodo la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada cámara. 

En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el primero” (Constitución 

Política de Colombia, 1991). 

Para comprender a cabalidad esta norma, es necesario armonizarla con el artículo 138 de 

la Constitución Política, conforme a la cual el Congreso se reúne por derecho propio en sesiones 

ordinarias, durante dos periodos por año que constituyen una sola legislatura. El primer periodo 

va del 20 de julio al 16 de diciembre y el segundo del 16 de marzo al 20 de junio; de tal manera 

que para aprobar un Acto Legislativo, se debe hacer cuatro votaciones en un periodo y cuatro en 

el otro. Esto se denomina coloquialmente “vuelta” y en cada una de ellas se surten cuatro debates 

y sus respectivas votaciones aprobatorias, para un total de ocho debates y sus votaciones (Vanegas, 

2018). 

Por lo anterior, para que un proyecto se convierta en Acto Legislativo y pueda modificar 

la Carta Magna, debe ser presentado al inicio de la legislatura, de lo contrario, necesitará de una 

gran gestión política, principalmente del gobierno nacional, para que pueda surtir los 8 debates. El 

Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22, no era de iniciativa gubernamental y no contaba 

con el apoyo del partido del gobierno, “Pacto Histórico”, por lo cual, dicha gestión no sucedería. 

La interpretación que a juicio del autor se debe dar a este suceso, es que a pesar de que los 

senadores sabían que no podría llegar a convertirse en Acto Legislativo el proyecto, decidieron 
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debatirlo y votarlo, lo cual es una señal de que el tema del voto militar ha cobrado importancia en 

el congreso y en el país, y que es un asunto que está a la orden del día los medios de comunicación 

nacional, como se presentará en el capítulo 5 de la presente tesis.  

Otro suceso muy importante que es conveniente destacar, es que a este debate legislativo 

fue invitada la cúpula militar, compuesta por: el Comandante General de las Fuerzas Militares, El 

Comandante del Ejército Nacional, el Comandante de la Armada Nacional, el Comandante de la 

Fuerza Aérea Colombiana y el Director de la Policía Nacional. Sin embargo, los uniformados no 

asistieron, así como tampoco enviaron suplentes en su representación. El senador Germán Blanco 

destacó que hubiese sido muy importante conocer su opinión, “Me hubiera gustado mucho … 

escuchar uniformados, yo sé que no son una fuerza deliberante, nosotros no pretendemos tampoco 

con el proyecto que así lo sea, la modificación no apunta a eso, … conocer ellos que piensan, 

porque ellos portan el uniforme, … ellos están en una muy bonita carrera en la que se uniforman 

y empiezan a ascender en sus grados … mayores de edad y con derechos que no solamente sean 

cívicos o civiles, sino que también podamos hablar de derechos políticos…” (2022). 

Uno de los principales argumentos emitidos por el grupo de senadores que no apoyaron la 

iniciativa legislativa, se basa en que en con la violencia que perdura en el país, no es posible 

restablecer el voto militar, ya que esto afectaría el Estado de Derecho. Por lo cual, primero debe 

haber paz total, para después contemplar esta posibilidad. Los congresistas resaltan que en el futuro 

tal vez sea conveniente tener el debate, pero con la actual coyuntura no, ya que como lo señaló el 

senador Barreras “… en los países pacíficos… la ciudadanía civil y los militares ejercen su derecho 

al voto…” (2022), y Colombia aún no está en esa condición. 

Otro de los argumentos de valor que emiten los senadores que están en desacuerdo con el 

Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22, es que el Otorgar el derecho al voto a los 

militares sería permitir que se ideologicen las fuerzas, por lo que es necesario mantener la 

neutralidad de la Fuerza Pública. En este sentido, señalan que el país necesita fortalecer la 

democracia y el permitir que los uniformados regresen a las urnas, causaría un efecto contrario, 

afectando la democracia en las regiones. 

Las causas históricas por las cuales se les prohibió el derecho al voto a los uniformados, 

aún son usadas como argumento por parte de un grupo de los legisladores. Señalan que tal como 

ocurrió en el pasado, los uniformados podrán salir a votar por los que sus superiores o la cúpula 

militar les ordene, por lo que no tendrían libertad en este sentido, al ser una fuerza militar que tiene 
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tan arraigado el principio de obediencia, que inclusive, señala el senador Ávila, podría llegar a 

causar un golpe de estado, “… puede ser que alguien diga nos robaron las elecciones y por favor 

hagan un golpe de estado o que desconozcan al elegido y que no era de la corriente que se apoyaba 

dentro de la Fuerza Militar…” (2022). 

Dentro de los argumentos presentados por el grupo de legisladores que apoyan el 

restablecimiento del voto militar, se encuentra el que en América la mayoría de estados admiten 

el derecho al voto a los uniformados y en Colombia, donde se han efectuado menos golpes de 

estado que en otros países, no se les permite el derecho al voto. Al respecto el senador Jotape 

señala que “…en países como Argentina, Bolivia, Chile, México, Nicaragua, Venezuela, Uruguay 

y Brasil si pueden votar los militares. Ahora, si miramos estos países que acabo de nombrar, en su 

gran mayoría todos han tenido gobiernos de izquierda. Ahora Argentina, Chile, Venezuela y Brasil 

han tenido dictaduras…” (2022). 

Otro de los argumentos importantes que señalan los senadores partidarios de cambiar el 

statu quo con respecto al voto militar, es que en Colombia los funcionarios de otras instituciones 

gubernamentales como la procuraduría o los jueces de la república, que tienen una gran injerencia 

en los procesos electorales, tienen derecho al voto. Estos legisladores fundamentan que, aplicando 

la misma lógica que se usa para los uniformados, entonces estos funcionarios públicos también 

deberían ser coartados del derecho al sufragio, por la influencia que pueden tener desde sus cargos 

públicos. Concluyen en que el tratamiento debería ser igual para todos estos funcionarios públicos, 

se les debe prohibir la participación en política21, pero si se les debe respetar su derecho al voto. 

Los senadores que respaldan la iniciativa legislativa, son enfáticos al señalar que dentro 

del actual programa de gobierno conocido como la paz total, se les conceden derechos e indultos 

a los miembros de los grupos guerrilleros y narcotraficantes, siendo estas organizaciones que se 

encuentran al margen de la ley, y no se les permite a los miembros de las Fuerzas Militares, quienes 

son los encargados de defender las leyes de la república que puedan participar en democracia 

eligiendo a sus gobernantes. 

 
21 El artículo 127 de la Constitución Política de Colombia Modificado por el art. 1, Acto Legislativo 2 de 2004, 

establece que a los empleados del Estado que se desempeñen en la Rama Judicial, en los órganos electorales, de control 

y de seguridad les está prohibido tomar parte en las actividades de los partidos y movimientos y en las controversias 

políticas, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. A los miembros de la Fuerza Pública en servicio 

activo se les aplican las limitaciones contempladas en el artículo 219 de la Constitución. Los empleados no 

contemplados en esta prohibición sólo podrán participar en dichas actividades y controversias en las condiciones que 

señale la Ley Estatutaria (Constitución Política de Colombia, 1991). 
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Finalmente, los legisladores que argumentan a favor del voto militar, coinciden en que el 

restablecer el derecho al sufragio a los uniformados es un reconocimiento al papel del carácter de 

la Fuerzas Armadas en la construcción de la nación.  Al punto que uno de ellos va más allá del 

simple derecho al voto y propone en un futuro acercar aún más a los uniformados a la comunidad 

política, señalando que “…acabamos de crear curules para la paz, que creamos curules para las 

víctimas, que tenemos curules para las negritudes y para los indígenas y entonces por qué no nos 

atrevemos y creamos curules para la Fuerza Militares, eso no es tan no es tan descabellado…” 

Blanco (2022). 

A continuación, se procede con la identificación de las voces a través de las citaciones, por 

medio de las cuales los actores discursivos del corpus del legislativo buscan darle fuerza a su 

argumento y fortalecen sus ideas.  

 

Tabla 26. Citaciones en el corpus del legislativo  

TIPO  

 

 

EXPRESIÓN 

INTRODUCTORIA 

 

CITA 

 

ACTOR 

DISCURSIVO 

SENTIDO 

ASIGNADO 

Indirecta 
en la vieja y clásica 

definición de Max Weber 

es que a la par con la 

mano tendida noble 

generosa y posible de la 

paz total, debe 

acompañarse con el 

puño firme de la fuerza 

legítima del estado, que 

es la única posibilidad 

de supervivencia de 

Estado de derecho 

Max Weber 

El rol de las 

Fuerzas 

Militares es 

indispensable 

para que existe 

el estado de 

derecho. 

Indirecta  

uno se va a los teóricos 

como Hobbes, Rousseau 

sobre el leviatán y sobre el 

estado, a uno lo que le dicen 

es el aparato militar 

tiene el uso legítimo de 

la fuerza y el único que 

se puede utilizar bajo 

ciertas condiciones en 

democracia 

Hobbes, 

Rousseau 

Es un error 

introducir en 

el debate 

político a los 

que tienen el 

uso legítimo 

de la fuerza. 

Indirecta 

Luigi ferrajoli, político, 

escritor autor italiano, un 

garantista jurídico y mire lo 

que decía Por qué nosotros 

nos abrogamos 

legítimamente decidir la 

violación de un derecho o 

no decidir la satisfacción de 

un derecho social 

ninguna mayoría, 

ninguna y menos si es 

democrática puede 

limitar derechos 

Luigi Ferrajoli 

Nadie debe 

restringir 

derechos en 

una 

democracia. 
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En la primera citación se evidencia como el Senador Roy Barreras hace referencia al 

concepto de Estado planteado por Marx Weber, para justificar la necesidad de mantener alejados 

de la comunidad política a los uniformados. Barreras acude a lo planteado por Weber (1968), en 

el cual el concepto de Estado se torna co-extensivo al concepto de sociedad. En otras palabras, las 

sociedades, en algún punto de su desarrollo histórico, existen como tales, solamente en forma de 

Estados, es así como el Estado abarca a los habitantes de un territorio determinado y requiere 

instituciones gubernamentales para proteger tal asociación de las amenazas externas y del caos 

interno (Insuani, 2020).  

Para el senador Barrera (2022), las Fuerzas Militares como parte de estas instituciones 

gubernamentales, deben mantenerse al margen de la política, lo cual incluye que no puedan asistir 

a las urnas a ejercer el derecho al sufragio, y más bien enfocar sus esfuerzos en ejecutar la fuerza 

legítima del Estado, esto permitirá mantener el Estado de Derecho. 

La segunda cita reconocida en el corpus del legislativo, es la realizada por el senador Ariel 

Ávila, quien hace referencia a lo señalado por Hobbes y Rousseau sobre el leviatán y sobre el 

estado. Al respecto, Hobbes supone que los hombres renuncian a su libertad política y se 

subordinan completamente al poder del Estado de forma voluntaria. Hobbes desarrolla su idea del 

contrato o pacto social, desarrollado por los hombres como garantía de la seguridad individual y 

como forma de poner fin a los conflictos que, por naturaleza, generan estos intereses individuales 

(Hobbes, 1651).  

Por su parte, el contrato social Rousseauninano consiste en la eliminación de los egoísmos 

individualistas mediante la sumisión de cada ciudadano a la voluntad general (“volonté génerale”) 

unánime y asamblearia. Es así como solamente un acuerdo entre ciudadanos puede llegar a mitigar 

las desastrosas consecuencias de una sociedad corrupta. Nace así la necesidad del contrato social 

(Rousseau, 1959).  

El senador Ávila (2022), acude a estos dos autores con el fin de fortalecer su argumento y 

justificar la necesidad de que los uniformados se mantengan apartados de la política y de las urnas, 

ya que, al ser los responsables del uso legítimo de la fuerza, deben renunciar a su libertad política 

y estar completamente subordinados al poder del Estado, con lo cual se evitan desastrosas 

consecuencias en la sociedad. Sin embargo, este es un alto precio para garantizar la seguridad 

física y vital. 
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La tercera cita examinada es la que realizó el senador Germán Blanco, miembro del Partido 

Conservador y ponente del Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 030/22. Blanco (2022), 

referencia lo propuesto por Ferrajoli, jurista italiano, discípulo de Norberto Bobbio; uno de los 

principales teóricos del garantismo jurídico, teoría que desarrolló inicialmente en el ámbito del 

Derecho penal, pero que considera, en general, un paradigma aplicable a la garantía de todos los 

derechos fundamentales (Rodríguez, 2008). 

De acuerdo con Ferrajoli (1999), los derechos fundamentales forman parte de la esfera de 

lo indecidible: aquello que se expropia del control y decisión de las mayorías, aún en una 

democracia, a partir de su incorporación en las Constituciones. Ninguna mayoría, aún por 

unanimidad, puede decidir su abolición o reducción. La legitimidad democrática surge, entonces, 

a partir del respeto por esos derechos. 

Para Ferrajoli (1999), los derechos fundamentales se constituyen como la ley del más débil 

en oposición a la ley del más fuerte que regiría en su ausencia. Es por esto que la protección de 

estos derechos no puede quedar en manos de esas mayorías, siempre contingentes, que son las 

principales amenazas para los derechos y también su objeto principal de control. 

El senado Blanco acude a los argumentos planteados por Ferrajoli, para demostrar que el 

derecho al sufragio, como un derecho fundamental, se encuentra en la esfera de lo indecidible. Se 

trata del conjunto de principios que, en democracia, están sustraídos a la voluntad de las mayorías. 

Por lo cual, argumenta Blanco (2022), ninguna institución, ni siquiera en democracia, tiene el 

derecho a limitar estos derechos. 

De acuerdo con todo lo señalado en el análisis de la coherencia y consistencia discursiva, 

el corpus del legislativo establece co-textos aislados, temas distintos y voces distintas, tipificando 

la estrategia discursiva de segmentación. En esta estrategia se presentan ideas conflictivas aisladas 

entre sí, tal como se ha demostrado a lo largo de este apartado, un grupo de senadores manifiestan 

en su discurso que se les debe restablecer el derecho al sufragio a los miembros de las Fuerzas 

Militares y otro grupo aboga por continuar con la limitación del derecho político del sufragio a los 

uniformados. 
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4.2.2 Transformación Discursiva en el Discurso del Legislativo 

En esta fase el análisis se centra principalmente en el estudio de la dimensión de la 

transformación discursiva, teniendo como objetivo la identificación de las estrategias discursivas 

en los procesos que ocurren en la constitución de formas de nominación de los actores. Es así como 

en el corpus del legislativo se identificaron las formas con su respectiva frecuencia que nominan 

actores, como se evidencia en la Figura 27.. 

 

                  Figura 27. Nominación de actores del corpus del legislativo 

 

 

Las tipificaciones de las concordancias nos permiten conocer el objetivo de la nominación 

en el discurso del legislativo, como se evidencia en la Tabla 27:
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Tabla 27. Concordancias de los actores en el corpus del legislativo 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

porque cuando uno presenta un proyecto defiende el 

proyecto, es el criterio y el pensamiento de quienes hoy están 

uniformados o de quienes dirigen las instituciones de la 

Policía o de las  

Fuerzas Militares 

en sus tres áreas, porque ese es el mensaje que están 

esperando los cerca de cuatrocientos mil uniformados, entre 

Policía y Fuerzas Militares, que tiene el país y que todos 

obviamente mayores de edad, que tienen la expectativa, la 

gran mayoría de ser igualados 

la gran mayoría de los países del mundo, en la gran mayoría 

de los países del Mundo, señor ministro, los miembros de la  
Fuerza Militar y de la policía ejercen el derecho al sufragio 

imagínense cómo sería entonces con la  Fuerza Pública 

en donde vuelvo y digo yo, tangencialmente, hago parte como 

Teniente de la reserva, pero sí me preocupa que ese don de 

mando, esa estructura jerárquica, es deber cumplir las órdenes 

de los superiores, sea atendida como un deber y restricto de 

cumplir la orden, de seguir la ideología política de quién nos 

gobierna, en términos de impartir órdenes 

En países como Argentina y Brasil, donde en efecto hubo 

dictaduras, eso no sucedió en Colombia igual y 

posteriormente entiendo que también en países como 

Ecuador y en Perú tienen derecho a voto los miembros de la  

Fuerza Pública 

no tienen derecho a que tengan candidatos, ni se lance 

ninguno de ellos activo, pero es increíble como aquí hay una 

complacencia enorme con la subversión, con las acciones 

criminales disfrazadas de romanticismo revolucionario 

que porque si actuaron o estuvieron involucrados en 

violación de derechos humanos, con las garantías que hay en 

Colombia para que un miembro de la  

Fuerza Pública 

se defienda? por favor cualquiera que haya sido miembro de 

la Fuerza Pública puede quedar involucrado en cualquier 

investigación 

es un reconocimiento justamente al papel de fiel de la 

balanza en materia electoral que cumplen las  
Fuerzas Armadas en Colombia 

involucrar a las  Fuerzas Armadas 

a través del voto en discusiones de carácter político, así sean 

en la intimidad las decisiones de cada quien. Sin embargo, con 

un principio de obediencia rígido que distingue 

particularmente a los militares 

Lo segundo es una contradicción de fondo, que hoy por 

ejemplo en Brasil lo vemos, y es que la  
Fuerzas Militares terminan subordinadas a quien termina siendo elegido y 

puede ser que alguien diga nos robaron las elecciones y por 
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favor hagan un golpe de estado o que desconozcan al elegido 

y que no era de la corriente que se apoyaba dentro de la Fuerza 

Militar, entonces hay una contradicción 

El tercer argumento y es que las  Fuerzas Militares 

no son o no tienen un carácter normal del funcionario público, 

son los encargados del uso legítimo de la fuerza, de cuidar las 

armas 

es que uno no puede ser juez y parte, las  Fuerzas Militares 

encargan del día de las elecciones y custodian los votos, la 

Fuerza Pública, entonces si usted los hace parte, un ejemplo 

cuando trasladan los votos de la guayacana Tumaco, eso es el 

Tumaco, Costa Pacífica nariñense, las historias sobre que 

cambian las bolsas son innumerables, pero siempre al final 

está la confianza en la Fuerza Pública 

nosotros no estamos promoviendo el proselitismo de la  Fuerza Militar 

y de la Policía, de la Fuerza Pública, nosotros no estamos 

promoviendo volverlos una fuerza deliberante, nosotros no 

observamos a la Policía candidatizando absolutamente a 

nadie, nosotros lo que creemos es que son tan ciudadanos 

como nosotros, que adquirieron la mayoría de edad y se 

colocaron un uniforme en defensa de los intereses de los 

ciudadanos de Colombia y por qué nosotros nos abrogamos el 

derecho a limitar esas libertades o esos derechos, en eso se 

basa y se fundamenta la discusión  

hace apenas un año, de vivir una de las más indeseables 

politizaciones de ciertos oficiales de la Fuerza Pública, 

vimos al Comandante de las Fuerzas Militares,  

General 

Zapateiro 

participando en una campaña presidencial, descalificando al 

que hoy es Presidente de la República, abiertamente, 

importando el uniforme, no necesitamos más ejemplo que ese 

la participación política nos parece fundamental en el sentido 

en que decidan, pero que debe tener unos límites, y que no 

vaya a pasar como como el  

General 

Zapateiro 
y lo que tuvo sus extralimitaciones en el proselitismo político 

la estructura jerárquica piramidal que se da en la Fuerza 

Pública implica que lo que haga el jefe o lo que haga el 

comandante el Coronel el  

General 

pues, sencillamente muchas veces va ser sentido como una 

orden, así ellos no lo digan, así ellos no lo manifiestan de una 

manera pública, lo cual me preocupa 
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abrir semejante brecha en un escenario no solamente de 

reciente politización de las fuerzas, donde además ha habido 

indeseables casos de oficiales activos y retirados vinculados 

según la fiscalía a 

grupos armados 

ilegales 

en la nómina de los narcotraficantes, para que además quede 

claro que la maldición del narcotráfico ha infiltrado la política 

y no queremos que además termine de infiltrar a las Fuerzas 

Militares 

debo confesar estábamos eufóricos por la posibilidad cierta 

de la firma del acuerdo, no era el momento, porque iba a 

haber disidencias, porque estaba el  

ELN 

porque las violencias iban a persistir y porque en un país 

cruzado de violencia, la fuerza legítima del Estado no puede 

tomar partido, no puede tomar partido, tiene que representar 

a la totalidad de los colombianos, tiene que encarnar el Estado 

social de derecho en un partido político 

pero esos que dan su vida por nosotros todos los días, no 

tienen derecho a ejercer un derecho civil y político, no son 

civiles, sí todos los civiles los tenemos, los tienen los  

guerrilleros 
activos y los desmovilizados, pero los miembros de la Fuerza 

Pública no, ¿cuál es el temor? 

entonces yo creo que esto es espectacular para contrastarlo 

con ese beneplácito permanente que le dan a toda la 

subversión, a la  

guerrilla a la milicia criminal, al terrorismo urbano 

la estructura política de la Fuerza Pública, pues, 

sencillamente también va a estar sujeta a una a una línea de 

mando que está dada en principio por el  

Presidente de la 

República 

está liderada por el Presidente de la República, entonces 

podríamos decir que la Fuerza Pública va a variar 

dependiendo de quién sea el Presidente, de que va a existir 

una puja interna dentro de la misma Fuerza Pública para 

determinar cuál va a ser el candidato o la candidata de la 

preferencia de los unos o de los otros 

los ejércitos del mundo votan, el ejército brasilero vota, el 

ejército gringo vota, todas las fuerzas votan, aquí no, aquí 

tienen que soportar todos los vejámenes, que la  

izquierda 

primero les quiere quitar el fuero militar, porque es una 

obsesión, si van a quitar el fuero militar acaben con la carrera 

militar, es un cercenamiento permanente de derechos 

Ahora, si miramos estos países que acabo de nombrar, en su 

gran mayoría todos han tenido gobiernos de  
izquierda. 

Ahora Argentina, Chile, Venezuela y Brasil han tenido 

dictaduras. Brasil acaba de elegir aún no sabemos pues allá 

están en un debate, pero acaban de elegir un candidato o un 

presidente de izquierda teniendo el derecho al voto por parte 

de la fuerza militar. 

podemos buscar más de ocho países donde pueden votar y 

precisamente los gobiernos que se eligen son de  
izquierda 

entonces ahora van a decir que porque pueden votar la fuerza 

militar entonces les van a quitar el poder, eso, por un lado. 
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Entonces no hay por qué temer, la  izquierda 
debería estar antes feliz, porque en ocho países donde se les 

ha permitido votar pues han sido gobierno 

como nos fascina tan liberales, tan liberales, pero es que a mí 

me encantan las contradicciones, yo soy liberal! ejerza, 

ejerza sea coherente, yo sí estoy de acuerdo, siento que el 

gobierno hará todo, el  

gobierno 
del cambio, la verdad, es que esto es toda una pantomima, yo 

defenderé el derecho al voto 

la apelación a lo que ha ocurrido en el cono Sur en el Ecuador 

y en Venezuela, se habla de que Colombia la movían los  
castrochavistas 

en la dirección de Venezuela, pero ahí hay un contrasentido, 

justamente desde cuando se involucró a la Fuerza Pública en 

Venezuela para las tareas electorales, como todos lo vimos en 

el gobierno anterior de ese país, pues yo sí creo que eso ha 

contribuido a la degradación de la democracia 

la participación de las Fuerzas Armadas en el conflicto 

interno bajo una doctrina y una concepción ideológica de 

enemigo interno, que las ha llevado a considerar que los  

activistas 

defensores de derechos humanos, defensores del ambiente, 

defensores de los derechos de las comunidades, son 

percibidos a raíz de esa doctrina como un enemigo interno, 

no seguramente la totalidad de las Fuerzas Armadas, pero sí 

sectores importantes de estas fuerzas se hayan visto inmersos 

en la violación de los derechos humanos y colocar unidades 

al servicio de esa ideología del enemigo interno, que llevó 

incluso a que partiendo de manuales que datan de la década 

del 60 del siglo pasado, posibilitar a la generación de 

acuerdos más o menos explícitos entre sectores de la  

extrema derecha 
vinculados a actividades paramilitares, con unidades de las 

Fuerzas Armadas 

todo lo que tiene que ver con la Fuerza Pública en la carta 

política del noventa y uno, pues se establece como un 

régimen especial, así lo hizo el Constituyente del noventa y 

uno, todo, la garantía o el establecimiento del fuero, el 

régimen prestacional, la no posibilidad de reunirse, ni de 

participar en un proceso electoral, y el problema jurídico lo 

mencionó, compañeros de la 

comisión primera 

en el sentido que yo creo que el constituyente derivado, en 

este caso la Comisión Primera, no puede modificar en mi 

criterio esa decisión que tomó el Constituyente del noventa y 

uno 
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La tipificación de las concordancias, permite identificar la constitución de modelos en 

virtud de las relaciones conceptuales que se establecen en su interior, reconociendo que varias 

palabras pueden hacer referencia a un mismo actor, es preciso agruparlas, identificando los actores 

principales mencionados en el corpus del legislativo, como se presentan en la Figura 28. 

               Figura 28. Agrupación de las nominaciones de actores del corpus del legislativo 

 
 

Los miembros de la Fuerza Pública, son el principal actor identificado en el corpus del 

legislativo. De acuerdo con los congresistas que defienden el restablecimiento del derecho al voto 

a los uniformados, este grupo de hombres y mujeres se encuentran a la expectativa de ser igualados 

con sus compatriotas. Así lo expresó el senador Blanco “…ese es el mensaje que están esperando 

los cerca de cuatrocientos mil uniformados, entre Policía y Fuerzas Militares, que tiene el país … 

que tienen la expectativa, la gran mayoría de ser igualados” (2022). 

El capítulo de las violaciones a los derechos humanos por parte de los miembros de las 

Fuerzas Militares durante los más de cincuenta años de conflicto interno que ha tenido el país, es 

un argumento utilizado por algunos senadores para justificar que se debe mantener la restricción 

del derecho al voto. Sin embargo, la congresista Cabal señala que en el país no han existido las 

garantías jurídicas necesarias para que los militares y policías se defiendan correctamente, 

puntualizando “…qué porque si actuaron o estuvieron involucrados en violación de derechos 

humanos, con las garantías que hay en Colombia para que un miembro de la Fuerza Pública se 

defienda…” (2022). 
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Otro argumento relevante que se utiliza en los discursos del legislativo para justificar el 

mantener a las Fuerzas Militares alejados de las urnas, es el papel de los uniformados como “fiel 

de la balanza”. El Senador De la Calle (2022), sostiene que la Fuerza Pública se ha convertido en 

un elemento fundamental para la estabilidad democrática del país y permitirles ingresar a la 

comunidad política sería admitir que la balanza se incline hacia un lado, por lo cual se debe 

garantizar que el “fiel de la balanza” se encuentre en la posición correcta para la defensa del sistema 

democrático y la tranquilidad de los ciudadanos. 

El General Eduardo Zapateiro es otro de los actores mencionados en el corpus del 

legislativo. Su aparente intervención en política cuando ocupaba el cargo de Comandante de 

Ejército Nacional, es usada por algunos congresistas para señalar que al conceder el voto al 

personal uniformado se podrían presentar más sucesos como el ocurrido con el General, que 

podrían llegar a politizar las fuerzas armadas. El senador Barreras al respecto señala que “…vimos 

al Comandante de las Fuerzas Militares General Zapateiro, participando en una campaña 

presidencial, descalificando al que hoy es Presidente de la República…” (2022). 

Uno de los argumentos que se pone de presente en el debate, es como algunos militares 

han sido seducidos por grupos de narcotraficantes, quienes a través de estos uniformados han 

logrado penetrar las Fuerzas Militares, causando mucho daño a la institución y al país. Un sector 

del legislativo considera que con permitirles a los uniformados participar en las urnas, este 

fenómeno pueda volverse a presentar por causa de los intereses políticos que tengan estos grupos 

ilegales. El senador Barreras resalta que “..además, ha habido indeseables casos de oficiales activos 

y retirados vinculados según la fiscalía a grupos armados ilegales, en la nómina de los 

narcotraficantes…” (2022). 

Dentro del debate se comparan los beneficios otorgados a los grupos guerrilleros 

desmovilizados y se reclama por parte de algunos senadores como a estos grupos, que se han 

alzado en armas contra el estado se les conceden absoluciones por los delitos cometidos, inclusive 

acciones terroristas y a los uniformados si se les continúa estableciendo una restricción a un 

derecho fundamental. El senador Barreto resalta con vehemencia esta situación “…y si le vamos 

a dar espacios al diálogo, de la construcción de un entendimiento de paz para quienes han actuado 

al margen de la ley y todos los días cometen delitos horrorosos en esta sociedad, cuántas personas 

asesinan todos los días…” (2022). 
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La izquierda, es otro de los actores con gran protagonismo en el discurso del legislativo. 

Se les señala que no apoyan el restablecimiento al sufragio de los uniformados, porque piensan 

que la inclinación política de los uniformados podría causar un golpe de estado al gobierno de 

izquierda que preside el país. Al respecto el senador Jotape señala que “…podemos buscar más de 

ocho países donde pueden votar y precisamente los gobiernos que se eligen son de izquierda, 

entonces ahora van a decir que porque pueden votar la fuerza militar entonces les van a quitar el 

poder…” (2022). 

La situación política de Venezuela se presenta en el debate como otro de los factores 

importantes para no permitir que los uniformados puedan acceder a las urnas. Se pone de referencia 

que desde que la Fuerza Pública en Venezuela se involucró en las elecciones, al permitirles a los 

militares elegir a sus gobernantes, la democracia se degradó en ese país. En consecuencia, se pone 

de presente que lo mismo podría llegar a ocurrir en Colombia si se accede al restablecimiento del 

sufragio para los uniformados. El senador De la Calle enfatiza en que “… cuando se involucró a 

la Fuerza Pública en Venezuela para las tareas electorales, como todos lo vimos en el gobierno 

anterior de ese país, pues yo sí creo que eso ha contribuido a la degradación de la democracia…” 

(2022). 

En algunas intervenciones se menciona la ideología del enemigo interno22, se argumenta 

que históricamente producto de esta ideología, se han creado asociaciones entre la extrema 

derecha, grupos paramilitares y las Fuerzas Militares, donde se han visto violaciones a los derechos 

humanos, por lo cual no se considera conveniente que las Fuerzas Militares tengan un rol diferente 

al que tienen hoy en día. El senador Gallo del Partido Comunista señala que  “…sectores 

importantes de estas fuerzas se hayan visto inmersos en la violación de los derechos humanos y 

colocar unidades al servicio de esa ideología del enemigo interno, que llevó incluso a que partiendo 

de manuales que datan de la década del 60 del siglo pasado, posibilitar a la generación de acuerdos 

 
22 De acuerdo con Ahumada (2007) En las realidades Latinoamericanas el concepto del “enemigo interno" como 

construcción política surge primero con la identificación de un “enemigo común": el Comunismo Internacional, que 

fue interpretado como una amenaza para “la Seguridad Colectiva de los Estados" bajo la influencia de los Estados 

Unidos. Posteriormente toma nuevos significados frente al auge de las revoluciones en vías socialistas, concretamente 

la revolución cubana y la expansión del pensamiento comunista en Centro y Suramérica, a partir de lo cual se trasplantó 

“la Doctrina de Seguridad Nacional”, como un modelo de interpretación que sirvió de marco para el análisis de las 

dinámicas sociales en nuestros países en materia de seguridad. Esto llevó a que esta categoría política se definiera 

desde el plano militar y se convirtiera en el centro de accionar de los ejércitos. En efecto, la concepción del “enemigo 

interno” se instaura a través de un proceso de difusión desde las grandes potencias hacia los países “subdesarrollados”, 

en situación de dependencia estructural, brindando más argumentos para la negación de una apertura y flexibilidad en 

la participación del poder y reafirmando la negación y la exclusión del otro. 
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más o menos explícitos entre sectores de la extrema derecha, vinculados a actividades 

paramilitares, con unidades de las Fuerzas Armadas…” (2022).  

Lo presentado durante el análisis de la transformación discursiva del corpus del legislativo, 

se enmarca en la estrategia discursiva de sustitución. Se evidencian los procesos de personalización 

e impersonalización. La personalización se identifica en los discursos de los congresistas que 

reclaman y argumentan que los miembros de las Fuerzas Militares, deben ser igualados con los 

otros ciudadanos colombianos, como seres humanos que son. Por lo cual se les debe conceder el 

derecho fundamental de escoger sus gobernantes. 

El proceso de la impersonalización ocurre por objetualización, mediante la autonomización 

de la producción, que se caracteriza por la representación del actor a través de sus productos. Es 

así como el grupo de senadores que refuta en contra del Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 

030/22, argumenta que por la seguridad, producto que originan las Fuerzas Militares, a quienes se 

les encomienda la defensa del sistema democrático, deben mantenerse alejados de la comunidad 

política y debe permanecer el statu quo en el cual se les restringe su derecho político a participar 

en las urnas. 

 

4.2.3 Formas de Legitimación en el Discurso del Legislativo 

La última fase del análisis corresponde al estudio de las formas de legitimación en el 

discurso del legislativo. En el ámbito del poder político, la legitimación discursiva cobra 

relevancia, ya que quienes utilizan el discurso requieren posicionarse en el poder. En este sentido, 

la legitimación discursiva es un acto donde se recurre a una gran variedad de recursos textuales 

con el objetivo de lograr la aceptabilidad de una actuación y/o posición frente a un tema 

determinado. Por lo anterior, Martín Rojo y Van Dijk, precisan la legitimación como: “la búsqueda 

de aprobación normativa para una actuación institucional, especialmente en el contexto de una 

acusación y una crisis” (1998, p. 209). 

La elaboración del plano perceptual emitido por el análisis de estadística textual del 

software “IRaMuTeQ”, Figura 29, permite entrever tendencias de acuerdo con la presencia más 

cercana de los conceptos que pueden formar inclusive agrupaciones. Estas agrupaciones, 

conformadas por unidades léxicas, patrones, tropos o artículos fuertemente asociados, forman 

grupos caracterizados, por medio de los cuales se pueden dilucidar, en un primer acercamiento, las 

formas de legitimación que los actores emplean en su discurso. 
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Figura 29. Plano perceptual corpus del legislativo

 

El primer subproceso identificado es la autorización. Los autores recurren a la Ley con el 

fin de tomar de lo aprobado socialmente para dotar al discurso de veracidad. Es así como el senador 

Barreras, acude a la carta magna para referenciar la prohibición establecida y legitimar su discurso 

“…pero podría haber otros para señalar, como una persona al mando de cuatrocientos mil hombres 

armados intimida y por supuesto no puede participar en el debate político, la Constitución lo 

prohíbe…” (2022). 

Por su parte la senadora Quilcué, representante del Movimiento Alternativo Indígena, 

señala su preocupación que al otorgar el derecho al sufragio a los uniformados se incumpla lo 

establecido en la carta política, señalando que “… sin que nadie nos ponga o nos obliguen a ejercer 

una democracia que no estamos de acuerdo desde el territorio, que ojalá esa democracia sea libre 

y soberana tal como lo dice la Constitución Política de Colombia…” (2022). 

El siguiente subproceso identificado es el de la evaluación. En este se muestra la 

presentación positiva del “nosotros” y una construcción negativa de “ellos” (los otros). En el 

corpus del legislativo, esta presentación tiene dos caras, una es la del grupo de senadores que están 

a favor del restablecimiento del voto al personal uniformado. Estos legisladores señalan como el 

“nosotros” a los miembros de la Fuerza Pública, quienes tienen coartado su derecho al voto y se 

evidencia en intervenciones como la de la senadora Cabal quien argumenta refiriéndose a los 
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uniformados que “… pero esos que dan su vida por nosotros todos los días, no tienen derecho a 

ejercer un derecho civil y político…” (2022).  

La construcción negativa del “ellos”, es encarnada por los miembros de grupos guerrilleros 

y desmovilizados, se evidencia en apartes como “…los tienen los guerrilleros activos y los 

desmovilizados…” (Cabal, 2022), haciendo referencia a que este grupo de personas sí pueden      

participar en la elección de sus gobernantes. Así mismo, la representación del “ellos” se presenta 

en el reclamo que se le hace al gobierno nacional por su actuar para con estos grupos al margen de 

la ley, señalando que  “…con ese beneplácito permanente que le dan a toda la subversión, a la 

guerrilla, a la milicia criminal, al terrorismo urbano…” (Cabal, 2022). 

Por el contrario, para el grupo de legisladores que se encuentran en contra del 

restablecimiento del voto militar y a favor de mantener el statu quo, presentan como el “nosotros” 

a los defensores de derechos humanos y de la democracia y al “ellos” a los miembros de las Fuerzas 

Militares. Es posible evidenciar esta clasificación en intervenciones como la del senador Gallo 

quien establece que “…la participación de las Fuerzas Armadas en el conflicto interno bajo una 

doctrina y una concepción ideológica de enemigo interno, que las ha llevado a considerar que los 

activistas defensores de derechos humanos, defensores del ambiente, defensores de los derechos 

de las comunidades, son percibidos a raíz de esa doctrina como un enemigo interno, al cual hay 

que combatir e ideología que ha llevado a que en determinados momentos sectores, que no 

seguramente la totalidad de las Fuerzas Armadas, pero sí sectores importantes de estas fuerzas se 

hayan visto inmersos en la violación de los derechos humanos…” (2022). 

El último subproceso identificado es la narrativización. En este subproceso los detalles de 

los acontecimientos generalmente históricos, toman un carácter excepcional se proponen como 

hechos obligatorios e inevitables. En el corpus del legislativo, se evidencia como algunos 

senadores se basan en los acontecimientos históricos, por los cuales fue suspendido el voto militar 

y los mantienen vivos en el tiempo. En las intervenciones del senador De la Calle señala estos 

acontecimientos para recordar los hechos ocurridos, “…recordemos, la Senadora María Fernanda 

Cabal habló de la época de Olaya Herrera, en efecto también a partir de ese momento es verdad 

que hubo agresiones a miembros del partido conservador, particularmente el norte de Santander y 

Santander…”. 

De igual manera, el senador Ávila perpetúa los acontecimientos históricos de la guerra 

partidaria en Colombia y ratifica que de acuerdo con estos hechos en mejor mantener el statu quo, 
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señalando “…Enrique Olaya Herrera en los años 30 que llegó a vengarse de todo lo que le hicieron 

los conservadores, después los conservadores se vengaron de todo lo que han hecho liberales, hasta 

que matan a Gaitán y nos metimos esta locura que fue este conflicto armado que hoy algunos 

estamos intentando acabar y claro no estamos como en los años 30, de acuerdo, hemos mejorado 

institucionalmente, pero aún hoy tenemos indicios, raíces todavía vivas de lo que fue ese viejo 

conflicto, es mejor no echarle abono a eso.” (2022). 

Finalmente, en el discurso del legislativo se construye, a través de los subprocesos 

lingüísticos señalados anteriormente, el proceso de la persuasión. En este proceso lingüístico, el 

grupo de legisladores que no apoya el restablecimiento al sufragio al personal uniformado, busca 

la adherencia de sectores en oposición, partidos políticos contrarios a su posición, para que adopten 

la visión del voto militar propuesta por ellos. Pardo (2012), señala que la persuasión es un acto que 

se abroga más por la dominación del otro que por su comprensión y la distribución de lugares de 

poder, lo cual, como se ha demostrado a lo largo de este apartado, uno de los fines en el discurso 

de este grupo político. 

A continuación, en la Figura 30 se presenta la línea de tiempo que exhibe los principales 

acontecimientos identificados a través del discurso del legislativo, siendo estos factores 

determinantes para comprender algunos hechos trascendentales dentro del sostenimiento de la 

restricción del voto militar en Colombia y las condiciones de producción o de posibilidad de los 

discursos, las cuales son reconocidas y analizadas en el capítulo 6 de la presente investigación.
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Figura 30. Línea cronológica: discurso del legislativo 
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CAPÍTULO V. El voto militar: Discursos de los Grupos de Interés. La Prensa y las 

Organizaciones No Gubernamentales  

 

Persiguiendo el objetivo de una construcción discursiva desde el análisis crítico del 

discurso, de los actores con poder de veto en materia de aportes a la comprensión de la realidad 

del voto militar en Colombia, en este capítulo se analizan los discursos de dos importantes actores 

que hacen parte de los grupos de interés señalados por Tsebelis (2002), siendo organizaciones que 

expresan y articulan demandas y deseos de varios grupos de la sociedad y que tienen la capacidad 

de influir en el proceso de toma de decisiones de los poderes públicos: la prensa y las 

organizaciones no gubernamentales. 

La prensa, como institución encargada de mediar la información y facilitar el debate 

público, tiene un poder significativo en la construcción de narrativas sobre el voto militar. Sus 

enfoques, sesgos y las perspectivas adoptadas en la cobertura del tema no solo influyen en la 

percepción popular, sino que también son determinantes en la legitimación o cuestionamiento de 

políticas públicas. Por otro lado, las ONG, como actores civiles que velan por la defensa de los 

derechos humanos y la democracia, ofrecen una crítica constante a la militarización de la política, 

promoviendo el análisis ético y legal sobre la intervención de los militares en los procesos 

electorales. 

Este capítulo se centra en un análisis crítico de los discursos producidos por ambos grupos 

de interés, con el fin de comprender las dinámicas de poder y las estrategias discursivas empleadas 

en torno al voto militar en Colombia. Así, se exploran los límites y las posibilidades de una 

participación militar en los procesos electorales que, al mismo tiempo, garantice el respeto a los 

derechos fundamentales y la preservación de la soberanía popular. 

 

5.1 El Discurso de la Prensa: Entre lo Literal y lo No Literal 

La prensa juega un papel importante en la vida cotidiana de los ciudadanos, aunque de ello 

no se tenga plena conciencia, máxime cuando grandes sectores de la población no tienen 

información adicional a la que generan los medios masivos de comunicación. Indubitablemente, 

la prensa determina qué es lo importante, qué se prioriza, qué se minimiza, a quien se hace héroe 

o villano, al lado de quien se adopta o no una posición favorable o desfavorable y, en general, la 

manera como se describe la realidad social (Salamanca, 2007).  
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De acuerdo con Pardo (2007), la prensa es un medio de comunicación en el que cobra 

realidad y se materializa una amplia gama de discursos sociales que dan cuenta de las formas de 

ser y de vivir propias de una sociedad, al punto que, desde el momento en que la prensa actualiza 

lo social en el discurso, articula y pone en el escenario perspectivas para valorar y tematizar lo 

político, lo ético, lo moral entre muchos otros ámbitos de la vida de una sociedad. 

La prensa colombiana no es ajena a los mecanismos de producción y distribución de 

información que proceden de manera planificada y preestablecida de los grandes conglomerados 

de la información. Pardo (2012), señala que estos grupos de elite ponen en marcha el ejercicio del 

poder social a través de los medios de comunicación como la prensa, con el claro propósito de 

generar y mantener desigualdad social, ya sea de tipo político, económico, cultural, racial, étnico, 

de clase o de género, lo que al final se traduce en dominación. 

Pardo (2007), señala que históricamente la prensa escrita en Colombia nace con sello 

partidista y, por lo tanto, selecciona los hechos para ser divulgados, destaca o minimiza personajes, 

hace eco, amplifica o distorsiona discursos unilateralmente; acalla, condena o genera vacíos en 

quienes considera sus adversarios, y usa estrategias lingüísticas o de diagramación para hacer 

sentir su poder en la construcción o transformación de las opiniones públicas.  

Al respecto, Valencia (2014) señala que los medios de comunicación en Colombia 

mantienen un contubernio con los sectores más poderosos del país, degenerando en una 

información periodística que exculpa al poder político de sus responsabilidades en la guerra, y 

mantiene una relación obsecuente y reverente con las Fuerzas Armadas, en especial con el Ejército 

colombiano, a quienes el periodismo les presta el ingrato favor de presentarlos como héroes 

intachables, “…a quienes no se les puede ni se les debe cuestionar ninguna de sus actuaciones, por 

indelicadas o criminales que estas sean, en tanto son quienes están enfrentando al enemigo número 

1 de la sociedad, las Farc, mostradas en los medios casi que como el único mal de gravedad que 

padecen los colombianos…” (2014, p. 43). 

Valencia (2014) sostiene que es injusto no reconocer que en la estructura de los medios de 

comunicación en Colombia, hay casos de periodistas que quieren contribuir a la terminación del 

conflicto, pero son pocos y luchan solos;  

Sus trabajos y aportes son tan buenos que fácilmente sobresalen en medio de tanta 

mediocridad; posiblemente a ellos se está dirigiendo a Coronell23 cuando dice que en 

Colombia hay mejores periodistas que medios. Los hay en los grandes medios nacionales, 
 

23 'Los periodistas son mejores que los medios': Daniel Coronell. (Guzmán, 2014). 
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como también en los medios regionales, y en los llamados medios alternativos, que es 

donde más periodistas han asesinado en Colombia, sobre todo cuando se meten a denunciar 

los poderes locales que sostienen, cínicamente y a la vista de todos, vínculos y alianzas con 

el crimen organizado, es decir el paramilitarismo que, por cierto, sigue vivo. (2014, p. 2) 

 

De acuerdo con lo anterior, es posible aseverar que la prensa escrita se articula con el poder 

político y económico para fabricar consensos capaces de fortalecer las condiciones políticas 

existentes y garantizar mejores condiciones económicas para los empresarios de la información. 

Este capítulo se presenta entonces, como una aproximación crítica que se enfoca con preferencia 

al discurso de los grupos de elite representados en la prensa, y al desentrañamiento de sus 

estrategias discursivas para el mantenimiento de la restricción del derecho al sufragio al personal 

uniformado en Colombia.  

La prensa en Colombia puede ser escrita, oral o visual. A nivel escrito en Colombia, la 

prensa tiene presencia en diarios, semanarios y revistas especializadas (de circulación paga o 

gratuita) además de sitios web especializados, propios de los periódicos y de agencias de noticias 

nacionales o extranjeras; y de comunidades de internautas (con tendencia a la difusión y discusión 

de noticias). 

Colombia cuenta con una gran variedad de periódicos que conforman una lista extensa 

dentro de los cuales se encuentran medios físicos y digitales. En la medición realizada en diciembre 

del 2023, del ranking Comscore, que registra la actividad y tráfico de los sitios de noticias más 

visitados del país, el periódico “EL TIEMPO” ocupó la primera posición en usuarios únicos y 

páginas vistas en Colombia en sus múltiples plataformas, lo que también había ocurrido en el año 

2022 (Comscore, 2023).  

El Tiempo es un periódico colombiano fundado el 30 de enero de 1911 por Alfonso 

Villegas Restrepo. Durante siete años prácticamente fue el único de circulación nacional, debido 

a la crisis de su principal competidor, El Espectador, que en 2001 se convirtió en semanario, pero 

volvió a ser diario en 2008 (Santos, 2011). Su propietario es el grupo económico liderado por el 

empresario colombiano Luis Carlos Sarmiento Angulo24. El diario es la base del conglomerado de 

medios conocido como El Tiempo Casa Editorial (ETCE).  

 
24 El grupo empresarial Luis Carlos Sarmiento Angulo (OLCSA) es uno de los grupos empresariales más importantes 

de Colombia, siendo el más grande de todos. Esta organización empieza a desarrollarse desde 1959, a través de la 

incursión en el sector de la construcción y actualmente agrupa empresas e inversiones en distintos sectores de la 

economía como en la parte financiera, agroindustria, energía y gas, infraestructura, hotelería, minería e industria, 
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El Tiempo es miembro del Grupo de Diarios América, una organización conformada por 

once de los periódicos más importantes de Latinoamérica: La Nación (Argentina), O Globo 

(Brasil), El Mercurio (Chile), El Tiempo (Colombia), La Nación (Costa Rica), La Prensa Gráfica 

(El Salvador), El Universal (México), El Comercio (Perú), El Nuevo Día (Puerto Rico), Listín 

Diario (República Dominicana), El País (Uruguay) y El Nacional (Venezuela) (GDA, 2024). 

A lo largo de este capítulo se analizaron 12 artículos periodísticos emitidos por el periódico 

“EL TIEMPO”, desde 1991 hasta el 2022, en los cuales se aborda la problemática del voto militar 

en Colombia. 

                                   Figura 31. El Voto Militar 25  

 

El primer artículo analizado fue publicado el 5 de marzo del 2004, titulado “Los militares 

y el voto”. Jaime Jaramillo Panesso, autor del escrito, fue un político, abogado, escritor y profesor 

colombiano, reconocido por ser el gestor de paz durante el conflicto armado colombiano, su figura 

fue una de las más reconocidas y conocedoras de Colombia en lo referente al proceso de 

desmovilización paramilitar (El Universal, 2020). De acuerdo con Badel “…como demócrata, 

entendió que su prioridad y la de todos los ciudadanos era la búsqueda de la paz y la reconciliación, 

 
construcción e inmobiliario y medios de comunicación. El principal motor de su funcionamiento es el sector 

financiero, encargado de inversiones, acciones y valores mediante distintos holdings empresariales (Riaño, 2020). 

25 El Tiempo (2021), Matador Caricaturista.  

En el contexto militar colombiano, la expresión "AJÚA" es una interjección que denota ánimo, entusiasmo y vigor. 

Se utiliza para motivar a la tropa, celebrar un logro o simplemente expresar aprobación. Es una expresión coloquial, 

propia del lenguaje castrense, que se ha arraigado en la cultura militar del país (Mariño, 2022). 
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por lo que también hizo parte de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 

entidad creada en el año 2005 junto con la Ley de Justicia y Paz, para trabajar por la reparación a 

las víctimas, la cual terminó en 2010…” (2021). 

Resulta importante instruir al lector acerca del momento político que atravesaba Colombia 

por esos días. Desde su campaña presidencial entre los años 2001 y 2002, Álvaro Uribe Vélez 

afirmó que estaba dispuesto a conversar con los miembros de todos los grupos armados ilegales, 

fueran guerrilleros o autodefensas, siempre y cuando se comprometieran a cesar sus acciones 

violentas. Sin reconocerles legitimidad a unos ni a otros, abría por igual una salida dialogada para 

ambos. Una vez electo Uribe Vélez, en el mes de octubre de 2002 los grupos de autodefensas 

manifestaron su disposición para declarar un cese de hostilidades a fin de iniciar un proceso de paz 

(Oficina Alto Comisionado para la Paz, 2006). 

El proceso inició en enero del año 2003 con la instalación de las mesas de diálogo. El 23 

de enero de 2004, el Presidente Álvaro Uribe y el Secretario General de la OEA, César Gaviria, 

firmaron el Convenio que permitió poner en marcha la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en 

Colombia de la Organización de Estados Americanos, OEA (MAPP/OEA). Desde el 2004 hasta 

el 2006 tuvieron lugar desmovilizaciones por parte de los diferentes bloques de los grupos de 

autodefensas. A partir del 16 de agosto de 2006, siguiendo la instrucción presidencial de ponerse 

a disposición de las autoridades, los jefes desmovilizados de las Autodefensas fueron recluidos en 

el centro especial de La Ceja y posteriormente trasladados a la cárcel de Máxima Seguridad de 

Itaguí (Oficina Alto Comisionado para la Paz, 2006). 

El proceso de paz y la posterior desmovilización de los grupos de autodefensas, tuvieron 

como soporte jurídico la Ley de Justicia y Paz o Ley 975 de 2005, la cual fue promovida por el 

gobierno de Álvaro Uribe y aprobada por el Congreso para facilitar el proceso de desmovilización 

de paramilitares en Colombia. Esta Ley cobija a los líderes de grupos armados, tanto paramilitares 

como guerrilleros, que puedan ser culpables de delitos graves y de lesa humanidad contemplados 

y sancionados por el Derecho Internacional Humanitario, brindándoles algunos beneficios, con 

objetivo de facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil 

de miembros de grupos armados (Ortega, 2006). 

Bajo ese escenario político y social, en el 2004 Jaramillo Panesso realiza el primer artículo 

periodístico, desde la constituyente del 1991, que publicaría el periódico El tiempo sobre el voto 

militar. En su escrito, Jaramillo invitaba a realizar una revisión acerca de la prohibición para 
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acceder a las urnas a los uniformados, señalando que “Es hora de examinar, a la luz de la 

democracia moderna y participativa, la limitación que tienen los miembros de la Fuerza Pública. 

En la actualidad, son realmente ciudadanos de segunda…” (2004). 

El segundo artículo analizado fue publicado el 6 de marzo del 2014, de autoría del General 

en retiro Álvaro Valencia Tovar. Valencia Tovar (Bogotá, 4 de marzo de 1921-Bogotá, 6 de julio 

de 2014), fue un militar colombiano quien llegó a ostentar el cargo de Comandante del Ejército 

Nacional de Colombia. En el retiro participó como militar o asesor para el gobierno colombiano 

en el conflicto armado colombiano, entre el gobierno y las guerrillas del Movimiento 19 de abril 

(M-19) en 1990, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia- Ejército del Pueblo (FARC-EP) (El Espectador, 2014). 

Valencia Tovar, quien fue uno de los oficiales más destacados que tuvieron las Fuerzas 

Militares de Colombia (Caracol Radio, 2014), en su discurso del periódico El Tiempo del 2014, 

expresaba el error que se cometía al traer al panorama político nacional el tema del voto militar en 

temporada electoral, recalcando que “La proximidad de las elecciones resucita un tema que parecía 

descartado de nuestro panorama electoral. Magno error. No hay que confundir estar dormido con 

estar muerto.” (2014). 

El tercer artículo analizado fue publicado el 27 de julio del 2016 y es de autoría      

corporativa del periódico “El Tiempo”. En este escrito titulado “Posibilidad de voto militar genera 

debate en el país”, se presentan posiciones, a favor y en contra de reconocidos políticos acerca del 

proyecto de reforma constitucional que el senador del partido de ‘la U’, Roy Barreras, radicó para 

que los miembros de la Fuerza Pública pudieran votar, señalando que esta iniciativa “no ha parado 

de generar polémica” (El Tiempo, 2016). 

El cuarto discurso examinado fue titulado “¿La hora del voto militar?” y fue publicado el 

31 de julio del 2016 por Gabriel Silva Luján. Silva Luján, es un politólogo y político colombiano, 

que se desempeñó como Ministro de Defensa de Colombia desde (2009-2010), tras que el anterior 

ministro, Juan Manuel Santos, renunciara. Como ministro, continuó la política establecida por la 

política de seguridad democrática del presidente Uribe. En 2010, el entonces presidente electo Juan 

Manuel Santos, lo nombró como Embajador de Colombia ante el gobierno de los Estados Unidos, 

cargo que ostentó hasta 2012 (Vanguardia, 2010). 

Silva Luján, como ex ministro de defensa conocedor de la doctrina militar, manifiesta su 

desacuerdo con el voto militar, enfatizando en que la violencia en el país persiste y que concurren 
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dentro de las filas preferencias políticas que podrían agravar la situación de orden público al 

restablecer este derecho, en su discurso señala que “Se equivocan quienes argumentan que la 

politización de los ejércitos es cosa del pasado” (2016). 

El quinto discurso analizado, fue publicado el 2 de agosto de 2016 por Laura Gabriela Gil 

Savastano y fue titulado “Voto militar”. Laura Gil es una internacionalista, politóloga, periodista, 

analista de medios, y columnista de opinión nacida en Uruguay y nacionalizada en Colombia. Es 

experta en temas de derechos humanos, derecho internacional y derecho humanitario. En 2022 fue 

nombrada como viceministra de asuntos multilaterales del Gobierno de Gustavo Petro 

(Colombiano, 2022). 

Gil Savastano, reconocida por su trayectoria en la defesa de los derechos humanos, en su 

soflama manifiesta su desacuerdo con la restricción del derecho al voto a los uniformados, 

partiendo del derecho al voto como un derecho fundamental mundialmente reconocido, 

argumentando que “La prohibición del voto a uniformados constituye una violación de un derecho 

fundamental. Así lo dicen parlamentos y tribunales en todo el mundo. A nivel internacional, el 

debate parece saldado” (2016). 

El sexto artículo analizado fue publicado el 9 de septiembre del 2019, titulado “Voto de 

militares vuelve a sonar en el Congreso”, es de la autoría de Juan Francisco Valbuena, periodista 

político con 15 años de experiencia en periódico El Tiempo. En su discurso, Valbuena comunica 

que el asunto del voto militar se ha venido analizando en la oficina del senador Édgar Palacio, 

congresista del movimiento Colombia Justa Libres, e indica que “el camino sería la reforma del 

parágrafo segundo del artículo 219 de la Constitución” (2019). 

El séptimo discurso examinado fue publicado el 27 de febrero del 2020, nuevamente por 

Juan Francisco Valbuena. En esta ocasión, el escrito de Valbuena gira en torno a una entrevista 

realizada al representante a la Cámara por el Centro Democrático Ricardo Ferro, quien explica su 

propuesta para que los militares puedan votar. Valbuena titula el artículo “Congresista del Centro 

Democrático explica su propuesta para que la Fuerza Pública pueda sufragar” (2020). 

El octavo artículo analizado fue publicado el 27 de febrero del 2020, titulado “Duque 

rechaza propuesta de que los militares puedan votar”, autoría de Javier Forero, periodista político 

del periódico El Tiempo. Forero resalta la posición del primer mandatario, señalando que “Iván 

Duque salió a rechazar la propuesta que hizo el congresista del Centro Democrático Ricardo Ferro 
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de que en Colombia se les permita el derecho al voto para los miembros de las Fuerzas Militares” 

(2020).  

El noveno discurso estudiado fue publicado el 1 de septiembre del 2020, nuevamente por 

el periodista Javier Forero, titulado “¿Se les debe permitir a los militares votar?”. En esta ocasión 

Forero hace referencia al proyecto presentado por el congresista del partido cristiano Colombia 

Justa Libres Édgar Palacio, señalando que “El polémico tema de que los militares puedan votar en 

Colombia vuelve al ruedo en el Congreso” (2020). 

El décimo artículo fue publicado el 14 de septiembre de 2020 por Fernando Posada, analista 

político y consultor sobre asuntos políticos de Colombia y América Latina (El Tiempo, 2024). El 

escrito fue titulado “El inconveniente proyecto de voto para militares y policías”. Posada 

argumenta que podría ser el primer paso de un proceso de politización con destino incierto y de 

riesgos profundos, enfatiza en que “es verdaderamente peligroso e inconveniente el proyecto de 

ley que busca reformar la Constitución para permitir el voto de los miembros activos de la Fuerza 

Pública. La ventana para que los militares y policías en ejercicio participen en elecciones va en 

contravía del necesario proceso de profesionalización y despolitización de las Fuerzas Armadas 

en una era que demanda un respeto irrestricto hacia la institucionalidad y los derechos humanos” 

(2020). 

El penúltimo discurso analizado fue publicado el 15 de julio del 2021, por la periodista y 

politóloga María Isabel Moreno Muñoz. En el artículo titulado ¿Por qué los militares no pueden 

votar?, Moreno hace un recorrido normativo de la prohibición del derecho al voto al personal 

uniformado, en su soflama manifiesta que estas normas “garantizan la imparcialidad de los 

miembros que están activos en la Fuerza Pública y su sujeción a la autoridad civil”. (2021).  

El último discurso estudiado que conforma el corpus de la prensa del periódico El Tiempo, 

fue publicado el 8 de noviembre del 2022, titulado “El Senado negó abrir la puerta al voto de los 

militares en Colombia, ¿qué pasó?”, y es de autoría corporativa del periódico. En este artículo se 

presentan algunos de los pronunciamientos a favor y en contra del voto militar, manifestados por 

los senadores durante el debate legislativo llevado a cabo en la Comisión Primera del Senado, por 

el proyecto radicado por el senador Germán Blanco, el cual tuvo una votación negativa a la 

ponencia. 
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A continuación, se presenta el análisis de los discursos anteriormente señalados, de acuerdo 

con las tres fases propuestas por Van-Dijk (2013) y Pardo (2013): consistencia y coherencia, 

transformación discursiva y las formas de legitimación del discurso. 

 

5.1.1 Consistencia y Coherencia en el Discurso de la Prensa 

La primera fase del estudio inicia con el resumen de estadística textual del corpus de la 

prensa, proporcionado por el análisis de estadística textual del software “IRaMuTeQ”, mostrando 

los resultados para los 12 discursos en la Figura 32. 

 

Figura 32. Resumen del análisis de estadística textual del corpus de la prensa 

 
 

Figura 33. Estadística textual del corpus de la prensa 

 

En la figura 33 se evidencia en el eje X el número de formas y en el eje Y la cantidad de 

veces que se repite esa forma en el corpus discursivo. Es decir, en el corpus de la prensa en el 
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rango de 50 a 100 formas hay una ocurrencia de por lo menos 5 repeticiones, demostrando esto 

que es un corpus heterogéneo y con un alto contenido léxico.  

Se continua con la presentación de las principales formas activas del corpus con su 

respectiva frecuencia y tipo, las cuales han sido seleccionadas previamente, correspondiendo a las 

categorías gramaticales de los adverbios, adjetivos, sustantivos y verbos. La clasificación de las 

formas permite revelar patrones y tendencias ocultas dentro del corpus. 

 

         Tabla 28. Clasificación de las formas del discurso del corpus de la prensa 

Forma Frecuencia  Tipo Forma Frecuencia  Tipo 

fuerza 84 sus senador 17 sus 

militar 62 adj partido 17 sus 

político 57 adj debatir 17 ver 

derecho 50 sus constitución 17 sus 

público 49 adj armar 17 ver 

voto 46 sus activo 17 adj 

miembro 44 sus más 16 adv 

votar 32 ver servicio 15 sus 

sufragio 30 sus reforma 15 sus 

país 28 sus posibilidad 15 sus 

ciudadano 27 sus elección 15 sus 

Colombia 25 nr prohibición 14 sus 

hacer 23 ver democrático 14 adj 

ejercer 21 ver estado 13 sus 

policía 20 sus decir 13 ver 

propuesta 19 sus civil 13 adj 

proyecto 18 sus constitucional 12 adj 

ejército 18 sus poder 11 ver 

democracia 18 sus ley 11 sus 

colombiano 18 adj electoral 11 adj 

 

El cálculo de las frecuencias es un claro indicador que permite adquirir indicios del modo 

en qué se encuentran organizadas las ideas en el discurso, siendo posible delimitar las unidades 

comunes que dan cuenta de un fenómeno de manera estable en el mismo. Por lo cual, resulta 

necesario determinar las frecuencias de las formas activas en cada una de las unidades discursivas 

que se analizan, develando los conceptos principales que sobresalen en cada discurso y la posible 

temática tratada en cada uno de ellos. 
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   Tabla 29. Frecuencia de las formas activas por discurso del corpus de la prensa 

Autor 
N° 

Discurso 

Primera 

Forma  
Frecuencia 

Segunda 

Forma  
Frecuencia 

Jaime Jaramillo D1 Ciudadano 8 Democracia 6 

Álvaro Valencia D2 Militar 8 Ejército 5 

El Tiempo D3 Militar 13 Político 9 

Gabriel Silva D4 Militar 7 Prohibición 6 

Laura Gil D5 Derecho 15 Voto 11 

Juan Valbuena D6 Senador 5 Reforma 4 

Juan Valbuena D7 Fuerza 12 Ciudadano 11 

Javier Forero D8 Fuerza 7 Propuesta 4 

Javier Forero D9 Derecho 4 Colombia 4 

Fernando Posada D10 Político 9 Armar 8 

María Moreno D11 Fuerza 7 Miembro 5 

El Tiempo D12 Fuerza 10 Voto 6 
 

La tabla 28 y 29, muestran cómo las formas fuerza, militar, político, derecho, ciudadano, 

voto y propuesta hacen parte de los conceptos con más frecuencia en los 12 discursos analizados. 

Así mismo, en una segunda categoría de formas se encuentran ejército. prohibición, constitución, 

sufragio y democracia. 

Utilizando el software IRaMuTeQ, se obtiene la representación gráfica de la nube de 

palabras, Figura 34, la cual es una representación visual de las formas del corpus y nos permite 

correlacionarlas con las formas anteriormente señaladas para determinar los temas inmersos en los 

discursos. 

Figura 34. Nube de palabras del corpus de la prensa 
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La identificación de las unidades conceptuales más relevantes y cognitivamente más 

valiosas del corpus, permiten establecer los temas discursivos, para posteriormente dar paso a la 

determinación del tópico. De esta manera se construyen las siguientes unidades gramaticales 

construidas utilizando las principales formas de los discursos:            

Tema 1: El derecho político de la fuerza militar como ciudadanos al voto. 

Tema 2: La prohibición del sufragio al ejército establecida en la constitución garantiza la 

democracia. 

Se continua con el análisis del tópico. En la Tabla 30 se presentan como “temas no 

topicalizados” los titulares de cada uno de los discursos analizados del periódico El Tiempo y 

como “temas topicalizados” el posicionamiento y la manera como el autor pone de relieve el 

mensaje que expresa en cada discurso. 

 

Tabla 30. Topicalización del tema del corpus de la prensa 

Discurso 

No de 

Publicación - 

Año 

Tema No Topicalizado Tema Topicalizado 

1 
5 de marzo del 

2004 
“Los militares y el voto” 

Los militares y policías son ciudadanos 

de segunda, no pueden elegir ni ser 

elegidos.  

2 
6 de marzo del 

2014 
“El voto para los militares” 

Los militares deben evitar que la política 

penetre sus filas, por lo cual se debe 

mantener la restricción.  

3 
27 de julio del 

2016 

“Posibilidad de voto militar 

genera debate en el país” 

Propuesta oportunista que condiciona el 

voto de los militares a la aprobación del 

plebiscito por la paz. 

4 
31 de julio del 

2016 

“¿La hora del voto 

militar?” 

La prohibición del voto a los miembros 

de las Fuerzas Armadas hace garantiza su 

neutralidad. 

5 
2 de agosto de 

2016 
“Voto militar” 

El ejercicio de un derecho no puede estar 

sujeto a consideraciones. 

6 
9 de septiembre 

del 2019 

“Voto de militares vuelve a 

sonar en el Congreso” 

Se debe surtir un trámite de reforma 

constitucional para restablecer el derecho 

al voto a los militares. 

7 
27 de febrero 

del 2020 

“Congresista del Centro 

Democrático explica su 

propuesta para que la 

Fuerza Pública pueda 

sufragar” 

No se puede hablar de democracia en 

Colombia ni de posconflicto cuando los 

miembros de la Fuerza Pública son 

tratados como unos ciudadanos que 

tienen una ciudadanía reducida. 

8 
27 de febrero 

del 2020 

“Duque rechaza propuesta 

de que los militares puedan 

votar” 

Se debe respetar el talante apolítico de las 

Fuerzas Armadas. 
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9 
1 de septiembre 

del 2020 

“¿Se les debe permitir a los 

militares votar?” 

El país está en mora de reconocerles el 

derecho al sufragio a quienes defienden 

la soberanía. 

10 

14 de 

septiembre del 

2020 

“El inconveniente proyecto 

de voto para militares y 

policías” 

Abrir la puerta hacia la politización y el 

activismo en instituciones sobre las 

cuales recae tanta responsabilidad frente 

al cumplimiento de un proyecto 

democrático es realmente peligroso e 

innecesario 

11 
15 de julio del 

2021 

¿Por qué los militares no 

pueden votar? 

La prohibición establecida en la 

constitución garantiza la imparcialidad 

de los miembros que están activos en la 

Fuerza Pública y su sujeción a la 

autoridad civil. 

12 
8 de noviembre 

del 2022 

El Senado negó abrir la 

puerta al voto de los 

militares en Colombia, 

¿qué pasó?” 

No hubo ambiente en la comisión 

primera del senado, lo cual causo que el 

proyecto que buscaba el voto militar se 

archivara. 
 

La topicalización de los temas de los 12 discursos del corpus de la prensa, permite 

evidenciar dos posiciones desde lados diferentes de sus autores. De un lado, la topicalización 

muestra que para un grupo de autores, la condición de ciudadanía de los uniformados es limitada 

y no hay un goce pleno, al tener restringido el derecho político de elegir. Así mismo, estos autores 

argumentan que este derecho fundamental mundialmente reconocido, es una deuda pendiente que 

tiene el país con los uniformados, la cual debe saldarse.  

Por el contrario, el otro grupo de autores declara que debe permanecer la restricción del 

sufragio a los militares y policías y por ende el mantenimiento del statu quo. Lo anterior, 

argumentado en que con la restricción se garantiza su neutralidad. De igual manera, señalan que 

por la responsabilidad que tienen las Fuerzas Militares frente al cumplimiento de un proyecto 

democrático, es muy peligroso concederles el derecho al voto. 

Un capítulo especial tiene los discursos del año 2016, en los cuales los autores hacen 

referencia al condicionamiento del derecho al voto a los militares al plebiscito por la paz, que 

buscaba la refrendación del acuerdo de paz con las FARC, calificando la propuesta como 

oportunista y con intereses particulares del gobierno, por encima del verdadero reconocimiento de 

un derecho fundamental a los militares y policías. 

El análisis del corpus de la prensa continúa con la identificación de las concordancias. Una 

concordancia consiste en la determinación de los co-textos de todas las ocurrencias de una palabra. 

Se presentan en la Tabla 31 las concordancias de las principales formas para los discursos. 
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Tabla 31. Concordancias del corpus de la prensa 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

Una democracia es plena en la medida en 

que todos los  
ciudadanos 

y ciudadanas, llegados a la edad de ejercer, 

participen en la elección de sus mandatarios 

y legisladores. 

Es de tal magnitud la posibilidad de 

ejercer el acto electoral que solo los 

sentenciados por autoridad judicial tienen 

suspendidos esos derechos. Y hasta 

resulta paradójico que algunos detenidos 

precautelativamente por delitos comunes 

o contra la administración pública resulten 

ungidos por el voto popular, corriendo el 

riesgo de quedar muertos políticamente si 

con el transcurrir de los días viene un fallo 

adverso. Este tipo de elección, que 

beneficia a  

ciudadanos 

en entredicho judicial, se convierte, además, 

en una presión indebida sobre los jueces, que 

temen oponerse al designio de las masas. 

Sin embargo, ni el policía ni el soldado 

tienen la característica del  
ciudadano 

que pueda elegir y ser elegido. Es una 

persona que está en todas partes, sus 

oficiales participan a la par que los civiles en 

las instancias de planeación y seguridad, 

tienen asiento en el cuerpo diplomático, 

estudian y se capacitan en las universidades 

del país y se especializan en el exterior. 

Cuando ascienden al grado de capitán, hacen 

el mismo esfuerzo que los civiles para llegar 

al grado de ingenieros, abogados, médicos, 

administradores, etc. No obstante, la patria 

los considera ciudadanos incapaces para la 

democracia. 

Hay razones de filosofía política para 

sustentar la inconveniencia de levantar esa 

prohibición. La sociedad como un todo 

renuncia al derecho a defenderse con el 

uso privado de la fuerza y a cambio de esa 

abdicación entrega a un ejército –en el 

sentido amplio del término– el legítimo 

uso de la fuerza. El presupuesto esencial 

de esa figura es que dicho ejército se 

presume profesional, eficiente y 

regimentado, pero ante todo neutral frente 

a las inherentes conflictos y diferencias 

entre los 

ciudadanos  

es simplemente la posibilidad de que ellos 

puedan ejercer su derecho al voto como 

cualquier otro  

ciudadano de nuestro país. 

No podemos hablar de democracia en 

Colombia ni de posconflicto cuando 

estamos tratando a los miembros de la 

Fuerza Pública como unos  

ciudadanos que tienen una ciudadanía reducida. 
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Es necesario, dentro de cualquier reforma 

política que se quiera plantear, incluir el 

avance del sufragio universal, en la 

posibilidad de que todos los  

ciudadanos podamos votar 

En ese orden de ideas el camino a seguir 

es que se abra el debate a nivel nacional 

para que todos los  

ciudadanos 

podamos opinar al respecto y podamos 

revisar si es el momento del país para poder 

restablecerles el voto a los militares y 

avanzar hacia el sufragio universal. 

No podemos seguir tratando a nuestra 

Fuerza Pública como si no tuviera la 

posibilidad de elegir. Los militares 

también son  

ciudadanos 

lo que pasa es que toman una decisión en un 

momento de su vida de defender la vida de 

los colombianos y por ese hecho no dejan de 

ser ciudadanos a los que les preocupa el tema 

de la salud, del agua, de los servicios 

públicos, de la vivienda, la educación. Aquí 

lo que tenemos es que ponernos en los 

zapatos de estos ciudadanos. 

Esta disquisición del tópico central de esta 

columna, el  
voto 

militar, no es ajena al mismo. Por el 

contrario, llama a meditar en la 

trascendencia marcial y ciudadana de 

prevenir la infiltración política acaballada en 

el sufragio aún no convertido en ley. 

La cuestión del  voto 

militar no debería depender de la 

oportunidad o la conveniencia, porque el 

ejercicio de un derecho no puede estar sujeto 

a semejantes consideraciones. 

Argumentan los opositores del  voto 

militar que los miembros de una institución 

jerárquica no podrán ejercer un derecho en 

privado por fuera de la línea de mando. 

Confunden el acto secreto de votar como 

libre manifestación de una expresión 

ideológica con la deliberancia pública, la 

participación en política y la filiación 

partidaria 

No es el momento de añadir la 

controversia por el  
sufragio 

a la ofensiva desatada por la política y la 

prensa contra “el Ejército corrupto”, que 

hace descender abruptamente los índices de 

aceptación y credibilidad de las Fuerzas 

Armadas. 

Se ha iniciado un muy importante debate 

sobre la conveniencia de eliminar la 

prohibición existente que impide a los 

miembros de la Fuerza Pública ejercer el 

derecho al  

sufragio 

Ese no es un tema menor. Una decisión en 

un sentido o el otro tendrá consecuencias 

severas. 

Mejor dicho, los ejércitos de una 

democracia no pueden tener agenda, 

intereses políticos, o ponerse al servicio de 

uno u otro bando. El riesgo es que al abrir 

la oportunidad del  

sufragio 

a los militares se pierda el principio sagrado 

de la neutralidad, en particular en contextos 

de alta conflictividad como el colombiano 

Los textos internacionales de derechos 

humanos consagran el derecho al voto. 
sufragio universal e igual y por voto secreto”. 
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Tanto el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos como la Convención 

Interamericana de Derechos Humanos nos 

reconocen el derecho de todos “a votar y 

ser elegidos en elecciones periódicas, 

auténticas, realizadas por  

La prohibición de que la fuerza militar 

pueda  
sufragar 

en Colombia se dio desde el gobierno del 

presidente Enrique Olaya Herrera (1930-

1934), y entre sus motivaciones estuvo que 

los subordinados podrían ser obligados a 

votar por el candidato de la predilección de 

sus comandantes. 

Estoy proponiendo que es necesario, 

dentro de cualquier reforma política que se 

quiera plantear, incluir en el avance del  

sufragio 
universal, en la posibilidad de que todos los 

ciudadanos podamos votar. 

La gran mayoría de países en el mundo 

contemplan la posibilidad de que los 

militares puedan ejercer su  

derecho 
al voto. Colombia, Honduras y otro país son 

los únicos en los que no se puede. 

Creo que es importante que revisemos que 

en casi todas las familias de Colombia ha 

habido, hay o habrá un miembro de la 

Fuerza Pública. Es imposible que uno no 

encuentre en una familia colombiana a un 

hermano, un primo, un sobrino, un tío, un 

abuelo, un nieto que no haga parte de esta 

institución. Una cosa es garantizar el  

derecho 

al voto y otra muy diferente ir a condicionar 

para quién se va a ir ese voto, es un voto 

libre. 

La propuesta establece que el artículo 219 

de la Constitución establezca que “los 

miembros de la Fuerza Pública podrán 

ejercer el  

derecho 

al sufragio y se les garantizará y facilitará, a 

través de mecanismos idóneos y oportunos, 

el legítimo uso del citado derecho”. 

La Fuerza Pública es la garante para llevar 

los votos el día de las elecciones y muchos 

aquí dicen que en todos los países en 

donde la Fuerza Pública tiene  

derecho 

a ejercer el voto, se roban las elecciones de 

acuerdo a los intereses de las Fuerzas 

Militares. Creo que ese es un argumento 

increíblemente débil” 

En el análisis del conjunto de factores espacio temporales y sociocognitivos del discurso 

de la prensa, que permite conocer las implicaciones cognitivas que contribuyen a la construcción 

del significado, es posible iniciar afirmando que las posiciones discursivas sobre el voto militar se 

encuentran divididas. El corpus de la prensa, compuesto por 12 discursos desde el año 2004 al año 

2022, presenta principalmente las reacciones de diferentes sectores a las propuestas que en cada 

momento del periodo de tiempo analizado, se han presentado, formalmente o no, para la 

modificación del artículo 219 de la constitución política.  

Las concordancias de las principales formas emitidas por los autores que respaldan el 

mantenimiento de la restricción del voto militar, sustentan la inconveniencia de levantar esa 
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prohibición basándose en argumentos como el uso legítimo de la fuerza, que ha sido concedido a 

las Fuerzas Militares por parte de la sociedad y sobre el cual los uniformados deben mantenerse 

neutrales frente a los conflictos y diferencias entre los ciudadanos, siendo necesario mantenerlos 

apartados de la arena política. 

Así mismo, sostienen que la restricción previene la infiltración política en los batallones, 

señalando que los uniformados no podrán ejercer un derecho en privado por fuera de la línea de 

mando y que terminarán depositando su voto por quien su superior le ordene, sin tener la libertad 

de elegir. De igual manera, aseveran que el permitirles el derecho al sufragio afectarían la imagen 

aceptación y credibilidad de las Fuerzas Armadas, pronosticando un descenso abrupto en estos 

índices. 

En el corpus de la prensa, los opositores a las propuestas de modificación de la carta magna 

por medio de las cuales se ha buscado abrirles la puerta a los uniformados de acceder a las urnas, 

enfatizan en que esta libertad tendría consecuencias severas para el país, argumentando que el 

contexto colombiano de alta conflictividad, esto podría significar el ponerse al servicio de uno u 

otro bando. 

Del otro lado se encuentran los actores discursivos que promueven el cambio del statu quo 

y respaldan el restablecimiento del derecho al voto a los militares y policías. Son variados los 

argumentos que plantean a través del tiempo, reclamando principalmente que para que exista una 

democracia plena, es necesario que todos los ciudadanos participen en la elección de sus 

mandatarios. 

Este grupo de autores resaltan que en Colombia inclusive algunos detenidos 

precautelativamente por delitos comunes o contra la administración pública, que aún no tienen una 

sentencia en firme, pueden acceder al sufragio, pero los militares y policías no. Muestran esta 

situación como un despropósito, argumentando que los uniformados estudian y se capacitan 

constantemente, demostrando que son capaces de acudir a las urnas y ejercer su derecho al voto 

de forma libre, como cualquier otro ciudadano. 

La mención que realizan de una reforma política en el país con motivo del posconflicto 

resulta altamente llamativa, al plantear que en esta se debe incluir el avance del sufragio universal, 

concediéndoles a los militares y policías la posibilidad de acudir a las urnas a través de mecanismos 

idóneos y oportunos, dejando su rol de ciudadanos con una ciudadanía reducida. 
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En el mismo sentido, los defensores del voto militar argumentan que en la mayoría de 

países en el mundo se contempla la posibilidad de que los militares puedan votar, ya que este grupo 

de hombres y mujeres no dejan de ser ciudadanos por razón de su profesión. Señalan que por tomar 

la decisión de defender hasta con la vida los derechos de los colombianos, no significa que no les 

interese hacer parte los asuntos nacionales, que los afectan como a cualquier otro connacional.  

Se continua con el análisis de la coherencia y consistencia discursiva del corpus de la 

prensa, con el análisis de la voz, la cual facilita la identificación de los actores discursivos y los 

modos en que éstos se expresan y ponen a circular ideas en su discurso, así como de las unidades 

conceptuales que emplea. Se presentan entonces las voces identificadas a través de las citaciones 

en la Tabla 32. 
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Tabla 32. Citaciones en el corpus de la prensa 

TIPO DE 

CITACIÓ

N 

EXPRESIÓN 

INTRODUCTORIA 

 

CITA 

 

ACTOR 

DISCURSIVO 

SENTIDO 

ASIGNADO 

Directa 

El debate ha llegado al punto de que, 

incluso, el presidente Juan Manuel 

Santos se refirió al tema. 

 

“Les prometí a los militares que les 

devolvería el derecho al voto. Les dije que 

si al final de mi mandato, si teníamos la 

paz, eso sería una posibilidad real, y 

estamos hablando con ellos para ver 

cuándo es el momento más adecuado” 

Juan Manuel 

Santos 

El voto militar solo es 

posible si hay paz en 

el país 

Directa 

El representante a la Cámara Hernán 

Penagos (‘la U’) aseguró por su parte 

que este proceso es normal  

 

“Es apenas natural que, así como personas 

que han estado al margen de la ley van a 

adquirir derechos políticos, también los 

miembros de la Fuerza Pública puedan 

incurrir en actitudes deliberantes” 

Hernán Penagos 

Los derechos políticos 

deben ser iguales para 

los miembros de 

grupos al margen de la 

ley y para los militares  

Directa  

“Es una propuesta oportunista que 

condiciona el voto de los militares a la 

aprobación del plebiscito, de esa manera 

busca que los familiares voten a favor de 

los acuerdos de La Habana. Quieren pescar 

en río revuelto”, afirmó el senador del 

Centro Democrático Alfredo Rangel. 

Hernán Penagos 

Lo que realmente le 

interesa al gobierno 

son los votos de los 

familiares de los 

militares. 

Directa 

Otro de los opositores al proyecto es el 

senador de la Alianza Verde Antonio 

Navarro, quien considera la propuesta 

como un “gran pantallazo”. 

“El respeto que tienen las Fuerzas 

Militares es porque son neutros 

políticamente; si los politizamos, les 

estamos metiendo un veneno muy grande” 

Antonio Navarro 

Al conceder el voto a 

los uniformados 

perderán el respeto del 

pueblo 

Directa  

“Esto es la recuperación de un derecho que 

tuvimos hace mucho tiempo. Pero nos sabe 

como a caramelo, porque estamos cerca de 

votar el plebiscito y conquistar la familia 

de 450.000 miembros de la Fuerza Pública 

Jaime Ruiz 

El gobierno busca los 

votos de las familias 

de los uniformados, no 

conceder el voto a los 

militares 
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es un gran atractivo. Eso explica por qué 

hicieron esta propuesta de forma tan 

deliberada” 

Directa 

En principio, la iniciativa tendría el 

apoyo de las mayorías de la Unidad 

Nacional. Sin embargo, ya algunos 

liberales han manifestado sus reparos. 

 

“Tiene un argumento lógico: que sin la 

guerra con las Farc no tiene sentido que las 

Fuerzas Armadas no pudiesen intervenir en 

política. Pero tengo temores con meter a 

los uniformados en el debate político” 

Luis Fernando 

Velasco 

El fin de la guerra con 

las FARC garantiza 

que los uniformados 

no intervengan en 

política  

Directa 

Óscar Iván Zuluaga, tuvo esto mismo 

como una de sus banderas de campaña. 

 

“Proponemos que los miembros activos de 

las Fuerzas Militares y de Policía puedan 

ejercer el derecho al voto como cualquier 

colombiano y acabar así con la prohibición 

que hoy establece la Constitución” 

Óscar Iván 

Zuluaga 

El voto es un derecho 

para todos los 

ciudadanos  

Directa 

Frente a esta realidad, el congresista 

Ferro lanzó una propuesta que ha 

levantado polémica: que los militares 

puedan votar sin necesidad de que haya 

proselitismo al interior de las unidades 

y cuarteles. 

"No podemos hablar de democracia en 

Colombia ni de posconflicto cuando 

estamos tratando a los miembros de la 

Fuerza Pública como unos ciudadanos que 

tienen una ciudadanía reducida",  

Ricardo Ferro 

No hay democracia en 

Colombia si hay un 

grupo de ciudadanos 

con el derecho al voto 

restringido 

Directa 

No obstante, el presidente Duque, quien 

también pertenece al Centro 

Democrático, rechazó de tajo esta 

posibilidad, al considerar que 

“Se debe mantener el talante apolítico en 

las Fuerzas Armadas”. 
Iván Duque 

Se debe mantener el 

statu quo del voto 

militar 

Directa 

Esta vez por cuenta de un proyecto de 

reforma constitucional del congresista 

del partido cristiano Colombia Justa 

Libres Édgar Palacio. 

“El país está en mora de reconocerles el 

derecho al sufragio a quienes defienden la 

soberanía, la independencia, la integridad 

del territorio nacional y del orden 

constitucional”, 

Édgar Palacio 

El voto militar es una 

realidad que el estado 

debe reconocer 

Directa 

Frente a la iniciativa, el Ministro de 

Defensa, Iván Velásquez, quien asistió 

al debate, argumentó que la 

“La paz total es una aspiración y 

actualmente no estamos en paz”. 
Iván Velásquez Sin paz no hay voto 
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Directa 

Roy Barreras, del Pacto Histórico 

argumentó que la coyuntura actual del 

país no está para que los miembros de 

la Fuerza Pública ejerzan su derecho al 

voto, pues cree que  

"sus miembros no deben tomar partido, ya 

que deben representar a todos los 

colombianos". 

Roy Barreras 

Si hay voto militar las 

Fuerzas Militares 

dejaran de representar 

al pueblo colombiano 

Directa 
Ariel Ávila, de Alianza Verde, explicó 

que 

“el mando y la jerarquía pesan demasiado 

y así las fuerzas terminan siendo 

subordinadas por quien es elegido”. 

Ariel Ávila 

Los militares votaran a 

favor del gobierno de 

turno 

Directa 
La senadora uribista María Fernanda 

Cabal cuestionó que 

“los militares y policías son sacrificados en 

esta materia, pues los miembros de grupos 

insurgentes cuentan con su derecho al voto. 

Se merecen votar quienes se exponen día a 

día por el pueblo colombiano”. 

María Fernanda 

Cabal 

El derecho al voto no 

debe ser excluyente 

del oficio de las armas 

Directa 
De otro lado, el senador conservador 

Óscar Barreto comentó que 

“en medio de la paz total que quiere 

construir el presidente Gustavo Petro, se 

debería permitir a la Fuerza Pública ejercer 

su derecho al voto” 

Óscar Barreto 

El voto militar debe 

hacer parte de la “paz 

total” del gobierno 

Indirecta Según el historiador Álvaro Rodríguez 

durante el siglo XIX los militares podían 

votar “porque eran ejércitos sin formación 

profesional que estaban a cargo del cacique 

de turno, fuera liberal o conservador”. 

Álvaro 

Rodríguez 

Hoy los uniformados 

son profesionales que 

tienen un criterio 

formado   
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En el discurso de la prensa se identifica la voz del ex candidato presidencial por el partido 

político del “Centro Democrático”, de tendencia ideológica de derecha, Óscar Iván Zuluaga, quien 

en el 2014 en medio de la contienda electoral propuso el voto militar como una de sus banderas de 

campaña. Zuluaga pretendía acabar con la prohibición establecida en la constitución, sin embargo, 

fue derrotado en la segunda vuelta presidencial por Juan Manuel Santos. 

Otra de las voces identificadas en los discursos de la prensa es la del expresidente Juan 

Manuel Santos. El periódico El Tiempo, del cual fue accionista la familia del expresidente desde 

1913 hasta el 2012 (Portafolio, 2012), resaltó la promesa realizada por el entonces presidente a los 

uniformados en el año 2016, de restablecerles el derecho al voto solo si había paz en el país. Esta 

paz se traducía en la firma de los Acuerdos con la extinta guerrilla de las FARC, como ya se 

mencionó en el capítulo 4. Propuesta que también fue respaldada por el entonces congresista Luis 

Fernando Velasco, otra de las voces referenciadas por el periódico, del partido político “Liberal 

Colombiano” de tendencia ideológica de centro izquierda, a quien le parecía lógico que al acabarse 

la guerra con las FARC, los militares tuvieran el derecho al voto. 

Al respecto, el periódico también utiliza la voz Alfredo Rangel, miembro del partido 

político “Centro Democrático”, quien ve la propuesta del partido del presidente Santos como 

“oportunista” y enfatiza en que lo que realmente le interesa al gobierno de Santos son los votos de 

los familiares de los militares y no el real restablecimiento del derecho a los uniformados. El 

General en retiro Jaime Ruiz Barrera, quien fungía como Presidente de la Asociación Colombiana 

de Oficiales en Retiro de las Fuerzas Militares (Acore), en sintonía con el senador Rangel, señaló 

que “conquistar la familia de 450.000 miembros de la Fuerza Pública es un gran atractivo”. 

La voz del senador del partido político “La Alianza Verde” Antonio Navarro, partido de 

centro izquierda, también es citada por el periódico. Navarro considera la propuesta como un “gran 

pantallazo” del gobierno del entonces presidente Santos y señala la importancia de mantener la 

neutralidad política de las Fuerzas Militares, ya que de allí radica el respeto que tiene el pueblo 

colombiano por los uniformados. 

El congresista Ricardo Ferro del partido político “Centro Democrático” es otra de las voces 

citadas por el periódico. Ferro afirma que hoy los militares tienen una ciudadanía reducida, 

afectando la democracia en el país. A esta voz se suman las voces de los congresistas María 

Fernanda Cabal del mismo partido político y de Édgar Palacio, del partido político “Colombia 

Justa Libres” de tendencia ideológica de centro derecha, quienes afirman que el derecho al voto 
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no debe ser excluyente del oficio de las armas, por lo cual es una realidad que el estado debe 

reconocer. 

Otra de las voces que resaltan la inconveniencia de el restablecimiento del voto militar las 

del excongresista Roy Barreras del “Pacto Histórico” de tendencia ideológica de izquierda y la del 

senador Ariel Ávila de “La Alianza Verde” de centro izquierda, quienes manifiestan que al otorgar 

el derecho al voto a los uniformados dejaran de representar al pueblo colombiano, donde las 

fuerzas terminaran siendo subordinadas al mando, argumentando que la jerarquía pesa demasiado 

en la milicia. 

De acuerdo con todo lo señalado anteriormente en el análisis de la coherencia y 

consistencia discursiva, el corpus de la prensa presenta co-textos aislados, temas distintos y voces 

distintas, tipificando la estrategia discursiva de la segmentación. Es así como se presentan ideas 

conflictivas aisladas entre sí, como se ha evidenciado a lo largo de este apartado. En los discursos 

de la presa las ideas son divergentes, en una parte de ellos se manifiesta la necesidad de continuar 

con la veda constitucional por el bien de la democracia, del pueblo colombiano y de las mismas 

Fuerzas Militares. Por otro lado, se encuentra el discurso que declara que se debe restablecer el 

derecho al voto a los uniformados, avanzando en el sufragio universal, donde tengan la posibilidad 

de acudir a las urnas a través de mecanismos idóneos y oportunos, como ciudadanos que son. 

 

5.1.2 Transformación Discursiva en el Discurso de la Prensa 

Continuando con la segunda fase del análisis, se procede con el estudio de la dimensión de 

la transformación discursiva, centrándose en los procesos que ocurren en la constitución de formas 

de nominación de los actores a través de las estrategias discursivas: elisión, el reordenamiento y la 

sustitución.   

La observación gráfica de los actores más frecuentes en los discursos analizados, motiva 

una ruta de exploración en relación con la presencia discursiva de varias denominaciones para los 

mismos actores. Es así como, en el corpus de la prensa se identificaron 17 formas con su respectiva 

frecuencia que nominan actores, como se evidencia en la Figura 35. 
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                 Figura 35. Nominación de actores del corpus de la prensa 

 

Las tipificaciones de las concordancias permiten conocer el objetivo de la nominación en 

el discurso, como se evidencia en la Tabla 33: 

 

Tabla 33. Concordancias de los actores en el corpus de los militares en retiro 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

El ciudadano policía y el ciudadano  soldado 

están sometidos al escrutinio público de sus 

actos, reciben estipendios del Estado, corren 

el más alto riesgo en sus vidas e integridades, 

al igual que sus familias, pues los acompañan 

en los traslados a diferentes regiones y 

peñascos. 

Más peligro, quizás, representaría que 

el clero y las bondadosas monjas voten 

en todas las elecciones, aunque por 

disciplina interna no acepten 

candidaturas. Pero ningún  

sacerdote, 

clérigo, 

monje, 

y menos si es jesuita, tiene límite en ejercicio 

de su participación democrática. Pero a los 

militares colombianos les está prohibido 

expresar simpatías políticas por un partido, un 

dirigente, un programa, una candidatura. 

Que ello tenga en el ya lejano 1950 la 

impronta desbordada de la politización 

se debe no a los militares, sino a los 

civiles, que siempre han tratado de 

utilizarlos. Pero ya pasamos esas 

calendas. Las maduras democracias de 

Occidente no se resienten porque sus  

soldados y 

policías 
le apuesten a la democracia incluyente. 

El  militar 

como ciudadano, tiene los derechos y 

obligaciones concedidos por la ley, pero 

también las obligaciones inherentes al porte 

del uniforme y las armas de la nación. La 

primera, evitar que la política penetre en sus 

filas. Asunto bien difícil si votos y candidatos 

también lo hacen. 
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Se arguye que en todos los  ejércitos 

latinoamericanos existe el sufragio para los 

militares. Sí, pero Colombia constituye un 

universo ideológico propio y es dentro de su 

concepción filosófica donde debe centrarse la 

discusión. 

En 1932, otro gran reformista, Olaya 

Herrera, suprimió el voto para los  
militares 

en actividad; Alfonso López Pumarejo le dio 

carácter constitucional en 1936. A partir de 

entonces, y pese a la violencia partidista, el 

Ejército y, con este, las Fuerzas Militares 

pasaron al primer lugar entre las instituciones 

del Estado por la credibilidad y confianza 

reconocidas por nuestro pueblo. 

El proyecto de reforma constitucional 

que el  
senador 

del partido de ‘la U’, Roy Barreras radicó el 

martes pasado para que los miembros de la 

Fuerza Pública puedan votar 

El propósito de la iniciativa es que 

452.373 colombianos que integran las  

Fuerzas 

Militares 

puedan manifestarse en las urnas. Sin 

embargo, se “impedirá que intervengan en 

actividades o debates de partidos o 

movimientos políticos y ser elegidos”, 

El proyecto establece que la reforma se 

entraría a aplicar en un escenario de 

posconflicto, es decir, una vez se haya 

firmado el acuerdo final de paz con las  

Farc 
y los colombianos hayan refrendado lo 

pactado. 

Algunos  
miembros 

retirados 

de las Fuerzas Militares tampoco han estado 

lejos de la polémica, pues creen que la 

iniciativa es un “principio de igualdad”, pero 

que es “inoportuna” y poco concertada. 

Penagos aseguró, sin embargo, que la 

entrada de los 450.000 nuevos votantes 

que integran las  

Fuerzas 

Armadas 

no impactaría mayormente el censo electoral, 

ya que este aumentaría menos de 2 por ciento. 

El caso más reciente de una propuesta 

para devolverles el derecho al sufragio 

a los militares se dio durante la 

campaña presidencial del 2014. En 

aquella oportunidad, el candidato del  

Centro 

Democrático 

Óscar Iván Zuluaga, tuvo esto mismo como 

una de sus banderas de campaña. 

Otra de las propuestas recientes fue 

presentada en el Congreso en el 2013 

por el entonces  

senador 

del Partido PIN Édgar Espíndola, el cual les 

daba a los militares el derecho al voto pero les 

prohibía cualquier otra actividad política 

En el vecindario se dan casos de países 

en los que se les permite a los  
militares votar. 

El general (r) Jaime Ruiz, presidente de 

la Asociación Colombiana de  

 

Oficiales en 

Retiro 

(Acore), afirmó que la suspensión del sufragio 

en el gobierno de Olaya se debió a “causas de 

tipo político”. Y, aunque el militar celebró que 

desde el Congreso sea tenido en cuenta “el 

principio de igualdad”, dijo que desde hace 

más de dos años Acore presentó esa propuesta 

al Congreso, pero no tuvo respaldo 

Los  militares 

como todos nosotros, tienen su corazoncito y 

sus preferencias políticas. El problema surge 

porque son los depositarios del factor de poder 
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más decisivo, como es la capacidad de usar la 

fuerza a nombre del Estado. La historia nos ha 

enseñado que cuando la política tiñe los 

uniformes las consecuencias son, 

invariablemente, en extremo peligrosas. 

Dictum. El yihadismo se quiere tomar 

el mundo. No me refiero al del 

terrorismo sino al de la extrema  

derecha  

¿Un ciudadano colombiano deja de 

serlo al vestir el uniforme de  

soldado o de 

policía? 

Si su respuesta es afirmativa, sigamos 

negándoles el voto. Pero si usted cree que los 

soldados y policías son tan ciudadanos como 

usted o como yo, deberá concluir que ellos 

tienen derechos. 

Cada día son menos los países que 

excluyen a los  
militares 

del voto; el número no supera la veintena. 

Incluso países con pasados de dictadura 

militar se han movido hacia el levantamiento 

de la restricción, y la tendencia hacia la 

ampliación del espacio democrático resulta 

clara. 

En la mayoría de los pocos países 

donde persiste la interdicción para  

los militares 

y los policías 
sí pueden votar. 

Un  ejército 

no es más democrático porque sus miembros 

no votan, ni el voto en sí lo lleva a la 

deliberancia. ¿Dónde está la evidencia para 

sostener que Colombia escapó a las dictaduras 

de los setenta porque su ejército no lo hace? 

Este es un momento de 

transformaciones y el país necesita más 

democracia. No podemos quedar 

atrapados en el peso de la historia. Si 

estamos dispuestos a dar un salto de fe 

para creer en los miembros de las  

Farc 
¿cómo no creer en los soldados y policías de 

Colombia? 

En el 2019, precisamente, se habla de 

otros ciudadanos que también pueden 

participar en política, pero sin que esto 

conlleve un riesgo para la democracia o 

la institucionalidad del país. Ahí 

tenemos, por ejemplo, a quienes 

pertenecen a la  

rama 

judicial, 

a los entes de control que, obviamente, pueden 

ejercer el derecho al voto. Una cosa es pensar 

que los militares puedan votar y otra pensar 

que se pueda hacer proselitismo en el interior 

de los cuarteles o activismo político. 

Por supuesto que no se podría, así como 

tampoco puede un magistrado de una 

alta corte hacer la misma sugerencia a 

cualquier subalterno suyo, o cualquier 

miembro de un ente de control –de la  

Contraloría, 

la Fiscalía o 

la 

Procuraduría

- 

no puede interferir en la voluntad de algún 

subalterno suyo. Aquí lo importante es que 

podamos avanzar en el sufragio universal. 

Esta es una opinión personal que no 

compromete ni a la bancada ni a la 

opinión del expresidente  

Álvaro 

Uribe. 

Es una opinión de Ricardo Ferro, personal, 

mía que expresé en una columna de opinión 

¿Esto no beneficiaría a partidos 

políticos vistos de  
derecha como el Centro Democrático? 
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La separación entre las  
Fuerzas 

Armadas 

y la participación política se ha buscado 

mantener por casi cien años en Colombia, 

haciendo caso a un principio elemental y 

fundamental de la teoría política: que el 

Estado deposita en sus Fuerzas Armadas toda 

su capacidad de ejercer la fuerza, y estas, a 

cambio, deben garantizar al Estado y a la 

ciudadanía su absoluta obediencia al orden 

institucional. Cualquier posible politización 

de las Fuerzas Armadas representa un riesgo 

inmenso a esa búsqueda permanente de 

estabilidad y separación de poderes por parte 

de los Estados. 

La iniciativa fue impulsada por el 

Partido  
Conservador, 

específicamente por el senador Germán 

Blanco, quien pretendía que cambiar ese 

fragmento de la Constitución y así darle vía 

libre a los militares para que ejerzan el 

derecho al voto. 

La experiencia más cercana en el 

tiempo –que generó la actual 

prohibición al sufragio militar– fue ‘la 

Violencia’, que no es más que un 

eufemismo para denominar una guerra 

civil no declarada en la que los  

conservadore

s 

en el poder usaron componentes de la Fuerza 

Pública para perseguir violentamente a los 

liberales 

 

La tipificación de las concordancias, permite identificar la constitución de modelos en 

virtud de las relaciones conceptuales que se establecen en su interior, reconociendo que varias 

palabras pueden hacer referencia a un mismo actor, es preciso agruparlas, identificando ocho 

actores preponderantes, como se presentan en la Figura 36. 

 

Figura 36. Agrupación de las nominaciones de actores del corpus de la prensa 
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En el corpus de la prensa el actor más nominado es la Fuerza Pública. Las menciones que 

realizan de este actor en los discursos son variadas y destacan siempre su rol como defensores de 

la democracia. Se destaca el reconocimiento que realizan los actores discursivos al trabajo de los 

uniformados, indistintamente si el discurso es a favor o en contra del voto militar, señalando que 

“corren el más alto riesgo en sus vidas e integridades, al igual que sus familias” (Jaramillo, 2004).  

El grupo de actores que no apoyan la modificación del statu quo en el discurso de la prensa, 

recuerdan a los lectores las obligaciones que tienen los uniformados consagradas en la ley, donde 

principalmente se resalta el mantenerse alejados de la política, enfatizando en que “como 

ciudadano, tienen los derechos y obligaciones inherentes al porte del uniforme y las armas de la 

nación. La primera, evitar que la política penetre en sus filas” (Valencia, 2014). Así mismo, 

recalcan que el permitir el voto a los militares puede politizar las filas, asegurando que “representa 

un riesgo inmenso a esa búsqueda permanente de estabilidad y separación de poderes por parte de 

los Estados” (Posada, 2020). 

Una mención especial concierne las apreciaciones que se realizan de la ideología política 

de derecha en el corpus de la prensa. Se relaciona poderosamente la concesión del derecho del 

voto militar con la derecha y la extrema derecha, aludiendo que esta es una de las formas mediante 

las cuales los partidos políticos de esta ideología pretenden ejercer dominación y llegar al poder.  

Silva señala la participación de miembros de las Fuerzas Militares durante las elecciones 

presidenciales del 2014, para favorecer a partidos de derecha y perjudicar al gobierno de turno26,  

argumentando que “hay varios casos confirmados, en las elecciones del 2014, en los que miembros 

de la Fuerza Pública actuaron en las redes y personalmente para favorecer al Centro Democrático. 

Incluso, altos funcionarios del Gobierno fueron víctimas de intentos para impedirles votar por parte 

de miembros de la Fuerza Pública” (2016). Así mismo, el autor es incisivo sobre el rol de la 

extrema derecha para ejercer dominación, afirmando que “El yihadismo se quiere tomar el mundo. 

No me refiero al del terrorismo sino al de la extrema derecha” (Silva, 2016).  

 Las menciones que se realizan en los discursos de la prensa del Partido Conservador, 

son para hacer referencia a que ha sido este partido político uno de los promotores de la 

 
26 La división de la sociedad en torno al proceso de paz se hizo evidente en las elecciones presidenciales del año 2014. 

En estas, Santos buscó su reelección y para ello se enfrentó al candidato del uribismo, el exministro Óscar Iván 

Zuluaga. En la primera vuelta, Zuluaga se impuso con un 29.3% de los votos frente a un 25.7% de Santos. Los 

resultados de la segunda vuelta mostraron a un país partido por mitades. Santos logró ganar con un 51% de la votación, 

frente a un 45% de Zuluaga (Comisión de la verdad, 2014). 
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modificación del artículo 219, para restablecer el derecho al voto a los uniformados. De igual 

manera, se nomina a este actor para recordar al lector que dentro de las causas históricas de la 

supresión del voto militar, se encuentra que los conservadores “en el poder usaron componentes 

de la Fuerza Pública para perseguir violentamente a los liberales” (Silva, 2016). 

 La extinta guerrilla de las FARC en el corpus de la prensa, al igual que en los otros 

corpus examinados, es tomada como referencia para medir los derechos de los uniformados. De 

esta manera, se arguye que en el marco del proceso de paz con este grupo guerrillero se deben dar 

concesiones también para los miembros de las Fuerzas Militares, señalando que “Este es un 

momento de transformaciones y el país necesita más democracia. No podemos quedar atrapados 

en el peso de la historia. Si estamos dispuestos a dar un salto de fe para creer en los miembros de 

las Farc, ¿cómo no creer en los soldados y policías de Colombia?” (Gil, 2016).  

De acuerdo con todo lo anteriormente presentado, en el análisis de la transformación 

discursiva del corpus de la prensa, se evidencia principalmente la estrategia discursiva de 

sustitución, formulando modos de naturalización en la conceptualización de un fenómeno 

específico, el voto militar. Es así como se exteriorizan los procesos de personalización e 

impersonalización. La personalización se identifica en los discursos en los cuales se argumenta 

que los militares y policías como ciudadanos tienen el derecho de elegir y que el ejercicio      de un 

derecho no puede estar sujeto a consideraciones. 

El proceso de la impersonalización se evidencia por objetualización, cuando los actores se 

representan mediante su cercanía con los lugares, los entes o las actividades. En el discurso de la 

prensa la impersonalización se presenta mediante la autonomización de la producción. Es así 

como, un grupo de autores señalan las obligaciones inherentes al porte del uniforme y al uso de 

las armas de la nación adquiridas por los militares, lo cual los aparta de la comunidad política, 

prevaleciendo su actividad laboral por encima del derecho fundamental como seres humanos.  

 

5.1.3 Formas de Legitimación en el Discurso de la prensa 

La última fase del análisis consiste en el estudio de la dimensión de las formas de 

legitimación. La legitimación se realiza en contextos institucionales, pues los entes que se 

involucran en este proceso son actores institucionales (organizaciones, organismos oficiales, 

parlamentos, medios de comunicación, entre otros) que justifican social, política y/o legalmente 

las acciones de determinado grupo a su conveniencia (Van-Dijk, 1998). 
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Las estrategias que conforman el análisis de las formas de legitimación se construyen a 

través de los procesos lingüísticos de negociación, persuasión y acusación-justificación, 

atendiendo a que este fenómeno responde en forma global a una necesidad de reconocimiento, 

aceptación y aprobación de un orden social específico.  

De esta manera, se procede con la elaboración del plano perceptual, emitido por el análisis 

de estadística textual del software “IRaMuTeQ”, Figura 37, el cual permite un acercamiento inicial 

a los subprocesos lingüísticos involucrados en los apartados discursivos. 

Figura 37. Plano perceptual corpus de la prensa

 

El primer subproceso lingüístico reconocido en el corpus de la prensa es la evaluación, el 

cual implica la asignación de nominaciones a los actores cargadas de valoraciones normativas 

específicas, lo cual contribuye en forma eficiente a una presentación positiva del “nosotros” y una 

construcción negativa de “ellos” (los otros). Este subproceso se evidencia tanto en los discursos 

de la prensa que apoyan el voto militar, como los que respaldan el mantenimiento de la restricción 

a los uniformados. 

El subproceso de la evaluación se evidencia en la presentación de la normatividad que 

respalda la restricción del derecho al sufragio a los militares y policías, se manifiesta en apartados 

como: “La Ley 72 de 1930 fue tajante al determinar que los miembros del Ejército y la Policía 

Nacional no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo. En 
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1945 esa norma es elevada a precepto constitucional a través de un acto legislativo” (El Tiempo, 

2016).  

De igual manera, los adeptos al cambio del statu quo que permita a los uniformados asistir 

a las urnas, acuden a los dictámenes de la normatividad internacional señalando que: “Los textos 

internacionales de derechos humanos consagran el derecho al voto. Tanto el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos como la Convención Interamericana de Derechos Humanos nos 

reconocen el derecho de todos “a votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 

realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto” (Gil, 2016).  

El segundo subproceso lingüístico identificado es la racionalización, el cual ocurre cuando 

se toman las acciones como premisas a partir de las cuales se emiten conclusiones morales sobre 

los actores. De esta manera se rechaza el lugar de otros actores, de sus discursos y se reafirma el 

lugar de poder de quien construye el discurso.  

El subproceso de la racionalización se evidencia en el corpus de la prensa mediante el 

reclamo que realizan el grupo de autores que argumentan a favor del voto militar, señalando que a 

los miembros de otras instituciones en Colombia, que también tienen un rol preponderante en el 

funcionamiento estatal, si se les permite participar en las urnas, alegando una especie de 

desigualdad en el rasero moral con el que se mide a los uniformados. Se evidencia este fenómeno 

en el siguiente apartado: “…así como tampoco puede un magistrado de una alta corte hacer la 

misma sugerencia a cualquier subalterno suyo, o cualquier miembro de un ente de control –de la 

Contraloría, la Fiscalía o la Procuraduría- no puede interferir en la voluntad de algún subalterno 

suyo. Aquí lo importante es que podamos avanzar en el sufragio universal” (Valbuena, 2019). 

La misma consideración se realiza para con los miembros de las extintas guerrillas de las 

FARC, de quienes se manifiesta que aún siendo organizaciones al margen de la ley, van a adquirir 

derechos políticos, señalando que “los miembros de grupos insurgentes cuentan con su derecho al 

voto. Se merecen votar quienes se exponen día a día por el pueblo colombiano”. (Cabal, 2022). 

El tercer subproceso lingüístico identificado es la narrativización. La narración consiste en 

la atención discursiva a los detalles de los acontecimientos para darles un carácter excepcional, en 

virtud de las circunstancias y particularidades del acontecer con el grupo dominado. La 

narrativización se presenta en el corpus de la prensa en apartados como: “Entre mis recuerdos de 

infancia aparece la imagen de los batallones que con paso marcial caminaban hacia las urnas como 

obedeciendo la voz de mando ¡march-AR! En 1932, otro gran reformista, Olaya Herrera, suprimió 
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el voto para los militares en actividad; Alfonso López Pumarejo le dio carácter constitucional en 

1936. A partir de entonces, y pese a la violencia partidista, el Ejército y, con este, las Fuerzas 

Militares pasaron al primer lugar entre las instituciones del Estado por la credibilidad y confianza 

reconocidas por nuestro pueblo” (Valencia, 2014). 

 

5.2 El Discurso de las ONG: los Militares y la Derecha Colombiana, Una Alianza Peligrosa 

En Colombia, de acuerdo con el Consejo de Estado (2024), no existe una definición legal 

de lo que es una Organización no Gubernamental. En la doctrina existen multiplicidad de 

aproximaciones, pero no un concepto estandarizado; sin embargo, de ellas se puede concluir, que 

existen coincidencias en aspectos esenciales, a saber: i) son organismos concebidos en un ámbito 

privado, al margen del Estado, ii) sus fines se identifican con varios objetivos, todos en general de 

carácter altruista, como pueden ser catalogados, los fines humanitarios, comunitarios y de 

cooperación, entre otros, y, iii) desarrollan su gestión sin ánimo de lucro. 

En la legislación interna, la naturaleza jurídica de estos organismos no está definida con 

identidad propia, empero, adopta las formas jurídicas existentes permitidas por la ley para la 

organización de los intereses de naturaleza privada, como lo son las asociaciones, fundaciones o 

corporaciones, reguladas en el Código Civil. Su existencia se ha reconocido desde el siglo XIX, 

como una forma particular y legítima de expresión social. Durante el siglo XX fueron reconocidas 

a nivel internacional, como actores importantes de la posguerra, en la Carta de Naciones Unidas 

de 1945. Actualmente gozan de un alto protagonismo mundial, sobre todo en temas de derechos 

humanos (Consejo de Estado, 2024). 

Londoño (2017), señala que las organizaciones no gubernamentales son en síntesis una 

forma de trabajar por los derechos de la gente y por el interés público, en sí misma un reto y una 

construcción que vale la pena conocer y valorar. Las ONG de derechos humanos han formado 

parte integral de este desarrollo de las organizaciones en Colombia. Unas están dedicadas de 

manera prioritaria a la promoción de los derechos humanos, otras a la denuncia e intervención ante 

instancias administrativas y judiciales, nacionales o internacionales. Esto no sólo marca sus 

posibilidades de incidencia social y política, sino también sus riesgos y el tipo de medidas 

necesarias para impulsar su acción. 

El corpus discursivo de las organizaciones no gubernamentales, está conformado por cinco 

pronunciamientos relativamente recientes de este tipo de organizaciones o de alguno de sus 
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miembros, sobre el voto militar en Colombia. Llama la atención que, a pesar de que el nacimiento 

de estas organizaciones en el país se sitúa      alrededor de los años sesenta y que según los estudios 

de la Fundación Interamericana (Londoño, 2017), los ciudadanos organizados en estos grupos 

comenzaron a llenar el espacio que dejaron vacíos los partidos políticos tradicionales, al perder su 

eficacia y credibilidad de mediadores entre el pueblo y el gobierno, son realmente exiguos los 

dictámenes de este tipo de organizaciones acerca del derecho al sufragio al personal uniformado. 

Sin embargo, cumpliendo con los objetivos que persigue esta investigación, se analizaron      

los discursos hallados, consolidando los aportes a la comprensión de la realidad del voto militar en 

Colombia, a través del discurso, por parte de estas organizaciones. 

El primer discurso analizado fue publicado el 2 de marzo del 2020 por German Ayala, en 

la “La Corporación Latinoamericana SUR”, la cual es una organización sin ánimo de lucro 

conformada por un grupo de profesionales de distintas disciplinas y áreas del conocimiento, con 

una amplia experiencia en instituciones públicas y privadas, que se proponen contribuir a la 

promoción del Estado social, democrático de derecho, la construcción de la paz y la consolidación 

de la democracia, la justicia, la participación y la equidad (Corporación Latinoamericana SUR, 

2024).  

En su discurso titulado “El voto de los militares”, Ayala expresa la inconveniencia de 

permitir a los uniformados acceder nuevamente al derecho al voto, señalando que “el asunto de 

fondo está en dos perspectivas: la primera hace referencia a la calidad de la democracia colombiana 

y la segunda, a las actuaciones de los militares en el marco de la política de defensa y seguridad 

democrática (PDSD) y las relaciones establecidas y consolidadas entre el uribismo, Acore, la 

actual cúpula militar y el gobierno de Duque” (2020). 

La segunda soflama examinada fue publicada el 9 de marzo del 2020, autoría de José 

Gregorio Hernández y publicada en “La Fundación Razón Pública”, la cual es una entidad sin 

ánimo de lucro ni carácter partidista constituida en 2008 para servir como un punto de 

convergencia y un instrumento para la expresión de los intelectuales colombianos comprometidos 

con el proyecto de una sociedad pacífica, democrática, legal, justa y productiva (Razón Pública, 

2024). 

Hernández tituló su discurso “¿Derecho al voto para militares y policías?” y en el manifestó 

el “grave error” que considera sería el restablecimiento del derecho al voto a los militares y 

policías, señalando que los uniformados “No están al servicio de un partido o candidato alguno. 
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Siguen las órdenes de quien el pueblo elija para gobernar, cualquiera que sea su orientación 

política” (2020). 

El tercer discurso analizado fue publicado el 25 de marzo del 2020, autoría de Alejandra 

Barrios, directora nacional de la La Misión de Observación Electoral (MOE), la cual es una 

plataforma de organizaciones sociales, universitarias y de la sociedad civil, independiente del 

gobierno, de los partidos políticos y de intereses privados, que promueve la realización del derecho 

que tienen todas las personas a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político 

(MOE, 2024). 

En su alocución titulada “Colombia no está preparada para que los militares voten”, Barrios 

se declara en contra de la restitución del sufragio a los uniformados, aclarando que “No es 

conveniente, en este momento, que los militares puedan participar en los procesos electorales; 

pero, eso no significa que en el futuro no se pueda abrir esa posibilidad” (Barrios, 2020). 

La cuarta soflama analizada fue publicada el 23 de marzo del 2024 por Laura Cano, en la 

Fundación Paz y Reconciliación (PARES), la cual es una organización que se ha dedicado al 

fortalecimiento del estado social de derecho y la sociedad civil, con el propósito de contribuir a la 

profundización de la democracia y la generación de alternativas de equidad social y desarrollo, 

mediante el impulso y la promoción de programas sociales y acciones enfocada en la superación 

del conflicto armado, la construcción de la paz, el post-conflicto y la seguridad (PARES, 2024). 

En su soflama titulada “Fuerza Pública a las urnas, una jugadita de la derecha colombiana”, 

Cano hace referencia a la iniciativa que puso sobre la mesa el senador Édgar Palacio Mizrahi, del 

partido Colombia Justa y Libre, que buscaba restablecer el derecho al voto a los uniformados, 

tipificándola como una acción electoral, al respecto señala la autora que “Es año preelectoral y 

como es de esperarse varias son las acciones que se empiezan a tomar a favor de intereses 

particulares”. 

El último discurso analizado fue publicado el 24 de marzo del 2021, por el diario “El 

Espectador”, de la autoría de Ariel Avila miembro de “La Corporación Nuevo Arco Iris” (CNAI), 

la cual es una Organización No Gubernamental para la Paz y el Desarrollo, creada el 29 de marzo 

de 1996, en el marco de la ejecución y desarrollo de los compromisos asumidos en el Acuerdo 

Político Final, suscrito entre la Corriente de Renovación Socialista y el Estado Colombiano, el 9 

de abril de 1994. Desde su creación se ha consolidado como expresión de la sociedad civil para la 

reconciliación y para la búsqueda de un modelo alternativo de desarrollo, inspirado en la 
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convivencia y en la definición de formas participativas de concebir lo público y la función del 

Estado (CNAI, 2024). 

Ávila, en su soflama titulada “La mala idea de darles el voto a los militares en Colombia”, 

el autor expresa su desacuerdo con el voto militar, enfatizando en que “El desespero ha llevado a 

que surjan una serie de propuestas peligrosas en un país convulsionado políticamente. La derecha, 

tanto la centroderecha como la derecha radical representada por el uribismo, está en una verdadera 

crisis…” (2021). 

A continuación, se presenta el análisis de las fases de la consistencia y coherencia, 

transformación discursiva y las formas de legitimación, de los discursos que conforman el corpus 

de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG). 

 

5.2.1 Consistencia y Coherencia en el Discurso de las Organizaciones No Gubernamentales  

El resumen de estadística textual del corpus de las ONG´s, proporcionado por el análisis 

de estadística textual del software “IRaMuTeQ”, Figura 38, es el punto de partida para el análisis 

de la consistencia y coherencia discursiva. 

Figura 38. Resumen del análisis de estadística textual del corpus de las ONG´s 

 

Figura 39. Estadística textual del corpus de las ONG´s 
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En una aproximación inicial al corpus de las ONG´s, en la figura 38 y 39, se muestra la 

frecuencia de las formas en los discursos objeto de análisis, evidenciando que existe un mayor 

número de palabras que se repiten pocas veces y un menor número de palabras que se repiten 

muchas veces, siendo un indicador del gran contenido de recursos lingüísticos utilizados por este 

actor con poder de veto para argumentar su posición sobre el voto militar en Colombia.  

A continuación, se presentan las formas (palabras) activas del corpus en general con su 

respectiva frecuencia y tipo, las cuales han sido seleccionadas previamente, correspondiendo 

exclusivamente a las categorías gramaticales de los adverbios, adjetivos, sustantivos y verbos, los 

cuales nos permiten vislumbrar propensiones y preferencias de los actores discursivos.   

Tabla 34. Clasificación de las formas del discurso del corpus de las ONG´s 

Forma Frecuencia  Tipo Forma Frecuencia  Tipo 

militar 38 adj permitir 9 ver 

público 37 adj parte 9 sus 

político 33 adj mismo 9 adj 

derecho 26 sus gobierno 9 sus 

partido 20 sus función 9 sus 

miembro 18 sus defensa 9 sus 

deber 18 sus arma 9 sus 

constitución 17 sus activo 9 adj 

voto 16 sus presidente 8 sus 

propuesta 15 sus país 8 sus 

servicio 14 sus nacional 8 adj 

policía 14 sus interés 8 sus 

votar 13 ver 

colombian

o 8 adj 

orden 13 sus civil 8 adj 

hacer 13 ver autoridad 8 sus 

electoral 12 adj armar 8 ver 

democracia 12 sus través 7 sus 

constitucion

al 12 adj sufragio 7 sus 

artículo 12 sus seguir 7 ver 

estado 11 sus república 7 sus 

ejercer 11 ver legítimo 7 adj 

así 11 adv humano 7 adj 

seguridad 10 sus enemigo 7 sus 

debatir 10 ver doctrina 7 sus 
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El cálculo de las frecuencias permite identificar y delimitar las unidades comunes que dan 

cuenta de un fenómeno o de una situación específica que se manifiesta de manera estable en el 

discurso. Así mismo, es importante conocer la frecuencia de las formas de cada discurso, 

exponiendo los indicios discursivos principales de cada actor. 

 

      Tabla 35. Frecuencia de las formas activas por discurso del corpus de las ONG´s 

Autor 
N° 

Discurso 

Primera 

Forma  
Frecuencia 

Segunda 

Forma  
Frecuencia 

Barrios D1 Militar 6 Electoral 4 

Hernández D2 Fuerza 29 Deber 14 

Ayala D3 Militar 13 Político 10 

Cano D4 Fuerza 20 Derecho 9 

Ávila D5 Propuesta 4 Voto 4 

 

Las formas con más frecuencias evidenciadas en las tablas 34 y 35 son: militar, fuerza, 

derecho, partido y propuesta. En una segunda categoría se encuentran miembro, deber, 

constitución, voto y electoral. Estas formas proporcionan un indicio en la configuración de los 

posibles temas que se tratan en los discursos de las ONG´s, las cuales se correlacionan con la 

gráfica de la nube de palabras, formulada por el software IRaMuTeQ, para determinar los temas 

inmersos en los discursos. 

Figura 40. Nube de palabras del corpus de las ONG´s
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De esta manera se construyen las siguientes unidades gramaticales construidas utilizando las 

principales formas de los discursos:    

Tema 1: Propuesta de un partido político para el derecho al voto militar. 

Tema 2: El deber constitucional de los miembros de las Fuerzas Militares en el orden electoral. 

Prosiguiendo con el análisis de la coherencia y consistencia discursiva, se continúa      con 

el análisis del tópico. Es así como en la Tabla 36 se presentan como “temas no topicalizados” los 

titulares de cada uno de los discursos analizados del corpus de las ONG´s y como “temas 

topicalizados” la manera como el autor pone de relieve el mensaje que expresa en cada discurso. 

Tabla 36. Topicalización del tema del corpus de las ONG´s 

Discurso Año Tema No Topicalizado Tema Topicalizado 

1 
2 de marzo del 

2020 
El voto de los militares 

El voto militar es un riesgo para la 

institucionalidad castrense y peligro para 

la democracia colombiana. 

2 
9 de marzo del 

2020 

¿Derecho al voto para 

militares y policías?  

La imparcialidad de los militares y 

policías que concede el mantenerlos 

alejados de las urnas redunda en el 

beneficio de todos y no de corrientes, 

candidatos o partidos. 

3 
25 de marzo del 

2020 

Colombia no está preparada 

para que los militares voten: 

MOE  

El momento que vive el país, es 

totalmente inconveniente permitir que 

los militares acudan a las urnas. 

4 
23 de marzo del 

2021 

Fuerza Pública a las urnas, 

una ‘jugadita’ de la derecha 

colombiana  

Los votos posibles de los efectivos de la 

Fuerza Pública tienen una tendencia 

conservadora y de derecha, que podrían 

modificar cualquier escenario político. 

5 
 24 de marzo del 

2021 

La mala idea de darles el 

voto a los militares en 

Colombia  

La derecha y la centroderecha buscan 

contar con los votos de los militares. 

 

En la topicalización de los temas en el corpus de las ONG´s, se evidencian discursos 

homogéneos con temas similares. Los autores discursivos coinciden en señalar que los partidos 

políticos de derecha son los principales interesados en restablecer el derecho al sufragio a los 

uniformados y que lo hacen con intereses netamente electorales, afirmando que “Este panorama a 

lo que lleva es a analizar que podrían haber casi 400.000 votos direccionados de manera no libre, 

subordinada jerárquicamente; pues no se puede pensar que un soldado pueda votar libremente 

cuando está subordinado por un oficial, suboficial, que a su vez está subordinado al presidente, el 
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cual tienen un partido de Gobierno por el cual llegó a gobernar, que además, tiene un Ministro de 

Defensa que seguramente vea a los soldados como máquinas para votar” (Salazar, 2021). 

Las ONG´s coinciden en afirmar que la cercanía de los militares y policías de Colombia 

con los partidos de derecha es muy fuerte, aludiendo que la influencia del expresidente Álvaro 

Uribe en las Fuerzas Militares es una realidad, llevándolos a cometer violaciones a los derechos 

humanos, aseverando que “…no podemos olvidar las prácticas de cooptación ideológica y política 

que impulsó en su momento el presidente Uribe Vélez en las guarniciones. Los procesos de 

heroización que Uribe y los medios de comunicación echaron a andar, terminaron en la promoción 

de prácticas criminales como los falsos positivos, en cambios misionales y en la erosión del honor 

militar…” (Ayala, 2020). 

Resulta altamente llamativo como en los discursos de las ONG´s hacen referencia al 

expresidente Uribe, acusándolo de desviar a los uniformados del cumplimiento de la misión 

constitucional, señalando que “…Uribe Vélez logró un manejo del mundo castrense desde su 

lógica como finquero y latifundista. Esto es, debilitó la institucionalidad a través de un tipo de 

relacionamiento alejado de protocolos, procedimientos y normas. Al final, logró imponer su 

carácter autárquico y el consecuente manejo discrecional de las operaciones, terminó en la 

desviación de la misión de los uniformados” (Ayala, 2020). 

El análisis de la consistencia y coherencia discursiva continua con la identificación de las 

concordancias en el corpus de las ONG´s. Se presenta en la Tabla 37 las concordancias de las 

principales formas para los discursos examinados.
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Tabla 37. Concordancias del corpus de las ONG´s 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

Estamos, entonces, ante la insistencia de modificar el 

artículo 219 de la Carta Política que prohíbe ejercer el  
derecho al sufragio a los miembros de la Fuerza Pública. 

De la primera hay que señalar que la  democracia 

colombiana exhibe graves problemas en su concepción y operación. 

Se trata de una democracia restringida, procedimental y sometida 

sus instituciones, al talante violento y excluyente de las élites de 

Estado que terminan manejando sus hilos institucionales a través de 

la captura mafiosa de entidades como la Registraduría Nacional del 

Estado Civil. 

La democracia 

colombiana es, entonces, el fiel reflejo de las maneras como el 

Estado viene operando: esto es, capturada por un ethos mafioso que 

se evidencia a través de la compra de votos, el constreñimiento al 

elector, la trashumancia y las presiones que se hacen desde los 

directorios políticos de los partidos, y las que promueven jefes o 

caciques políticos a sus “recomendados” para que voten en uno u 

otro sentido; a lo que se suman, las perversas relaciones que de 

tiempo atrás han establecido los caciques políticos con las JAC y las 

JAL y con particulares líderes comunales 

Sin duda, autorizar a los militares a  votar, 

lo único que se logrará es extender al escenario castrense las nocivas 

prácticas electorales y políticas del mundo de los civiles.  La 

obediencia debida y el espíritu de cuerpo entrarían a operar en las 

deliberaciones de los militares, asunto que es riesgoso para la 

disciplina interna de las unidades. 

Quizás cuando proscribamos el ethos mafioso de nuestras 

vidas, estaremos listos como Estado y como sociedad para 

ver en las urnas a los militares, en calidad de  

votantes. Antes, no. Es un peligro para todos. 

Las reglas vigentes son apropiadas para una  democracia 

ciudadana: garantizan la imparcialidad de los miembros activos de 

la Fuerza Pública y su sujeción a la autoridad civil, que en tal sistema 

de gobierno es la que debe adoptar las decisiones y conducir los 

destinos de la sociedad. 

Tienen, ni más ni menos, el uso legítimo de las  armas; 
pero no a favor de los partidos ni contra ellos, sino en guarda de la 

soberanía, la legitimidad y la legalidad. 
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Autorizar que los militares en ejercicio sean deliberantes y 

tengan  
derecho 

al sufragio, acceso a los procesos electorales y pertenencia a las 

campañas partidistas los dividiría y los comprometería con intereses 

distintos de los institucionales, que son los que les corresponden. 

Su meta es institucional por definición. Prestan sus servicios 

y aseguran los  
derechos 

de todos, en cuanto son garantes materiales de la paz, la seguridad, 

el orden público y la convivencia. 

Por lo tanto, actualmente las Fuerzas Armadas no pueden 

ejercer el derecho al sufragio, participar en debates y 

campañas políticas y deliberar. De esta manera, defiende el 

principio de imparcialidad de la función pública, mucho más 

exigente con los militares y policías, que pueden hacer uso 

de las  

armas, 

por lo que deben servir a objetivos institucionales y subordinarse a 

la autoridad estatal, en beneficio de todos y no de corrientes, 

candidatos o partidos. 

El objetivo básico de esas restricciones en tiempo de 

servicio activo reside en la seguridad jurídica, la libertad 

política y la plena igualdad de los electores, quienes no 

deben ser coaccionados por las  

armas; ni siquiera debe existir el riesgo o temor de que lo sean. 

debemos recordar que las aludidas limitaciones solamente 

permanecen durante el tiempo de servicio. Culminado este, 

los militares y policías retirados pueden ejercer libremente 

sus  

derechos 

políticos, divulgar sus criterios partidistas, promover su ideología y 

hasta aspirar, como ya varios lo han hecho, a las más altas 

investiduras dentro de la democracia. 

momento que vive el  país, 
es totalmente inconveniente permitir que los militares acudan a las 

urnas. 

Tener militares, policías, miembros del Ejército, haciendo 

proselitismo electoral o tomando decisiones a través del 

voto en territorios, donde además están en  

armas 
puede ser contraproducente para la seguridad de la democracia, que 

es la que ellos nos brindan 

La propuesta llega en un periodo importante: un año 

preelectoral, no obstante, siguiendo lo expuesto en El 

Espectador, en caso de ser aprobada, no comenzaría a 

aplicar en las  

elecciones 

presidenciales y legislativas de 2022, sino hasta las regionales de 

2023, lo que no la hace ajena, igual, al contexto que actualmente 

vive el país. 

Solo en la medida en que se abandone la doctrina del 

enemigo interno, que no se considere al que piense diferente 

como un potencial enemigo y que el sistema electoral tenga 

mejores controles se podría pensar en una posibilidad del  

voto  militar. 

Por el momento es una mala idea, muy riesgosa y que se 

hace como cálculo  
electoral 

para un sector que se desploma, envuelto en múltiples escándalos 

políticos, judiciales y de corrupción. Nada bueno saldrá de una 

propuesta de estas. 
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Las concordancias de las principales formas del corpus de las ONG´s permiten conocer la 

concepción de la democracia en Colombia por parte de estas organizaciones. Los autores 

discursivos culpan a las élites de Estado de manipular las instituciones a través de procederes 

mafiosos, que producen una democracia restringida y con problemas, señalan que “Se trata de una 

democracia restringida, procedimental y sometida sus instituciones, al talante violento y 

excluyente de las élites de Estado (Ayala, 2020). 

En el mismo sentido, critican las formas de operación del estado y afirman que las acciones 

desde tiempo atrás por parte de los “caciques electorales”27 han originado que la democracia este 

capturada por un “ethos mafioso”, que se basa en una cultura política tradicional y la cultura 

mafiosa, siendo parte constitutiva de la identidad nacional y que se evidencia a través de la compra 

de votos, el constreñimiento al elector, la trashumancia y las presiones que se hacen desde los 

directorios políticos de los partidos, y las que promueven jefes o caciques políticos. 

Con relación a la posibilidad de concesión del derecho al sufragio a los militares y policías, 

los autores discursivos se oponen totalmente, asegurando que “autorizar a los militares a votar, lo 

único que se logrará es extender al escenario castrense las nocivas prácticas electorales y políticas 

del mundo de los civiles” (Ayala, 2020). Califican como un peligro que los uniformados puedan 

acceder a las urnas, aseverando que la obediencia debida guiará la toma de decisiones de los 

militares. 

El uso de las armas representa otro de los principales argumentos en el discurso de las 

ONG´s.  El temor a que      estas sean usadas contra el pueblo, para coaccionar a los electores y a 

los partidos políticos, como en tiempos de antaño, es una posibilidad que el país no debería 

contemplar. Al respecto indican que el conceder el sufragio siendo los portadores de las armas de 

la nación “puede ser contraproducente para la seguridad de la democracia, que es la que ellos nos 

brindan” (Barrios, 2020). 

En los discursos se señala que la propuesta de restablecer el derecho al sufragio a los 

uniformados se da en periodos preelectorales, enfatizando en que estas iniciativas representan un 

interés de por parte de algunos partidos políticos, que al encontrarse en “múltiples escándalos 

 
27 La expresión “cacique”, tomada de los indios americanos, se usó también sin sentido peyorativo para señalar a 

personas con poder o preeminencia, pero desde la segunda mitad del siglo pasado comenzó a emplearse en España 

para referirse a quienes, dueños de poder local, lo usaban para manipular a la población y controlar la política lugareña 

mediante la repartición de favores personales, contratos y beneficios de todo orden (Melo, 2017). 
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políticos, judiciales y de corrupción” (Ávila, 2021), ven en los uniformados una solución a la falta 

de votos en las elecciones. 

Continuando con el análisis de la coherencia y consistencia discursiva, es necesario 

continuar con el análisis de la voz, esta facilita la identificación de los actores discursivos, la 

demarcación de los puntos de vista y los modos en que éstos se expresan. 

 

Tabla 38. Citaciones en el corpus de las ONG´s 

TIPO DE 

CITACIÓN 

EXPRESIÓN 

INTRODUCTORIA 

CITA 

 

ACTOR 

DISCURSIVO 

SENTIDO 

ASIGNADO 

Directa El dicho popular que 

dice que 

 “a partir de las 4 vota la 

Registraduría” 
Anónimo 

La 

Registraduría 

manipula los 

resultados 

electorales 

Directa 

Ferro sostiene que, 

con la iniciativa, no 

habría proselitismo 

político de los 

miembros de la 

Fuerza Pública, sino 

 “simplemente la posibilidad 

de que ellos puedan ejercer 

su derecho al voto como 

cualquier otro ciudadano de 

nuestro país”. 

Ricardo Ferro 

La propuesta 

es que voten 

como 

ciudadanos 

que son 

Directa 

En 1958, así se 

manifestaba Alberto 

Lleras Camargo  

“La política es el arte de la 

controversia, por excelencia. 

La milicia es la disciplina. 

Cuando las Fuerzas Armadas 

entran a la política, lo 

primero que se quebranta es 

su unidad, porque se abre la 

controversia en sus filas. El 

mantenerlas apartadas de la 

deliberación política no es un 

capricho de la Constitución, 

sino una necesidad de su 

función” 

Alberto Lleras 

Camargo 

Los militares 

y la política 

son 

incompatibles  

Directa 

Esteban Salazar, 

coordinador de la 

Línea de Democracia 

y Gobernabilidad de 

la Fundación Paz y 

Reconciliación, 

explicó que 

 “en Colombia todavía existe 

una presión muy fuerte por 

parte de la doctrina que 

reciben los militares y la 

policía. Si, por ejemplo, se 

analiza el hecho que un 

funcionario público pueda 

votar, se debe establecer que 

el nivel de subordinación no 

es el mismo a la doctrina 

militar, en donde existe una 

jerarquía; de un oficial o 

suboficial ante un 

Esteban 

Salazar 

La 

obediencia 

debida es tan 

fuerte que no 

admite el 

voto libre en 

las filas 
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Las citaciones en el corpus de las ONG´s son utilizadas para respaldar y argumentar la 

inconveniencia del restablecimiento del derecho al sufragio para los uniformados. Se arguye que 

subordinado que puede tener 

mayor injerencia a la de otra 

persona, donde esta 

subordinación está regida 

principalmente por medio de 

un contrato”. 

Directa 
Empero, el analista 

opina sobre esto que 

 “es un juego para poder 

medir el aceite, así como 

pasó la semana pasada con la 

idea de ampliar el periodo 

presidencial, y así ven qué 

tanta viabilidad tienen esos 

intereses. Ahora, es evidente 

ver sobre quiénes tendría 

beneficios lo que ahora se 

quiere llevar a debate, pues 

es hablar de casi 400.000 

votos de los efectivos de la 

Fuerza Pública que se sabe 

que tienen una tendencia 

conservadora y de derecha, 

que podrían modificar 

cualquier escenario 

político”.   

Esteban 

Salazar 

El voto 

militar sería 

un caudal 

electoral para 

los partidos 

de tendencia 

ideológica de 

derecha. 

Directa 

Isaac Morales, 

coordinador de la 

Línea de Seguridad y 

Crimen organizado 

de Pares que 

“este es un tema que siempre 

cuando se aproximan 

elecciones sale, pero 

finalmente nunca termina en 

nada y la propuesta se 

termina hundiendo. Sin 

embargo, si llegara a pasar 

sería un gran riesgo para la 

democracia porque son las 

instituciones de seguridad 

del Estado las que controlan 

las armas y eso se puede 

volver un instrumento para 

ejercer fuerza para la toma o 

por la toma de una decisión; 

esa es una de las razones por 

las que hoy los miembros de 

la Fuerza Pública no votan. 

Igual, si llegara a pasar la 

Corte Constitucional lo debe 

tumbar, pues una reforma de 

ese tipo no está permitida”. 

Isaac Morales 

Las armas 

serian un 

instrumento 

para 

coaccionar el 

votante 
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los militares y policías son adoctrinados y su subordinación es tal que los llevaría a obedecer a sus 

superiores en sus preferencias electorales, situación que manifiestan no ocurre con otros 

funcionarios públicos ya que el nivel de subordinación es diferente, señalando que “Si, por 

ejemplo, se analiza el hecho que un funcionario público pueda votar, se debe establecer que el 

nivel de subordinación no es el mismo a la doctrina militar, en donde existe una jerarquía; de un 

oficial o suboficial ante un subordinado que puede tener mayor injerencia a la de otra persona, 

donde esta subordinación está regida principalmente por medio de un contrato”. 

En los discursos se menciona al discurso del expresidente Alberto Lleras Camargo en el 

Teatro Patria el 9 de mayo de 1958, referenciado en el capítulo      1 de la presente investigación, a 

renombrada alocución se conoció posteriormente como “doctrina Lleras”, toda vez que las tesis 

esbozadas se constituyeron en las primeras directrices y políticas de un mandatario sobre temas 

estrictamente castrenses. Los autores discursivos enfatizan en que tal como lo manifestó el 

exmandatario, los militares y la política son incompatibles “Cuando las Fuerzas Armadas entran a 

la política, lo primero que se quebranta es su unidad, porque se abre la controversia en sus filas” 

(Lleras, 1958). 

Es importante recalcar la mención que se hace de la capacidad que podría tener el caudal 

electoral de los militares y policías para cambiar cualquier escenario político, de quienes se da por 

hecho tienen una tendencia conservadora y de derecha, asumiendo que estos votos irían a las arcas 

de los partidos de esta ideología. Al respecto, enfatizan que “es evidente ver sobre quiénes tendría 

beneficios lo que ahora se quiere llevar a debate, pues es hablar de casi 400.000 votos de los 

efectivos de la Fuerza Pública que se sabe que tienen una tendencia conservadora y de derecha, 

que podrían modificar cualquier escenario político” (Salazar, 2021). 

Finalmente, es trascendental no dejar pasar por alto la desconfianza de estas organizaciones 

en las instituciones electorales colombianas, lo cual es evidenciado en apartes como “El dicho 

popular que dice que a partir de las 4 vota la Registraduría, constituye un síntoma y en varios 

casos, una incontrastable verdad electoral y política que no es posible negar” (Ayala, 2020). 

De acuerdo con todo lo señalado en el análisis de la coherencia y consistencia discursiva 

del corpus de las ONG´s, los discursos presentan temas similares, co-textos próximos y voces 

cercanas, tipificando la estrategia discursiva de integración. De esta manera, se evidencia la 

combinación de discursos con un contenido cercano, donde los conjuntos de ideas que rechazan el 

derecho al voto de los uniformados convergen. 
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5.2.2 Transformación Discursiva en el Discurso de las Organizaciones No Gubernamentales  

La segunda fase del análisis consiste en el estudio de la dimensión de la transformación 

discursiva, centrándose en los procesos que ocurren en la constitución de formas de nominación 

de los actores a través de tres estrategias discursivas fundamentales: la elisión, el reordenamiento 

y la sustitución.   

La observación gráfica de los actores más frecuentes en los discursos analizados, motiva 

una ruta de exploración en relación con la presencia discursiva de varias denominaciones para los 

mismos actores. En la gráfica X se identificaron las formas con su respectiva frecuencia que 

nominan actores en el corpus de las ONG´s.  

 

Figura 41. Nominación de actores del corpus de los militares en retiro 

 

 

Las tipificaciones de las concordancias permiten conocer el objetivo de la nominación en 

el discurso, como se evidencia en la Tabla 39:
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Tabla 39. Concordancias de los actores en el corpus de las ONG´s 

Co-Texto Anterior Palabra Co-Texto Posterior 

La iniciativa viene, esta vez, del  partido 

de Gobierno, el Centro Democrático, el mismo que de tiempo atrás 

promueve no solo la protección y exaltamiento a las labores 

castrenses, sino un proceso político y social con el que se pretende 

proscribir de la historia y de la memoria colectiva, las narrativas que 

dan cuenta de los delitos de lesa humanidad cometidos por generales, 

coroneles, sargentos, cabos y soldados; entre esos delitos, se cuentan 

los Falsos Positivos. 

Así entonces, el voto de los  militares 

muy seguramente entraría a jugar en esas mismas condiciones y en las 

propias que pueda generar esa nueva realidad castrense. Imagino las 

presiones que ejercerán los oficiales a sus subalternos para que voten 

por el candidato que bien defina la cúpula militar, o el que definan 

varias unidades militares (brigadas y batallones). 

A lo anterior se suma que aún hay un enemigo interno 

operando: 
el ELN 

. Y lo que es peor, la doctrina del enemigo interno sigue siendo 

aplicada a todo lo que huela a izquierda, sindicalismo y a todos 

aquellos que exhiban posturas liberales contrarias al pensamiento 

conservador que orienta la vida institucional de las Fuerzas Militares. 

Los 
militares y 

policías 

no se deben inclinar a favor ni en contra de los partidos y movimientos 

políticos; no están al servicio de un partido ni de candidato alguno —

sea del gobierno o de la oposición—, sino al del Estado colombiano.  

Actúan bajo la dirección del jefe del Estado y con ese 

carácter instrumental que subraya la  
Corte. 

Su imparcialidad, obediencia y sujeción a la autoridad civil son 

características de la naturaleza civilista de nuestros cuerpos armados. 

Permitir la ‘partidización’ de la  
Fuerza 

Pública 

sería, a mi juicio, un grave error. Su independencia de los partidos y 

su alejamiento de las toldas partidistas hacen de ella una institución 

civilista, respetable e imparcial. 

Igualmente, esta es una garantía para los Partidos, 
movimientos y organizaciones políticas: todos, sin discriminación 

alguna, deben gozar del libre ejercicio político y proselitista. 

Toda tendencia política tiene derecho a confiar en que la 
Fuerza 

Pública 

está al servicio de la Nación, de las instituciones, del orden y de la 

libertad de todos, no de orientaciones afines a las inclinaciones o 

simpatías de sus miembros o de aquellos superiores a quienes tales 

miembros deban obediencia. 

Lo que se ha demostrado a lo largo de la historia de Colombia 

es que la restricción ha sido sana, útil y bien concebida: lejos 

de significar una discriminación contra los 

militares y 

policías, 

resguarda su respetabilidad, credibilidad y la independencia de sus 

altos mandos frente a intereses ajenos a los fines fundamentales de la 

organización estatal y de su servicio 
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Por otra parte, el analista insiste en que en la Fuerza Pública 

hay intereses de por medio, que por un lado responden a la 

doctrina con la que son formados, pero por otro lado tienen 

relación con el escenario político y social del país, pues no 

hay que dejar de lado que estas tienen como jefe máximo al 

Presidente de 

la República, 

así como al ministro de Defensa, quienes han demostrado oposición a 

temas que le son transversales a la Fuerza Pública como, por nombrar 

algunos escenarios, el cumplimiento del proceso de Paz o la autonomía 

de la JEP, etc. 

El primero es en materia de seguridad. Las Fuerzas Militares 

y en general la Fuerza Pública han desarrollado, durante 

décadas, la doctrina del enemigo interno, es decir que el 

enemigo de ellos, del sistema, está en la sociedad. Con esa 

doctrina desarrollaron el combate a las 

guerrillas 

y a los movimientos subversivos. Dicha teoría pone en condición de 

enemigo o agente peligroso todo aquello que critique el sistema y que 

cuestione el statu quo. 

El segundo tema complejo es que la 
Fuerza 

Pública 

, al votar, se convierte en juez y parte. En todo el país son los militares 

y policías quienes vigilan los puestos de votación, trasladan las bolsas 

llenas de votos de estos puestos a las registradurías en los diferentes 

municipios, custodian por días los centros de conteo de votos, en fin, 

son como los guardianes. Al darles la capacidad de voto, los riesgos 

de manipulación son sustancialmente altos. 
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La tipificación de las concordancias, permite identificar la constitución de modelos en 

virtud de las relaciones conceptuales que se establecen en su interior, reconociendo que varias 

palabras pueden hacer referencia a un mismo actor, es preciso agruparlas, identificando tres actores 

principales, como se presentan en la Figura 42. 

Figura 42. Agrupación de las nominaciones de actores del corpus de las ONG´s 

 

En los actores nominados en el corpus de las ONG´s, llama la atención la misma cantidad 

de nominaciones que tienen los miembros de la Fuerza Pública y los partidos políticos, lo cual se 

relaciona con la constante defensa que se realiza en los discursos a los miembros de estas 

colectividades. En los discursos se resalta contantemente que los uniformados deben ser los 

garantes de los derechos de los ciudadanos y que concederles el derecho al sufragio ocasionaría 

que actuaran de acuerdo con una inclinación partidista, señalando que “es una garantía para los 

partidos y movimientos y organizaciones políticas: todos, sin discriminación alguna, deben gozar 

del libre ejercicio político y proselitista” (Hernández, 2020). 

En los discursos examinados se enfatiza en la subordinación que deben tener los militares 

y policías al ejecutivo, encabezado por el Presidente de la República y el Ministro de Defensa de 

turno, señalando que esta subordinación es incuestionablemente necesaria ya que “Los miembros 

de la Fuerza Pública son guardianes de la libertad, la igualdad y los derechos humanos; de la 

intangibilidad del interés colectivo; de la integridad del territorio; ejecutores de las órdenes 

presidenciales despojados de toda inclinación partidista. Siguen las órdenes de quien haya sido 

elegido por el pueblo para gobernar, cualquiera que sea su orientación política” (Hernández, 2020).  
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La referencia del carácter netamente instrumental de las Fuerzas Militares para el 

mantenimiento de las condiciones de orden y progreso en el corpus de las ONG´s, es evidenciada 

en la mención que se realiza del pronunciamiento de la Corte Constitucional, en el cual señala que 

“…la misión que están llamados a cumplir los integrantes de las Fuerzas Militares es de carácter 

instrumental, en el sentido de que se trata de cuerpos armados destinados, a la luz del artículo 

217.2 superior, a la defensa de la soberanía nacional, la independencia, la integridad del territorio 

y del orden constitucional, cuyo soporte básico y fundamental lo constituye la defensa y la 

protección de los derechos humanos” 

Lo expuesto anteriormente enmarca el discurso de las ONG´s dentro de la estrategia 

discursiva de sustitución, ya que mediante el proceso de impersonalización se presenta al actor 

“Fuerza Pública”, a partir de la objetualización, en forma de instrumentalización. Los militares en 

servicio activo son presentados como conceptos abstractos, instrumentos, carentes de significación 

humana, donde debe prevalecer la subordinación que la Constitución establece al servicio del 

Estado, de la sociedad y de los Derechos Humanos, bajo el mando de quienes ejercen el poder civil 

en un sistema democrático y de derecho. 

 

5.2.3 Formas de Legitimación en el Discurso de las Organizaciones No Gubernamentales  

Los miembros de un grupo o categoría social llevan a cabo acciones de índole política o 

social cuando construyen texto. Estos textos que se configuran en discursos políticos, son una 

forma de acción e interacción social que puede adoptar una perspectiva más amplia y poner en 

evidencia las funciones sociales, políticas o culturales dentro de las instituciones, los grupos o la 

sociedad y la cultura en general (Van Dijk, 2000). Es así como alcanzar la legitimidad a través del 

discurso, es una práctica que interesa tanto a instituciones del Gobierno como a organizaciones 

privadas.  

Se continúa entonces con la última fase del análisis, la cual consiste en el estudio de la 

dimensión de las formas de legitimación por medio de la develación de las estrategias, las cuales 

se construyen a través de los procesos lingüísticos de negociación, persuasión y acusación-

justificación. 

El plano perceptual formulado por el análisis de estadística textual del software 

“IRaMuTeQ”, Figura 43, permite un acercamiento inicial a los subprocesos lingüísticos 

involucrados en los apartados discursivos del corpus de las ONG´s. 



266 
 

Figura 43. Plano perceptual corpus de las ONG´s 

 

El primer subproceso identificado es la autorización. Los autores recurren a la Ley con el 

fin de tomar de lo aprobado socialmente para conferir veracidad al discurso. Es así como las 

ONG´s acuden a lo establecido en la Constitución Nacional y en lo señalado por la Corte 

Constitucional, para respaldar su posición negativa al cambio del statu quo, referenciando 

pronunciamientos como la Sentencia C-082 de 2018, en la cual a comienzos del presente la Corte 

Constitucional dictaminó que “…la misión que están llamados a cumplir los integrantes de las 

Fuerzas Militares es de carácter instrumental, en el sentido de que se trata de cuerpos armados 

destinados, a la luz del artículo 217.2 superior, a la defensa de la soberanía nacional, la 

independencia, la integridad del territorio y del orden constitucional, cuyo soporte básico y 

fundamental lo constituye la defensa y la protección de los derechos humanos” (Corte 

Constitucional, 2018).  

El siguiente subproceso identificado es el de la evaluación. En este se muestra la 

presentación positiva del “nosotros” y una construcción negativa de “ellos” (los otros). La mención 

que se realiza en los discursos de la doctrina del enemigo interno28 es directa y hace posible 

identificar claramente el “nosotros”, se evidencia en apartados como “hay un enemigo interno 

operando: el ELN. Y lo que es peor, la doctrina del enemigo interno sigue siendo aplicada a todo 

lo que huela a izquierda, sindicalismo y a todos aquellos que exhiban posturas liberales contrarias 

 
28 Ver capítulo 4. 
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al pensamiento conservador que orienta la vida institucional de las Fuerzas Militares” (Ayala, 

2020).  

Así mismo, el “ellos” se presenta en apartados donde se asegura por parte de las ONG´s 

que existe una relación entre los uniformados y los partidos de ideología de derecha, la cual podría 

poner en peligro la democracia de llegar a configurarse el voto militar, señalando que “Ahora, es 

evidente ver sobre quiénes tendría beneficios lo que ahora se quiere llevar a debate, pues es hablar 

de casi 400.000 votos de los efectivos de la Fuerza Pública que se sabe que tienen una tendencia 

conservadora y de derecha, que podrían modificar cualquier escenario político” (Cano, 2021). En 

la misma línea, Ávila complementa advirtiendo que “una propuesta democrática con un modelo 

de sociedad diferente a la existente puede ser considerada como un potencial peligro. Si a eso se 

le suma una radicalización por el proceso electoral, sería una combinación potencialmente 

peligrosa y violenta” (2021). 

 

Figura 44. Identificación del “nosotros” y “los otros” del corpus de las ONG´s 

 

El último proceso lingüístico evidenciado en el corpus de las ONG´s es el de la persuasión. 

donde estas organizaciones buscan legitimar su discurso por medio del conjunto de argumentos 

que declaran el mantenimiento de la restricción del derecho al voto a los militares y policías como 

completamente necesario y conveniente para el Estado, sin importar que este sea considerado 

como un derecho fundamental, afirmando que “seguimos considerando que este país no está 

preparado para que los militares asistan a las urnas, participen activamente en las elecciones, 

porque hoy los militares son los garantes de seguridad y tranquilidad de los comicios” (Barrios, 

2020).  
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A lo largo de este Capítulo se presentó el análisis del corpus discursivo de la prensa y de 

las ONG´s, compuesto por doce y cinco discursos respectivamente, en un transcurso      de tiempo 

de 18 años. Estos discursos fueron tomados de artículos periodísticos del diario “El Tiempo”, el 

periódico de mayor circulación en el país, para el corpus de la prensa, y de las manifestaciones 

realizadas por organizaciones no gubernamentales en sus sitios oficiales. Es así como a través del 

análisis crítico      de discurso, en las dimensiones de la consistencia y coherencia, la transformación 

discursiva y las formas de legitimación, se logró construir la comprensión de la realidad del voto 

militar en Colombia de estos actores con poder de veto. 

Se presenta a continuación una línea de tiempo, Figura 45, con la cual se cierra este capítulo 

y en la que se muestra el orden cronológico del discurso de la prensa y de las ONG´s, así como 

algunos acontecimientos claves dentro del sostenimiento del statu quo del voto militar en 

Colombia.
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Figura 45. Línea Cronológica: Discurso de la prensa y las ONG´s. 
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CAPÍTULO VI. Hacia Una Democracia Plena: el Desafío del Voto Militar en Colombia  

 

Persiguiendo el objetivo de un análisis discursivo sobre el voto militar en Colombia, desde 

el análisis crítico del discurso de los actores con poder de veto y reconociendo lo señalado por 

Pardo (2013), quien puntualiza la idea de que el discurso, en tanto construcción social y subjetiva 

de la realidad, materializa la organización social; la forma individual de apropiación del mundo; 

los saberes convencionales instituidos y consensuados; la preservación y modificación del orden 

social, de las relaciones de poder y de las verdades establecidas; las formas de proceder y 

comportarse en función de los juegos de poder, de las metas comunes al colectivo y de la 

organización personal del modo de ser y de aprender, entre otras, este capítulo acopia los elementos 

precedentes en una fase sintética, donde luego del recorrido teórico y metodológico desarrollado 

a lo largo de este trabajo, procedemos a recoger e integrar de forma coherente cada uno de los 

planteamientos formulados.  

De acuerdo con Van Dijk (1993), en la medida en que el posicionamiento frente al análisis 

del discurso se hace desde el carácter crítico, el compromiso es con la comprensión, explicación, 

presentación pública y posicionamiento abierto en relación con las formas de organización, 

transformación, preservación y ejercicio del poder por implantación o a través del uso, consciente 

o no, del discurso dentro de una sociedad. El analista, desde los ECD, procura explicaciones a los 

fenómenos sociales, cognitivos y culturales regulados por categorías tales como tiempos, espacios, 

actores, acciones y demás alcances que le permite el corpus con el cual desarrolla el trabajo 

investigativo. 

En el mismo sentido, resulta preponderante lo manifestado por Pardo (2013), quien señala 

que los resultados de los estudios críticos del discurso, dejan de tener el carácter de verdades 

establecidas para constituirse en una manera de comprender la realidad y de abrir nuevas formas 

para la explicación e interpretación de los fenómenos socioculturales. Es así como se busca 

desentrañar la manera como en el discurso se construyen, circulan y reproducen las 

representaciones sobre los fenómenos y los objetos del mundo, en su doble carácter de saberes 

individuales y colectivos. De esta manera, la interpretación se pone de manifiesto cuando se 

reconocen y describen las distintas estrategias discursivas, para luego hacer explícitos los 



271 
 

significados que subyacen al discurso y su consecuente resignificación en virtud del marco 

intersubjetivo en el que se encuentra ubicado el investigador. 

Teniendo en cuenta lo anterior y basándose en el eje distintivo de los estudios críticos del 

discurso, que puede señalarse como la posibilidad de integrar distintas metodologías y 

formulaciones teóricas en aras de develar formas de construcción discursiva de la realidad, y en 

consecuencia, las maneras como se instala allí el poder, en este capítulo, a partir de la comparación 

de los resultados de los discursos estudiados, se ilustra el modo en el cual se organizan los 

significados sobre el voto militar en Colombia, empleando redes conceptuales, los esquemas 

fundacionales, los modelos mentales, los modelos culturales, las representaciones sociales y 

finalmente el desentrañamiento de las ideologías. 

 

6.1 Redes Conceptuales Del Voto Militar En Colombia 

De acuerdo con Pardo (2013), por red conceptual se entiende el modo en el que se organiza 

el conocimiento sobre un objeto en particular en virtud de su experiencia con un mundo físico-

biológico y social. En la red conceptual converge la integración y la correlación de los recursos 

lingüísticos, junto con la determinación de la manera como se agrupan y jerarquizan los conceptos, 

en relación con el objeto de interés para la investigación. En este sentido, y siguiendo a Galagovsky 

(1996), una red conceptual recoge un tema y los conceptos con los cuales se entreteje, destacándose 

su grado de relevancia en función de la cantidad de relaciones que mantiene. 

De esta manera, al definir el corpus como una experiencia de significado cuyos niveles de 

representación de la realidad pueden ser descritos, un primer paso a seguir, en esta fase, es la 

estructuración de las redes conceptuales. Este primer paso implica el examen de la regularidad y 

la estabilidad conceptual que se obtiene, por una parte, de las frecuencias, las asociaciones y las 

clasificaciones y, de otra parte, el reconocimiento de los sentidos inscritos y extraídos mediante la 

necesidad cualitativa de los recursos lingüísticos analizados. Así, la relevancia conceptual se centra 

en el estudio del tema, el tópico, las voces, las formas de nombrar y los recursos retóricos; las 

asociaciones generativas se extraen principalmente de la segmentación, integración, ambivalencia, 

elisión, reordenamiento, sustitución, persuasión, negociación y acusación-justificación, junto con 

sus respectivos procesos (Pardo, 2013). 

En la Tabla 40 se presentan los resultados para las categorías de análisis propuestas: 

consistencia y coherencia, transformación discursiva y formas de legitimación, en los corpus de 
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los discursos de los actores con poder de veto. Es así como una vez identificadas cada una de las 

dimensiones, las unidades léxicas, los conceptos y las relaciones reiterativas, relevantes y 

generativas, se procede a la formulación sintética del conjunto de maneras como queda organizado 

el conocimiento experiencial, es decir, la red conceptual. El resultado de este procedimiento 

sintético es una red conceptual alrededor del voto militar en Colombia, organizada a partir del 

análisis crítico de los discursos. 
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Tabla 40. Resumen de las categorías por dimensiones de análisis identificadas en los corpus.  

Actor Consistencia y Coherencia  Transformación Discursiva Formas de legitimación  

Los 

uniformados 

en retiro 

El corpus presenta temas similares, co-

textos próximos y voces cercanas, 

tipificando la estrategia discursiva de 

integración. Es así como se da la 

combinación de múltiples discursos 

con un contenido cercano, donde los 

conjuntos de ideas que reclaman el 

derecho al voto del personal militar 

convergen, enfatizando en que las 

causas por las cuales se implantó esta 

restricción fueron superadas hace ya 

muchos años y que los uniformados 

hoy en día son garantes de la protección 

de los derechos humanos, por lo cual, 

es para ellos perentorio que los 

gobiernos superen el miedo que motiva 

esta veda constitucional.  

Se tipifica la estrategia discursiva de 

reordenamiento, representando a los actores 

sociales mediante la transformación de su papel 

discursivo-social por medio de las diversas 

estrategias y procesos lingüísticos expuestos, 

así, los uniformados son los beneficiarios 

directos de la acción discursiva, mientras que el 

gobierno y las FARC son los agentes que, 

mediante tejidos de interacción simbólica y 

física, el actor discursivo les asigna la 

capacidad de definición del ejercicio de poder y 

de violencia. Con la activación y pasivización 

de los actores sociales involucrados, el actor 

discursivo estructura las formas para la 

comprensión de la realidad, la cual representa 

principalmente en la urgente necesidad de la 

reactivación del derecho al voto del personal 

uniformado. 

La dupla acusar-justificar implica 

un proceso tendiente a desequilibrar 

un ejercicio de poder a través del 

cuestionamiento de la veracidad, en 

este caso se cuestiona, por parte de 

los uniformados en retiro, la 

veracidad de la necesidad del 

mantenimiento de la restricción del 

derecho al voto y de las acciones de 

algunos sectores sociales como las 

FARC y la izquierda radical, quienes 

los personifican como esa amenaza 

para preservación del orden social y 

como los principales promotores del 

sostenimiento del status quo.  

El ejecutivo 

Se tipifica la estrategia de integración. 

En los discursos se presentan temas 

similares, co-textos próximos y voces 

cercanas. Los discursos plantean un 

contenido cercano, donde los conjuntos 

de ideas que admiten que no es el 

momento de restablecer el derecho al 

voto del personal militar convergen, 

enfatizando en que por la situación de 

violencia por la que atraviesa el país no 

es conveniente y que se debe trabajar 

en la consolidación de la paz, antes de 

especular en que los uniformados 

vuelvan a las urnas. 

Se presenta la estrategia discursiva de 

sustitución. Los militares en servicio activo son 

presentados por el ejecutivo como conceptos 

abstractos, inclusive como actores carentes de 

significación humana. Esta representación se da 

mediante la objetualización y a través de la 

instrumentalización. Los miembros de la 

Fuerzas Militares fueron instrumentalizados 

durante el proceso de paz del gobierno con la 

guerrilla de las FARC, prometiéndoles que de 

firmarse el acuerdo se le restablecería el 

derecho al voto, sin embargo, la paz se firmó y 

el restablecimiento del derecho al sufragio 

nunca llegó.  

 

 

Expone cómo el Ejecutivo, 

personificando la elite institucional 

colombiana, mediante el proceso 

lingüístico de la persuasión, busca 

legitimar su discurso contando con la 

adherencia de actores en oposición a 

la visión de mundo adoptada por este 

sector de la sociedad, visión mediante 

la cual expresan claramente que es un 

riesgo restablecer el sufragio a los 

militares, ya que podría afectar a 

otros actores políticos, siendo un acto 

que claramente abroga más por la 

dominación de los uniformados que 

por su comprensión y la distribución 

de lugares de poder. 
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l legislativo 

El corpus establece co-textos aislados, 

temas distintos y voces distintas, 

tipificando la estrategia discursiva de 

segmentación. En esta estrategia se 

presentan ideas conflictivas aisladas 

entre sí. Un grupo de senadores 

manifiestan en su discurso que se les 

debe restablecer el derecho al sufragio 

a los miembros de las Fuerzas Militares 

y otro grupo aboga por continuar con la 

limitación del derecho político del 

sufragio a los uniformados. 

 

Se enmarca en la estrategia discursiva de 

sustitución. Se evidencian los procesos de 

personalización e impersonalización. La 

personalización se identifica en los discursos de 

los congresistas que reclaman y argumentan 

que los miembros de las Fuerzas Militares, 

deben ser igualados con los otros ciudadanos 

colombianos, como seres humanos que son. Por 

lo cual se les debe conceder el derecho 

fundamental de escoger sus gobernantes. El 

proceso de la impersonalización ocurre por 

objetualización, mediante la autonomización de 

la producción. Se argumenta que a quienes se 

les encomienda la defensa del sistema 

democrático, deben mantenerse alejados de la 

comunidad política  

Se tipifica el proceso de la 

persuasión. El grupo de legisladores 

que no apoya el restablecimiento al 

sufragio al personal uniformado, 

busca la adherencia de sectores en 

oposición, partidos políticos 

contrarios a su posición, para que 

adopten la visión del voto militar 

propuesta por ellos.  Así mismo, se 

evidencia la estrategia discursiva de 

acusación-justificación para la 

construcción de las formas de 

legitimación, en doble vía. Los 

congresistas que no apoyan el voto 

militar acusan a la derecha 

colombiana de querer promover estas 

iniciativas parlamentarias para ganar 

adeptos en las filas, justificando que 

la posible inclinación política de los 

uniformados hacia la derecha, podría 

afectar los partidos políticos y 

organizaciones de izquierda en 

Colombia. Por su parte, los 

legisladores promotores del voto 

militar acusan a los partidos políticos 

de izquierda de cercenar el derecho al 

voto a los militares, afectándoles un 

derecho fundamental, justificado en 

el temor de un golpe de estado por 

parte de los uniformados. 

La prensa 

Se presentan co-textos aislados, temas 

distintos y voces distintas, tipificando 

la estrategia discursiva de la 

segmentación. En los discursos de la 

presa las ideas son divergentes, en una 

Se evidencia principalmente la estrategia 

discursiva de sustitución, formulando modos 

de naturalización en la conceptualización de un 

fenómeno específico, el voto militar. Es así 

como se exteriorizan los procesos de 

El proceso lingüístico evidenciado es 

el de la negociación, la cual implica 

la puesta en escena de poderes que se 

disputan la veracidad de su 

representación de la realidad y, en 
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parte de ellos se manifiesta la necesidad 

de continuar con la veda constitucional 

por el bien de la democracia, del pueblo 

colombiano y de las mismas Fuerzas 

Militares. Por otro lado, se encuentra el 

discurso que declara que se debe 

restablecer el derecho al voto a los 

uniformados, avanzando en el sufragio 

universal, donde tengan la posibilidad 

de acudir a las urnas a través de 

mecanismos idóneos y oportunos, 

como ciudadanos que son. 

personalización e impersonalización. La 

personalización se identifica en los discursos en 

los cuales se argumenta que los militares y 

policías como ciudadanos tienen el derecho de 

elegir y que el ejercicio de un derecho no puede 

estar sujeto a consideraciones. El proceso de la 

impersonalización se evidencia por 

objetualización, mediante la autonomización de 

la producción. Señalando que las obligaciones 

inherentes al porte del uniforme y al uso de las 

armas de la nación adquiridas por los militares, 

lo cual los aparta de la comunidad política. 

consecuencia, sus intereses y formas 

de construcción discursiva del 

mundo. Es así como el discurso de la 

prensa ha exhibido menudamente a lo 

largo del periodo de tiempo 

examinado, argumentos a favor y en 

contra del voto militar, sin tomar 

partido de una sola posición y 

dándole prioridad en sus páginas, 

probablemente a otros temas de 

interés nacional, como el conflicto 

interno colombiano.  

 

Las ONG 

Los discursos presentan temas 

similares, co-textos próximos y voces 

cercanas, tipificando la estrategia 

discursiva de integración. De esta 

manera, se evidencia la combinación de 

discursos con un contenido cercano, 

donde los conjuntos de ideas que 

rechazan el derecho al voto de los 

uniformados convergen, señalando los 

riesgos que traería al sistema 

democrático el restablecimiento del 

voto militar. 

 

Se tipifica la estrategia discursiva de la 

sustitución, ya que mediante el proceso de 

impersonalización se presenta al actor “Fuerza 

Pública”, a partir de la objetualización, en 

forma de instrumentalización. Los militares en 

servicio activo son presentados como conceptos 

abstractos, instrumentos, carentes de 

significación humana, donde debe prevalecer la 

subordinación que la Constitución establece al 

servicio del Estado, de la sociedad y de los 

Derechos Humanos. Así mismo, se evidencia la 

estrategia discursiva de la elisión, la cual ocurre 

cuando estratégicamente se elimina un actor 

social en su función de agente o de paciente, 

parcial o totalmente, con lo cual se oculta su 

acción o se prescinde de su responsabilidad 

social. Las ONG´s en su discurso suprimen su 

responsabilidad como defensores de los 

derechos humanos, y omiten su deber como 

agente social en la búsqueda del 

restablecimiento del derecho fundamental del 

voto a los uniformados. 

El proceso lingüístico evidenciado es 

el de la persuasión, donde estas 

organizaciones buscan legitimar su 

discurso por medio del conjunto de 

argumentos que declaran el 

mantenimiento de la restricción del 

derecho al voto a los militares y 

policías como completamente 

necesario y conveniente para el 

Estado, señalando a los uniformados 

como transgresores      de derechos 

humanos en el pasado. De igual 

manera, se tipifica la estrategia 

discursiva de acusación-

justificación. Esta estrategia se 

enmarca en la acusación que se 

realiza a las Fuerzas Armadas de 

operar bajo la doctrina del enemigo 

interno, según la cual los militares 

ponen en condición de enemigo o 

agente peligroso todo aquello que 

critique el sistema y que cuestione el 

statu quo 
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Figura 46. Red conceptual del voto militar en Colombia 
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En la red conceptual del voto militar en Colombia, Figura 46, de cada componente y 

recurso lingüístico se explora el conjunto de asociaciones fuertes, delimitadas por su reiteración, 

el conjunto de asociaciones relevantes, estimadas en virtud de la necesidad y suficiencia para la 

conceptualización del voto militar en Colombia, el conjunto de asociaciones generativas, es decir, 

de conceptos derivados de la puesta en funcionamiento de las estrategias discursivas y los procesos 

lingüísticos con los cuales se elabora el discurso.

La red conceptual del voto militar en Colombia inicia desde los actores con poder de veto, 

haciendo un recorrido por una gama de categorías y sentidos que se encuentran y relacionan entre 

sí, hasta llegar al objeto de estudio. El primer actor son los uniformados en retiro, quienes a través 

de los discursos en las publicaciones realizadas por la Asociación Colombiana de Oficiales en 

Retiro de las Fuerzas Militares (ACORE), presentan a los uniformados desde el êthos de la 

credibilidad, que calificamos de competente-experto. Los uniformados en retiro le asignan a los 

militares y policías en servicio activo la formación y experiencia necesaria y suficiente para acudir 

a las urnas en condición de ciudadanos, sin que puedan utilizar su condición de uniformados para 

influir sobre el voto de la población civil y de sus propios subalternos, mostrándolos como 

defensores de los derechos humanos.  

Así mismo, los uniformados en retiro a partir del êthos de la identificación, muestran a los 

militares como seres dotados de valores y convicciones que guían su acción, donde predomina el 

pathos, resaltando su preparación humanística, presentándolos como personas cuyas 

convicciones guían su accionar, legitimándolos como los poseedores de las virtudes morales que 

se requieren para el correcto ejercicio de la carrera de las armas. 

A partir de estos dos conceptos, los uniformados en retiro basan su discurso con la total 

sumisión al poder civil de la nación y del acato y subordinación a las normas y leyes de la 

república que han demostrado los uniformados a lo largo de la historia, resaltando que producto 

de ello Colombia es un país donde han carecido los golpes de estado y se ha preservado el sistema 

democrático.  

La red conceptual esgrimida del análisis de los discursos de los militares en retiro continúa 

con el alegato que realizan sobre los derechos de los uniformados como ciudadanos, reclamando 

que todo ciudadano es libre e igual ante la Ley, que tiene el derecho natural del libre albedrío y 

por tanto debe tener derecho a votar. 
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De esta manera, aterriza la red conceptual desentrañada del discurso de los uniformados en 

retiro en el voto militar como un derecho fundamental, consagrado en La Declaración Universal 

de los Derechos Humanos (artículo 21) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(artículo 23), los cuales son vinculantes para el Estado colombiano en estas materias. 

El segundo actor con el cual se realiza el recorrido por la red conceptual es el Ejecutivo. A 

través de los pronunciamientos sobre el voto militar realizados por los presidentes de la república, 

vicepresidentes y ministros de defensa, este actor con poder de veto manifiesta su afecto y 

admiración por nuestras Fuerzas Militares y de Policía, resaltando su vocación de servicio para 

todos los colombianos, siendo un factor de unidad. En este punto se relacionan los conceptos de 

preparación humanística y defensores de los derechos humanos. 

La red conceptual continúa con la relación con el concepto de neutralidad. El ejecutivo 

afirma que la Fuerza Pública es una garantía para la democracia, aseverando que en las 

circunstancias actuales el que los miembros de Fuerza Pública no tengan el derecho al voto es para 

todos los partidos y movimientos políticos, para todos los candidatos, es también una garantía. En 

este sentido consideran que el restablecimiento del derecho al sufragio a los uniformados pondría 

la democracia en peligro en el país.   

Finalmente, el ejecutivo abre una puerta para conceder el derecho al voto a los militares, 

el camino de la paz. Este actor enfatiza en la necesidad de establecer en el país unas condiciones 

diferentes de convivencia, que permitan el desarrollo, el progreso y el fortalecimiento democrático. 

Lo anterior llevaría a que en un momento posterior, cuando se logre la Paz Total, se pueda pensar 

en que los uniformados accedan a las urnas. 

El tercer actor discursivo es el Legislativo, el cual, a través del análisis de los discursos 

emitidos por el Congreso de la República de Colombia, presentan varios caminos que se separan 

en la red conceptual. Por un lado, se encuentran los congresistas ponentes de las diez iniciativas 

legislativas, que durante el periodo de tiempo estudiado se han propuesto para intentar cambiar el 

statu quo y que se restablezca el derecho al sufragio a los uniformados. Este grupo de 

parlamentarios, mayoritariamente miembros de partidos políticos de posición ideológica de 

derecha, resaltan las condiciones de los uniformados, su preparación humanística, de quienes se 

refieren como seres que arriesgan su vida por todos los colombianos. 

Atendiendo a lo anteriormente señalado, la red conceptual continúa el derrotero hacia el 

concepto de ciudadano, desde el cual este grupo de congresistas, de tendencia ideológica 
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mayoritariamente de derecha, plantean que el voto es un elemento fundamental del ciudadano, un 

atributo, una garantía mínima un estado social de derecho y que la posibilidad de que todo hombre 

mayor de edad o mujer pueda participar en unas elecciones democráticas de su gobierno local, 

departamental o nacional no debe ser negada por un parlamento, siendo el derecho al sufragio, un 

derecho fundamental, como un derecho constitucional, como un derecho sagrado. 

Del otro lado dentro del legislativo se encuentran el grupo de parlamentarios pertenecientes 

a partidos de tendencia ideológica de izquierda radical, quienes dentro de la red conceptual 

marcan el recorrido hacia lo incompatibles que resultan las armas y la política, recalando en el 

concepto del enemigo interno, señalando que esta concepción ideológica, ha llevado a que los 

uniformados consideren que los activistas defensores de derechos humanos, defensores del 

ambiente, defensores de los derechos de las comunidades, son un enemigo interno.  

En el mismo sentido, la red conceptual transita hacia el principio de obediencia debida, el 

cual es rotulado por este grupo de congresistas, como un principio rígido que distingue 

particularmente a los militares y policías, pudiendo causar que la discusión electoral se traslade a 

los cuarteles, lo cual junto con la doctrina del enemigo interno podría traer riesgos muy serios para 

el ejercicio democrático.  

Finalmente, hay un grupo de congresistas, con tendencia ideológica más hacia el centro, 

que señalan que en las actuales coyunturas un cruce de violencias que vive Colombia, donde la 

neutralidad de los uniformados es fundamental, no es conveniente restablecer el derecho al voto 

a los militares y policías, sin que primero se dé la consolidación de la paz en el país. 

El cuarto actor con poder de veto es la prensa, quienes a través del análisis de los doce 

artículos periodísticos emitidos por el periódico “EL TIEMPO”, toman dos recorridos diferentes 

dentro de la red conceptual. El primero de ellos inicia con el reconocimiento de los militares como 

personas capacitadas, sometidos al escrutinio público de sus actos, con una gran preparación 

humanística, que corren el más alto riesgo en sus vidas e integridades, al igual que sus familias, 

para defender a los colombianos. Seguidamente, la trayectoria conduce a la propuesta de la revisión 

a la luz de la democracia moderna y participativa, de la limitación que tienen los miembros de la 

Fuerza Pública, a quienes enmarcan como ciudadanos de segunda por no tener acceso a las urnas, 

reclamando que la prohibición del voto a uniformados constituye una violación de un derecho 

fundamental. 
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La otra parte de la prensa señala que la sociedad como un todo renuncia al derecho a 

defenderse con el uso privado de la fuerza y a cambio de esa abdicación entrega a un ejército –en 

el sentido amplio del término– el legítimo uso de la fuerza. El presupuesto de esa figura es que 

dicho ejército se presume profesional, eficiente y regimentado, pero ante todo neutral frente a las 

inherentes conflictos y diferencias entre los ciudadanos. 

El último actor con poder de veto son las Organizaciones no Gubernamentales, quienes por 

medio de los exiguos pronunciamientos que han realizado sobre el voto militar, inician su recorrido 

en la red conceptual marcando la disconformidad que existe entre las armas y la política. A través 

de su discurso profieren que los militares y policías deben seguir las órdenes de quien haya sido 

elegido por el pueblo para gobernar, cualquiera que sea su orientación política, ya que tienen el 

uso legítimo de las armas, las cuales no deben utilizar a favor de los partidos ni contra ellos, sino 

en guarda de la soberanía, la legitimidad y la legalidad.  

La correlación de conceptos a través de la red continúa con el señalamiento por parte de 

las ONG´s de la doctrina del enemigo interno, la cual manifiestan que sigue siendo aplicada a 

todo lo que huela a izquierda, sindicalismo y a todos aquellos que exhiban posturas liberales 

contrarias al pensamiento conservador, que orienta la vida institucional de las Fuerzas Militares, 

esto sumado a concederles el derecho al voto, podría ocasionar una alianza con la derecha 

colombiana, y así modificar cualquier escenario político. En el mismo sentido, la trayectoria 

conceptual se direcciona hacia el argumento sobre el cual autorizar que los militares en ejercicio 

sean deliberantes y tengan derecho al sufragio, acceso a los procesos electorales y pertenencia a 

las campañas partidistas los dividiría y los comprometería con intereses distintos de los 

institucionales, lo cual pondría en peligro la democracia y afectaría los intereses del pueblo 

colombiano. 

6.2 Formulación de los modelos mentales del voto militar en Colombia  

En el segundo paso del análisis se procede a identificar y esquematizar los modelos 

mentales a partir de las distintas redes conceptuales. De acuerdo Von-Eckardt (1999), toda 

representación requiere de un soporte físico en el cual se genera, tiene un contenido con uno o más 

objetos, presenta un conjunto de relaciones fundamentadas y es susceptible de interpretación por 

parte de un ‘otro’.  

Los modelos mentales son una esquematización subjetiva de la experiencia individual. 

Dado que la experiencia subjetiva es representada por los individuos en los modelos mentales con 
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base en dos elementos fundamentales: las condiciones biológicas del individuo y el contexto físico, 

cultural y social en el que se desenvuelve; existe un amplio interés por dar cuenta de los fenómenos 

mentales como punto de partida para explicar el significado. Lo que evidencia este interés es la 

necesidad de identificar las condiciones en las cuales un individuo asigna significado a un objeto, 

es decir, el uso de un código que hace posible la significación (Pardo, 2013).  

Van-Dijk (1995) señala que la comprensión o construcción de modelos mentales es una 

función del conocimiento general compartido socialmente, entonces el control de dicho 

conocimiento puede controlar indirectamente el entendimiento. Incluso, las elites pueden estar 

interesadas en que el entendimiento público sea mínimo. También sería de su interés que el público 

no tuviera acceso a medios de comunicación que los proveyeran de conocimiento de antecedentes. 

Las características comunes a todas las representaciones se hacen más tangibles en los 

modelos mentales, en los que su contenido está delimitado por la abstracción del conjunto de 

experiencias concretas y particulares de un individuo con un objeto o acontecimiento específico, 

desde un lugar sociocultural y en función de sus características orgánicas. De estas experiencias 

se obtiene una abstracción u objeto conceptual y sus relaciones, que son análogas a las instancias 

individuales u objetos en el mundo (Johnson-Laird, 1996). 

Así, el modelo mental recoge una conceptualización individual de la experiencia en formas 

inteligibles y como resultado del uso de un código compartido. Debe recordarse que en este caso 

el modelo mental no corresponde con la estructura de pensamiento de un individuo en particular, 

por lo que la representación que se formula a continuación es una elaboración dentro de las posibles 

formas de los actores con poder de veto, que a través de su discurso hacen factible la producción 

de sus modelos en relación con el voto militar29. 

 

6.2.1 Modelo mental de los uniformados en retiro  

El modelo mental de los uniformados en retiro se configura con la aparición de los retirados 

reclamando el derecho      al voto militar como un derecho fundamental frente al Congreso de la 

República. Este grupo de hombres, representados por la Asociación de Oficiales Retirados de las 

Fuerzas Militares de Colombia (ACORE), desempeñan un el papel relevante en el panorama 

 
29 Para la elaboración de los modelos mentales de los actores con poder de veto sobre el voto militar en Colombia, se 

utilizó el software      Photoshop. Esta herramienta informática fue creada en el año 1986 por los hermanos Knoll y 

actualmente es desarrollado por la compañía Adobe System Incorporated, siendo el programa más popular de edición 

y diseño de imágenes. Este software      cuenta con herramientas básicas y especializadas, con las que se pueden 

elaborar retoques y modificaciones gráficas, de acuerdo con las necesidades del usuario (EBAC, 2023). 
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político nacional, principalmente cuando se examinan temas relacionados con la Fuerza Pública y 

sus comunicados u opiniones, reflejando el sentir de aquellas personas que alguna vez portaron el 

uniforme, así como de los miembros de las fuerzas armadas en servicio activo. 

 

 Figura 47. Modelo mental de los uniformados en retiro sobre voto militar en Colombia 

 

Entre los retirados se encuentran miembros activos de las Fuerzas Militares, los cuales 

tapan su boca con las manos, representando el silencio que deben guardar los uniformados a la luz 

de lo establecido en el artículo 219 de la Constitución Política de Colombia. Los uniformados, 

obligados a callar, encuentran en los retirados no solo la voz para reclamar el derecho al sufragio, 

sino también el interlocutor de sus necesidades y deseos, esos que esperan algún día sean tenidos 

en cuenta por los parlamentarios. 

Al fondo se observa el Congreso de la República, institución la cual tiene como función 

principal legislar para crear normas jurídicas, abstractas, generales e impersonales, así como 

realizar las modificaciones que se requieran en el sistema normativo vigente colombiano. 

Colgando de las paredes del Congreso, se observan unos carteles con el mensaje “Partidos políticos 

de izquierda” e “Izquierda radical”, a quienes los uniformados en retiro ven como una amenaza 

constante a los intereses de los uniformados en servicio activo y al orden social, señalándolos como 

los principales promotores del sostenimiento del status quo. 
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Finalmente, en la imagen se observa el caminar indiferente de las personas ante la situación 

exhibida, mostrándose insensibles ante la coartación de este derecho a los uniformados, quedando 

en evidencia la falta de interés y de participación emotiva por la defensa de los derechos políticos 

de quienes velan por la salvaguardia de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 

nacional y del orden constitucional. 

 

6.2.2 Modelo mental del Ejecutivo 

El modelo mental del ejecutivo se conforma a partir de la aparición de un político el cual 

representa a los mandatarios de la rama ejecutiva del poder público (presidentes, vicepresidentes 

y ministros de defensa), quienes, personificando a la elite la elite institucional colombiana, 

manifiestan constantemente a través de su discurso la urgencia de alcanzar la paz con los actores 

armados al margen de la ley, antes de especular en que los uniformados vuelvan a las urnas. 

El político busca legitimar su discurso persuadiendo al pueblo y buscando la adherencia de 

actores en oposición a la visión mediante la cual sostiene que se debe trabajar en la consolidación 

de la paz, manifestando el riesgo que conlleva restablecimiento del derecho al sufragio a los 

militares con la situación de violencia por la que atraviesa el país.   

Figura 48. Modelo mental del Ejecutivo sobre voto militar en Colombia 

 

La Figura 48 muestra a dos uniformados custodiando al político en su alocución, lo cual 

simboliza el respaldo de las Fuerzas Militares y la total subordinación al gobierno de turno elegido 

democráticamente por el pueblo colombiano, sin importar que en esa democracia los militares y 

policías no puedan elegir. Estos uniformados portan las armas de la nación, las cuales les han sido 

confiadas para defender la soberanía, la independencia, y la integridad territorial del país, proteger 
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los derechos de los ciudadanos, los recursos estatales y privados, y contribuir a un ambiente de 

paz, seguridad, y desarrollo. 

Al fondo se ve una gran multitud, propia de las grandes manifestaciones de un político en 

campaña, que representa al pueblo colombiano. Entre las personas se observan pancartas con 

mensajes como “Necesitamos agua” y “Tenemos hambre”, personificando las necesidades que 

tiene el pueblo y a las cuales los gobiernos de turno han tratado de cubrir con una cortina de humo, 

la paz.  

Así mismo, entre la multitud es posible evidenciar un cartel que reza “Derecho al voto 

militar”, el cual simboliza esa parte del pueblo colombiano que reclama el restablecimiento del 

derecho al voto para los militares y policías. El anuncio se presenta más pequeño que los descritos 

anteriormente, representando la escasa prioridad que los colombianos le han dado al reclamo de 

este derecho político para los uniformados, donde han prevalecido otras necesidades apremiantes, 

en un país que se debate constantemente entre el conflicto armado, el reparto desigual de la tierra, 

el narcotráfico, las economías ilícitas, el desempleo y la desigualdad. 

 

6.2.3 Modelo mental del Legislativo  

El modelo mental del legislativo se configura a partir del Congreso de la República, 

encuadrado en el fondo de la imagen, como el organismo encargado de reformar la Constitución, 

hacer las leyes, ejercer el control político sobre el gobierno y la administración, y como el escenario 

donde ocurren los grandes sucesos políticos del país.  

Figura 49. Modelo mental del Legislativo sobre voto militar en Colombia
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En la Figura 49 se observa a un miembro de un partido político de derecha entregando una 

carpeta que contiene un proyecto de acto legislativo, a un funcionario del Congreso. La 

personificación de un representante de la derecha colombiana simboliza los diez proyectos que 

desde el 2004 hasta el 2022 se han presentado para modificar el artículo 219 de la Constitución 

Política en esta institución, procurando que los militares y policías de Colombia puedan ejercer su 

derecho al sufragio, donde un 64% de los promotores de la iniciativa parlamentaría han sido 

miembros de partidos políticos con tendencia ideológica de derecha y un 25% de centro derecha. 

Así mismo, detrás de las dos personas se encuentra una gran cantidad de cajas, rotuladas 

algunas de ellas con los nombres de los procesos de paz más recientes de la historia de Colombia. 

Estas cajas simbolizan tres aspectos fundamentales. Por una parte, representan la gran cantidad de 

proyectos de ley y actos legislativos que son radicados constantemente en el Congreso de la 

República y que demandan de los congresistas su mayor esfuerzo para estudiar y debatir la mayor 

cantidad de iniciativas posibles, en lo apretado del año legislativo. 

Por otra parte, simbolizan las frecuentes reformas que explora y debate el legislativo, con 

el propósito de evaluar el avance para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 

estable y duradera en el país. Lo anterior, ha requerido que esta institución invierta gran parte del 

tiempo de la agenda legislativa en el estudio y sanción de leyes relacionadas con la finalización 

del conflicto interno de más de 50 años, dejando de lado (con o sin intención) y restándole 

importancia a otros temas como el derecho al voto a los militares y policías. 

Finalmente, esta gran cantidad de cajas con proyectos de ley anudado al reloj de arena, 

simbolizan las insuficientes iniciativas legislativas que se han presentado en los 31 años que abarca 

este estudio, desde la proclamación de la última Carta Magna en 1991 hasta el 2022, donde solo 

en diez ocasiones se ha intentado por parte de la derecha colombiana, en su gran mayoría, el 

restablecimiento de la participación en las urnas de los uniformados.  

 

6.2.4 Modelo mental de la prensa  

El modelo mental de la prensa está representado mediante la emisión de un diario del 

periódico “El Tiempo”. Aceptando que la prensa construye las noticias en medio de la presión de 

sectores económicos y políticos y que su papel en la sociedad debería permitir que todas las voces 

tengan acceso a su discurso en condiciones de igualdad, la representación de las emisiones de la 

prensa sobre el voto militar resulta cuando menos impávidas. 
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Figura 50. Modelo mental de la prensa sobre voto militar en Colombia 

 

En Figura 50 se observa una representación de cómo la prensa nacional ha sido indiferente 

con la coartación del derecho al voto a los militares y policías de Colombia, dedicando sus páginas 

a otros temas de interés nacional como la violencia y los procesos de paz, yendo muy de la mano 

con lo sugerido por el ejecutivo. Se evidencia como las noticias relacionadas con el voto militar 

han sido exiguas y de alguna manera invisibilizadas por este actor con poder de veto, lo cual se 

personifica mediante la aparición del pequeño titular “Presentan proyecto para que los militares 

voten”.  

El contraste de las dos noticias presentadas, una con un titular grande y una fotografía 

ostentosa, mostrando los avances de un proceso de paz y la otra casi que imperceptible, simbolizan 

como la prensa no le ha dado al voto militar, pero más que eso a los militares, el lugar de 

ciudadanos que deberían tener y ha contribuido con la marginación de este grupo de hombres y 

mujeres, adoptando una posición indiferente de la realidad social sobre el derecho al sufragio de 

los uniformados.  

 

6.2.4 Modelo Mental de las ONG  

El modelo mental de las organizaciones no gubernamentales se conforma a partir del acto 

de votación de un uniformado, el cual está acompañado de un miembro de un partido político de 

derecha, donde ambos arrojan a la urna electoral un voto. Esta representación simboliza los 
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señalamientos de estas organizaciones a los uniformados, quienes enfatizan en que su afinidad con 

los partidos políticos de derecha los llevaría a favorecer a este grupo político. 

 

Figura 51. Modelo mental de las ONG sobre voto militar en Colombia 

 

La Figura 51 pretende ejemplificar una de las principales razones por las cuales estas 

organizaciones han buscado legitimar mediante su discurso a través de la persuasión, la necesidad 

del mantenimiento de la restricción del derecho al voto a los militares y policías. Esta 

personificación del militar obedeciendo y favoreciendo a los partidos políticos de tendencia 

ideológica de derecha mediante el voto, desconoce completamente la capacidad de raciocinio, 

criterio y profesionalismo de los uniformados. 

Por último, el cartel que se observa al fondo del acto de votación que reza “unidos 

venceremos”, muestra cómo estas organizaciones consideran que al restablecer el derecho al voto 

a los miembros de las Fuerzas Militares, estos formarían una alianza con la derecha colombiana 

que podría materializar represalias contra las organizaciones defensoras de derechos humanos y 

contra la izquierda colombiana, perjudicándolos mediante el ejercicio del poder y el manejo de las 

armas. 

 

6.3 Formulación de los esquemas fundacionales del voto militar en Colombia 

De acuerdo con Pardo (2013), en el tercer paso se esquematizan los modelos mentales de 

modo tal que resulte una representación semántica básica, con base en la cual es posible elaborar 
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una expresión formal, que recoge las relaciones entre los elementos semánticos contenidos en cada 

forma de asociación y recurso lingüístico. De esta manera, la proposición formal es la 

estructuración de una realidad, que se pone al servicio de un colectivo para delimitar las maneras 

de pensar sobre el entorno, es decir, el esquema fundacional (Pardo, 2004). 

Para formular los esquemas fundacionales de los discursos sobre el voto militar emitidos 

por los actores con poder de veto, se deben identificar las estructuras profundas que organizan cada 

discurso, y luego graficarlas en un esquema que relacione las proposiciones que lo componen. Es 

importante recordar que, según Pardo (2013), estas estructuras actúan como un “esquema” que 

organiza la información y le da coherencia al discurso. 

A continuación, se presentan las principales proposiciones y se formulan los esquemas 

fundacionales de los discursos de los actores con poder de veto en Colombia. 

 

6.3.1 Esquema Fundacional de los militares retirados: a favor del voto militar  

Estructura profunda: Restitución del derecho al voto de los militares en servicio activo en 

Colombia. 

Proposiciones principales: 

⮚ El voto militar es un derecho fundamental que ha sido negado injustamente. 

⮚ La prohibición del voto militar es discriminatoria y viola el principio de igualdad. 

⮚ Los militares son ciudadanos responsables y respetuosos de la democracia. 

⮚ La Fuerza Pública actual es profesional y está subordinada al poder civil. 

⮚ El voto militar no implica la politización de la Fuerza Pública. 

⮚ Se debe reglamentar el voto militar para evitar la deliberación política. 

Esquema fundacional: 

Derecho al voto de los militares 

/ | \ 

/ | \ 

Igualdad de derechos - Ciudadanos responsables - Fuerza Pública profesional 

 

6.3.2 Esquema Fundacional del Ejecutivo: posición ambivalente y contradictoria 

Estructura profunda: Reconocimiento del derecho al voto, pero con dudas sobre su 

conveniencia y oportunidad. 
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Proposiciones principales: 

⮚ El voto militar es un derecho en democracias consolidadas. 

⮚ La politización de la Fuerza Pública es un riesgo. 

⮚ Se debe preservar la institucionalidad y la democracia. 

⮚ La decisión sobre el voto militar debe ser estudiada y consensuada. 

⮚ El contexto y la coyuntura política influyen en la decisión. 

Esquema fundacional: 

Voto militar: Derecho vs. Riesgo 

/     |     \ 

/      |      \ 

Democracia consolidada - Politización de la Fuerza Pública - Estabilidad institucional 

 

6.3.3 Esquema Fundacional del Legislativo: división de posiciones 

Estructura profunda: Debate sobre la conveniencia y oportunidad del voto militar, con argumentos 

a favor y en contra. 

Proposiciones principales: 

⮚ El voto militar es un derecho fundamental de los ciudadanos. 

⮚ La neutralidad de la Fuerza Pública es esencial para la democracia. 

⮚ La historia de Colombia influye en la percepción del voto militar. 

⮚ Se debe considerar el contexto y la coyuntura política. 

⮚ La decisión debe ser consensuada y reglamentada adecuadamente. 

Esquema fundacional: 

Debate sobre el voto militar 

/       |       \ 

/        |        \ 

Derecho fundamental - Neutralidad de la Fuerza Pública - Contexto histórico 

 

6.3.4 Esquema Fundacional de la Prensa: mayoritariamente a favor del voto militar 

Estructura profunda: El voto militar como un derecho fundamental que debe ser restituido en una 

democracia moderna. 

Proposiciones principales: 
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⮚ Los militares son ciudadanos con plenos derechos, incluido el derecho al voto. 

⮚ La prohibición del voto militar es discriminatoria y anacrónica. 

⮚ La Fuerza Pública actual es profesional y respetuosa de la democracia. 

⮚ El voto militar no implica la politización de la Fuerza Pública. 

⮚ La sociedad debe superar los prejuicios sobre la participación política de los militares. 

Esquema fundacional: 

Derecho al voto de los militares 

/      |      \ 

/       |       \ 

Ciudadanos con plenos derechos - Fuerza Pública profesional - Democracia moderna 

 

6.3.5 Esquema Fundacional de Organizaciones no Gubernamentales: en contra del voto 

militar 

Estructura profunda: Defensa de la neutralidad e imparcialidad de la Fuerza Pública como 

condición para la democracia. 

Proposiciones principales: 

⮚ La participación de militares en política puede poner en riesgo la democracia. 

⮚ La historia de Colombia muestra las consecuencias negativas del voto militar. 

⮚ La Fuerza Pública debe estar al servicio de la sociedad, no de intereses partidistas. 

⮚ La prohibición del voto militar es necesaria para garantizar la estabilidad y la seguridad. 

Esquema fundacional: 

Neutralidad de la Fuerza Pública 

/      |      \ 

/       |       \ 

Riesgo de politización - Estabilidad democrática - Experiencia histórica negativa 

Teniendo en los esquemas fundacionales formulados a través de los discursos sobre el voto 

militar de los actores con poder de veto en Colombia, es posible aseverar que los militares retirados 

y la prensa enfatizan el derecho al voto como un derecho fundamental de todos los ciudadanos, 

mientras que las ONG se centran en el derecho de la sociedad a una Fuerza Pública neutral. Por su 

parte el ejecutivo y el legislativo muestran una ambivalencia, reconociendo ambos el derecho al 

voto, pero con diferentes énfasis.  
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Todos los actores hacen referencia a la importancia del sistema democrático, pero lo 

interpretan de maneras distintas. Los militares retirados y la prensa lo asocian con la inclusión y 

la participación, mientras que las ONG lo relacionan con la neutralidad de la Fuerza Pública y la 

estabilidad institucional. Por su parte, el ejecutivo y el legislativo buscan un equilibrio entre la 

participación ciudadana y la protección de la democracia. Los militares retirados y la prensa 

asocian el voto militar con una democracia moderna e inclusiva, mientras que las ONG lo ven 

como un riesgo para el sistema democrático. El ejecutivo y el legislativo debaten sobre la 

compatibilidad del voto militar con la democracia, considerando el contexto histórico y político. 

Las ONG enfatizan en la importancia de la neutralidad de la Fuerza Pública para la 

seguridad y la estabilidad del país, mientras que los militares en uso de retiro argumentan que el 

voto militar no afectará la seguridad nacional, ya que la Fuerza Pública actual es profesional y está 

subordinada al poder civil. El ejecutivo y el legislativo muestran preocupación por el riesgo de 

politización de la Fuerza Pública y su impacto en la seguridad, reconociendo la importancia de la 

misma, pero también la necesidad de garantizar la democracia y los derechos ciudadanos. 

Las ONG utilizan la historia para mostrar las consecuencias negativas de la participación 

de militares en política, mientras que los militares retirados recurren a ella para mostrar la 

evolución de la Fuerza Pública y su respeto a la democracia. Los militares retirados y la prensa 

utilizan ejemplos de otros países donde los militares votan para apoyar su argumento, mientras que 

las ONG se enfocan en el contexto específico de Colombia para justificar la prohibición del voto 

militar. 

Finalmente, se evidencia la apelación a las emociones por parte de los actores. Las ONG 

buscan generar temor a la politización de la Fuerza Pública, exponiendo los graves problemas que 

podría traer al país que los militares acudan a las urnas, mientras que los militares retirados apelan 

al sentido de justicia y a la indignación por la discriminación actual al negárseles un derecho 

fundamental. 

 

6.4 Estructuración de los modelos culturales del voto militar en Colombia 

El planteamiento de Shore (1996), sugiere que la cultura es un conjunto heterogéneo de 

modelos en los que se articulan, en distintos niveles de abstracción, lo cognitivo (esquemas, 

guiones, planes) y lo social (interacciones, formas de coexistencia). Cuando Shore se refiere a 

modelos, los conceptualiza como artefactos públicos en la medida en que pueden ser percibidos y 
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observados por miembros externos al grupo cultural y experimentados por sus integrantes, aunque 

no necesariamente tienen que materializarse. Así, los modelos característicos de una cultura son 

apropiados por los individuos (así no sean conscientes), y puestos en interacción pueden incluso 

llegar a ser explícitos para miembros de otras culturas (Pardo, 2013). 

Van-Dijk (2012) postula que los modelos culturales son estructuras cognitivas compartidas 

que influyen en la producción e interpretación del discurso. El análisis de los modelos culturales 

es fundamental para comprender cómo se construyen las representaciones sociales, las ideologías 

en diferentes contextos sociales, y cómo estos contribuyen a la reproducción o transformación de 

las relaciones de poder. 

Pardo (2013) amplia lo planteado Van-Dijk (2012), enfatizando en que estas estructuras 

sociocognitivas compartidas materializan formas de conceptualizar objetos sociales en función de 

las convenciones establecidas y del modo específico en que los individuos interactúan con el 

entorno. En la medida en que los cambios en la experiencia de las personas se encuentran más 

determinados por formas altamente convencionales, los modelos personales tienden a ser más 

homogéneos y convencionales. 

Teniendo en cuenta lo anterior y concibiendo que los modelos culturales se construyen y 

se transforman en un contexto social específico, influenciado por factores históricos, políticos, 

económicos y culturales, los cuales pueden ser utilizados para legitimar las relaciones de poder y 

las desigualdades sociales, se procede a continuación con la formulación de los modelos culturales 

sobre el voto militar, estructurados a través del análisis de los discursos de los actores con poder 

de veto en Colombia, aceptando que el discurso puede contribuir a la construcción y 

transformación de los modelos culturales al introducir nuevas ideas, valores y representaciones 

sociales.  

En este sentido, en este trabajo se expresa el modelo cultural como una proposición que 

recoge una metáfora conceptual, o un saber socialmente estabilizado. En la Tabla 41 se presentan 

los diferentes modelos culturales relacionados con el voto militar, identificándose a los actores con 

poder de veto (militares retirados, ejecutivo, legislativo, prensa y ONG) y sus formas de 

legitimación en el discurso. De esta manera se describe      cómo cada modelo cultural se expresa 

en el discurso de cada actor, incluyendo ejemplos concretos del corpus. 
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    Tabla 41. Modelos culturales de los actores con poder de veto sobre el voto militar 

Modelo Cultural Actor 
Forma de 

legitimación 
Expresión en el corpus 

Los militares no son 

considerados 

ciudadanos en 

Colombia. 

Los militares 

retirados 

 

 

 

 

 

 

La prensa 

 

Acusar-

justificar 

“…por el pánico que tienen a la voluntad 

de los ciudadanos uniformados, que ni 

siquiera los consideran ciudadanos, 

muchos de los actores políticos e incluso 

la población civil colombiana...” 

 

“… ¿Un ciudadano colombiano deja de 

serlo al vestir el uniforme de soldado o de 

policía? Si su respuesta es afirmativa, 

sigamos negándoles el voto. Pero si usted 

cree que los soldados y policías son tan 

ciudadanos como usted o como yo, 

deberá concluir que ellos tienen 

derechos…” 

La violencia y el voto 

militar son 

incompatibles. 

El ejecutivo Persuasión 

“…mientras subsista el conflicto armado, 

yo creo que no, después podríamos 

pensar que sí, una vez firmada la paz…” 

 

“…existen varios conflictos, hay varias 

violencias cruzadas en el país… en las 

circunstancias de hoy, consideramos que 

no es conveniente…” 

La historia se puede 

repetir. 

El ejecutivo 

 

 

 

 

 

 

 

 

La prensa 

Persuasión 

“…Desafortunadamente en el caso de 

Colombia, las experiencias en el pasado 

sobre la politización y la deliberación al 

interior de la Fuerza Pública no fueron 

buenas…” 

 

“…la historia nos recuerda que las 

afiliaciones políticas y las divisiones de 

esa naturaleza entre la Policía y el 

Ejército durante los años de la Violencia 

condujeron a numerosos horrores que 

dejaron claro que una línea muy gruesa 

debe separar a los cuarteles de la 

política…”. 

Los bandidos tienen 

derecho a participar en 

política, pero los 

militares no tienen 

derecho al voto. 

 

 

El legislativo 

 

 

 

 

 

 

 

 

Acusar-

justificar  

“…esto es espectacular para contrastarlo 

con ese beneplácito permanente que le 

dan a toda la subversión, a la guerrilla, a 

la milicia criminal, al terrorismo urbano, 

mejor dicho, aquí vamos a llenar de 

estatuas y de premios a todos los que 

ustedes van a meter ahora en la paz total, 

en la paz total caben todos, pero el 

ejército no tiene derecho a ejercer el voto, 

porque?...” 
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La Prensa 

“…Si estamos dispuestos a dar un salto 

de fe para creer en los miembros de las 

Farc, ¿cómo no creer en los soldados y 

policías de Colombia?...” 

Los militares, la 

derecha y los 

paramilitares, no se 

hacen daño. 

 

El legislativo 

 

 

 

 

 

 

Las ONG 

 

 

Persuasión 

“…posibilitar a la generación de 

acuerdos más o menos explícitos entre 

sectores de la extrema derecha, 

vinculados a actividades paramilitares, 

con unidades de las Fuerzas Armadas…” 

 

“Fuerza Publica a las urnas, una jugadita 

de la derecha colombiana” 

El debate del voto 

militar debe estar en la 

agenda legislativa. 

La prensa Negociación 

“…Mientras unos aseguran que esta 

iniciativa es pertinente en tiempos de 

posconflicto, otros dicen que armas y 

política no deberían ir de la mano…” 

Los militares votarían 

por quien se les ordene. 
El legislativo 

Acusar-

justificar 

“Cuando uno está en el ejército, 

precisamente lo primero que uno le 

enseñan, es que uno tiene, perdóneme 

que lo diga así, de una manera más 

coloquial, hacer caso, cumplir las 

órdenes, que les son impartidas desde 

arriba hacia abajo…pero lo cierto es que 

la estructura jerárquica piramidal que se 

da en la Fuerza Pública implica que lo 

que haga el jefe o lo que haga el 

comandante el Coronel el General pues, 

sencillamente muchas veces va ser 

sentido como una orden, así ellos no lo 

digan, así ellos no lo manifiestan de una 

manera pública…” 

Los militares han sido 

violadores sistemáticos 

de derechos humanos. 

Las ONG 
Acusar-

justificar 

“…las narrativas que dan cuenta de los 

delitos de lesa humanidad cometidos por 

generales, coroneles, sargentos, cabos y 

soldados; entre esos delitos, se cuentan 

los Falsos Positivos…” 

Los militares 

presionarían al pueblo 

con sus armas. 

Las ONG Persuasión 

“…los electores, quienes no deben ser 

coaccionados por las armas; ni siquiera 

debe existir el riesgo o temor de que lo 

sean…” 

 

“…son las instituciones de seguridad del 

Estado las que controlan las armas y eso 

se puede volver un instrumento para 

ejercer fuerza para la toma o por la toma 

de una decisión…”. 

El voto militar pone en 

riesgo la democracia 

El legislativo 

 

 

Persuasión 

 

“…ideología dentro de una fuerza que 

está armada, pues perdónenme, pero eso 
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Las ONG 

puede ser algo perjudicial para la 

democracia…” 

 

“…Permitir que los militares voten no 

solo es un riesgo para la institucionalidad 

castrense, sino un peligro para la ya débil 

democracia colombiana…” 

La doctrina del 

enemigo interno impide 

el voto militar 

Las ONG 
Acusar-

justificar 

“…Las Fuerzas Militares y en general la 

Fuerza Pública han desarrollado, durante 

décadas, la doctrina del enemigo interno, 

es decir que el enemigo de ellos, del 

sistema, está en la sociedad. Con esa 

doctrina desarrollaron el combate a las 

guerrillas y a los movimientos 

subversivos. Dicha teoría pone en 

condición de enemigo o agente peligroso 

todo aquello que critique el sistema y que 

cuestione el statu quo…” 

En casi todos los países 

los militares votan  

Los militares 

retirados 

 

 

 

 

 

 

 

El legislativo 

 

Persuasión 

“…Mientras en Colombia los 

legisladores se ufanan de la madurez de 

nuestra democracia, en países como 

Reino Unido, Estados Unidos, Francia, 

España, Suiza, Suecia, Israel, Bolivia, 

Perú, Ecuador, Chile, Argentina, 

México, el voto militar ya fue 

implementado…” 

 

“…en la gran mayoría de los países del 

mundo, en la gran mayoría de los países 

del Mundo, señor Ministro, los miembros 

de la Fuerza Militar y de la policía 

ejercen el derecho al sufragio…” 

 

 

Colombia es una 

democracia sólida 

 

El legislativo 

 

Persuasión 

“…nosotros nos suponemos de ser la 

democracia más sólida de América, 

porque es donde menos golpes de estado 

se han sucedido y allá en esa Argentina 

en ese chile y en Brasil que sufrieron 

tanto esas consecuencias empezando la 

mitad del siglo pasado y hasta avanzadas 

a mitad, allá votan los militares…” 

Los uniformados son 

ciudadanos y por ende 

deben tener el derecho 

fundamental al sufragio  

 

 

 

Los militares 

retirados 

 

 

 

 

 

 

Persuasión 

 

 

 

 

La recuperación de este derecho que 

antaño disfrutamos en nuestra condición 

de militares y policías en servicio activo, 

es más, ni nada menos, que un derecho 

fundamental que, por principio de 

igualdad, nos corresponde. 
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El legislativo 

 

 

 

Acusar-

justificar 

“…nosotros nos abrogamos el derecho a 

limitar los derechos políticos de un 

ciudadano colombiano, porque tienen 

derechos cívicos y civiles, que son con 

naturales a todos los seres humanos y los 

políticos…” 

Los uniformados son 

profesionales  

 

Los militares 

retirados 

 

Persuasión 

“…el grado de preparación humanística 

y de enfoque de los derechos civiles de la 

Fuerza que se reconoce en todo nivel 

social…” 

Los uniformados están 

dotados de valores y 

convicciones que guían 

su accionar 

Los militares 

retirados 

 

El Ejecutivo 

Persuasión 

“…Hoy por hoy, ese miedo carecería de 

fundamentos, si es que alguna vez lo 

hubo, dado el grado de preparación 

humanística y de enfoque de los derechos 

civiles de la Fuerza que se reconoce en 

todo nivel social…” 

 

“…Primero Los colombianos tenemos un 

profundo afecto y admiración por 

nuestras Fuerzas Militares y de Policía, 

entendemos además su vocación de 

servicio para todos los colombianos…” 

Los uniformados son 

obedientes a la 

autoridad civil 

 

 

Los militares 

retirados 

 

 

Persuasión 

“…la fuerza militar de Colombia es un 

ejemplo de civilidad, lo que lleva 

implícito el concepto de que en tal virtud, 

sobra la prohibición del precepto 

constitucional citado. Esa civilidad, que 

enorgullece a los pregoneros de la 

democracia formal, se avala con la 

máxima popular que reza: "este país es 

estéril para los golpes de Estado" y avala 

nuestro criterio de que, por lo mismo, se 

hace innecesario establecer un veto como 

el que existe…” 

Los uniformados son 

los garantes de la 

democracia 

 

 

El Ejecutivo 

 

 El legislativo 

 

Persuasión 

“…Nos parece que hay que garantizar la 

neutralidad de los integrantes de Fuerza 

Pública en las condiciones de ahora, que 

la neutralidad hoy de la Fuerza Pública es 

una garantía para la democracia…” 

 

“…al papel de fiel de la balanza en 

materia electoral que cumplen las 

Fuerzas Armadas en Colombia…” 

 

El modelo cultural “Los militares no son considerados ciudadanos en Colombia” refleja la 

exclusión política que experimentan los miembros de la Fuerza Pública al no tener derecho al voto. 

Esta restricción, plasmada en el artículo 219 de la Constitución, genera un debate sobre la 

ciudadanía plena de los militares, ya que se les niega un derecho político fundamental. Algunos 
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actores plantean que la exclusión del voto a los uniformados es una forma de discriminación y una 

negación de la ciudadanía a quienes sirven a la patria, lo cual resulta paradójico, ya que quienes 

arriesgan sus vidas en defensa de la nación y sus instituciones democráticas no puedan participar 

plenamente en la vida política del país. 

El modelo cultural “La violencia y el voto militar son incompatibles” encapsula uno de los 

argumentos centrales en el debate sobre la restricción del voto militar en Colombia. Esta 

perspectiva, expresada por diversos actores con poder de veto, se basa en la premisa de que la 

participación política de la Fuerza Pública podría exacerbar la violencia en un país con un 

prolongado conflicto interno. De esta manera, se plantea que la Fuerza Pública debe mantenerse 

neutral e imparcial para garantizar la seguridad y la estabilidad en un contexto de conflicto.  

El modelo cultural “La historia se puede repetir” refleja el temor de los actores con poder 

de veto en que la participación política de la Fuerza Pública pueda conducir a escenarios de 

violencia e inestabilidad que se han presentado en el pasado. Esta preocupación se basa en la 

experiencia histórica del país, donde la politización de los militares fue un factor de conflicto y 

desestabilización. Así mismo, la historia de golpes de Estado en América Latina alimenta el temor 

de que la participación política de los militares pueda abrir la puerta a la inestabilidad institucional. 

El modelo cultural “Los bandidos tienen derecho a participar en política, pero los militares 

no tienen derecho al voto” encierra una profunda paradoja.  Este modelo refleja cómo a través de 

los procesos de paz, se ha buscado la reincorporación de excombatientes a la vida civil, incluyendo 

la posibilidad de participar en política, siendo un paso muy importante hacia la reconciliación, sin 

embargo, la exclusión política de los militares genera interrogantes sobre la coherencia del sistema 

democrático y la construcción de una paz duradera, donde los uniformados pareciera no estar 

incluidos. 

El modelo cultural “Los militares, la derecha y los paramilitares, no se hacen daño” encierra 

una grave acusación sobre la presunta connivencia entre la Fuerza Pública, sectores políticos de 

derecha y grupos paramilitares en Colombia. Esta afirmación se basa en la idea de que la concesión 

del voto militar buscaría que los militares fungieran como un actor político instrumentalizado por 

la derecha, fundamentada en evidencias de la relación entre militares y paramilitares en el pasado, 

que podrían ser utilizados para perseguir opositores políticos y movimientos sociales. 

El modelo cultural “El debate del voto militar debe estar en la agenda legislativa” plantea 

la necesidad de que el Congreso de la República discuta y decida sobre la posibilidad de que los 
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miembros de la Fuerza Pública en servicio activo puedan ejercer su derecho al voto en Colombia, 

considerando los argumentos a favor y en contra, así como las implicaciones que tendría para la 

Fuerza Pública, la sociedad y el sistema político en su conjunto. 

El modelo cultural “Los militares votarían por quien se les ordene” propone que debido a 

la doctrina de disciplina y obediencia que caracteriza a las Fuerzas Armadas, los militares serían 

incapaces de ejercer su derecho al voto de manera libre y autónoma, convirtiéndose en un 

instrumento de manipulación política. De esta manera se plantea que la disciplina y la obediencia 

son pilares fundamentales en la formación militar, por lo cual esta formación podría condicionar a 

los militares a seguir las directrices de sus superiores, incluso en el ámbito electoral, mediante 

presiones directas o indirectas hacia un candidato o partido político específico. 

El modelo cultural “Los militares han sido violadores sistemáticos de derechos humanos" 

se basa en las acusaciones de falsos positivos que han manchado la imagen de la Fuerza Pública y 

han estigmatizado a este grupo de hombres y mujeres. Estos lamentables acontecimientos han 

erosionado la confianza de una parte de la sociedad en la institución, percibiendo que la Fuerza 

Pública no está al servicio del pueblo colombiano, sino que responde a intereses particulares y 

utiliza la violencia para alcanzar sus objetivos, lo cual se ha convertido en un fuerte argumento 

para la el mantenimiento del statu quo del voto a los uniformados en Colombia. 

El modelo cultural “Los militares presionarían al pueblo con sus armas” se basa en la idea 

de que si los militares tuvieran derecho al voto, podrían usar su poder y sus armas para influir en 

el proceso electoral y coaccionar a la población civil. La posesión de armas por parte de los 

militares se ve como un elemento que podría ser utilizado para ejercer presión sobre los civiles, 

especialmente en zonas rurales donde la presencia del Estado es limitada. Este modelo también se 

fundamenta en que Colombia ha tenido un historial de violencia política y conflicto armado en el 

que la Fuerza Pública ha sido utilizada en ocasiones para reprimir la disidencia y la protesta social. 

El modelo cultural “El voto militar pone en riesgo la democracia en Colombia” plantea la 

preocupación de que la participación de la Fuerza Pública en política pueda generar inestabilidad, 

divisiones internas y la politización de una institución que, por su naturaleza, debe mantenerse 

neutral. Estas facciones dentro de la Fuerza Pública, debilitarían su cohesión y disciplina, lo cual 

afectaría el sistema democrático colombiano, al convertirse en un instrumento de los intereses 

partidistas, ampliando el riesgo de que los militares sean manipulados por actores políticos, lo que 

podría aumentar la violencia y la polarización. 
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El modelo cultural “La doctrina del enemigo interno impide el voto militar” se basa en los 

planteamientos realizados por los actores con poder de veto, según los cuales al interior de la 

Fuerza se ha establecido un sistema que ha llevado a que los uniformados consideren a ciertos 

sectores de la sociedad civil, como defensores de derechos humanos, líderes sociales e incluso 

partidos políticos de izquierda, como enemigos internos. Esto ha generado desconfianza y 

preocupación sobre la posibilidad de que los militares acudan a las urnas. 

El modelo cultural “En casi todos los países los militares votan” está basado en que en la 

mayoría de las democracias occidentales permiten el voto de los militares en servicio activo, 

reconociendo su derecho como ciudadanos a participar en la vida política del país. En algunos 

países, el voto militar está sujeto a ciertas restricciones, como la prohibición de participar en 

actividades políticas partidistas o hacer campaña electoral en uniforme.  

El modelo cultural “Colombia es una democracia sólida” se sustenta en que en el país se 

ha mantenido un sistema democrático ininterrumpido desde 1958, con elecciones regulares y 

alternancia en el poder, siendo un sistema con una larga tradición e instituciones sólidas, carentes      

de golpes de estado. Por lo anterior, algunos actores consideran que el voto militar no afectaría la 

democracia, sino que por el contrario fortalecería el sistema, haciéndolo más participativo e 

inclusivo.  

El modelo cultural “Los uniformados son ciudadanos y por ende deben tener el derecho 

fundamental al sufragio” se sustenta en que los militares y policías son ciudadanos colombianos 

que cumplen con deberes constitucionales, como la defensa de la soberanía y el mantenimiento del 

orden público, por lo cual deberían tener acceso al derecho fundamental de elegir a sus 

gobernantes. Algunos actores consideran que el negarle el derecho al voto es una forma de 

discriminación, que les impide participar plenamente las decisiones políticas del país. 

El modelo cultural “Los uniformados son profesionales” hace referencia a que la 

profesionalización de la Fuerza Pública es un hecho reconocido por algunos actores, admitiendo 

que los uniformados cuentan con una amplia experiencia en la defensa de la soberanía, la 

integridad territorial y el mantenimiento del orden público. Se enfatiza que este grupo de hombres 

y mujeres tienen acceso a estudios superiores y capacitación constante para mejorar sus 

capacidades y conocimientos.  

El modelo cultural “Los uniformados están dotados de valores y convicciones que guían 

su accionar” plantea que los militares y policías tienen una vocación de servicio a la comunidad y 
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están dispuestos a arriesgar sus vidas por la seguridad de los ciudadanos. Se manifiesta que los 

militares y policías reciben una formación rigurosa que les inculca valores como la disciplina, la 

lealtad, el honor y el servicio a la patria. 

Los modelos culturales “Los uniformados son obedientes a la autoridad civil” y “son los 

garantes de la democracia” plantean que los militares y policías han demostrado ser una fuerza 

subordinada al poder civil y que han mostrado su compromiso con la democracia y las 

instituciones, aún en los gobiernos más      discutidos. Así mismo, se argumenta que la Fuerza 

Pública ha participado en misiones internacionales de paz y seguridad, contribuyendo a la 

estabilidad global. 

 

6.5 Organización De Las Representaciones Sociales Del Voto Militar En Colombia 

En 1960 el psicólogo social ruso Serge Moscovici acuñó el concepto de representación 

social para definir una actitud cognitiva ante el mundo a la manera de construcciones simbólicas 

que pueden y deben      ser explicadas (Romeu, 2014). Moscovici señala que son “un conjunto de 

conceptos, declaraciones y explicaciones originadas en la vida cotidiana, en el curso de las 

comunicaciones interindividuales. Equivalen, en nuestra sociedad, a los mitos y sistemas de 

creencias de las sociedades tradicionales; puede, incluso, afirmarse que son la versión 

contemporánea del sentido común" (Moscovici, 1981, p. 181).  

Posterior a Moscovici, la lingüista francesa Denise Jodelet en 1986 completa el 

acercamiento conceptual a la teoría de la Representación Social de Moscovici, facilitando su 

comprensión al proponer entender la representaciones sociales, más que como actitudes, como 

estructuras o modalidades del pensamiento práctico que en tanto se enfocan a la acción y la 

comprensión en torno a la realidad, fungen como estructuras cognitivas que posibilitan la 

organización del sentido común, del saber colectivo (Romeu, 2014). 

Jodelet (1986) define a las representaciones sociales como imágenes (también en el sentido 

amplio, no restrictivo de lo visual) que los sujetos tienen de las cosas a modo de sistemas de 

referencias, categorías, incluso, teorías que influyen en el contexto y que funcionan como 

esquemas de conocimiento con valor ideológico. Según la autora, dichos esquemas se construyen 

gracias a la interrelación de dos procesos, el de interpretación y el de renegociación, que son a su 

vez los procesos que otorgan dinamismo a la representación social. Y es que para la autora la 

representación social comporta dos aspectos, el figurativo que responde la pregunta ¿cómo se ve? 
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(vinculada esencialmente a la figuración) y el simbólico que al depender del contexto responde a 

la pregunta ¿qué representa lo que se ve? 

De acuerdo con Abric (1993), las representaciones sociales son el conjunto organizado y 

jerarquizado de saberes que un grupo específico elabora a propósito de un objeto o fenómeno 

social. Este fluye en el colectivo en virtud de los procesos comunicativos y los factores socio-

cognitivos que lo determinan; lo cual a su vez incide, en distintos grados, en la manera como el 

grupo funciona internamente o en relación con otros grupos y sobre sus formas de comprensión 

del mundo.  

Van Dijk (2012), sitúa las representaciones sociales dentro de los modelos mentales, que 

son estructuras cognitivas que organizan el conocimiento, las actitudes y las ideologías de los 

individuos. Las representaciones sociales son, entonces, modelos mentales compartidos que 

permiten a los miembros de un grupo social comprender y actuar en el mundo de manera similar. 

Las representaciones sociales se expresan y se reproducen a través del discurso. Van Dijk analiza 

cómo el discurso construye, refuerza o desafía las representaciones sociales dominantes, y cómo 

estas, a su vez, influyen en la producción e interpretación del discurso.  

Pardo (2007) plantea que la representación social puede entenderse como la organización 

del conocimiento transportado en los modelos culturales en términos de saber altamente 

controversial y saber indiscutible y de estructuras genéricas y estructuras derivadas. Así, la 

determinación de la estructura de la representación social parte del grado de consenso que tiene 

una comunidad con respecto a un fenómeno social. El consenso existente sobre ciertos contenidos 

puede estar dado por el acuerdo sobre elementos primordiales puestos de manifiesto en distintas 

representaciones sociales. 

Abric (2001), plantea que la representación social es una estructura cognitiva funcional 

conformada por cuatro funciones básicas: 1) la función de conocimiento que permite comprender 

y explicar la realidad, 2) la función de identidad que posibilita definir y salvaguardar la identidad 

de un grupo, 3) la función de orientación que orienta los comportamientos y prácticas de un grupo 

a la manera de anticipaciones y expectativas, y 4) la función de justificación que permite justificar 

y/o explicar el comportamiento o postura de un grupo social. 

Según Abric (2001) estas cuatro funciones se despliegan en los dos núcleos que componen 

una representación social, el núcleo central y el núcleo periférico. El núcleo central lo entiende 

como aquella zona de la representación social donde se estabilizan las imágenes y sus contenidos, 
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y el núcleo periférico como la zona inestable que posibilita el cambio o la renegociación. De esta 

manera, en el núcleo central se amparan los significados de consenso colectivo tales como las 

representaciones hegemónicas y emancipadas mencionadas por Moscovici, mientras que en el 

núcleo periférico en tanto más dinámico, flexible e individualizado y en consecuencia más 

propenso a procesar modificaciones de la información proveniente del mundo exterior-, es donde 

se gestan las llamadas representaciones polémicas. 

El procedimiento a seguir en la identificación de representaciones sociales supone, de 

acuerdo con Pardo (2013), en primer lugar, un análisis en términos de los procesos socio-

cognitivos de elaboración, a partir de los cuales es posible decantar la forma como la 

representación social se estructura en relación con el saber social estabilizado y la manera como 

se preserva en el tiempo. En segundo lugar, un análisis estructural, en el que se reconstruye núcleo 

y periferia. El análisis estructural hace posible que los esquemas y los modelos se reconozcan en 

su organización y jerarquización, permitiendo la formulación de las diversas maneras como se 

conceptualiza un fenómeno social. En tercer lugar, un análisis funcional, con lo cual se desentraña 

el papel que las representaciones sociales desempeñan en el discurso y en la vivencia social de una 

comunidad.  

Teniendo en cuenta lo planteado por Moscovici (1981), Jodelet (1986), Abric (2001), Van 

Dijk (2012) y Pardo (2013), de acuerdo con el procedimiento planteado anteriormente y aceptando 

que la representación social permite conocer lo desconocido, llevando lo que se desconoce a un 

espacio familiar mediante la significación; de ahí su carácter creador de conocimiento, se presenta 

a continuación una representación del voto militar en Colombia, delimitando la labor sintética, 

interpretativa y de reflexión crítica que implica el ofrecimiento de una representación social.
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     Figura 52. Representaciones sociales del voto militar en Colombia 
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En el núcleo se encuentra el conocimiento estable, coherente y rígido que determina la 

construcción de sentido, se define por el consenso y no se altera de acuerdo con el contexto más 

próximo. Tal como se indica en la Figura 52, el saber estabilizado en este caso es “Todos los 

ciudadanos deben tener derecho al voto”. De acuerdo con Pardo (2013), funcionalmente, el núcleo 

es organizativo y generativo, es decir, tiene función jerarquizante del conocimiento y productora 

de nuevas formas de representar, lo cual se puede observar en la ilustración, en la que se ubica un 

conjunto de modelos en determinadas relaciones que recogen representaciones dentro de un mismo 

dominio de saber con sus variantes. 

De acuerdo con lo señalado por Marshall (1949), donde la ciudadanía es concebida como 

un estatus que se concede a los miembros de pleno derecho de una comunidad, existiendo tres 

dimensiones dentro de las cuales se configuran estos derechos: derechos civiles, derechos políticos 

y derechos sociales; y teniendo en cuenta lo establecido en la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Constitución Política de 

Colombia, la condición de ciudadanos en Colombia es un axioma de iure, que es cuestionado de 

facto por algunos actores con poder de veto, principalmente por la prohibición del derecho al voto 

militar. 

Lotman (1994), señala que cada cultura crea sus propios opositores y esto indica que, más 

allá de distinguir e individualizar, la cultura tiende a oponer o a hacer visible los rasgos distintivos 

entre sus grupos. Esa es la lógica del Otro como ajeno, es decir, la lógica en la que se inserta el 

Otro (Ellos) como lo que no es el Yo (Nosotros) donde el Otro y el Ellos siempre están fuera del 

endogrupo, del Nosotros, o lo que es lo mismo, del grupo de pertenencia. 

Es así como Romeu (2014) plantea que es evidente que los procesos de individuación del 

sí mismo, que ocurren siempre en relación con los procesos de centralización de la experiencia en 

el yo, en términos sociales se dan de forma paralela e inserta en los procesos de construcción del 

nosotros. Es así como en este primer nivel de la periferia es preciso emplear las identificaciones 

del “nosotros” y del “ellos” realizadas a lo largo de este trabajo investigativo, comprendiendo que 

la dinámica entre el Yo y el Otro, que es también una dinámica esencial de la relación entre el 

Nosotros y el Ellos, revela una lógica de oposiciones entre culturas y subculturas no sólo a nivel 

externo, sino también en su interior.  
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Tabla 42. El “nosotros” y el “ellos” en las representaciones sociales 

Actor Nosotros  Ellos 

Los militares en retiro Militares y Policías en servicio activo 

Gobierno Nacional 

Grupos al margen de la ley 

Izquierda colombiana 

El ejecutivo Fuerza Pública Grupos al margen de la ley 

Legislativo 

Izquierda colombiana 

Sindicalistas  

Defensores de derechos humanos 

Fuerza Pública 

Derecha colombiana 

Fuerza Pública 

Grupos al margen de la ley 

 

La prensa Fuerza Pública Grupos al margen de la ley 

Las ONG 

Guerrillas 

Izquierda colombiana 

Sindicatos 

Fuerza Pública 

Derecha colombiana 

 

Dentro del primer nivel periférico se encuentran las valoraciones y juzgamientos que hacen 

los actores con poder de veto mediante su discurso de los uniformados, a partir de la identificación 

del “nosotros” y el “ellos”. Estas representaciones provienen de los modelos culturales y se 

presentan de color azul; las valoraciones positivas donde los uniformados son apreciados como 

seres dotados de valores y convicciones que guían su acción (êthos militar) y como seres 

obedientes a la autoridad civil y garantes de la democracia (êthos de competente-experto). Por otro 

lado, de color naranja, se muestran las representaciones en los que se acusan a los uniformados de 

violadores de derechos humanos, basándose en los hechos de los falsos positivos donde se 

efectuaron ejecuciones extrajudiciales por parte de los uniformados. 

En el segundo nivel periférico se encuentran las representaciones inmersas en el contexto 

del voto militar. De acuerdo con Pardo (2013), la periferia es flexible, permite contradicciones, 

puede negociarse contextualmente, se acopla a la heterogeneidad del grupo e integra la novedad. 

En consecuencia, garantiza la explicación de la existencia de las múltiples formas de 

representación que conceptualizan un mismo fenómeno social. En este sentido, recuperan 

experiencia individual y permiten dar cuenta de la confluencia de varias fuentes de saber colectivo 

en la construcción de una forma concreta de representación.  

En la Figura 52 Representaciones sociales del voto militar, en segundo nivel periférico se 

evidencia cómo se configuran las representaciones a partir de la asociación de modelos culturales 

que sintetizan múltiples modelos. De esta manera, un modelo cultural como “El voto militar pone 

en riesgo la democracia en Colombia” y el modelo cultural “la historia se puede repetir”, 
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constituyen hacen parte de la representación que explica el temor de algunos actores con poder de 

veto en la modificación del statu quo.  

Estos dos modelos culturales enmarcados en las representaciones del voto militar en 

Colombia, reflejan una las principales preocupaciones y argumentos en contra del restablecimiento 

del voto militar, basándose en la historia del país, donde la participación de los militares en política, 

ha estado asociada a periodos de violencia e inestabilidad y en la percepción del rol que debe 

cumplir la Fuerza Pública en una democracia, temiendo que se puedan repetir estos lamentables 

sucesos. 

Finalmente, teniendo en cuenta lo esbozado hasta el momento, en la Figura No X queda 

configurada las representaciones sociales del voto militar en Colombia, las cuales a través del 

desarrollo y análisis de las redes conceptuales, los esquemas fundacionales, los modelos mentales 

y los modelos culturales permiten dar paso al desentrañamiento de las ideologías, como última 

fase de la presente investigación. 

 

6.6 Desentrañamiento de las Ideologías del Voto Militar en Colombia 

Van Dijk (1999, 2003) define las ideologías como sistemas de creencias o representaciones 

generales, abstractas y compartidas por grupos amplios y heterogéneos, las cuales representan sus 

interpretaciones de la realidad social e influyen en la forma en que se relacionan con otros grupos. 

Pardo (2013), plantea que la relación de las ideologías con las representaciones sociales 

debe entenderse de dos formas, distintas pero complementarias. Por un lado, las representaciones 

sociales conforman la ideología en tanto su agrupación y organización puede originar sistemas de 

creencias capaces de orientar el comportamiento de los miembros de una sociedad desde el 

establecimiento de ideales. Por otro lado, la ideología genera representaciones en virtud de sus 

nexos con otras ideologías o por efecto de sus características, es decir, su capacidad para regular 

y dar coherencia a saberes colectivos y ser marco de referencia para todas las formas de 

experiencia, determinando la conexión de la praxis humana y la permanencia de la acción. 

Rouquette (1995) y de Abric (1996) señalan que las diferencias entre representaciones 

sociales e ideologías radican en que la ideología se distribuye de manera menos uniforme entre los 

grupos y se consolida en discursos institucionalizados, vinculados a doctrinas y prácticas 

históricamente arraigadas y socialmente aceptadas. Por otro lado, las representaciones sociales se 
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asocian más con las actitudes, creencias y juicios de un grupo específico en un momento histórico 

determinado, reflejando el sentido de la práctica social y permitiendo rastrear temas más concretos. 

Para identificar las ideologías en el discurso, se examinan las actitudes, opiniones, 

creencias y sistemas de conocimiento que subyacen a las expresiones sobre fenómenos sociales. 

Se analiza cómo el grupo que comparte la ideología se caracteriza a sí mismo ("nosotros") y cómo 

caracteriza al grupo que se le opone ("ellos"). Estas representaciones son cruciales para definir los 

rasgos principales de la ideología, es decir, para determinar qué es y qué no es. (Pardo, 2013). 

Teniendo en cuenta lo anterior y reconociendo que las ideologías se construyen y se 

transforman en un contexto social específico, influenciado por factores históricos, políticos, 

económicos y culturales; que estas son compartidas por los miembros de un grupo social, y pueden 

variar entre diferentes grupos y que son utilizadas para legitimar o desafiar las relaciones de poder 

y las desigualdades sociales. A continuación, se presentan las dos ideologías identificadas a través 

del Análisis Crítico del Discurso (ACD) en el presente trabajo de investigación, que permiten 

formular la manera como se encuentra organizado el conocimiento en distintos niveles de 

significación. 

 

6.6.1 Ideología de la Inversión de Derechos Humanos 
 

     Tabla 43. Ideología de la inversión de derechos humanos  

CREENCIAS ACCIONES 

 

 

 

 

 

 

 

Los militares y policías 

no deben tener derecho a 

votar. 

 

NOSOTROS LOS OTROS 

 

● Cuidamos la democracia. 

● Queremos y buscamos la 

paz. 

● Somos perseguidos. 

● Victimas 

● Silenciados 

 

 

 

 

● Usarían las armas en 

contra del pueblo. 

● Apoyarían a la 

derecha.  

● Votarían por quien 

se les ordenara su superior.  

● Violarían derechos 

humanos. 

● Harían proselitismo 

en los cuarteles. 

● Politizarían las 

fuerzas. 

● Se tomarían el poder. 

 

          EMOCIONES Y SENTIMIENTOS 
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● Esperanza  

● Optimismo 

● Tolerancia 

● Reconciliación  

● Justicia 

 

● Rencor 

● Rabia 

● Indiferencia 

● Indolencia 

● Insensibilidad 

 

En la Tabla 43 se presenta la ideología de la inversión de derechos humanos, la cual se 

fundamenta en la teoría política de John Locke. Locke (1960), expresa su pensamiento sobre la 

democracia y los derechos humanos en su segundo ensayo sobre el gobierno civil publicado en 

Inglaterra en el año 1690, siendo este un texto fundante, sobre todo para la tradición anglosajona 

y define hasta la actualidad la política imperial. 

Según Hinkelammert (2003), esta teoría es la clásica representación de la inversión de los 

derechos humanos, Locke en nombre de estos anula precisamente los derechos humanos de todos 

aquellos que ejercen resistencia frente a la sociedad burguesa y su lógica. Locke sigue siendo el 

pensador que determina, hasta hoy, las categorías de interpretación de los derechos humanos por 

parte del imperio liberal. 

Esta primera ideología desentrañada concibe que los militares y policías no deben votar en 

un país en conflicto interno, ya que usarían las armas en contra del pueblo para alcanzar sus 

intereses electorales o principalmente los de sus superiores, los cuales se encuentran alineados 

especialmente con los partidos políticos de tendencia ideológica de derecha. Esto afectaría la 

institucionalidad y podría traer grandes inconvenientes al sistema democrático colombiano, 

causando violaciones a los derechos de los civiles, por lo cual es necesario y conveniente 

mantenerlos alejados de la comunidad política, sin importar que se les restrinja un derecho 

fundamental. 

La ideología reconocida guarda una profunda relación y encuentra sentido en con la teoría 

de Locke, en la medida en que justifica la restricción del derecho al voto de los militares y policías 

en nombre de la protección de la democracia y la seguridad nacional. Se argumenta que, si los 

militares y policías participan en política, podrían usar las armas para alcanzar sus intereses o los 

de sus superiores, lo que afectaría la institucionalidad democrática y pondría en riesgo los derechos 

de los civiles, haciendo ineludible, tal como lo plantea Locke (1960), violar un derecho para 

salvaguardar otros. 
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Esta ideología se enmarca en el contexto colombiano, que ha experimentado un prolongado 

conflicto armado interno y una historia de violencia política. La desconfianza en la Fuerza Pública, 

el temor a la violencia y la preocupación por la democracia son factores que influyen en la 

percepción negativa del voto militar y policial. 

 

6.6.2 Ideología de la ley del más débil 
 

    Tabla 44. Ideología de la ley del más débil 

CREENCIAS ACCIONES 

 

 

 

 

 

 

El voto militar es un 

derecho fundamental que 

no debe ser negado. 

NOSOTROS LOS OTROS 

● Profesionales. 

● Formados en principios y 

valores. 

● Respetuosos de la 

institucionalidad. 

● Garantes de la 

democracia. 

● Defensores de las 

libertades 

●  Obedientes de la 

autoridad civil. 

● Mantienen el orden y la 

Ley. 

● Protectores de la 

población civil. 

● Mantienen la integridad 

territorial. 

● Garantizan el orden 

constitucional 

● No apoyan los 

proyectos que favorecen a 

los uniformados. 

● Realizan seguimiento 

a las acciones de la Fuerza 

Pública, documentando y 

denunciando posibles 

abusos o violaciones de 

derechos humanos. 

● Atacan a los 

uniformados. 

● No creen en los 

militares y policías. 

● Juzgan a los 

uniformados. 

● Promueven cambios 

en las políticas y prácticas 

de la Fuerza Pública. 

          EMOCIONES Y SENTIMIENTOS 

● Patriotismo 

● Fervor 

● Respeto 

● Optimismo 

● Esperanza  

● Justicia 

● Miedo 

● Rencor 

● Apatía 

● Indolencia 

● Insensibilidad 

● Desigualdad 

 

 

En la Tabla 44 se presenta la Ideología de la ley del más débil, la cual se fundamenta en lo 

planteado por Luigi Ferrajoli, en su obra “Derecho y razón: teoría del garantismo penal”. Ferrajoli 

(1995), establece una teoría de la democracia garantista que busca proteger los derechos 
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fundamentales, especialmente de los grupos más débiles o vulnerables en la sociedad. La ley del 

más débil es un principio fundamental de esta teoría, que establece principalmente que el derecho 

debe proteger a quienes están en una posición de desventaja social, política o económica. 

Esta segunda ideología desentrañada concibe que en un estado social de derecho, con una 

democracia participativa y moderna como la colombiana, que ha ratificado las normas 

internacionales en materia de derechos civiles y políticos; los miembros de la Fuerza Pública, 

quienes actúan dentro de un marco de  principios y valores, garantizan las libertades y la 

institucionalidad del país y se capacitan constantemente para el correcto ejercicio de su profesión, 

deben contar con el derecho fundamental al sufragio, como ciudadanos que son.  

La teoría de la ley del más débil de Ferrajoli proporciona un sólido argumento para 

justificar el otorgamiento del derecho al voto a los militares y policías en Colombia. La exclusión 

de la Fuerza Pública del sistema electoral es percibida en esta ideología como una forma de 

discriminación que limita su participación política y los coloca en una posición de desventaja, lo 

cual encuentra relación con lo planeado por Ferrajoli (1995), quien sostiene que la democracia 

debe garantizar la igualdad de derechos y la participación política de todos los ciudadanos, 

especialmente de aquellos que se encuentran en una posición desfavorable. 

Finalmente, esta ideología sostiene que la democracia colombiana debe garantizar la 

igualdad de derechos y la participación política de todos los ciudadanos, incluyendo a los militares 

y policías, para fortalecer la institucionalidad y construir una sociedad más justa e inclusiva. 

 

6.7 Observación Crítica de las Ideologías Sobre el Voto Militar: Condiciones de Posibilidad 

del Discurso 
 

Foucault (1982) plantea la existencia de formaciones discursivas cuya función es estipular 

las posibilidades de emisión, circulación y recepción de los discursos, de acuerdo con lo que 

conviene al sistema establecido. Cree los intercambios verbales como relaciones comunicativas 

por excelencia en los cuales los discursos se someten a ciertos condicionamientos que hacen 

posible la producción/recepción de algunos y la exclusión de otros en relación directa con el poder. 

Sobre la relación poder-discurso, Foucault (1991) afirma:  

Las relaciones de poder no están en posición de exterioridad respecto de otros tipos de 

relaciones (procesos económicos, relaciones de conocimiento, relaciones sexuales), sino 

que son inmanentes; constituyen los efectos inmediatos de las particiones, desigualdades y 
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desequilibrios que se producen, y, recíprocamente, son las condiciones internas de tales 

diferenciaciones. (p. 114) 

Al respecto, Bourdieu (1985) señala que aunque la acción del mundo económico-social 

toma la apariencia de una determinación mecánica, que es más bien el efecto de un reconocimiento 

del orden mediante el cual se clasifica a los individuos. Se establece la desigualdad de estos no 

solo de acuerdo con las clases sociales, sino también según la edad y el sexo y también, según la 

ocupación, la variable migración, entre otros.  

Pecheux (1978) admite la importancia de analizar el discurso en relación con la ideología 

que sostiene el poder ejercido desde diferentes puntos. Hay ideologías que justifican la 

diferenciación sexual, racial o religiosa, y en el seno de la lucha por el poder, se halla la ideología 

que lo justifica. Mientras domine el statu quo, la ideología que lo justifica se constituye en 

dominante, pero puede ser sustituida por la posición opuesta cuando el estado de cosas pierde 

fuerza; en ambas opciones varían las condiciones que hacen posible o no la producción de un 

discurso. 

De acuerdo con lo planteado anteriormente, aceptando que el análisis de todo discurso ha 

de plantearse desde perspectivas interdisciplinarias y debe considerar las condiciones de 

producción, circulación y recepción de los discursos; y en concordancia con Pardo (2013), quien 

propone la realización de una observación crítica a las ideologías desentrañadas. A continuación, 

se presenta una visión crítica de las ideologías identificadas sobre el voto militar en Colombia, 

considerando las condiciones de posibilidad del discurso, como una actividad reflexiva que 

cuestiona las ideas y creencias dominantes a través de un análisis exhaustivo y riguroso, que busca 

promover la transformación social hacia una sociedad más justa e igualitaria. 

La Figura 53 permite identificar las condiciones de posibilidad de los discursos del voto 

militar en Colombia, a partir de los discursos de los actores con poder de veto: los militares 

retirados, el Ejecutivo, el Legislativo, las ONG y la presa, estudiados en este trabajo investigativo.
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Figura 53. Línea Cronológica: condiciones de posibilidad del discurso 
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La producción de los discursos sobre el voto militar en Colombia desde 1991 hasta el 2022 

(periodo de tiempo analizado), se da en diez momentos discursivos diferentes a lo largo de los 31 

años transcurridos. Las condiciones de posibilidad están directamente relacionadas con dos 

acontecimientos claves y repetitivos en la historia de nuestro país. 

El primero de ellos son los procesos de paz. Colombia es un país que vive en un conflicto 

desde hace más de 50 años y que ha buscado constantemente la solución por la vía pacífica a través 

del diálogo      con las organizaciones insurgentes. Es así como se logró identificar que en gran la 

mayoría de los momentos en que se produjeron discursos a favor o en contra del voto militar por 

los actores con poder de veto analizados a lo largo de esta tesis, hacia parte del panorama político 

nacional un proceso de paz. 

El primer proceso de paz efectuado en Colombia desde 1991 (periodo de tiempo 

estudiado), transcurrió entre enero de 1999 y febrero de 2002, conocido ordinariamente como el 

“Diálogo del Caguán”. A causa de la magnitud de la violencia producida por el conflicto, a lo que 

se sumaban cuatro años, de 1994 a 1997, de una importante crisis institucional por la filtración de 

dinero proveniente del narcotráfico en la campaña presidencial de Ernesto Samper, su sucesor, el 

conservador Andrés Pastrana (presidente elegido para el periodo 1998-2002), entendió que 

resultaba imprescindible abrir un espacio de diálogo para obtener una paz negociada con las 

FARC. 

De acuerdo Ríos (2017), este proceso se desarrolló sin una estrategia de comunicaciones 

integrada y compartida entre Gobierno y guerrilla, sobre la base de una agenda de 12 puntos y 48 

apartados, desarrollada por un equipo negociador fuertemente beligerante, sobre todo en el caso 

de las FARC, y bajo una “zona de despeje”30 que la guerrilla utilizó para realizar operaciones y 

ejercicios armados, así como para consolidar un plan de incremento de la capacidad de combate y 

desdoblamiento de los frentes de guerra, y con lo que resultaba sumamente difícil no solo negociar, 

sino justificar la pertinencia de un proceso de diálogo.  

 
30 La Zona de Distensión, zona de despeje de San Vicente del Caguán y/o simplemente El Caguán fue un área del tipo 

(DMZ) otorgada por el gobierno del presidente Andrés Pastrana mediante Resolución 85 de 14 de octubre de 1998, 

para adelantar un proceso de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-

EP) y acabar con el conflicto armado colombiano. Se creó en noviembre de 1998 y entró en efecto en enero de 1999. 

Comprendió una extensión de 42.000 kilómetros cuadrados y estuvo conformada por los municipios de La Uribe, 

Mesetas, La Macarena y Vista Hermosa en el departamento del Meta, y por San Vicente del Caguán en el departamento 

del Caquetá (Ariza, 2014). 
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En otras palabras, desde el inicio de este proceso eran muy pocas las esperanzas del pueblo 

colombiano en una paz negociada, tanto fue así que, entre enero de 1999 y diciembre de 2001, en 

pleno proceso de diálogo, las FARC protagonizaron hasta 1.254 acciones guerrilleras, a las que 

hay que sumar otros 1.856 combates por iniciativa de la Fuerza Pública. Tal y como reconocería 

el exministro Guillermo Fernández de Soto, solo en las tres semanas de febrero previas a la ruptura 

de negociaciones con el Gobierno “las FARC habían perpetrado 117 atentados terroristas, entre 

los cuales 4 carros-bomba, 5 ataques a instalaciones militares, la voladura de 33 torres de energía, 

de 2 tramos de un oleoducto y de 3 puentes, y el homicidio de 20 civiles” (2004: 177). 

Lo que se pretende poner de presente es, por un lado, que para este proceso de paz el país 

estaba sumido en una violencia sin tregua que acaparaba las páginas de los periódicos y los 

noticieros diariamente. De hecho, tal fue la magnitud, sobre todo entre finales de los noventa y 

principios de los 2000, que el país se aproximó a lo que en algún momento se definió como “Estado 

fallido” (Rotberg, 2004). Por otra parte, los pocos avances en este proceso de paz, nunca 

permitieron poner en el panorama político nacional los derechos políticos de los futuros ex 

combatientes, que como se evidenciará más adelante, resulta un factor primordial para las 

condiciones de posibilidad del discurso del voto militar. 

El segundo proceso de paz efectuado en Colombia que da lugar al primer momento de 

producción de discursos sobre el voto militar se configura en el año 2004, cuando el entonces 

Presidente de la República Álvaro Uribe activa los diálogos de paz con los grupos paramilitares 

conformados por las “Autodefensas Unidas de Colombia” (AUC), quienes mediante la declaración 

del “Acto de fe por la paz” aceptan sentarse en una mesa de negociación con el gobierno nacional. 

En este primer momento hay una producción discursiva de los actores legislativos y la 

prensa. En el 2004 fue presentado el Proyecto de Acto Legislativo Cámara No. 096/04 del 2004 

que buscaba la modificación del artículo 219 para que los militares pudiesen acudir a las urnas. La 

producción discursiva de la prensa se dio mediante un artículo titulado “Los militares y el voto” 

de la autoría de Jaime Jaramillo Panesso”, apoyando este derecho para los uniformados. 

En la Figura 53 se visibiliza la creciente producción de discursos sobre el voto militar por 

los actores con poder de veto, en el año de la firma del “Acuerdo Final para la Terminación del 

Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y duradera”, con las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC), en el año 2016. Así mismo, en los diferentes momentos de 

los diálogos del gobierno nacional con el grupo guerrillero denominado Ejército de Liberación 
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Nacional (ELN), se observa la producción de discursos sobre el derecho al sufragio de los 

uniformados.  

Esta condición de posibilidad del discurso se concibe desde dos vértices que explican la 

circulación y recepción del discurso. El primero es que para algunos actores con poder de veto esta 

iniciativa es pertinente en tiempos de posconflicto, siendo apenas natural que, así como personas 

que han estado al margen de la ley tengan la posibilidad de adquirir derechos políticos mediante 

un acuerdo de paz, también los miembros de la Fuerza Pública que han luchado por las libertades 

de los colombianos, deberían tener la oportunidad de participar en la elección de sus gobernantes 

mediante el voto. De esta manera estos actores reclaman una igualdad de condiciones.  

El segundo vértice está dado por la intención de algunos actores con poder de veto de hacer 

sentir a los uniformados que sus derechos políticos también son estudiados durante estos procesos 

de paz, y así evitar que se conviertan en obstaculizadores de estos acuerdos, pero al final estas 

propuestas no se han materializado.  Un claro ejemplo es lo ya citado con la promesa del voto 

militar por parte del entonces Presidente Juan Manuel Santos, en el año 2016. 

El segundo acontecimiento identificado que posibilita el discurso sobre el voto militar son 

las elecciones nacionales en Colombia, donde el pueblo elige al Congreso (Senado y Cámara de 

Representantes) y al Presidente de la República. Estas elecciones se dan cada cuatro años y no son 

concurrentes. El Congreso se elige en el mes de marzo, mientras que la primera vuelta presidencial 

se realiza en el mes de mayo y de ser necesaria una segunda vuelta presidencial se lleva a cabo en 

el mes de junio. La posesión se efectuó el 7 de agosto. 

Es así como de acuerdo con la Figura No X “Línea Cronológica: condiciones de posibilidad 

del discurso”, se evidencia que existe una relación entre la producción del discurso y elecciones 

nacionales. Un ejemplo fehaciente lo podemos encontrar en las más recientes elecciones en 

Colombia. El aumento de las producciones discursivas sobre el voto militar desde el año 2021, 

donde ya se efectuaron campañas para las elecciones nacionales del año 2022, es significativo.  

Una explicación que ilustra sobre la circulación y recepción del discurso del voto militar 

en épocas electorales, es que los actores con poder de veto buscan contar, directa o indirectamente, 

con los votos de los ciudadanos adeptos a la Fuerza Pública, dentro de los cuales resultan atractivos 

los votos de los familiares de los uniformados. Así mismo, los actores que no ven favorable el voto 

militar, utilizan esta propuesta para persuadir votantes que no son adeptos a la Fuerza Pública y 
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visibilizan mediante el discurso el peligro que puede representar contar con uniformados 

participando en las elecciones.  

En este punto merece una consideración especial el análisis del aumento de la participación 

de la izquierda colombiana en los Proyectos de Actos de Proyectos Legislativos que han pretendido 

modificar el artículo 219 de la Constitución Política Nacional, para conceder el voto a los 

uniformados. A excepción del PAL 030 22S del año 2022, los partidos políticos de izquierda 

venían participando en las últimas iniciativas legislativas, aunque con un porcentaje bajo frente a 

la participación de los partidos políticos de derecha.  

El creciente interés de la izquierda colombiana en el voto militar, a pesar de las reservas 

históricas, puede interpretarse como una estrategia pragmática en el contexto de su reciente 

protagonismo en el panorama político nacional. Este acercamiento se justifica por varios motivos. 

Primero, la izquierda reconoce la necesidad de ampliar su base electoral para consolidar su 

presencia en el poder y avanzar en su agenda política. Segundo, se observa una búsqueda de 

legitimidad y confianza por parte de las fuerzas armadas, tradicionalmente asociadas con sectores 

conservadores, de allí que incorporar el voto militar podría contribuir a la “despolitización” de la 

institución, marcada por algunos de sus actores en los discursos, y de esta manera fortalecer la 

democracia. Tercero, el discurso de la izquierda ha evolucionado, reconociendo la importancia de 

la seguridad nacional y la necesidad de una Fuerza Pública profesional e incluyente. Finalmente, 

el acercamiento al voto militar puede entenderse como un intento de construir puentes y consensos 

en una sociedad polarizada, buscando superar las divisiones del pasado y avanzar hacia la 

reconciliación nacional. 

Las condiciones de posibilidad del discurso identificadas, permiten dar paso a la realización 

de una observación crítica sobre el voto militar en Colombia, en donde se valoran las dos 

ideologías identificadas en los discursos de los actores con poder de veto y se plantea una visión 

crítica por parte del autor. 

 

6.8 Observación Crítica: El Paradigma del Voto Militar en Colombia 

Las dos ideologías identificadas resultan totalmente opuestas, por una parte, la ideología 

que hemos denominado “la inversión de los derechos humanos”, justifica la prohibición del 

derecho al voto a los uniformados, mientras que la otra; “la ley del más débil”, concibe el derecho 
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al sufragio para los militares y policías como un derecho político propio de su condición de 

ciudadanos, el cual no debe ser vulnerado. 

En la ideología “la inversión de los derechos humanos”, se realiza una presunción general 

negativa del accionar de los militares, donde se da la aceptación de un hecho del que no se tiene 

prueba y que se infiere de otro hecho demostrado. Se acepta que si se restablece el derecho al voto 

a los uniformados, estos van a cometer los mismos atropellos contra la población civil a favor de 

un partido político como sucedió hace 100 años, desconociendo que ha pasado casi un siglo desde 

estos lamentables hechos, y que el contexto nacional e internacional es totalmente diferente. La 

Fuerza Pública colombiana ha sufrido una transformación en la historia reciente, producto también 

de secuelas de un largo conflicto interno que ha dejado horrorosos hechos como las violaciones a 

los derechos humanos. 

Como se ha identificado en los discursos de los actores con poder de veto que apoyan la 

eliminación de la restricción del derecho al voto para los uniformados, basándose en la valoración 

de unas Fuerzas Militares profesionales (êthos de competente-experto) y seres dotados de valores 

y convicciones que guían su acción donde predomina el pathos (êthos militar), la Fuerza Pública 

colombiana ha pasado por una transformación que permite que hoy sean calificados de esta 

manera. 

De acuerdo con Casilimas (2014), quien ha estudiado en términos amplios el proceso de 

modernización y profesionalización de las fuerzas de seguridad del Estado colombiano, el tema 

del respeto a los derechos humanos es un tópico que ha generado enormes debates con relación a 

Colombia y las Fuerzas Armadas. Sin embargo, Casilimas (2014) sostiene que es indudable que el 

estamento militar cada vez más se ha socializado con buenas prácticas y ha realizado un importante 

esfuerzo en el entrenamiento, sensibilización e implementación, logrando evidentes progresos en 

respeto por los derechos humanos. 

El General Jorge Enrique Mora Rangel, quien fue Comandante General de las Fuerzas 

Militares entre 2002 y 2003 (El Tiempo, 2015), a quien se le atribuye el inicio del proceso de 

transformación de las fuerzas, explicó a sus hombres su estrategia respecto a los derechos 

humanos, aseverando que: “El respeto absoluto para los colombianos; no solo implica la defensa 

y preservación de los Derechos Humanos, si no ocuparnos de mantener el orgullo y la confianza 

que deben sentir nuestros ciudadanos de su Ejército” (Mora, 2001, p. 25,). 
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Tiempo después, el General Alberto José Mejía Ferrero quien se desempeñó como 

Comandante General de las Fuerzas Militares de Colombia entre 2017 y 2018 (Las Dos Orillas, 

2019), señaló que:  

Los derechos humanos son parte fundamental del esfuerzo de guerra realizado por el 

Ejército. El proceso de profesionalización de la Fuerza le permitió potenciar, incrementar 

y desarrollar doctrina para aplicarla en el entrenamiento a las tropas en el respeto por los 

derechos humanos, lo que le permitió dar un salto cualitativo al respecto, aclarando que 

este proceso no se dio por presión de la comunidad internacional, si no por una auténtica 

convicción de los gestores del proceso de transformación (los Generales Tapias y Mora) 

quienes opinaban que este era un aspecto fundamental para alcanzar la legitimidad 

requerida. (Mejía, 2014, 25 de noviembre) entrevistado por Casilimas, J., Bogotá.  
 

Casimilas (2014) concluye que haber incluido en la transformación del Ejército el respeto 

de los Derechos Humanos como parte principal en su esfuerzo de guerra contra el sistema FARC, 

fue clave para ganar la legitimidad ante los colombianos y la comunidad internacional. Continúa 

el autor señalando que la modernización de la Fuerza incluyó una doctrina de respeto por los 

Derechos Humanos que se aplicó en la instrucción y entrenamiento de las tropas que permitió 

grandes logros al respecto. A partir de la transformación del Ejército se dio la orden perentoria 

por parte del Mando a los Comandantes, de sancionar cualquier tipo de vínculo o actitud 

permisiva con los grupos paramilitares. 

Anudado a lo anterior, resulta importante destacar que para el año 2024, el Ministerio de 

Defensa Nacional actualizó su Política de Derechos Humanos y Derecho Internacional 

Humanitario, la cual abraza a todo el sector y especialmente a la Fuerza Pública. De acuerdo con 

el Ministro de Defensa Iván Velásquez Gómez: 

Se trata de una política que sistematiza los diferentes preceptos normativos nacionales 

e internacionales, para que los y las funcionarias públicas, como garantes de derechos 

que somos, las apliquemos en todo momento y lugar desde donde realicemos nuestra 

misionalidad. En ella encuentran una compilación ordenada de lineamientos que giran 

alrededor de los derechos, los cuales no se pueden ver afectados en el marco de la 

aplicación de la Política de Seguridad, Defensa y Convivencia Ciudadana. (MDN, 2014, 

p. 2) 
 

Uno de los grandes logros de esta política es que fue diseñada con la participación de la 

Fuerza Pública, lo que enriquece su contenido con elementos del derecho internacional de los 

derechos humanos y del derecho internacional humanitario, que se complementan entre sí. Con 

esta política, se busca también un diálogo con otras políticas y estrategias del sector Defensa, para 

recordar permanentemente los límites que la Constitución, las leyes y los tratados internacionales 
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establecen en relación con los derechos humanos, especialmente en el desarrollo de las acciones 

de la Fuerza Pública (MDN, 2014). 

De esta manera es posible afirmar que la modernización militar en Colombia es el resultado 

de un proceso paulatino, de continua adaptación, por ensayo y error en medio del conflicto armado 

interno, que solo para comienzos del siglo XXI logra constituirse como una verdadera 

transformación, fundamental para balancear el resultado a favor del Estado. Esta transformación 

que ha tenido como pilares un cambio de mentalidad, la legitimidad lograda por el respeto de los 

derechos humanos, la reestructuración de la organización, la actualización de la instrucción militar, 

la movilidad aérea de las tropas y la innovación tecnológica, entre otros importantes aspectos que 

permiten contar con una Fuerza Pública totalmente diferente a la que hace 100 años defraudó la 

confianza de los colombianos, siendo instrumentalizada por los partidos políticos de la época.   

Otro de los preceptos que encierra la ideología de “la inversión de los derechos humanos”, 

es que al concederles el voto a los uniformados, estos usarían sus armas para presionar a la 

población civil a elegir a favor de su candidato, o por el que su superior les haya ordenado. La 

observación crítica en este aspecto se aborda desde dos puntos principalmente. 

Lo primero es aclarar que, el hecho de que los militares y policías no tengan acceso a 

participar en el ejercicio legítimo de elegir a sus gobernantes, no significa que estos puedan 

realmente tener una castración mental, desde el punto de vista político. A los militares ni a ninguna 

persona en el mundo, más en una sociedad que convive en medio de los valores democráticos, no 

se les puede impedir pensar, eso es imposible. Es decir, la castración mental que se aborda en 

algunos de los discursos de los actores con poder de veto, de facto no existe.  El hecho de que los 

militares no estén habilitados para votar en Colombia, no les impide pensar, ni que tengan una 

preferencia política, que no lo puedan materializar mediante el voto es una cuestión totalmente 

diferente.  

Pensar que los uniformados acudirían a las urnas a votar por quien se les haya ordenado, 

sería desconocer, primero, que estos hombres y mujeres juraron defender hasta con su vida la 

patria, y que han llevado a cabo un proceso de modernización de la fuerza, profesionalizándose 

constantemente como se ha presentado, tienen la capacidad de tomar su propia decisión y sería 

admitir que padecen de una especie de aboulomanía 31  y habría que declararlos con Capitis 

 
31  La aboulomanía es un trastorno mental donde la persona carece de fuerza de voluntad y/o tiene indecisión 

patológica, lo cual provoca que constantemente revalúe las elecciones (González, 2022). 
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deminutio32. Segundo, el carácter libre y secreto que tiene el voto, el cual también aplicaría para 

los miembros de la Fuerza Pública, es una garantía en unas elecciones legítimas. 

Así las cosas y admitiendo lo anterior, considerar que los militares acudirían a las urnas a 

votar por quien se les haya ordenado en pleno siglo XXI, resulta inverosímil. 

El segundo punto a tener en cuenta en este precepto planteado en la ideología “la inversión 

de los derechos humanos”, es que, admitiendo que los militares si tienen una preferencia política, 

que aunque no la puedan manifestar, existe.  En un escenario como el que se plantean en los 

discursos de los actores con poder de veto que comulgan con esta ideología, donde los militares 

usarían las armas en contra del pueblo para obligarlos a optar por un candidato, resulta quimérico, 

pues las armas ya las tienen. Si las Fuerzas Militares estuvieran parcializadas hacia algún sector 

político, no necesitarían el voto para usar las armas a favor de algún partido político o para intentar 

tomar el poder.  

La ideología que hemos denominado “la inversión de derechos humanos” hace referencia 

al conflicto interno que hace más de 50 años libra el país. Como se abordó anteriormente, los 

procesos de paz han sido una de las dos principales condiciones de posibilidad del discurso. Al 

respecto, resulta importante indicar que los derechos políticos de los uniformados no han sido tema 

de discusión dentro de estos largos acuerdos con los grupos al margen de la ley. 

El último proceso de paz llevado a cabo en el país que logró concluir con un Acuerdo, fue 

el suscrito entre el gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

FARC. Este Acuerdo es sin lugar a dudas el proceso de paz más importante en la historia del país, 

que como se mencionó a lo largo de este trabajo investigativo, le hizo merecedor al entonces 

presidente Juan Manuel Santos del premio nobel de la paz. 

Resulta muy revelador que en el acuerdo de paz más trascendental para la historia del 

país33, por medio del cual se buscó asegurar que los conflictos sociales en Colombia se tramiten 

por vías institucionales, por oposición al uso de la violencia y donde su columna vertebral es la 

participación ciudadana, no se haya contemplado el derecho al sufragio para los uniformados. 

 
32 Capitis deminutio es una expresión latina que significa "disminución de la capacidad" o "pérdida de la capacidad 

civil". En el derecho romano, se refería a la pérdida o disminución de la capacidad jurídica de una persona. La capitis 

deminutio máxima se producía cuando la persona perdía la libertad, la ciudadanía y la familia. Por ejemplo, cuando 

alguien era hecho esclavo o prisionero de guerra (Argüello, 2000). 
33 “Acuerdo de Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y duradera”, suscrito 

entre el gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC (Colombia, 2016). 
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Puntualmente, este Acuerdo destaca la importancia de extender y cualificar la democracia 

como condición para lograr bases sólidas para forjar la paz, declarando que: 

La construcción de la paz es un asunto de la sociedad en su conjunto que requiere de la 

participación de todas las personas sin distinción, y por eso, es necesario concitar la 

participación y decisión de toda la sociedad colombiana en la construcción de tal propósito, 

que es un derecho y deber de obligatorio cumplimiento, como base para encauzar a 

Colombia por el camino de la paz con justicia social y de la reconciliación, atendiendo el 

clamor de la población por la paz. (Colombia, 2016, p. 1) 
 

De conformidad con este planteamiento, el segundo punto del mencionado Acuerdo, 

“Participación Política: apertura democrática para construir la paz”, se encarga de las condiciones 

para esta ampliación democrática, reconociendo plenos derechos políticos a los excombatientes 

desmovilizados. Esto significa el otorgamiento de condiciones y garantías para su transformación 

como un actor político, mediante la constitución de un partido y la realización de los ajustes 

institucionales necesarios que conlleva a una plena participación política de todos los sectores 

sociales. 

Lo que resulta cuando menos injusto y que es reconocido por algunos actores con poder de 

veto en los discursos analizados en el presente trabajo investigativo, es que dentro del 

perfeccionamiento del sistema democrático, entendido en términos de apertura, el grupo social 

conformado por los miembros de la Fuerza Pública, en relación con sus derechos políticos, 

principalmente el derecho al sufragio, fue totalmente desconocido.  

Evidencia de este absoluto desconocimiento, es que como se presentó en el Capítulo 4 de 

esta tesis, en el año 2016, cuando se encontraba en pleno furor la aprobación del Acuerdo de Paz, 

se radicó el Proyecto de Acto Legislativo Senado No. 003/16 por un grupo de senadores 

mayoritariamente del partido de gobierno del entonces presidente Juan Manuel Santos, del 

“Partido de la U”. Esta iniciativa legislativa proponía la modificación del artículo 219 de la 

Constitución Nacional, pretendiendo que los miembros de las Fuerzas Militares y de Policía en 

servicio activo ejercieran el derecho al sufragio, pero mientras permanecieran en servicio activo, 

no podrían intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos en las 

condiciones en las que señalara una Ley Estatutaria. Este Proyecto de Acto Legislativo fue 

archivado, acorde con el artículo 375 de la Constitución Política y 224 de la ley 5ª, sin hacer 

tránsito a la siguiente legislatura por no cumplir los debates correspondientes34.  

 
34 De acuerdo con lo publicado en la página web del Congreso de la República, Estados Proyectos de Acto Legislativo 

(Congreso de la República de Colombia, 2016).           
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Lo anterior ocurrió aun cuando el Presidente de la República había declarado, como se 

presentó en el capítulo 4, que si se firmaba el Acuerdo con las FARC, el restablecimiento del 

derecho al voto para los uniformados sería una “posibilidad real” (Noticias RCN, 2016). El 

planteamiento de este suceso no pretende desconocer ni cuestionar la inclusión política de quienes 

por más de 50 años abrazaron las armas como forma de lucha, sino poner de manifiesto el 

tratamiento desigual que se les dio a quienes con las armas de la nación han defendido las libertades 

de los ciudadanos, inclusive hasta con la vida35. 

Por último, la ideología “la inversión de los derechos humanos” cuestiona la imparcialidad 

de los uniformados, puntualizando que al concederles el derecho al voto, su apoyo a los partidos 

políticos con tendencia ideológica de derecha inclinaría la balanza democrática a su favor. Con 

relación a este criterio, resulta oportuno señalar que desde el año 2022, en Colombia gobierna el 

primer presidente de izquierda, ex miembro del grupo guerrillero “Movimiento 19 de abril” (M-

19), con el cual el Estado firmó un acuerdo de paz en 1990 y que dio paso a la nueva Constitución 

Nacional en 1991. 

Si alguna prueba necesitaban los uniformados colombianos para demostrar su total 

acatamiento al poder civil, era tal vez la de contar con un primer mandatario que empuñó las armas 

como forma de lucha para alcanzar sus ideales. Hasta el momento de la realización de este trabajo 

investigativo, después de casi 3 años de gobierno, no se han presentado intentos de insubordinación 

o actos de desobediencia que pongan de manifiesto este precepto, por el contrario, la Fuerza 

Pública en Colombia continúa con su abnegada labor del cuidado de la vida de los ciudadanos, sus 

derechos y sus libertades.  

La ideología que hemos denominado “la ley del más débil”, concibe que en un estado social 

de derecho, con una democracia participativa y moderna como la colombiana, los militares 

deberían tener acceso al voto. De acuerdo con la Corte Constitucional de Colombia (2001), en la 

Carta de 1991 se transita de la democracia representativa a una democracia participativa. Ello 

implica que los administrados adicionalmente a ejercer su derecho al sufragio, puedan tener una 

injerencia directa en la decisión, ejecución y control de la gestión estatal en sus diversos niveles 

de gobierno. De esta manera, con la entrada en vigencia de la nueva carta magna, se estipuló que 

era necesario que los ciudadanos intervengan activamente en las decisiones que los afectan.  

 
35 Según un informe del Ejército Nacional, las cifras de soldados muertos por combates o atentados en medio del 

conflicto armado es de 18.800 (Infobae, 2021). 
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Lo anterior, es un precepto que definitivamente no aplica para quienes portan las armas de 

la nación y en esta observación crítica se pretende poner de manifiesto un aspecto fundamental. Es 

importante recordar que en la carta política de 1991 se establecieron los mecanismos de 

participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta 

popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato36.  

El objetivo de estos mecanismos de participación ciudadana es brindar garantías y 

beneficios para que el pueblo colombiano pueda incidir en cambios dentro de los sistemas judicial, 

ejecutivo y legislativo (Banco de la República, 2010). Es decir, el voto en Colombia tiene una 

connotación mucho más allá de solo elegir candidatos para desempeñar un cargo político. A 

continuación, se presenta un ejemplo de cómo la restricción del derecho al voto afecta a los 

uniformados rotundamente, sin tratarse únicamente de la elección de un cargo popular.  

La consulta popular es un mecanismo de participación ciudadana mediante el cual se 

convoca al pueblo para que decida acerca de algún tema de vital importancia para la ciudadanía, 

que puede ser nacional, departamental, municipal, distrital o local (Registraduría Nacional del 

Estado Civil, 2024). En Colombia este tipo de consultas populares se utilizan con frecuencia para 

decisiones de tipo medioambientales, que nada tienen que ver con la elección popular. 

Supongamos que en un municipio en Colombia se pretende realizar una explotación de 

hidrocarburos, pero el alcalde de dicho municipio decide convocar una consulta popular, para que 

sea el pueblo quien decida sobre la autorización de iniciar esta explotación. Un militar con 

domicilio en este municipio, no podría participar en esta consulta popular, sin importar el tiempo 

que lleve domiciliado en este lugar, ni los intereses que pueda tener como un ciudadano del común.      

Otro claro ejemplo que llama la atención, es la consulta popular anticorrupción que se 

ejecutó en el año 2018 a nivel nacional en Colombia. La papeleta de votación constó de siete 

preguntas referidas al salario y periodo de funcionarios públicos, la contratación con el Estado, 

participación ciudadana y rendición de cuentas, para que los votantes pudieran aprobar o rechazar 

(Sí o No) (Noticias Caracol, 2018). Los uniformados, por la restricción ya señalada en el artículo 

219 de la carta magna, no pudieron participar de esta importante consulta popular en la que se 

buscaban limitar prácticas que han sido un factor de corrupción en el país.  

Así las cosas, a la luz de una democracia participativa y moderna, como quedó 

desentrañado en la ideología que hemos denominado “la ley del más débil”, los uniformados en 

 
36 Constitución Política de Colombia, Artículo 3. 
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Colombia tienen una restricción absoluta para que como ciudadanos intervengan activamente en 

las decisiones que los afecten, es decir, inclusive en aquellas discusiones que sin tener propósitos 

electorales o partidistas directos, giren alrededor de los propósitos que debe perseguir el estado y 

los medios correlativos. 

Como reflexión final y dando paso al cierre de esta tesis, se trae a colación lo planteado 

por Pettit (2012)37 sobre la caracterización del sistema democrático mediante la metáfora de la 

bola de billar. Si algún ciudadano es privado de la facultad de poner las manos en la “bola”, no 

tendrá la oportunidad de ejercer su influencia y, en consecuencia, su posibilidad de imponer una 

dirección al estado será nula, convirtiéndose en un ser plenamente dominado. 

El Análisis Crítico ejecutado a los discursos de los actores con poder de veto en Colombia 

sobre el voto militar, pone de manifiesto que por medio de las comunicaciones y el uso de la 

lengua, se mantiene una relación de dominación sobre este grupo social, donde  la desigualdad y 

la instrumentalización por parte de las élites ha producido que los uniformados sean contados como 

meros intereses agregados, limitándolos, al no dejarlos poner las manos en la bola de billar, la cual 

sostienen con sus hombros, y obstaculizando la realización del individuo como sujeto de derechos 

y deberes.

 
37 Ver capítulo 1. 
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Conclusiones 

 

A partir del análisis crítico del discurso de los actores con poder de veto en Colombia sobre 

el voto militar, se ha logrado una comprensión profunda de la complejidad del debate. Se ha 

evidenciado que la restricción del derecho al voto a los militares y policías, a pesar de ser una 

norma constitucional, es un tema controversial que genera una gran divergencia de opiniones y 

posiciones, no sólo entre los actores políticos, sino también entre los actores institucionales. 

Las élites políticas y sociales han desempeñado un papel fundamental en la configuración 

del discurso sobre el voto militar. Sus posiciones, en gran medida, se han visto influenciadas por 

la historia del país, marcada por el conflicto armado interno y la violencia política. La desconfianza 

en la Fuerza Pública, el temor a su politización y la preocupación por la estabilidad democrática 

han sido elementos determinantes en la construcción de las narrativas que buscan mantener la 

restricción del derecho al voto a los uniformados. 

A través del análisis de la consistencia, la coherencia, la transformación discursiva y el 

análisis de las formas de legitimación, se develaron las relaciones de poder presentes en los 

discursos de los principales actores con poder de veto en Colombia: el poder ejecutivo, el 

legislativo, los miembros en uso de retiro de las Fuerzas Militares, la prensa y las Organizaciones 

no Gubernamentales (ONG).   

El primer actor con poder de veto identificado y presentado son los militares en uso de 

retiro. En este punto es importante señalar que este grupo desempeña un papel relevante en el 

panorama político nacional, cuando se examinan temas relacionados con la Fuerza Pública, ya que 

sus comunicados u opiniones reflejan el sentir de aquellas personas que alguna vez portaron el 

uniforme, así como de los miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, que por la misma 

restricción establecida en el artículo 219 de la Constitución Nacional, no pueden expresar sus 

opiniones sobre algunos temas en particular, que afectan sus derechos y condiciones de vida. 

Fue posible identificar que los discursos de los militares en retiro presentan temas similares, 

co-textos próximos y voces cercanas, tipificando la estrategia discursiva de integración, 

convergiendo las ideas que reclaman el derecho al voto del personal militar como parte de los 

derechos ciudadanos. Este actor con poder de veto, busca legitimar su actuar a través del discurso 

presentando a los uniformados desde el êthos de la credibilidad, que calificamos de “êthos de 
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competente-experto”. Los uniformados en retiro le asignan a los militares y policías en servicio 

activo la formación y experiencia necesaria y suficiente para acudir a las urnas como ciudadanos, 

sin que puedan utilizar su condición de uniformados para influir sobre el voto de la población civil 

y de sus propios subalternos. 

Así mismo, los uniformados en retiro a partir del êthos de la identificación, que designamos 

como el “êthos militar”, muestran a los militares como seres dotados de valores y convicciones 

que guían su acción, donde predomina el pathos, resaltando su preparación humanística, 

presentándolos como personas cuyas convicciones guían su accionar, legitimándolos como los 

poseedores de las virtudes morales que se requieren para el correcto ejercicio de la carrera de las 

armas. 

Finalmente, mediante la dupla acusar-justificar, este grupo acusa a las FARC y a la 

izquierda radical como una amenaza constante a los intereses de los uniformados y al orden social, 

los señalan como los principales promotores del sostenimiento del status quo, junto con el 

gobierno, al cual lo acusan de tener un miedo infundado que permite el sostenimiento de la 

restricción del derecho al voto. 

El segundo actor identificado es el Ejecutivo, que junto al Legislativo personifican la élite 

institucional colombiana. En el discurso del Ejecutivo es notable como se rechaza el lugar de los 

militares como sujetos de derechos y de sus discursos, prevaleciendo otros actores como los 

partidos y movimientos políticos.  

Mediante el proceso lingüístico de la persuasión, este actor con poder de veto busca 

legitimar su discurso, contando con la adherencia de actores en oposición a la visión del mundo 

adoptada por este sector de la sociedad, visión mediante la cual expresan claramente que es un 

riesgo restablecer el sufragio a los militares, ya que podría afectar a otros actores políticos, siendo 

un acto que claramente abroga más por la dominación de los uniformados que por su comprensión 

y la distribución de los lugares de poder. 

Finalmente, la posibilidad del restablecimiento del voto a los miembros en servicio activo 

de las Fuerzas Militares, ha sido vista por el Ejecutivo como un estado futuro deseable, pero en 

todo caso alejado de las condiciones existentes en relación con el conflicto armado, por lo que se 

ha privilegiado la visión netamente instrumental de la Fuerza Pública para el mantenimiento de las 

condiciones de orden y progreso del país, dejando a un lado la perspectiva de seres humanos como 

sujetos de derechos. 
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El tercer actor identificado es el Legislativo. Aquí es importante recapitular que en 31 años, 

desde 1991 hasta 2022, se han radicado diez proyectos de actos legislativos en el Congreso de la 

República, con el objetivo de modificar el Artículo 219 de la Constitución. En promedio cada 3.2 

años se ha manifestado la intención por parte de algún partido o movimiento político en hacer 

modificaciones al artículo 219 de la Constitución Política en esta institución, procurando que los 

militares y policías de Colombia puedan ejercer su derecho al sufragio. 

La clasificación de los partidos políticos de acuerdo con el espectro ideológico llevada a 

cabo, evidenció que un 64% de los promotores de las iniciativas parlamentarias que han pretendido 

restablecer el voto a los uniformados, han sido miembros de partidos políticos con tendencia 

ideológica de derecha, un 25% de centro derecha, un 7% de centro izquierda, un 3% de izquierda 

y un 1% independientes. Este resultado es significativo, mostrando cómo protagonistas de las 

iniciativas parlamentarias a los sectores políticos de derecha y evidenciando la inacción o 

“gatekeeping” por parte de los partidos políticos de izquierda, lo cual es muy llamativo, ya que 

han sido estos partidos y movimientos políticos los que han abrazado las banderas de la lucha por 

los derechos y no claudicar frente a los intereses privados y del capital, para lograr una sociedad 

más justa. 

Sin embargo, fue posible identificar también que la escasa participación de los partidos y 

movimientos políticos de izquierda en las iniciativas parlamentarias, se presentó en los años más 

recientes. Factor que resulta altamente sugestivo, teniendo en cuenta el reciente protagonismo por 

parte de los sectores de izquierda en el panorama político regional y principalmente nacional. 

El creciente interés de la izquierda colombiana en el voto militar, a pesar de sus reservas 

históricas, se concibe como una estrategia pragmática en el marco de su reciente protagonismo 

político. Este acercamiento se explica por varios factores. En primer lugar, la izquierda reconoce 

la importancia de ampliar su base electoral para afianzar su presencia en el poder y avanzar en su 

agenda. En segundo lugar, se observa un esfuerzo por ganar legitimidad y confianza por parte de 

las fuerzas armadas, tradicionalmente vinculadas a sectores conservadores, lo que llevaría a que la 

incorporación del voto militar ayude a “despolitizar” la institución, según algunos discursos, y así 

fortalecer la democracia. En tercer lugar, el discurso de la izquierda ha evolucionado, reconociendo 

la relevancia de la seguridad nacional y la necesidad de una Fuerza Pública profesional e inclusiva. 

Por último, el acercamiento al voto militar puede verse como un intento de tender puentes y generar 
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consensos en una sociedad polarizada, buscando superar las divisiones históricas y avanzar hacia 

la reconciliación nacional. 

A través del análisis de los discursos emitidos por el Congreso de la República de 

Colombia, se identificó que el corpus establece co-textos aislados, temas distintos y voces 

distintas, tipificando la estrategia discursiva de segmentación. En esta estrategia se presentan ideas 

conflictivas aisladas entre sí. Por una parte, se encuentra el grupo de legisladores que no apoya el 

restablecimiento al sufragio al personal uniformado y busca por medio de la persuasión la 

adherencia de sectores en oposición, partidos políticos contrarios a su posición, para que adopten 

la visión del voto militar propuesta por ellos.   

Esta visión está basada en la historia del país, marcada por el conflicto armado interno, la 

violencia política, la desconfianza en la Fuerza Pública, el temor a su politización y la 

preocupación por la estabilidad democrática. Este grupo de congresistas a través de su discurso 

acusan a la derecha colombiana, de querer promover estas iniciativas parlamentarias para ganar 

adeptos en las filas, justificando que la posible inclinación política de los uniformados hacia la 

derecha, podría afectar los partidos políticos y organizaciones de izquierda en Colombia. 

Por su parte, los legisladores promotores del voto militar, acusan a los partidos políticos de 

izquierda de cercenar el derecho al voto a los militares, afectándoles un derecho fundamental, 

justificado en el temor de un golpe de estado por parte de los uniformados. Así mismo, mediante 

la estrategia discursiva de sustitución, en el proceso de personalización, los congresistas reclaman 

y argumentan que los miembros de las Fuerzas Militares deben ser igualados con los otros 

ciudadanos colombianos, como seres humanos que son, por lo cual se les debe conceder el derecho 

fundamental de escoger a sus gobernantes. 

El cuarto actor con poder de veto identificado y clasificado dentro de los grupos de interés 

señalados por Tsebelis (2002), es la prensa. En el corpus de la prensa se presentan co-textos 

aislados, temas distintos y voces distintas, tipificando la estrategia discursiva de la segmentación. 

En los discursos las ideas son divergentes, por una parte, se manifiesta la necesidad de continuar 

con la veda constitucional por el bien de la democracia, del pueblo colombiano y de las mismas 

Fuerzas Militares. Por otro lado, se encuentra el discurso que declara que se debe restablecer el 

derecho al voto a los uniformados, avanzando en el sufragio universal, donde tengan la posibilidad 

de acudir a las urnas a través de mecanismos idóneos y oportunos, como ciudadanos que son. 
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Con relación a la participación de este actor con poder de veto en la producción discursiva 

sobre el voto militar, es oportuno acotar que la prensa colombiana, en la cual los grupos de élite 

ponen en marcha el ejercicio del poder social, ha sido cuando menos impasible con la situación de 

cercenamiento de los derechos políticos de los uniformados, sin concederle la importancia que 

merece el tema del voto militar, adoptando una posición indiferente de la realidad social sobre el 

derecho al sufragio de los uniformados, y priorizando el panorama violento que vive el país sobre 

los intereses de los miembros de la Fuerza Pública.  

El último actor con poder de veto identificado y clasificado dentro de los grupos de interés 

son las Organizaciones no Gubernamentales. El corpus de las ONG´s presentan temas similares, 

co-textos próximos y voces cercanas, tipificando la estrategia discursiva de integración. Los 

conjuntos de ideas que rechazan el derecho al voto de los uniformados convergen, señalando los 

riesgos que traería al sistema democrático el restablecimiento del voto militar. 

Mediante su discurso las ONG´s, señalan a los uniformados como transgresores de 

derechos humanos, basándose en hechos ocurridos en el pasado y pronostican una posible alianza 

con la derecha colombiana. A través de la estrategia discursiva de acusación-justificación, acusan 

a las Fuerzas Armadas de operar bajo la doctrina del enemigo interno, según la cual los militares 

ponen en condición de enemigo o agente peligroso todo aquello que critique el sistema y que 

cuestione el statu quo, pronosticando represalias contra las organizaciones defensoras de derechos 

humanos y contra la izquierda colombiana, perjudicándolos mediante el ejercicio del poder y el 

manejo de las armas. 

Finalmente, se evidencia el empleo de la estrategia discursiva de la elisión, con lo cual se 

oculta su acción o se prescinde de la responsabilidad social de un actor. Las ONG´s en su discurso, 

suprimen su responsabilidad como defensores de los derechos humanos, y omiten su deber como 

agente social en la búsqueda del restablecimiento del derecho fundamental del voto a los 

uniformados. 

El análisis crítico del discurso sobre el voto militar en Colombia, ha develado las estrategias 

discursivas empleadas por los actores con poder de veto para legitimar sus posiciones. La 

persuasión, la apelación a las emociones, la construcción del “nosotros” y el “ellos”, son algunos 

de los mecanismos utilizados para influir en la opinión pública y mantener o intentar modificar el 

statu quo. 



330 
 

El análisis de los discursos de todos los actores con poder de veto ha permitido identificar 

dos ideologías principales: las que hemos denominado “la inversión de los derechos humanos”, 

que justifica la prohibición del voto militar, y “la ley del más débil”, que la cuestiona.  

La primera ideología identificada, “la inversión de los derechos humanos”, concibe que los 

militares y policías no deben votar en un país en conflicto interno, ya que usarían las armas en 

contra del pueblo para alcanzar sus intereses electorales o principalmente los de sus superiores, los 

cuales se encuentran alineados especialmente con los partidos políticos de tendencia ideológica de 

derecha. Esto afectaría la institucionalidad y podría traer grandes inconvenientes al sistema 

democrático colombiano, causando violaciones a los derechos de los civiles, por lo cual es 

necesario y conveniente mantenerlos alejados de la comunidad política, sin importar que se les 

restrinja un derecho fundamental. 

La segunda ideología identificada, “la ley del más débil”, concibe que en un estado social 

de derecho, con una democracia participativa y moderna como la colombiana, que ha ratificado 

las normas internacionales en materia de derechos civiles y políticos; los miembros de la Fuerza 

Pública, quienes actúan dentro de un marco de  principios y valores, garantizan las libertades y la 

institucionalidad del país y se capacitan constantemente para el correcto ejercicio de su profesión, 

deben contar con el derecho fundamental al sufragio, como ciudadanos que son. 

Ambas ideologías se basan en argumentos sólidos y se nutren de la historia, la teoría 

política y la coyuntura nacional e internacional. Sin embargo, como se ha demostrado, la primera 

de ellas, “la inversión de los derechos humanos”, se sustenta en una serie de presunciones que han 

desconocido los cambios que ha tenido la Fuerza Pública en Colombia en la historia reciente, y así 

como el panorama político nacional. 

La transformación de la Fuerza Pública, que ha incluido un cambio de mentalidad, la 

profesionalización de sus miembros, el respeto a los derechos humanos y la adaptación a los 

nuevos desafíos, ha sido fundamental para que hoy en día sea considerada por una gran parte de la 

sociedad como una institución garante de la democracia y los derechos ciudadanos. No obstante, 

la herencia histórica de la violencia y la desconfianza aún pesan en el debate sobre el voto militar. 

Por otra parte, en el presente trabajo investigativo se identificaron las condiciones de 

posibilidad de los discursos sobre el voto militar en Colombia. Estas se encuentran directamente 

relacionadas con dos acontecimientos claves y repetitivos en la historia de nuestro país.  El primero 

de ellos son los procesos de paz. Colombia ha sufrido un conflicto armado durante más de medio 
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siglo, el cual ha intentado resolverlo pacíficamente mediante el diálogo con los grupos guerrilleros. 

Es así como se logró identificar, que en la gran mayoría de los momentos en que se produjeron 

discursos a favor o en contra del voto militar por los actores con poder de veto, hacia parte del 

panorama político nacional un proceso de paz. 

Esta condición de posibilidad del discurso se concibe desde dos vértices que explican la 

circulación y recepción del discurso. El primero es que algunos creen que si los exguerrilleros 

pueden obtener derechos políticos tras un acuerdo de paz, los militares también deberían poder 

votar. De esta manera estos actores reclaman una igualdad de condiciones. Otros, usan la promesa 

del voto militar como una estrategia para asegurar el apoyo de los militares a los acuerdos de paz 

y que estos no se vuelvan obstaculizadores del proceso, aunque luego no se concrete. 

El segundo acontecimiento señalado que posibilita el discurso sobre el voto militar son las 

elecciones nacionales en Colombia. Una explicación que ilustra la circulación y recepción de este 

discurso en épocas electorales es que los actores con poder de veto buscan obtener, de manera 

directa o indirecta, los votos de los ciudadanos vinculados a la Fuerza Pública, siendo 

especialmente atractivos los votos de los familiares de los uniformados. Por otro lado, aquellos 

que no favorecen el voto militar, emplean esta propuesta para influir en los votantes que no apoyan 

a la Fuerza Pública, destacando en su discurso el riesgo que implica contar con uniformados 

participando en las elecciones. 

Finalmente, el debate sobre el voto militar en Colombia es un desafío para la democracia 

y la construcción de una paz estable y duradera. La participación política de los militares y policías, 

como ciudadanos que son, es un derecho que debe ser reconocido y garantizado. Sin embargo, 

también es necesario asegurar que esta participación se dé en un marco de respeto a la 

institucionalidad democrática y los derechos humanos. El diálogo, la deliberación y la 

construcción de consensos son elementos fundamentales para avanzar hacia una democracia más 

justa, incluyente y participativa, donde la voz y el voto de todos los ciudadanos, incluyendo a los 

uniformados, sean tenidos en cuenta. 
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